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Querida compañera y amiga:

El libro que tienes en tus manos es fruto del trabajo del XXXII Taller 
realizado durante los días 14 y 15 de octubre de 2022, en los que 
abordábamos e incidimos en la opresión y las violencias patriarcales 
que sufrimos las mujeres en el siglo XXI.

Aunque han pasado dos años desde el inicio de la pandemia, nuestro 
trabajo y la forma de relacionarnos se siguen resintiendo. Volvemos 
a vivir momentos difíciles para el activismo, en los que nos encon-
tramos solas enfrentándonos al patriarcado y a su mano derecha, el 
neoliberalismo, y al individualismo adquirido cómodamente por par-
tidos políticos de izquierda, sindicatos, asociaciones profesionales. 
Los ataques fascistas que nos llegan desde el ámbito nacional, in-
ternacional y neoliberal no cesan y se asumen por buena parte de la 
ciudadanía y, lo más terrible, también por los partidos políticos que se 
consideran la izquierda de nuestro país.

En el año 2022 se han aprobado leyes que significan un grave retro-
ceso para las mujeres, ya que nos están cuestionando que el sujeto 
político del feminismo no sea la MUJER, y se han tramitado leyes por 
un Gobierno que se proclama feminista y, sin embargo, defiende la 
agenda del transgenerismo queer.

Leyes  como  la  LEY  PARA  LA  IGUALDAD  REAL  Y  EFECTIVA  
DE  LAS PERSONAS TRANS Y PARA LA GARANTÍA DE LOS DE-
RECHOS DE LAS PERSONAS LGTBI que legaliza y legitima la au-
todeterminación del género con solo manifestar el deseo. Esta nueva 
trampa patriarcal se está extendiendo por un gran número de países. 
A las mujeres nos quieren invisibilizar como siempre ha ocurrido a lo 
largo de nuestra historia. A pesar de ello, nosotras seguimos batallan-
do, saliendo a las calles, comunicando a la sociedad civil, a las ins-
tituciones públicas y privadas nuestro desacuerdo, nuestra oposición 
ante estos ataques.

También exigimos al gobierno que nos informe del destino de los Fon-
dos del Pacto de Estado contra la Violencia   de Género. En esta 
publicación se recoge el Informe realizado del Seguimiento de los 
Fondos del Pacto de Estado contra la Violencia Contra las Mujeres.

Así mismo se recoge el trabajo de incidencia política que se ha rea-
lizado durante todo el año 2022 por FÓRUM de Política Feminista. 
Abordamos nuestro compromiso para conseguir la unidad de acción 
dentro del movimiento feminista.
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Como hemos venido haciendo todos estos años, una vez más, demostramos la participación del 
FÓRUM en las diversas plataformas y organizaciones de las que formamos parte, tejiendo alianzas y 
desarrollando la capacidad que tenemos las mujeres de llegar a acuerdos para avanzar en nuestros 
derechos.

El año 2022 ha sido un año cargado en  alegaciones a las leyes propuestas, apoyo a  manifiestos, rea-
lización de comunicados cuyo foco es la denuncia ante las agresiones patriarcales, y donde dejamos 
constancia de nuestras reivindicaciones tales como la necesidad de una sanidad pública, universal y 
sostenida con los impuestos de la ciudadanía; de unos cuidados necesarios para mantener la vida y 
la necesidad de implementar la coeducación en todas las etapas de la vida escolar y académica para 
erradicar las violencias patriarcales (feminicidios, violencia sexual, vicaria, institucional,…)

Hoy, más que nunca, apoyamos las reivindicaciones y nos solidarizamos con las mujeres de países 
como Líbano, Afganistán, Irán, Palestina, Sáhara y del Área Euromediterránea, donde formamos parte 
de la organización Euromed Feminist Initiative (IFE) desde el año 2015.

Hoy celebramos el XXXV aniversario de historia del FÓRUM gracias al trabajo de todas las mujeres 
que han hecho posible que disfrutemos de los derechos adquiridos, del derecho a la vida, a la libertad, 
a la justicia igualitaria, y agradezco a todas mis antecesoras y a las mujeres que participan y han 
participado por todos los logros conseguidos y para que nuestra organización sea un referente en el 
movimiento feminista.

Hacemos nuestro el pensamiento de la filósofa Luisa Posada Kubissa cuando a las mujeres nos 
reafirma como sujeto político del feminismo.

¨El sujeto prioritario de la política feminista son las mujeres. Ahora que el femi-
nismo está volviendo a ser un movimiento emergente necesita de un sujeto fuer-
te. Por eso mi idea es estabilizar y no dejar que se disuelva. Se trata de sumar, 
no de suplantar¨.

Vicenta Monge García

Presidenta del Fórum de Política Feminista

Nota:  os  dejamos  nuestra  agenda  política  que  resume  la  esencia  del FÓRUM.
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NUESTRA AGENDA POLÍTICA

Fórum de Política Feminista es una organización independiente y autónoma con más de 35 años 
de historia para el activismo feminista y la incidencia política ante la sociedad civil, sindicatos y 
poderes públicos del ámbito local, autonómico, estatal e internacional.

  El sujeto político del feminismo somos las mujeres.

• Defendemos un feminismo internacionalista y pacifista. En defensa y desarrollo de los dere-
chos humanos de las mujeres y la infancia y respetuoso con el planeta.

• Estrechamos  alianzas  con  otras  organizaciones  tanto  formalmente  organizadas, como con 
plataformas y espacios feministas.

• Consideramos imprescindible la autonomía económica de las mujeres. Defendemos la impor-
tancia de los servicios públicos como herramienta para la igualdad de oportunidades de trato y de 
condición entre mujeres y hombres

• Defendemos un Pacto Político para la erradicación de las violencias contra las mujeres con 
directrices de obligado cumplimiento y con dotación presupuestaria que permita la prevención, la 
atención y la reparación de las víctimas, incluyendo, por supuesto, la violencia vicaria y la con-
sideración de la violencia institucional. Exigimos transparencia, publicidad y fiscalización 
del destino de los Fondos del Pacto de Estado

• Perseguimos la eliminación de la brecha salarial entre mujeres y hombres en el mercado 
laboral y en el sistema de pensiones para paliar y reducir, hasta su eliminación, la desigualdad 
estructural que sufrimos las mujeres en la sociedad y en el mercado laboral.

• Políticas de cuidados y corresponsabilidad. Apostamos por un sistema de cuidados públicos 
con perspectiva feminista y que se considere cuestión de estado.

• Políticas educativas y culturales que garanticen la autonomía personal y social de las muje-
res y niñas en defensa y aplicación de sus derechos humanos.

• Nos  declaramos  abolicionistas  de  toda  forma  de  mercantilización  de  nuestros cuerpos 
(la prostitución, la pornografía, los vientres de alquiler, la ovodonación, la autoidentificación del 
género y sexo).

• Reclamamos el derecho de las mujeres a decidir sobre sus cuerpos, su sexualidad y su 
capacidad reproductiva, derechos para sí mismas y no para ponerlo al servicio del mercado.

• Hacemos de un caso una causa. En sororidad.
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1

OPRESIÓN Y VIOLENCIAS

PATRIARCALES 

EN EL SIGLO XXI:

RESPUESTAS FEMINISTAS
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Para analizar el pacto de estado contra la violencia ma-
chista, tenemos que remontarnos a la Marcha Estatal 
Contra las Violencias Machistas, celebrada el 7N del 2015 
en Madrid. Aquella movilización multitudinaria convocada 
bajo la denominación de “movimiento feminista” llegó a 
ocupar el centro de la ciudad. Organizada por trescientas 
treinta y dos organizaciones feministas, contó con el apo-
yo de sindicatos, ONG, partidos políticos, ayuntamientos. 
El movimiento feminista organizado consensuó un mani-
fiesto de nueve puntos. En el   punto primero, se  reco-
gió  que la lucha contra el terrorismo machista tenía que 
ser  una cuestión de estado y que se debía contar con 
la participación de las organizaciones feministas como 
interlocutoras válidas tal y como  recoge el convenio de 
Estambul, que  reconoce el  trabajo y  la  participación de  
las  organizaciones no gubernamentales y de la sociedad 
civil para que sean activas en la lucha contra la violencia 
contra la mujer, estableciendo las Administraciones una 
cooperación efectiva con dichas organizaciones.

El 15 de noviembre de 2016, en base a aquella moviliza-
ción, se crea en el Congreso de los Diputados una subco-
misión  que trabajaría en la elaboración de un informe con 
propuestas concretas para avanzar en la erradicación de 
las diferentes formas de violencias contra las mujeres.

El 28 de septiembre de 2017 el Congreso de los Dipu-
tados, firmado por todos los grupos políticos, aprobó un 
Pacto de Estado con 290 medidas y un presupuesto de 
1.000  millones  de  euros  a  ejecutar  en  cinco  años  para  
atajar  las  violencias machistas. Reconocía la urgencia 
de actuar de forma decidida y con financiación concreta. 
Se crea una comisión de seguimiento parlamentaria con 
la obligación de emitir los preceptivos informes sobre la 
fiscalización del contenido del gasto y los logros y avan-
ces de las medidas realizadas.

Se acordó que la Delegación del Gobierno para la Violen-
cia de Género fuese el órgano del Gobierno encargado 
de coordinar e impulsar la ejecución de las medidas del  
Pacto  de  Estado,  impulsar  las  medidas  en  coordi-
nación  con  el  resto  de Ministerios y Organismos Au-
tónomos dependientes, así como con las Comunidades 
Autónomas y entidades locales representadas por la Fe-
deración Española de Municipios y Provincias.

1.1
SEGUIMIENTO 

DE LOS FONDOS 
DEL PACTO DE 

ESTADO CONTRA 
LA VIOLENCIA DE 

GÉNERO

CARMEN MARTÍN RODRÍGUEZ
 

ACTIVISTA. 
FÓRUM DE POLÍTICA 

FEMINISTA DE MÁLAGA.
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Desde los inicios de su implementación, vimos la necesidad   de realizar el seguimiento de las medidas 
que se habían acordado, qué resultados iban teniendo, así como el presupuesto destinado a las mis-
mas.  Hacer el seguimiento de las políticas públicas de igualdad entre mujeres y hombres y contra las 
violencias machistas  es  una  de  las  actividades que  el  movimiento feminista  organizado realiza. 
Desde los inicios del Pacto de Estado, la falta de transparencia por parte de las distintas administracio-
nes ha sido algo generalizada.

Así las mujeres feministas de Valencia en el diario Levante realizaron la primera denuncia en 2019, por-
que los primeros fondos recibidos en virtud de la Resolución de 2018, el Ayuntamiento de Valencia pre-
tendía destinarlos en su integridad más un 25% de fondos propios a financiar un contrato que acababa 
de licitar cuyo objetivo era “desarrollar, implementar y evaluar un programa de intervención psicosocial 
con hombres que ejercen violencia contra las mujeres y que han sido condenados por violencia de 
género. Serán seleccionados por instituciones penitenciarias y aquellos que voluntariamente quieran 
apuntarse para reducir aquellos comportamientos violentos” según manifestó la Concejala de Igualdad 
y Políticas Inclusivas. La respuesta de la concejala ante esta denuncia fue que, “desde la Concejalía 
se han estudiado todos los escenarios en los que se podía invertir la partida del Ministerio, pero, de 
verdad que no hemos encontrado otro hueco de atención. Está todo cubierto, se podía implantar un 
poquito en un sitio y otro. Pero me parecía que no tenía sentido”. Evidentemente, había motivos para 
la indignación. Los primeros fondos se  pretendían destinar a los victimarios  en vez de destinarlos a 
las mujeres víctimas. La orden establece que los Ayuntamientos destinarán los fondos recibidos a pro-
yectos/ medidas incluidos en el Pacto de Estado y pone una serie de ejemplos. Dentro de las medidas/
actuaciones previstas en el pacto, no se mencionan actuaciones con victimarios.

El Fórum de Política Feminista se propuso hacer el seguimiento de los fondos y el resultado es que no 
había ningún dato disponible en ninguna Administración. Por esta razón, en 2019 se presentó una que-
ja al Defensor del Pueblo solicitando que nos    facilitaran información sobre los proyectos, programas, 
acciones o medidas desarrolladas   por las Comunidades y Ciudades Autónomas y Ayuntamientos en 
ejecución de los fondos del Pacto de Estado contra la Violencia de Género. La respuesta fue que “se les 
ha comunicado la intención de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género de publicar en 
la página web de la misma el listado de proyectos realizados con cargo a las transferencias correspon-
dientes al ejercicio 2018. Que se ha facilitado a todas las Comunidades y Ciudades Autónomas desti-
natarias  de  las  transferencias  una  plantilla  para  que  proporcionen  la información de una manera 
sintética y homogénea. En dicha plantilla se ha de consignar el nombre del proyecto, la descripción 
del mismo, el coste y las medidas del Pacto de Estado a las que contribuyen a dar cumplimiento. Una 
vez recibida dicha información se procederá a su publicación en la web de la Delegación del Gobierno 
contra la Violencia de Género”.

Las organizaciones feministas de Andalucía denuncian que en 2019 la Junta de Andalucía, a dos me-
ses de finalizar el plazo de ejecución, reordena el 75.8% de los fondos. El cuadro de la modificación 
presupuestaria, aprobada por el Consejero de Hacienda, muestra un desvío de fondos de unas conse-
jerías a otras. Por ejemplo, se destinan 2,9 millones de euros para pagar nóminas del Servicio Andaluz 
de Salud (SAS). En Justicia se mueven 3,3 millones de euros dentro del mismo departamento que 
inicialmente iban destinados a reforzar el turno de oficio de abogados y procuradores para casos de 
violencia machista y ahora se reasignan a la compra de mobiliario, equipos informáticos y reacondicio-
nar edificios judiciales. En la Consejería de Empleo, sin embargo, se detraen 1,8 millones de euros del 
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Pacto de Estado que se habían incluido en el presupuesto del Servicio Andaluz de Empleo (SAE) para 
políticas de inserción laboral de mujeres maltratadas.

Desde Andalucía también se denuncia que con cargo a dichos fondos, la Consejería de Salud y Fa-
milias a principios de 2020, contrata a profesionales de enfermería y psicología, sin experiencia ni 
formación en materia de violencia contra las mujeres, para la configuración de equipos provinciales, 
inhabilitando el protocolo y procedimiento que  se  venía  aplicando en  el  que  intervenían coordina-
damente profesionales de trabajo social y equipos de atención primaria, acompañando a las mujeres 
desde sus propios centros de salud.

El  Ayuntamiento de  Marbella  dentro  de  las  actuaciones  de  2020  realizó  una campaña y guía sobre 
las bondades que el ejercicio de la prostitución tiene para las mujeres, sobre todo si son migrantes. 
Dicha campaña, después de la denuncia, fue retirada.

La Comunidad Autónoma de Aragón en el Boletín Oficial de Aragón (13-7-2022) ofrece información de 
las subvenciones concedidas en el ámbito de la igualdad de trato y no discriminación con dos líneas de 
actuación: 1. Promoción de la igualdad de trato y no discriminación y 2. Apoyo a las personas LGTBI y 
sus familiares. En ambas líneas aparece que se financian en parte con fondos procedentes del Pacto 
de Estado contra la Violencia de Género, en el primer caso con 24.647,60 euros, y en el segundo con 
36.971,40 euros. Entre los proyectos financiados se encuentran: “Piso de Cesión temporal para muje-
res trans en situación de alta vulnerabilidad”, “Kiki-encuentros, uniendo la realidad trans en el mundo 
rural”, “Aragón, diversidad por todas partes” Lambda “Diversidad por todas las aulas”. A señalar que 
varios de los proyectos son presentados por una misma organización. ¿Entran estas actividades en el 
marco de la lucha contra la violencia de género? Mientras, quedaron fuera por no llegar a la puntuación 
mínima proyectos como: “Actuación frente al acoso sexual” “Programa anual frente a la violencia de 
género” o “Formación y sensibilización de la trata de personas con  fines de  explotación sexual”.       

Algunos Ayuntamientos y Comunidades Autónomas, en los últimos años, han reducido su plantilla en 
los organismos de igualdad, por lo que   han tenido que externalizar la realización de las actuaciones 
con fondos del Pacto de Estado. El Ayuntamiento de Vélez-Málaga convenia la realización de las actua-
ciones, por el contrario el Ayuntamiento de Estepona tiene personal de plantilla que es el encargado de 
ejecutar las actuaciones/actividades del Pacto. El Ayuntamiento de Málaga, (pero es una dinámica de 
otros muchos municipios) en el marco de la Ordenanza Reguladora de la Concesión de Subvenciones 
en Régimen de Concurrencia Competitiva a Entidades sin Ánimo de Lucro, realiza una convocatoria 
específica de subvenciones para entidades que realicen actuaciones de intervención con mujeres víc-
timas de violencia de género, para el desarrollo de las medidas del Pacto de Estado contra la Violencia 
de Género. Las organizaciones beneficiarias deben aportar el 10% del proyecto con fondos propios. 
Cada año la cuantía económica que se externaliza es mayor. En 2020, se subvencionaron 15 proyectos 
a través de esta convocatoria, externalizándose el 68.5% de los fondos recibidos. El Ayuntamiento 
reforzó el Servicio de Atención Psicológica con 1 contrato durante 6 meses a media jornada.

El Ayuntamiento de Córdoba realiza una serie de actuaciones con personal propio y otra parte del 
presupuesto lo externaliza.

El Instituto Andaluz de la Mujer en 2021 -dentro de la convocatoria pública de subvenciones en concu-
rrencia competitiva en la línea de subvención a asociaciones y federaciones de mujeres para la realiza-
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ción de proyectos que fomenten la participación social de las mujeres, la promoción de la igualdad de 
género y la prevención de la violencia contra las mujeres- destinó 1 millón de euros de los fondos del 
Pacto de Estado a estas subvenciones. En la Comunidad de Aragón la partida mayor fue la destinada 
a convenios y subvenciones.

El Foro de Castilla León solicita información a  la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 
de Castilla y León sobre los proyectos realizados con los fondos del Pacto de Estado, después de 
presentar tres solicitudes, la respuesta es que se dirijan a la página Web de la Junta de Castilla y León 
y de ahí al enlace con el Ministerio de Igualdad.

El Ayuntamiento de Zaragoza los fondos del Pacto los ha utilizado en 2020 en reforzar la plantilla para 
atender a las víctimas, contratación de   dos psicólogas, una educadora social y una técnico medio 
sociocultural invirtiendo el 76% de los fondos recibidos, el resto de los fondos se destina a campañas de 
sensibilización dirigidas al conjunto de la población. En el año 2021 dan la misma utilidad a los fondos.

Lo anterior es solo una muestra de la disparidad que existe en la utilización de los fondos por parte de 
las distintas administraciones, tanto municipales como autonómicas.

5 años después y cuando finaliza el Pacto,  pretendemos con los datos disponibles hacer una ra-
diografía de la situación actual del Pacto: qué informes oficiales se han presentado; en qué ejes de 
actuación se ha intervenido; tipo de acciones que se han realizado y el presupuesto de las mismas; qué 
indicadores de evaluación y seguimiento se han utilizado, en definitiva, una evaluación de resultados y 
por dónde tendría que seguir la intervención del Estado en la lucha por la erradicación de las violencias 
machistas.

Los datos relativos a las resoluciones, transferencias y actuaciones que se han realizado se encuentran 
disponibles  en la   página Web de la Delegación del Gobierno  contra  la  Violencia  de  Género.  A  
nivel  de  los  Ayuntamientos,  se encuentran disponibles los criterios, procedimientos y distribución 
de las transferencias, los procedimientos para la justificación del gasto y una guía para su correcta 
justificación. Los datos disponibles son los relativos a 2018 y 2019, en el mismo se expone la situación 
del cómputo global de las justificaciones presentadas. En el caso de las Comunidades Autónomas se 
encuentran los del 2018 -2019 y 2019- 2020.

Algunos  datos  que  recoge  el  informe  final  de  impacto  de  las  transferencias realizadas a las 
entidades locales en 2019 son los siguientes:

Existen 8.124 municipios incluidos en el Pacto de Estado contra la de Violencia de Género. El 65% de 
los municipios ejecutó los fondos, el 33´26%  no los ejecutó y el 4´19% presenta errores en la justifica-
ción.  El porcentaje de fondos denegados es de un 0,55%.  Del 65% de municipios que ejecutaron, el 
85,14% ejecutaron los fondos en su totalidad, un 14,86% los ejecutaron parcialmente. 1.988 (24.47%) 
municipios no enviaron justificación de los fondos otorgados y   7 municipios se encuentran en estado 
de fondos no trasferidos.

Los restantes 6.129 municipios revisados tienen los siguientes estados: CONCESIÓN TOTAL: 4.497 
municipios.
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CONCESIÓN PARCIAL: 748 municipios.

DENEGADA (por actividad fuera de plazo o actividad que no corresponde al marco del Pacto de Esta-
do): 45 municipios

FONDOS NO UTILIZADOS: 315 municipios

PENDIENTE DE SUBSANAR: 488 municipios

Existen 3.418 municipios que tiene remanente del 2018

Gran número de municipios, no han utilizado los fondos

Menos de 101
De 101 a 500
De 501 a 1.000
De 1.001a 2.000
De 2.001 a 3.000
De 3.001a 5.000
De 5.001a 10.000
De 10.001a 20.000
De 20.001a 30.000
De 30.001a 50.000
De 50.001a 100.000
De 100.001 a 500.000
Más de 500.000
totales

GRUPO POBLACIÓN

Análisis de la utilización de los fondos en relación con el tamaño poblacional de los municipios.

DENEGADOSNO EJECUTAN 
FONDOS

NO EJECUTAN 
FONDOS

NÚMERO 
DE MUNICIPIOS 

POR GRUPONR NR NR NR% % %GRUPO

1
2
3
4
5
6
7
8
9
10
11
12
13

1399
2605
1000

864
474
478
545
343
159
108

86
57

6
8.124

691
944
312
265
153
134
157

68
36
16
13

9
0

2.798

5
12

9
6
2
5
2
2
0
0
1
1
0

45

703
1649

679
593
319
339
386
273
123

92
72
47

6
5.281

50,25%
63,30%
67,90%
68,63%
67,30%
70,92%
70,83%
79,59%
77,36%
85,19%
83,72%
82,46%

100,00%

49,39%
36,24%
31,20%
30,67%
32,28%
28,03%
28,81%
19,83%
22,64%
14,81%
15,12%
15,79%

0,00%

0,36%
0,46%
0,90%
0,69%
0,42%
1,05%
0,37%
0,58%
0.00%
0.00%
1,16%
1,75%
0.00%

Fuente: Delegación de Gobierno contra la violencia de género



22

XXXII TALLERF P F

Las Comunidades Autónomas donde más proyectos han sido desarrollados fueron Castilla y León 
(20%), Andalucía (16%) y la Comunidad Valenciana (14%). La valoración de las actuaciones que reali-
zan los Ayuntamientos es muy positiva.

Según se desprende del informe global sobre las dificultades encontradas a la hora de ejecutar los 
fondos, ha sido el apartado que menos completaron los municipios, un 55,9% no respondió a esta 
pregunta.  Un 21,8% señala que no tuvo ninguna dificultad y en 14,7% señala “otras dificultades”, 
quedando por debajo del 4% el resto de respuestas.

Andalucía
Aragón
Asturias
Baleares
Canarias
Cantabria
Castilla - La Mancha
Castilla y León
Cataluña
Ceuta
Valencia
Extremadura
Galicia
Madrid
Murcia
Navarra
País Vasco
Rioja, La
Totales

Comunidad autónoma

Número de proyectos realizados por CCAA y la valoración realizada por los municipios.

NSvaloración
1

valoración
2

valoración
3

valoración
4

valoración
5

nº de 
proyectos

1.464
585
117
79
97

148
705

1.806
854

1
1.231

395
413
255
121
313
219
112

8.915

5
1
0
2
0
0
1

16
2
0
8
3
1
3
0
3
0
1

46

4
3
1
1
2
0

13
18

3
0
9
0
2
1
3
0
4
5

69

63
74
10

7
9
8

47
215

80
0

112
23
26
29

4
20
19

9
755

265
117
29
23
12
43

185
426
290

0
349

69
109

61
36
74
61
33

2.182

800
225

24
34
36
55

251
615
314

0
556
127
184
121
212
179

90
42

3.708

327
165

53
12
38
42

208
516
165

1
197
173

91
40
40
37
45
22

2.155

Fuente: Delegación de Gobierno contra la violencia de género
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Eje 1
Eje 2
Eje 3
Eje 4
Eje 5
Eje 6
Eje 7
Eje 8
Eje 9
Eje 10

88,33%
9,80%
4,80%
0,67%
1,96%
0,56%
0,18%
4,48%
0,17%
0,07%

7875
874
428

60
175

50
16

399
15

6
9.898

Eje Eje
nº de 

proyectos 
por eje

% de 
represen-

tación

Cantidad de proyectos implementados por cada eje del Pacto

Ruptura del silencio: sensibilización y prevención
Mejora de la respuesta institucional: Coordinación, trabajo en red
Perfeccionamiento de la asistencia, ayuda a las víctimas
Intensificar la asistencia y protección de menores
Impulso de la formación que garantice la mejor respuesta asistencial
Seguimiento estadístico
Recomendaciones a CC AA, entidades locales y otras instituciones
Visualización y atención a otras formas de violencia contra las mujeres
Compromiso económico
Seguimiento del Pacto
Total proyectos

Fuente: Delegación de Gobierno contra la violencia de género

Cada proyecto puede encuadrarse en varios ejes o medidas por lo que el número global de proyectos 
es diferente al real de los realizados. El 64´04% de los municipios indicó el eje y la medida del Pacto de 
Estado y el 35´34% no indicó ni eje ni medida.

Los tres ejes a los que pertenecen la mayoría de medidas implementadas en 2019 fueron, de mayor a 
menor porcentaje, los siguientes:

Eje 1 – Ruptura del silencio: sensibilización y prevención, un 88,33%.

Eje 2 –  Mejora de la respuesta institucional: coordinación y trabajo en red, un 9,80%.

Eje 3 –  Perfeccionamiento de la asistencia: ayuda y protección a las víctimas, el 4,80%.

Eje 10-  Seguimiento del Pacto: lo han realizado municipios de 20.000 a 50.000 habitantes.

La medida 24, acapara el 29,01% del total. Esta medida se centra en el desarrollo de campañas de 
prevención y sensibilización con mensajes positivos, unitarios y adaptados a las exigencias de cada 
momento, implicando a la sociedad en su conjunto, y eligiendo los momentos más favorables para su 
difusión, como por ejemplo los veranos. Las campañas se focalizan en el rechazo al maltratador y en 
presentar a mujeres fuertes y valientes sin recurrir al cliché de las víctimas.

La siguiente medida más desarrollada es la medida 26, con un 7,95%, lo que supone una gran diferen-
cia con la medida más desarrollada. La medida 26 tiene como objetivo la realización de campañas para 
público joven, utilizando preferentemente las tecnologías de la información y comunicación.
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La tercera medida más desarrollada es la 31, que ha sido implementada en un 7,84% de los proyectos. 
La medida 31 se centra en tener en cuenta en la realización de las campañas de sensibilización contra 
la violencia de género, la mayor incidencia de ésta en las mujeres que viven en el ámbito rural.

Este es un resumen del balance final de las medidas del pacto. Con los datos disponibles es difícil,  si 
no imposible, valorar la eficacia y resultado de los fondos, ya que se limita a hacer una descripción del 
número de proyectos que se han realizado, las dificultades encontradas, los ejes y medidas que se han 
realizado. No hay ninguna referencia a los objetivos conseguidos, solo se enumeran los ejes y medidas.

En el Fórum de Política Feminista elaboramos un cuestionario que distribuimos en CCAA y Ayunta-
mientos con el objetivo de recabar información de las actuaciones que se han realizado y contemplar  
otras variables que no aparecen en la página de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de 
Género. Señalamos algunas de las respuestas que hemos recibido.

Señala en cuál de las siguientes actividades se está gastando o ha gastado tu
Ayuntamiento los fondos recibidos.

Actos , reuniones , campañas de sensibilización

Carteles, folletos, exposiciones, guías

Unidades de  apoyo  local,  coordinación  Ayuntamiento,  Juzgados, Policía Local

Cooperación con asociaciones  del Consejo Municipal de Participación de las Mujeres

Externalización de los fondos a asociaciones de mujeres y ONG

Ampliación del horario o de personal de  atención social, psicológico, jurídico, educativo….

Ampliación de plantilla y horario de Policía Local de atención a víctimas 
de violencia de género

Formación a personal del Ayuntamiento

Puntos de encuentro familiar

1 2 3

1 2

2

2

2

1 2 3

SI NO

3

3

3

3

2 3

2 3

2 3
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El número 1 corresponde a los datos del  Ayuntamiento de Estepona. Al resto de las preguntas, contes-
tan que en el Ayuntamiento cuentan con personal especializado.

El número 2 corresponde a los datos del Ayuntamiento de Madrid.

El número 3 corresponde a los datos del Ayuntamiento de Vélez- Málaga. Observaciones:

La elección de las medidas se hace en base a que sean medidas contempladas en el Pacto de Estado 
contra la Violencia por las entidades locales, siendo estas muy limitadas. En cuanto a la “mejora estruc-
tural de los servicios”: No se ha podido realizar contratación laboral ni de prestación de servicios dada 
la dificultad de los trámites exigidos desde esta entidad y del tiempo con el que se contaba.

Por otras vías y con cargo a los fondos recibidos por el Ayuntamiento sí se contrató temporalmente 
personal especializado.

Por  otra  parte,  consideramos  de  interés  la  simplificación  del  trámite  de justificación, la formación 
del personal técnico para el mismo y contar con alguien de referencia en el Ministerio al que poder 
acceder en caso de duda o dificultad. El que la información se traslade fundamentalmente a través de 
la página web no facilita el seguimiento de la subvención recibida.

En Madrid, se alude de manera general al Pacto de Estado en el documento MEDIDAS PRIORITA-
RIAS PARA ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, aprobado en 2019 con vigencia 
de cuatro años, pero no se ha encontrado ninguna información pública sobre los fondos destinados a 
cada una de las medidas.

Se han creado nuevos centros de atención a la violencia contra las mujeres, un centro de crisis 24h 
para atención a la violencia sexual y un centro de emergencia para víctimas de trata, pero no sabemos 
cuál ha sido su financiación.

Valora de 0 a 5 la gestión realizada por tu Ayuntamiento de los fondos recibidos del Pacto de 
Estado. Selecciona una respuesta en cada fila siendo 0 el de menor valor y 5 el de mayor valor

Transparencia en la gestión de los fondos

Eficacia y utilidad del gasto público

¿Han  informado a  las  asociaciones de mujeres, Consejos de 
Participación de las Mujeres?

¿Han participado las asociaciones de mujeres en propuestas, 
seguimiento y evaluación de los fondos/acciones?

¿Se han producido mejoras en la estructura de los servicios que se prestan?

¿Se ha contratado personal especializado en estructura?

¿Se ha mejorado algún servicio sin utilizar los fondos del Pacto de Estado?

10’

1
1

1

2

3

3
1

1 3

1

1
3

3 2

2 3
3 2

2 3 4 5
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Cuando pretendemos analizar por Comunidades y Ciudades Autónomas, en los datos recogidos en la 
de Delegación de Gobierno contra la violencia de género encontramos que de la Comunidad Balear, 
los datos que se recogen en la página son los relativos a 2018, de Navarra y País Vasco y Cataluña 
no aparecen datos, por lo que el análisis de las medidas implementadas hace referencia al resto de 
Comunidades y Ciudades Autónomas.

Llama la atención las pocas intervenciones de las Comunidades y Ciudades Autónomas en los el eje 6, 
7, 9 y que ninguna Comunidad haya intervenido en el eje 10 del Pacto, relativo al seguimiento del Pacto 
de Estado facilitando la información necesaria a la Comisión de Seguimiento del Pacto.

Andalucía
Aragón
Asturias
Canarias
Cantabria
Castilla- la Mancha
Castilla y León
Ceuta
C Valenciana
Extremadura
Galicia
Madrid
Melilla
Murcia
Rioja, la
Totales

CCAA eje
1

eje
4

eje
2

eje
5

eje
3

eje
6

eje
7

eje
8

eje
9

eje
10

Ejes por Comunidades Autónomas fondos 2019-2020

19
8

34
28
15

8
19

5
4
5

23
11
4
3

25
211

11
5
7

31
5
0
9
0
1
8
4
3
1
4

10
101

16
4
6

16
11
2

13
2
6

10
11
11
3
3

10
124

3
2
0

26
1
0
5
0
0
1
4
4
0
1
3

56

7
2
0

16
2
3
8
2
0
2
8
1
0
1
8

60

2
1
1
2
1
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
7

1
0
1
0
0
0
0
0
0
0
0
3
0
1
0
5

8
2
4
0
6
1
0
0
0
3
8
0
1
1
6

40

0
0
0
0
0
0
0
0
2
0
0
0
0
0
0
2

0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0
0

Fuente: Delegación de Gobierno contra la violencia de género
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Con estos datos se hace difícil realizar el seguimiento de las medidas y los ejes porque no todas las 
Comunidades y Ciudades Autónomas han reflejado en los datos facilitados las medidas y los ejes del 
Pacto en las actuaciones realizadas. Murcia, Madrid y Valencia son las Comunidades, donde menos se 
reflejan las medidas y los ejes.

Comunidades, Ciudades  Autónomas y Ayuntamientos han trabajado prácticamente sobre los mismos 
ejes que los Ayuntamientos.

Lo que se hace en esta ocasión es una descripción de las actividades realizadas; en el caso de An-
dalucía, se recoge qué Consejería es la responsable de la ejecución, en las demás  Comunidades no 
se recoge, por lo que no hay datos de qué Consejería ejecuta el proyecto. Se recoge un resumen del 
contenido, el coste económico, población destinataria y número de personas beneficiarias, que no se 
recoge en todas las actuaciones y lo mismo ocurre con los datos desagregados por sexos, que en 
demasiadas ocasiones no se reflejan.

En  esta  ocasión,  al  igual  que  ocurre  con  los  Ayuntamientos,  tampoco  hay referencia a los objeti-
vos, solo una descripción de lo que se ha realizado sin ningún otro tipo de valoración.

Eje 1
Eje 2
Eje 3
Eje 4
Eje 5
Eje 6
Eje 7
Eje 8
Eje 9
Eje 10

62.56%
25.56%
26.53%

8.60%
8.24%

2.5%
0.69%
6.84%
0.28%

0

448
183
190

62
59
18

5
49

2
0

716

Eje Eje
nº de 

proyectos 
por eje

% de 
represen-

tación

Cantidad de proyectos implementados por cada eje del Pacto

Ruptura del silencio: sensibilización y prevención
Mejora de la respuesta institucional: Coordinación, trabajo en red
Perfeccionamiento de la asistencia, ayuda a las víctimas
Intensificar la asistencia y protección de menores
Impulso de la formación que garantice la mejor respuesta asistencial
Seguimiento estadístico
Recomendaciones a CC AA, entidades locales y otras instituciones
Visualización y atención a otras formas de violencia contra las mujeres
Compromiso económico
Seguimiento del Pacto
Total proyectos

Fuente: Delegación de Gobierno contra la violencia de género. Elaboración propia
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Los datos anteriores corresponden a la Comunidad de Madrid.

Observaciones:

En la Memoria Anual de la Estrategia de la CM Contra la Violencia de Género 2020, Informe Anual de 
Seguimiento, solo figuran dos proyectos financiados con Fondos del PEVG:

- “Salud sexual y reproductiva en mujeres que han sufrido Mutilación Genital Femenina en la Comu-
nidad de Madrid”. Mejora de la Salud Sexual y Reproductiva de mujeres supervivientes de la MGF 
a través de la educación y atención a su sexualidad y mitigar las consecuencias negativas que ha 
producido la MGF en la salud  sexual  y  reproductiva  de  las  mujeres  supervivientes  a  esta  prác-
tica. Proyecto financiado a cargo de los Fondos del Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

- “Mediación y acompañamiento a mujeres que han sufrido Mutilación Genital Femenina para su 
prevención en la Comunidad de Madrid”. Promover el derecho a la salud integral, con especial foco 
en la Salud Sexual y Reproductiva de mujeres que han sufrido MGF y su prevención en niñas y 
favorecer la atención socio- sanitaria  y  el  acompañamiento  a  mujeres  que  han  sufrido  MGF.  
Proyecto financiado a cargo de los Fondos del Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

En la página  de la Delegación se recoge un repositorio de buenas prácticas, estas se resumen en:

- Campañas gráficas y audiovisuales, concursos de cortos.

- Campañas de sensibilización: dirigidas a la población en general y a adolescentes. Campañas 
contra las agresiones sexuales fundamentalmente en fiestas, San Sebastián de los Reyes, incluye 
la prostitución. Gobierno de Aragón, campaña contra la  trata, por el derecho al aborto. Campaña 
juguetes no sexistas. Mujeres rurales.

- Islas Canarias campaña contra la violencia sexual.

Valora de 0 a 5 la gestión realizada hasta ahora de estos fondos en tu Comunidad Autónoma

Transparencia en la gestión de los fondos

Eficacia y utilidad del gasto público

¿Han  informado a  las  asociaciones de mujeres, Consejos de 
Participación de las Mujeres?

¿Han participado las asociaciones de mujeres en propuestas, 
seguimiento y evaluación de los fondos/acciones?

¿Se han producido mejoras en la estructura de los servicios que se prestan?

¿Se ha contratado personal especializado en estructura?

¿Se ha mejorado algún servicio sin utilizar los fondos del Pacto de Estado?

10

X

X

X

X

X

X

X

2 3 4 5
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- Congresos en  Almería, Pamplona, Altea CCAA, Andalucía “La salud de las mujeres y las mujeres 
en salud” Aragón sobre el papel de los medios de comunicación en la transmisión de la igualdad y 
la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres. Castilla León X Jornadas Naciona-
les de Violencia de Género. Región de Murcia: II Foro Social de Mujeres y Niñas con Discapacidad, 
centrado en violencia de género y en los derechos de las mujeres y niñas con discapacidad.

- Merchandising-Bolsas  de  tela,  vasos  reutilizables,  sombreros,  abanicos, servilletas, libretas, 
banderolas, pegatinas, pintura en los bancos.

- Guías: contra la violencia, respuesta judicial rápida, sobre recursos.

- Otras actuaciones: talleres, jornadas formativas, cursos de prevención y detección de la violencia, 
proyectos de coeducación, estudios sobre la violencia a las mujeres en Navarra. Marcha contra la 
violencia en Melilla.  Puntos Violeta en las ferias y fiestas.

- El Pacto de Estado contra la Violencia de Género y las Buenas Prácticas en las Zonas Rurales en 
varios municipios de Granada: “El caso de las mujeres mayores de 65 años”, que ha organizado 
la Unidad contra la Violencia sobre la Mujer de la Subdelegación con motivo de la celebración del 
día de la mujer rural.

-No se recoge ninguna buena práctica en el sistema educativo a pesar de que se están desarrollando 
determinados proyectos con estos fondos.

En la  reunión de la Conferencia Sectorial de Igualdad, celebrada en Santa Cruz de Tenerife el día 22 
de julio 2022, llegaron al acuerdo prorrogar el Pacto de Estado mediante la elaboración de un decálogo 
que acompañará al marco de cooperación en materia de violencia contra las mujeres. Este decálogo 
será elaborado por consenso, El decálogo se aprobará en la próxima reunión de la Conferencia Sec-
torial de Igualdad y configurará un conjunto de estándares mínimos que deberán garantizarse en todo 
el territorio, sin perjuicio de las administraciones competentes de disponer de recursos adicionales. 
Abordará, como mínimo, la prevención de la violencia contra las mujeres, incluyendo medidas infor-
mativas, de concienciación y educativas; investigación y recogida de datos, protocolos, instrumentos y 
políticas para la detección de la violencia; y servicios y medidas para la atención integral y reparación 
de todas las víctimas de todo tipo de violencias. Este decálogo se actualizará periódicamente, tomando 
en consideración el desarrollo de los servicios y recursos existentes y las modificaciones legislativas 
que se puedan producir. Se constituirán comités de crisis cuando en un mes se hayan producido 5 o 
más asesinatos en una o más CCAA con el fin de analizar las situaciones para sacar conclusiones que 
refuercen la respuesta interinstitucional, este Comité constituye un complemento a los procedimientos 
ya establecidos por las  CCAA,  serán  convocados  por  el  Ministerio  de  Igualdad,  a  través  de  la 
Delegación  del  Gobierno  contra  la  Violencia  de  Género,  que  remitirá  la convocatoria a las CCAA 
en las que se hubieran producido los casos.

En la   reunión de la Conferencia Sectorial de Igualdad, celebrada en día 15 de noviembre, se  aprueba 
el catálogo de Referencia de Políticas y Servicios en Materia  de  Violencia  contra  las  Mujeres  con  el  
objetivo  de  avanzar  en compromisos del pacto de estado. Recoge varias líneas de trabajo en cuanto 
a asistencia social integral y reparación para todas las víctimas; la protección, acceso a la justicia; 
la coordinación y transversalidad en la respuesta por parte de las administraciones, en prevención y 
sensibilización, implantación de protocolos de detección de las diferentes formas de violencia contra las 
mujeres en todos los ámbitos: educativo, sanitario, servicios sociales, centros residenciales o de día, 
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y en los puntos de encuentro familiar, el reforzamiento de equipos multidisciplinares especializados y 
el acceso a estos recursos no estará  sujeto a la interposición de denuncia. Y compromiso económico 
permanente.

Estamos de acuerdo en que se prolongue el Pacto de Estado porque las violencias contra las mujeres 
no dejan de crecer. No obstante, exigimos que se cumpla con la obligación legal de control de la finan-
ciación y la de evaluación de las actuaciones que deben ser programadas por personas debidamente 
formadas desde la perspectiva feminista, perspectiva que se echa en  falta en lo realizado hasta hora.

Antes del nuevo Pacto, se hace necesaria una rendición de cuentas de lo realizado en el Pacto anterior, 
evaluación en profundidad de las actuaciones realizadas, auditoría de los fondos, transparencia   y   
rendición de cuentas,   conocer los recursos que han llegado a las víctimas…

Contar para desarrollo e implementación en el nuevo periodo, tal y como recoge el convenio de  Estam-
bul y  el  propio Pacto de  Estado, con  las  asociaciones de mujeres que vienen trabajando en la lucha 
contra las violencias machistas.

Son necesarias la implementación de acciones que formen parte de un programa evaluable y que se 
prolongue en el tiempo, encaminadas a acabar con la violencia estructural que sufrimos las mujeres por 
el mero hecho de ser mujeres. Frente al machismo no es suficiente con atender y sanar las heridas de 
las  víctimas. Hace falta erradicarlo adoptando, ya de una vez, esas medidas que aborden las causas y 
que sean capaces de transformar la realidad machista y violenta que vivimos.
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Simone de Beauvoir sostenía que “no se nace mujer, se 
llega a serlo” (BEAUVOIR [1949]/2008: 371). A través 
de la violencia de género como mecanismo de domi-
nación,  se  ha  impedido  a  lo  largo  de  la  histo-
ria  que  las  mujeres  se construyesen como sujetos 
empoderados, relegándolas a sujetos subalternos o 
subordinados.

Desde que en el año 2003 se empezaron a contabi-
lizar las mujeres asesinadas por violencia de género 
en España, más de 1160 mujeres han perdido la vida 
a manos del que fuera su pareja o expareja, pero no 
debemos olvidar que desde 2009 se han recibido  más 
de 1.870.000 denuncias o que desde el año 2007 se 
han recibido más de 1.103.000 llamadas pertinentes en 
el servicio 016, según datos del Portal Estadístico de la 
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género.

Tras 13 años en vigor de la Ley 1/2004, las políticas 
para la erradicación contra la violencia hacia las muje-
res habían mostrado algunos problemas de efectividad 
que indicaban una necesaria reforma. El Congreso de 
los Diputados acordó vehicular a través del Pacto de 
Estado contra la Violencia de Género, que consta de 10 
ejes y 214 medidas, de las que en torno a veinte requie-
ren reformas de la Ley Integral (CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS, 2017). Posteriormente, este texto quedó 
refundido con el redactado en el Senado (SENADO, 
2017) dando lugar a 290 medidas2, que son las que se 
debieran haber implementado en cinco años.

1 Ponencia presentada en el XXXII Taller del Fórum de Política 
Feminista celebrado en Madrid los días 14 y 15 de octubre de 
2022. Capítulo parcialmente publicado en el libro “Debates teó-
ricos sobre políticas de igualdad entre mujeres y hombres” (ed. 
Comares).
2 Puede consultarse el documento completo en: 
https://violenciagenero.igualdad.gob.es/pactoEstado/docs/
Documento_Refundido_PEVG_2.pdf
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2.- Estado de la cuestión cerca de la finalización del Pacto de Estado

Este Pacto -que adoptó como sistema de acuerdo el consenso entre todas las fuerzas políticas pre-
sentes, razón que hizo del mismo un acuerdo de mínimos-, ha tenido un desarrollo muy irregular por 
la voluntad política e identificación de los distintos gobiernos con las medidas contenidas en el mismo.

No será hasta la aprobación del Real Decreto-Ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para 
el desarrollo del Pacto de Estado contra la violencia de género3, que se adopten las primeras medidas 
desde su puesta en marcha, a ello se suma una compleja arquitectura institucional del Estado que hará 
que no se implemente por igual en todo el territorio.

Tal vez, sea el eje dirigido a la formulación de “recomendaciones a comunidades autónomas,  entidades  
locales  y  otras  instituciones”  (DGVG  2017:  44), precisamente por consistir en eso, en realizar reco-
mendaciones y contar tan solo con seis medidas, el único que ha conseguido su completa ejecución. 
Sin embargo, en el resto de los ejes se pueden encontrar importantes carencias algunas de las cuales 
se esbozan a continuación.

2.1.- Compromiso económico.

El compromiso económico es lo que da credibilidad y viabilidad a cualquier política pública, no existe 
acción política si no hay soporte presupuestario. En su momento, el acuerdo incluyó la dotación de 200 
millones de euros anuales4 para el despliegue del Pacto, pero poco y nada transparente se ha sabido 
de su ejecución, tanto del cuánto como del cómo, en estos cuatro años. No será hasta junio de 2021 
que el Consejo  de  Ministros  y  Ministras  anuncie  que  en  la  Conferencia  Sectorial  de Igualdad 
se iba a controlar la ejecución de los fondos, cuatro años después, es decir, 800 millones de euros 
después.

Desde  el  movimiento  feminista  siempre  se  ha  valorado  que  la  distribución económica de los 
fondos del Pacto no se correspondía con las responsabilidades de las distintas administraciones, que 
siendo los ayuntamientos la administración más cercana, recuperando -consecuencia de este acuerdo- 
una competencia eliminada en 2013, y contando con más de 8000 municipios, no tenía sentido que se 
les destinase el 10% de los fondos. Por eso, se valoró de forma positiva que en el trámite presupuesta-
rio se hubiera ampliado la dotación con 40 millones de euros más.

Sin embargo, que durante estos años no se haya permitido el gasto estructural y plurianual, algo que el 
propio Pacto no prohíbe, ha tenido como consecuencia que las acciones que se desarrollaran por las 
administraciones no tuvieran un carácter transformador.

3 Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el desarrollo del Pacto de Estado
contra la violencia de género https://www.boe.es/boe/dias/2018/08/04/pdfs/BOE-A-2018-11135.pdf

4 Estos 200 millones se repartían: 100 a las CCAA, 80 a la AGE y 20 a los Entes Locales.
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Así mismo,  pese  a  haberlo  solicitado  en  diferentes  ocasiones,  con  apoyo  del Defensor del 
Pueblo, las organizaciones feministas no han podido conocer la cuantía realmente ejecutada en estos 
años de implementación del Pacto de Estado y la cantidad que ha ido a financiar deuda del Estado por 
inejecución.

2.2- La ruptura del silencio: sensibilización y prevención.

Desde la aprobación del Pacto, y en relación con este eje (DGVG, 2017: 14-21), cabe señalar no ha 
habido avances significativos en las medidas que se refieren a la modificación  de  normativas  del  
ámbito  educativo  ni  en  la  modificación  del currículum para la incorporación de los contenidos inclui-
dos en el Pacto de Estado en todos los niveles educativos, por ejemplo, la prevención de violencia y la 
educación afectivo sexual.

Derivado de la no modificación del currículo escolar para el cumplimiento de las medidas del Pacto, se 
deduce que no se ha cumplido la incorporación en los libros de texto y materiales didácticos la historia 
del origen, desarrollo y logros del Movimiento Feminista, ni ningún otro contenido referente a visibilizar 
a las mujeres en todas las áreas de aprendizaje como la historia o los avances científicos.

En lo referente al “Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género” aprobado 
en 2006 sólo hay publicados dos informes de evaluación de los años 2007 y 2009. En el caso de que 
en los años posteriores se hayan realizado las evaluaciones comprometidas no están publicadas y/o 
accesibles a través de la Delegación de Gobierno contra la Violencia de Género.

Así mismo, cabe señalar que no se han realizado campañas específicas sobre la cosificación e hiper-
sexualización de las niñas, jóvenes y mujeres. En este sentido, el Pacto de Estado no recoge la violen-
cia 2.0 que suponen las páginas porno, un modelo de sexualidad patriarcal basada en la desigualdad 
de poder entre hombres y mujeres, no realizándose ninguna actuación respecto a la regulación del 
acceso a pornografía que hoy se sitúa en los 8 años de edad según la Agencia Española de Protección 
de Datos5  mientras que buena parte de las estudiosas de la violencia contra las mujeres destacan la 
pornografía como puerta de acceso a la violencia de género y la prostitución (COBO, 2020; Ballester 
Brage, L., Orte Socias, C. y Pozo Gordaliza, R., 2014).

Por lo que, parece evidente que la prevención de la violencia contra las mujeres sigue siendo el “patito 
feo” de estas políticas públicas 18 años después de que se instaurasen en España.

5 La AEPD ha impulsado este año la retirada de 200 contenidos de carácter sexual a través de su canal
prioritario  (Europa  Press,  8  de  julio  de  2021):  https://www.europapress.es/cantabria/noticia-aepd- impulsado-ano-
retirada-200-contenidos-caracter-sexual-traves-canal-prioritario-20210708141512.html.
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2.3.- Mejora respuesta institucional: coordinación. Trabajo en red.

En relación con la mejora de la respuesta institucional, cabe señalar que una de las grandes ausentes 
del Pacto fue, precisamente, la violencia institucional, especialmente cruenta desde la Administración 
de Justicia y en los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, asunto que el movimiento feminista 
venía denunciando hacía tiempo y que tiene importantes ejemplos en casos como el de

Ángela Glez. Carreño, Juana Rivas o María Salmerón, por solo citar algunas. Una violencia que, sin 
duda, debe ser recogida y abordada desde las instituciones si quieren cumplir con su obligación de 
diligencia debida.

De entre las medidas que suponen modificaciones legislativas del Código Penal y la Ley de Enjuicia-
miento Criminal, que recoge este eje del Pacto (DGVG, 2017: 22-30) y que tampoco se han implemen-
tado, caben destacar sin ánimo de exhaustividad:

● La modificación del Art 22.8 del Código Penal para considerar reincidencia cuando el mismo hom-
bre cometiera distintos delitos contra la misma mujer, abriendo la posibilidad a incluir reincidencia 
si el mismo hombre comete distintos delitos de esta naturaleza contra distintas mujeres, en conso-
nancia con el convenio de Estambul no se ha puesto en marcha (medida 128).

● La reforma del Art. 83.2 del Código Penal para introducir la reeducación en los casos de Violencia 
de Género y delitos contra la libertad sexual (medida 127).

● La inclusión en la redacción del artículo 184 del Código Penal, de una circunstancia específica 
en los delitos de acoso sexual, que debería contemplar el móvil de actuar por razones de género, 
atentando gravemente contra la dignidad de la mujer (medida 113)

● La modificación del Art.17 bis de la LECrim (medida 131) para que enjuicie un único órgano judicial 
todos los procesos relativos a la misma víctima de Violencia de Género, para evitar que se diluya 
la finalidad de la LO 1/2004.

● La introducción en el artículo 544ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de un listado no cerrado 
de criterios de referencia de la situación objeto de riesgo, para impedir que disminuyan las órdenes 
de protección (medida 119).

A pesar de que desde hace tiempo que se espera, que el Pacto así lo recoge, España aún no ha cul-
minado el proceso de ratificación del Convenio 190 de la OIT relativo a la violencia de género y acoso 
sexual en el ámbito laboral, que en septiembre de 2021 fue remitido a Cortes, pero aún debe continuar 
dando pasos para culminarse.

Mención especial merece el acceso al título habilitante de la condición de víctima sin necesidad de 
interponer denuncia que ha tenido un desarrollo muy desigual según las Comunidades Autónomas. En 
este sentido, y como ya se ha señalado, ha sido diciembre de 2021 cuando el Boletín Oficial del Estado 
ha publicado la Resolución de 2 de diciembre de 2021, de la Secretaría de Estado de Igualdad y contra 
la Violencia de Género, por la que se publica el Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Igualdad, de 11 
de noviembre de 2021, relativo a la acreditación de las situaciones de violencia de género.
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En el ámbito de la salud, se sigue perdiendo la oportunidad de tener en la sanidad pública una aliada en 
la detección precoz de la violencia de género a través del test de cribado universal que Comunidades 
como la valenciana ya están practicando.

Por tanto, otro espacio fundamental para construir una vida libre de violencias hacia las mujeres en el 
que se está perdiendo una oportunidad fundamental.

2.4.- Perfeccionamiento de la asistencia, ayuda y protección a las víctimas.

Evitar la victimización secundaria en los delitos de violencia de género es un deber institucional, y 
está implícito en muchas medidas de este eje del Pacto de Estado (DGVG 2017: 31-39) como objetivo 
prioritario, por ello es necesario destacar su incumplimiento:

● Impedir la confrontación víctima/agresor (medida 132), en la práctica en muchas ocasiones tan 
siquiera se utiliza el clásico biombo, pero en el Pacto se establecía como media adecuar los Juz-
gados de Violencia sobre la Mujer y juzgados especializados y dotarlos con medios audiovisuales 
y dependencias que eviten la repetición de las declaraciones y de intérpretes cualificados, depen-
dencias cuya utilización se hacían extensibles en el Pacto a los casos de agresiones sexuales y 
trata de personas con fines de explotación sexual.

● Solo en Asturias y con cargo a los fondos del Pacto se han habilitado instalaciones amigables en 
los Juzgados (incluidas cámaras de Gesell) para atender a los niños y a las niñas víctimas (medida 
133).

● Tampoco se ha dotado de mayores recursos a los equipos psicosociales para que puedan los 
juzgados contar, sin demoras, con los pertinentes informes, evitando su colapso (medida 134).

● No se ha reformado la Ley de Enjuiciamiento Criminal para imponer a los órganos judiciales la 
comunicación de remitir las denuncias por comparecencias ante el juzgado y los partes de lesiones 
a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes territorialmente para su anotación en VIOGEN 
(medida 136).

● No se ha llevado a cabo la modificación del Art. 468 del C. Penal para equiparar el quebrantamiento 
de medida cautelar a delito de quebrantamiento de condena, ni tampoco se ha establecido, o se ha 
informado de su posibilidad de que quede contemplada o no, establecer la prohibición de acerca-
miento o comunicación con la víctima en los casos de quebrantamiento (medida 151).

Medidas que, de haberse llevado ya a cabo, hubiesen reducido el número de víctimas mortales que se 
conocen hasta la fecha.
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2.5.- Intensificar la asistencia y protección de menores.

La protección de menores se ha tornado fundamental en los últimos años. Si cuando el Pacto se apro-
bó en 2017 el legislador casi olvida introducir a las víctimas de violencia por interpósita persona en el 
mismo, hoy están en el centro del debate público.

El Pacto de Estado exigía en este eje (DGVG, 2017: 39-41) realizar aquellas actuaciones que sean 
necesarias para evitar que el denominado Síndrome de Alienación Parental pudiera ser tomado en 
consideración por los órganos judiciales siendo inadmisible como acusación de una parte contra la otra 
en los procesos de violencia de género, separación, divorcio, o atribución de custodias a menores. Sin 
embargo, cuatro años después y a pesar de estar incluida su prohibición en la Ley Orgánica  8/2021,  
de  4  de  junio,  de  protección  integral  a  la  infancia  y  la adolescencia frente a la violencia6  se sigue 
vinculando de manera forzosa a las niñas y niños con sus maltratadores y/o abusadores sexuales, y se 
producen arrancamientos brutales de sus madres cuando tratan de protegerlos, aplicando la filosofía 
de un falso SAP que no existe más que en los litigios judiciales.  Prueba de ello, es el hecho de que se 
esté instalando en los juzgados promovido por lobbies misóginos la figura del coordinador parental, uno 
de los brazos del falso SAP, a pesar de que las instituciones saben por las encuestas oficiales que la 
mayor parte del maltrato no ha sido denunciado ni tiene sentencia condenatoria.

Era compromiso reforzar en la legislación y en los protocolos que se aprobasen y revisaran, la absoluta 
prohibición de la mediación en los casos de violencia de género, cuestión que se sigue obviando, por 
ejemplo, en casos de acoso sexual en el ámbito laboral.

El Pacto exige promover la puesta en marcha de Puntos de Encuentro Familiar (PEF) exclusivos y 
especializados para la atención de casos de violencia de género, y  en  su  defecto,  elaborar  y  aplicar  
protocolos  específicos  (medida  210  del documento refundido). Sin embargo, después de cuatro 
años no se han creado estos PEF especializados y exclusivos, y tampoco se han elaborado ni están 
aplicando protocolos específicos para los casos de violencia de género. Aún más, lejos de eso, estos 
centros son gestionados por empresas subcontratadas con un claro sesgo ideológico machista, sin 
que ni siquiera haya un control público sobre ellas o protocolos que incluyan reglamentos con penas, 
inhabilitaciones y sanciones a los profesionales que incumplan su obligación.

Por último, es urgente y necesaria una reforma de los equipos psicosociales de los juzgados de familia 
y de menores, debiendo aportar a todos los y las profesionales de la Administración de justicia, particu-
larmente a jueces y fiscales, una formación especializada, estable y evaluable, para que cuenten con 
preparación suficiente para detectar la violencia machista y proteger a sus víctimas.

6 Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia https://www.
boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-9347
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2.6.- Impulso de la formación que garantice la mejor respuesta asistencial.

La formación ofrecida a operadores se ha mostrado muy deficiente en tanto que no permite  la  preven-
ción  e  identificación  inmediata  en  los  diferentes  sectores referidos, no ha conseguido romper con 
los estereotipos que aún se mantienen en las cabezas de muchos operadores jurídicos.

Una de las reivindicaciones del movimiento feminista a lo largo de estos años ha sido la formación de 
todos los y las profesionales que intervienen en la atención a las víctimas de violencia de género con 
objeto de no revictimizarlas (por ejemplo, justicia o cuerpos y fuerzas de seguridad), así como de quie-
nes ocupan puestos estratégicos para prevenir e identificar la violencia contra las mujeres (por ejemplo, 
en educación o sanidad).

Especializar en violencia de género, de manera evaluable, a los equipos psicosociales, de cara a 
mejorar su intervención en materia de Derecho de Familia y  violencia  de  género  es  una  cuestión  
que  recoge  este  eje  del  acuerdo parlamentario (DGVG, 2017: 41-43), así como mejorar la formación 
específica de los operadores jurídicos de cara a la atención de menores, y ampliar la formación espe-
cializada en materia de prevención de la violencia de género a los profesionales de la Administración de 
Justicia, llevando estos contenidos también a las juezas y jueces de familia y de menores, con planes 
de formación estable y evaluable.

Igualmente, se deben exigir criterios de calidad de la formación de profesionales en los distintos ám-
bitos en materia de violencia de género, como elementos determinantes a efectos de acreditación, 
desarrollo y evaluación de los programas aplicados.

Finalmente, se hace más que necesaria la formación dirigida a las personas con responsabilidad en 
la planificación y diseño de las políticas públicas en todos los sectores, pero muy especialmente en 
aquellos relacionados con la arquitectura de las ciudades.

2.7.- Visualización y atención a otras formas de violencia contra la mujer.

Llama la atención que todo lo relativo a la violencia de carácter sexual, fuese incluido en el eje octavo 
destinado a “otras formas de violencia de género” (DGVG, 2017: 44-46). Como si la violencia sexual no 
estuviese en el corazón mismo de la violencia contra las mujeres.

A pesar de que buena parte de la actuación del nuevo gobierno se ha centrado en la violencia sexual, 
que formaba parte de este eje, la conocida como “Ley del Solo Sí es Sí”, cuatro años después de la 
aprobación del Pacto, aún no contamos con legislación específica que aborde la violencia sexual.

Peor suerte ha corrido en estos años la Ley contra la Trata que, junto a la prevención de la violencia 
contra las mujeres, lleva camino de convertirse en la eterna asignatura pendiente.

Por  último,  aunque  el  Pacto  incluye  el  generar  mayor  conocimiento  sobre  la violencia que sufren 
las mujeres en prostitución, no se ha avanzado en este sentido siendo una completa desconocida.
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2.8.- Seguimiento estadístico.

El Pacto llama a cumplir con el Convenio de Estambul en la obligación de obtener y prestar datos 
estadísticos detallados y secuenciados sobre todas las formas de violencia contra las mujeres (DGVG, 
2017: 42-43). Sin embargo, a pesar de que es cierto que ha habido avances al respecto y de que en 
el mes de septiembre se anunciaron cambios, el Portal Estadístico de Delegación del Gobierno contra 
la Violencia de Género aún no permite tener un conocimiento que vaya más allá de la Ley Orgánica 
1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Así mismo, entre las tareas pendientes se encuentra la construcción de indicadores que permitan un 
mejor conocimiento de la violencia, la homogeneización de los datos ofrecidos por las distintas institu-
ciones o la realización de determinadas investigaciones que ayuden a la construcción de conocimiento 
sobre la violencia hacia las mujeres.

2.10.- Seguimiento del Pacto.

Por último, en este somero análisis, cabe recordar que este eje del Pacto (DGVG, 2017: 49-50)  man-
databa a aprobar un informe anual por parte de la Comisión creada a tal efecto en las Cortes sin que 
de momento se pueda acceder a informe alguno ni en la web del Congreso ni en el espacio habilitado 
por la Delegación para el Pacto. De hecho, esta comisión tuvo su primera reunión el 13 de febrero de 
2020 para constituirse.

Las organizaciones feministas reclamaron en los momentos previos y posteriores una  participación  
institucionalizada  como  ya  tienen  organismos  internacionales como CEDAW o el Consejo de Euro-
pa. No vieron cumplido este deseo que se ha suplido con comparecencias, pocas, en la comisión de 
seguimiento constituida en las Cortes Generales.

3.- La renovación del Pacto de Estado.

En noviembre de 20217  vio la luz, en sede parlamentaria, un nuevo acuerdo de todas las fuerzas polí-
ticas8 salvo VOX – que en 2017 no tenía ningún representante en el Congreso y actualmente tiene 52 
y es el tercer grupo de la Cámara- en el que se institucionalizaba el Pacto con objeto de darle carácter 
permanente y estable.

7 Puede accederse al acto celebrado en el Congreso en: ttps://www.youtube.com/watch?v=EmPJtOTrqEE
8 25 formaciones políticas entre Congreso y Senado
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Esta renovación del compromiso de las fuerzas parlamentarias con la erradicación de la violencia 
machista se produjo en un año en el que los asesinatos de mujeres, 43 mujeres junto a otros 3 casos 
en investigación, registraron su cifra más baja desde que existen estadísticas y en el que 30 menores 
quedaron huérfanos y huérfanas por violencia de género contra su madre (segunda cifra más baja de 
la serie iniciada en 2013; pero en el que se superó el millón de llamadas pertinentes al servicio 016 y la 
violencia vicaria, es decir, la ejercida por el agresor contra los hijos o hijas con el objetivo de hacer daño 
a la madre, alcanzaba la segunda cifra más alta desde que se recogen estos datos.

El nuevo acuerdo, materializado en un dictamen, busca recoger “la voluntad renovada de todos los 
actores institucionales de seguir trabajando por el cumplimiento  de  las  medidas” en  un  marco  “am-
pliado  y  permanente”  y  hace hincapié en las siguientes cuestiones: mejorar la co-gobernanza, coo-
peración y especialización, abordar una financiación pública estable, suficiente y adecuada, garantizar 
financiación a las entidades sin ánimo de lucro, asegurar especialización profesional.

Elaborar  de  forma  quinquenal  una  Estrategia  Estatal  frente  a  la  Violencia  de Género, que el 
Plan Estatal de sensibilización y prevención tenga carácter permanente y adecuar normativa estatal al 
Convenio de Estambul.

Propone reforzar la protección de quienes sufren discriminaciones múltiples, perfeccionar los circuitos 
de atención integral, reforzar las medidas de autonomía económica y ampliar la red de recursos.

Además, plantea una recogida de información homogénea y permanente, la elaboración de informes 
cuatrienales por parte del Ministerio y la elaboración de informes en el seno de la Comisión de Segui-
miento del Congreso.

Posteriormente, este dictamen se concretó en la Conferencia Sectorial de Igualdad, en su reunión 
celebrada el 24 de febrero de 2022, consensuó que se convocaría de una Conferencia Sectorial de 
Igualdad extraordinaria para dar comienzo a los trabajos de seguimiento de la ampliación, mejora y 
renovación de los acuerdos y los instrumentos presupuestarios y administrativos del Pacto de Estado 
contra la Violencia de Género y la continuidad de los proyectos vinculados al mismo.

Este Grupo de Trabajo quedó constituido por Acuerdo de la Conferencia Sectorial de Igualdad en su 
reunión del 31 de marzo de 2022. Su primera reunión tuvo lugar el 7 de junio de 2022 y en ella se 
decidió articular las propuestas en torno a los 9 ejes siguientes:

1. Permanencia del Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

2. Garantizar un sistema de financiación estable, plurianual, y con fondos suficientes.

3. Sistema de co-gobernanza.

4. Refuerzo de la prevención y de la detección precoz.

5. Mejorar  y  complementar  el  mapa  de  recursos  de  atención  integral  y adaptarlo al Convenio de 
Estambul y al Convenio de Varsovia.

6. Mejorar la respuesta en virtud de lo acordado en el Dictamen mencionado a nuevas manifestacio-
nes y ámbitos de la violencia machista.

 



40

XXXII TALLERF P F

7. Establecer un sistema de rendición de cuentas y evaluación.

8. Reforzar la respuesta de las instituciones ante otras formas de violencia contra las mujeres como 
la trata o la explotación sexual.

9. Gestionar eficazmente las situaciones en las que se produzca un repunte de feminicidios.

Por último, la Conferencia Sectorial de Igualdad, en su reunión de 22 de julio de 2022, adopta un 
acuerdo con 11 puntos:

1. Prórroga de los acuerdos presupuestarios y administrativos para el cumplimiento de los compromi-
sos del Pacto de Estado contra la Violencia de Género.

2. Aprobación del Marco de cooperación en materia de violencia contra las mujeres.

3. Elaboración de un catálogo de referencia de políticas y servicios en materia de violencia contra las 
mujeres.

4. Articulación del Marco de cooperación en materia de violencia contra las mujeres.

5. Creación de un sistema común de información y evaluación.

6. Convenios bilaterales.

7. Cooperación en materia de medidas de transformación estructural y prevención.

8. Impulso a la elaboración y ejecución de programas de formación de equipos profesionales.

9. Establecimiento de mecanismos de respuesta y análisis ante los feminicidios.

10. Marco competencial.

11. Metodología  de  la  articulación  y  desarrollo  colaborativo  del  Marco  de cooperación.

4.- Conclusión

¿Con cuántos Pactos de Estado cuenta este país? De manera rápida, una relación de los mismos para 
que se vea la profundidad de lo que supone y lo que significa un pacto de Estado: Pactos de la Moncloa 
de 1977; Pacto de la Constitución de 1978; Pacto del Desarrollo Autonómico de 1981; tres Pactos con-
tra el Terrorismo de ETA de 1987 a 2000; Pacto de Toledo de 1995; Pacto de Justicia de 2001 y Pacto 
de Estado en materia de Violencia de Género.

Este Pacto, además, tuvo un importante efecto, volver a poner en la agenda política y mediática el tema 
de la violencia contra las mujeres, abordarla desde un enfoque integral y transversal.

Sin embargo, es necesario señalar que más de 200 mujeres han sido asesinadas a manos de sus 
parejas o exparejas desde que vio la luz y que el último año de vigencia del mismo, el año 2021, casi el 
80% de las cuarenta y tres mujeres no había interpuesto denuncia, es decir, la confianza en el sistema 
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de protección por parte de las víctimas de violencia seguía siendo la misma que en el momento en el 
que se alcanzó el acuerdo.

Muchas de las medidas que debieran estar ya implementadas no lo están, otras muchas han tardado 
en estarlo, otras tantas no se han evaluado. Por otra parte, tanto en su aprobación inicial como en su 
renovación de 2021, el Pacto dejó sin abordar cuestiones de carácter medular en la lucha contra la 
violencia contra las mujeres como es un mayor compromiso contra la prostitución9, la dispensa de la 
obligación de declarar de las víctimas contra los agresores10, entre otras.

¿Ha perdido vigencia y validez al Pacto de Estado? No ¿Este Pacto de Estado debe ser algo fijo e 
inmutable o como un acuerdo vivo, perdurable y permeable a las nuevas circunstancias y a las trans-
formaciones del patriarcado frente a la igualdad de las mujeres? Debe ser un acuerdo vivo, pero debe 
ser un acuerdo para ser cumplido.
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El 28 de septiembre de 2017 se aprobó en Pacto de 
Estado contra la Violencia de Género, ratificado por los 
Grupos Parlamentarios, las Comunidades Autónomas y 
las Entidades Locales en diciembre de 2017. Diferentes 
instituciones, organizaciones feministas y personas ex-
pertas, propusieron 290 medidas para la erradicación de 
la violencia hacia las mujeres que se estructuraron en 10 
ejes de trabajo y se alcanzó un compromiso económico 
global de mil millones de euros durante los siguientes 5 
años (hasta 2022).

Los ejes de trabajo o actuación concretados fueron los 
siguientes:

1. Sensibilización y prevención: La ruptura del silencio 
mediante el fomento de las acciones de sensibiliza-
ción de la sociedad y de la prevención de la violencia 
de género.

2. Mejora de la respuesta institucional: A través de la 
coordinación y el trabajo en red, entre las autorida-
des y organismos responsables.

3. Perfeccionamiento de la asistencia, ayuda y protec-
ción a las mujeres víctimas de la violencia de género 
y a sus hijas e hijos.

4. Asistencia y protección de las y los menores

5. Impulso a la formación de los distintos agentes para 
garantizar la mejor respuesta asistencial.

6. Seguimiento estadístico aportando datos más fia-
bles, completos y detallados sobre las formas, inci-
dencia, causas y consecuencias de todos los tipos 
de violencia contra las mujeres incluidos en el ámbito 
de aplicación del Convenio de Estambul.

7. Recomendaciones   a   las   Administraciones   Públi-
cas   y   otras instituciones como agentes colaborado-
res necesarios para conseguir erradicar la violencia 
sobre las mujeres.

8. Visualización y  atención  de  otras  formas  de  vio-
lencia  contra  las mujeres fuera del contexto de pa-
reja o expareja.

9. Compromiso económico con las políticas para la 
erradicación de la violencia sobre las mujeres.

1.3
CONCLUSIONES

DE LA MESA
DEL PACTO
DE ESTADO

MARTA CANTABRANA GARCÍA

ACTIVISTA. 
FÓRUM DE POLÍTICA 

FEMINISTA DE MADRID.
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10.Seguimiento del Pacto de Estado facilitando la información necesaria a la Comisión de Seguimien-
to del Pacto.

Desde las organizaciones feministas, tal y como detallan las ponentes de la mesa Carmen Martín 
Rodríguez, activista y miembro del Fórum de Política Feminista de Málaga, y Lidia Fernández Montes, 
Doctora en Estudios interdisciplinares de Género por la URJC y miembro de la Red Académica Inter-
nacional de Estudios sobre Prostitución y Pornografía, se insiste en que, recién cumplidos los 5 años 
del plazo del compromiso económico, se desconoce cómo se están implementando las políticas y los 
fondos del Pacto de Estado.

Con lo que nos encontramos es con que no hay datos disponibles sobre las evaluaciones y seguimien-
tos del Pacto de Estado; se están externalizando las actuaciones habiendo fondos que se destinan 
a otras acciones que no tienen nada que ver con las delimitadas en las medias del Pacto de Estado; 
dos  de  cada  8  municipios  no  han  presentado  una  justificación  de  la ejecución de los fondos; no 
existen informes de resultados con indicadores y personas alcanzadas; no se ha medido la eficacia de 
las medidas; y la transparencia brilla por su ausencia.

Por todo ello, las ponentes presentaron una serie de propuestas para una correcta aplicación de las 
medidas y fondos del Pacto de Estado, siendo éstas las siguientes:

1. Que la violencia contra las mujeres sea una cuestión de Estado y no se limite a un pacto. Ac-
tualmente, la confianza en el sistema judicial es nula, los datos de mujeres víctimas de violencia 
machista que no denuncian son del 80% y 463 mujeres han sido asesinadas desde la creación del 
Pacto de Estado.

2. Que se cuente con la participación de las organizaciones feministas en el proceso de renovación 
del Pacto de Estado y no se reduzca solo a un pacto entre partidos políticos.

3. Que  se  especifique  cómo  se  están  implementando y se van a implementar  las  políticas  y  los  
fondos  del  Pacto  de  Estado.  Se deberían haber llevado a cabo las 290 medidas del Pacto de 
Estado, de las cuales poco más de una docena se han ejecutado.

4. Que se realice una evaluación y seguimiento del Pacto de Estado en cada CC.AA., que los datos de 
donde se dirigen los fondos se hagan públicos (transparencia), ya que es imposible con los datos 
actuales conocer la cuantía total invertida.

5. Que los municipios ejecuten los fondos del Pacto de Estado y envíen la justificación de los gastos. 
Desde 2017 a la actualidad solo se han publicado 2 informes de impacto de las transferencias 
realizadas a entidades locales.

6. Que no  se  externalicen las  actuaciones que se  ejecuten con  los fondos del Pacto de Estado.

7. Que  se  especifiquen  los  resultados  mediante  indicadores  de seguimiento y de cumplimiento, 
con la contabilización de personas alcanzadas e informes de eficacia.

8. Que   se   implemente   una   coordinación   entre   las   distintas administraciones.

9. Que los datos de las últimas medidas implantadas sean accesibles y aparezcan en las Buenas 
Prácticas (página web oficial).
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10.Que se apliquen medidas destinadas a la prevención de la violencia contra las mujeres, incluyendo 
la violencia institucional.

11.Que se aplique un algoritmo de riesgo en la violencia de género.

12. Que se incida en la formación en las y los profesionales saniarios en tanto que aliadas para pre-
venir y detectar la violencia de género, incluyendo un test de cribado universal igual en todas las 
CC.AA. y acceso al título habilitante.

13.Que se modifique el delito de quebrantamiento de condena en las órdenes de alejamiento.

14.Que se impida el contacto del agresor con la víctima y la entrega de las custodias compartidas a 
agresores de VG.

15.Que se refuerce la legislación ya existente y los protocolos.

16.Que se impidan los procesos de mediación en contextos de violencia machista y acoso laboral.

17.Que haya una mejora en la formación dirigida al diseño de políticas públicas contra la violencia 
hacia las mujeres.

18.Que se visibilicen otras formas de violencia contra las mujeres y se haga hincapié en la violencia 
vicaria y en la erradicación del empleo en la práctica jurídica del mal llamado “Síndrome de Alie-
nación Parental” o cualquier otro concepto equivalente de cara a otorgar regímenes de custodia 
compartida.

19.Que se recopilen y publiquen datos estadísticos basados en el sexo para cumplir con el Convenio 
de Estambul.

20.Que se dé un carácter estable y permanente al Pacto de Estado y no dependa de acuerdos de 
renovación.

21.Que se elaboren informes de consecución de objetivos cuatrienales de Municipios, Comunidades 
Autónomas y Estatal de cumplimiento con el Pacto de Estado.

22.Que se permita, dentro de la ejecución económica, gastos estructurales y plurianuales que permita 
el carácter transformador del Pacto de Estado.
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No resulta fácil trasladar en unos minutos la complejidad 
e implicaciones de esta agenda. Tradicionalmente estas 
cuestiones sobre Paz y Seguridad se han vinculado más 
a agendas internacionales y a lo que se ha venido lla-
mando el feminismo internacionalista, aunque conviene 
preguntarse si estas divisiones entre las agendas global 
y local son válidas, útiles y estratégicas. Espero que po-
damos debatir sobre ello más tarde.

También resulta complicado no resultar un tanto repeti-
tiva. Los mensajes centrales y cuestiones de base, des-
graciadamente, no han variado desde las reivindicacio-
nes sistematizadas en la IV Conferencia Mundial sobre la 
Mujer celebrada en Beijing hace 27 años. Todo ello sigue 
siendo plenamente vigente.

Por ello, es importante que no perdamos de vista nuestra 
memoria colectiva ni la historiografía de nuestra lucha, 
tantas veces negada, silenciada o apropiada, evitando 
así la continua “invención de la rueda” en la que la pos-
modernidad nos tiene entretenidas1.

Es por ello que propongo comenzar presentando la Re-
solución 1325 y la llamada Agenda Mujeres, Paz y Se-
guridad para, posteriormente, tejer sus vínculos con la 
agenda y genealogía feminista y finalizar con algunas 
propuestas concretas.

1. Definiendo y conociendo los marcos

La Resolución 1325 sobre Mujeres, Paz y Seguridad, 
aprobada por el Consejo de Seguridad de Naciones Uni-
das el 31 octubre de 2000, es un instrumento internacio-
nal de derechos humanos para el avance de los derechos 
de las mujeres y niñas, que es relevante, aunque no úni-

2.1
(Res.) 1325 

frente a 1995 
(DPAB): 

Derechos 
de las mujeres 

en disputa

ROSA BELÉN AGIRREGOMEZKORTA 
IBARLUZEA

DIRECTORA DEL CENTRO DE ESTUDIOS 
E INVESTIGACIÓN SOBRE MUJERES.

CEIM DE ANDALUCÍA.

1 Algunos ejemplos son las reivindicaciones por un enfoque más 
comprehensivo e integral para abordar los conflictos armados y  
la violencia contra las mujeres y niñas, que se remontan a déca-
das atrás aunque las denominaciones de los enfoques y estrate-
gias han ido variando mientras su aplicación permanece en un 
segundo plano.
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camente, y es fundamental recordarlo, en contextos de conflicto armado.

Su aprobación se considera un hito por los siguientes aspectos novedosos:

- su objeto de interés: esto es, la defensa y protección de los derechos de las mujeres. No sólo 
reconoce el sufrimiento e impacto diferencial de los conflictos  sobre  mujeres  y  niñas,  sino  que  
visibiliza  su  agencia reconociendo el papel fundamental que desempeñan las mujeres en la pre-
vención, gestión y resolución pacífica de los conflictos. Supone dejar de ver a las mujeres como 
meras víctimas;

- respecto al organismo promotor: A la apropiación por el Consejo de Seguridad - órgano que controla 
la política “dura” de la ONU- de la perspectiva de género y los compromisos con la igualdad y los 
derechos de las mujeres, se añade que sus decisiones son de obligado cumplimiento a diferencia 
de las buenas y voluntarias intenciones de las resoluciones de la Asamblea General; y,

- respecto a su contenido: el instrumento se basa en 4 pilares fundamentales interrelacionados: 
Participación, Prevención, Protección y Paz. De manera resumida, la Resolución 1325 insta a: 
garantizar las protección de mujeres y niñas en los conflictos y postconflicto, incrementar su 
representación en todos los niveles de decisión y mecanismos para la prevención, gestión y re-
solución de los conflictos, acabar con la impunidad y adoptar la perspectiva de género en las 
operaciones de mantenimiento de paz y los procesos de paz y reconstrucción.

Posteriormente, se han venido aprobando nuevas resoluciones con objeto de profundizar y desarrollar 
estas dimensiones. A este paquete de instrumentos se le denomina Agenda Mujeres, Paz y Seguri-
dad (en adelante, MPS). Hasta la fecha se han aprobado un total de 11 resoluciones que, en su mayor 
parte, se centran en 2 de las dimensiones o pilares clave anteriormente mencionadas: la violencia - de 
manera especial, la violencia sexual -, y la participación de las mujeres en el establecimiento y conso-
lidación de la paz.

Se trata de dimensiones, pues, que corresponden y van en línea con la agenda feminista.

No obstante, hasta el momento son pocas las organizaciones implicadas en la misma. Podemos sin-
tetizar en 2 los elementos que se han venido argumentando. Por un lado, que se trata de una agenda 
promovida por los estados y de ámbito internacional, por lo que muchas asociaciones feministas con-
sideran les son lejanas y ajenas. Por otro lado, y en clave estatal, se interpreta que hace referencia 
y atañe exclusivamente a contextos de conflicto armado. Consecuentemente, ajena a la realidad del 
estado español.

Pero, ¿cuán ciertos son estos argumentos? ¿Se ajustan a la realidad?
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2. Nexos y vínculos entre la agenda MPS y la agenda feminista.

Primeramente, merece la pena resaltar que este conjunto de normas que conforman la agenda MPS 
son consistentes con los diversos marcos de los

derechos de las mujeres, aplicables tanto en contextos de paz como de conflicto, entre los que desta-
camos:

• CEDAW (1979): este Convenio, especialmente la Recomendación General nº 30 junto a la nº 19 y 
nº 28, establecen medidas y recomendaciones de obligado cumplimiento.

• Declaración y Plataforma de Acción de Beijing -DPAB- (1995): más allá de incluir los conflictos 
y sus impactos entre las esferas de especial preocupación, ofrece una visión comprehensiva vincu-
lando la Paz con la ausencia de temor y libre de violencias.

• Los 4 pilares y el enfoque integrado del Convenio de Estambul (2011) coinciden plenamente con 
los de la agenda MPS.

• Objetivos de Desarrollo Sostenibles (ODS), en particular los ODS 5 y 16 sobre equidad de géne-
ro y sociedades pacíficas e inclusivas, respectivamente.

En segundo lugar, y volviendo a la relevancia de esta agenda, observamos cómo se producen graves y 
evidentes retrocesos en materia de igualdad, cuestionando y atacando incluso los avances alcanzados. 
Y ello sucede no sólo en países en guerra como Afganistán, Irán, Malí sino también en países en los 
que no se ha declarado un conflicto.

Por ejemplo, México cuenta con un triste récord en cuanto a feminicidios se refiere: tan sólo de enero a 
marzo de 2022 se registraron 229 asesinatos (Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana) mien-
tras que en España el número de mujeres asesinadas asciende a 66 en lo que llevamos de año (78 en 
2021) según Feminicidio.net. Las cifras de violencia sexual también resultan estremecedoras: en 2020, 
el 50% de las mujeres había sufrido acoso sexual en la Unión Europea (UE) y una de cada tres mujeres 
afirmaba haber sufrido violencia física o sexual (Instituto Europeo de Igualdad de Género, EIGE).

Se trata de cifras relevantes no sólo por el valor individual, familiar y social que suponen estos ase-
sinatos, sino porque entre los criterios para definir un “conflicto armado” se encuentra el número de 
víctimas mortales (un mínimo de 100/año) y/o el grave impacto en la seguridad humana en términos 
de impactos en salud y en el tejido social, violencia sexual, inseguridad alimentaria y económica, etc. 
(ECP-UAB, Alerta 2022: Informe sobre conflictos, derechos humanos y construcción de paz). Y los 
datos muestran que la frontera entre “paz” y “conflicto armado” se diluyen si tomamos como criterio 
el número de víctimas o la intensidad de la violencia. Así podemos corroborar la existencia de Guerra 
contra las mujeres, en palabras de Rita Segato, que expresa la aceleración de la concentración y de la 
expansión del control de la vida que se plasma en los cuerpos femeninos.

El presente escenario crecientemente complejo es reflejo de lo anterior. Su complejidad deriva no sólo 
de los sangrantes acontecimientos (Ucrania,

Afganistán, Irán, Nicaragua, la masiva expulsión de personas de la región subsahariana y la muerte que 
les espera en el Mediterráneo) reflejo de la desigualdades, o del auge de actores y narrativas contrarias 
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a los derechos humanos en general y, de manera especial, de las mujeres y niñas; sino, además, de 
la coexistencia de esta realidad con discursos discordantes. Ello explicaría que algunos países, entre 
ellos México –feudo feminicida de inquietantes niveles de impunidad-, se autodeterminen como “femi-
nistas” (ver también la autoproclamada Política Exterior Feminista del gobierno español).

Como bien sabemos, hoy día la autoidentificación resulta muy atractiva para algunos sectores, puesto 
que no requiere acompañarla de aval ninguno ni cumplir con los mínimos requisitos. Conviene recordar 
que menos del 1% de los fondos europeos se dirige a promover la igualdad; y aunque casi un tercio de 
los miembros del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) definen la Igualdad de género como objetivo 
principal o significativo de su políticas de cooperación, sólo el 5,5% de sus compromisos tienen la 
igualdad como principal objetivo, y sólo el 1% de toda la ayuda “de género” se dirigió a financiar orga-
nizaciones de mujeres (OCDE,2019). Y las cifras resultan similares en cuanto a la financiación de la 
prevención o construcción de paz2.

3. Límites y desafíos de la agenda MPS

Dados los múltiples vínculos entre la agenda MPS con marcos relevantes para la protección de dere-
chos de las mujeres y las niñas, la CEDAW insta a establecer un enfoque concertado e integrado (Rec. 
Gral. nº30, art. 26) que pocas veces se atenderá en la práctica.

Tampoco se consideran ni abordan las sinergias entre los múltiples planes y políticas. La Agenda MPS 
es implementada - tanto por estados como por organizaciones regionales y multilaterales, como la 
OTAN y la UE - por medio de Planes de Acción Nacionales (en adelante, PAN). Actualmente, 103 esta-
dos, el 53% de los miembros de la ONU, han adoptado un PAN, aunque tan sólo 35 (un 36%) asignan 
presupuesto para su aplicación.

A la ausencia de presupuesto se añade su aplicación fragmentada e, incluso incoherente, con respecto 
a otros planes y políticas públicas relevantes para la agenda MPS como por ejemplo el Plan de Acción 
para la implementación de la Agenda 2030, la política de cooperación al desarrollo y la acción huma-
nitaria, el comercio de armas, la Estrategia de Internacionalización de la Economía a nivel de política 
externa.

Por lo que respecta a nivel nacional, se requiere resolver las contradicciones de impulsar una Políti-
ca Exterior Feminista paralelamente a un incremento de las exportaciones de armas, una tendencia 
previa a la respuesta militarizada por parte de la UE y España de la ocupación rusa de Ucrania3. Por 
otro lado, los diversos planes deberían aplicarse de forma complementaria para evitar duplicidades y 
una rendición de cuentas confusa y poco transparente. Nos referimos entre otros al Plan Estratégico 

2 En España, en 2020, a pesar del aumento de la ayuda de emergencia hasta 8,8 millones de euros como eco al estallido 
del conflicto en Siria, la destinada a reconstrucción y rehabilitación se desplomó, pasando de 4 millones de euros en 2018 
a 711.000 euros en 2019, y la prevención apenas alcanzó los 678.000€.
3 En 2020 España era el 7º exportador de armas del mundo.
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Nacional contra la Trata y la Explotación de Seres Humanos 2021-2023, los protocolos de protección y 
asilo internacional y la política migratoria, las políticas educativas, económicas, urbanísticas, de justicia 
y seguridad, de igualdad.

Otros desafíos encontrados y compartidos por la mayor parte de países a la hora de implementar estos 
planes, se refieren a las narrativas y enfoques, como avala el Estudio Global (2015) realizado por 
ONUMujeres.

A pesar de que la Agenda MPS bebe de la Declaración y la Plataforma de Bei-
jing (DPAB) al vincular las diversas violencias cometidas contra las mujeres 
y niñas durante los conflictos armados con un marco de violencia estructural 
que debe ser abordada integralmente, la visión que predomina tanto en los 2 
planes de acción desarrollados por el gobierno español como en la comunidad 
internacional, se basa en una seguridad militarizada que menoscaba dimen-
siones claves para el ejercicio de los derechos humanos y la justicia de las 
mujeres y niñas. Ello se refleja en el liderazgo y protagonismo del Ministerio 
de Defensa en la agenda MPS.

Otros ejemplos de la creciente securitización de nuestras 
sociedades se aprecian, por un lado, en la respuesta mi-
litarizada al COVID, a la que los estados y la ONU se en-
frentaron con un lenguaje belicoso, o la férrea política de 
fronteras aplicada por Europa a los países subsaharianos 
(Europa Fortaleza y externalización de fronteras).

Por último, se incumple el compromiso de adoptar una perspectiva de género en todas las operaciones 
de paz y posconflicto, incluidos los instrumentos de implementación (PANs).

A nivel más operativo, a pesar de la relevancia e interdependencia de los mencionados 4 pilares4, la 
Prevención de Conflictos y la Consolidación de la Paz son las dimensiones menos desarrolladas. A esta 
reducción se añade, a su vez, una interpretación sesgada y limitada de la Participación y la Protección. 
Mientras que la primera se reduce a impulsar la integración de mujeres en las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, a pesar de que las evidencias muestran que la participación de mujeres en 
misiones de alto nivel (diplomáticas, políticas, cívico-militares) y mesas de negociación incrementa el 
grado de éxito alcanzado (ONUMujeres, 2015), la protección queda limitada a abordar parcialmente 
las violencias sexuales, obviando el resto de las violencias - económicas, socioculturales, políticas- y el 
necesario abordaje de las desigualdades y discriminaciones que residen en la base de toda violencia. A 
ello se añade la visión estereotipada de las mujeres como víctimas de violencia que necesitan ser pro-
tegidas obviando, una vez más, la responsabilidad de los varones como perpetradores y su impunidad.

De esta manera, si analizamos el II PAN español observaremos que la Violencia Sexual y la Trata son 
dos de las cuatro áreas temáticas5, y tres (obj. 1, 3 y 4) de los cuatro objetivos establecidos.

4 Recordemos: Participación, Prevención, Protección y Consolidación de la Paz y la Recuperación.
5 Las otras dos se refieren a “Prevención y lucha contra el extremismo violento y el terrorismo”, y “Mujeres y niñas refugia-
das y desplazadas”..
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Por último, son pocos los países que aplican estos compromisos y planes de acción en sus propios 
territorios, trasladando estos compromisos a terceros países y soslayando que estos marcos también 
les/nos interpelan.

4. Ventanas de Oportunidad y Propuestas de Acción:

La irrupción del COVID-19, la guerra en Ucrania, el incremento de la fragilidad debido a la múltiple crisis 
sistémica -socioeconómica y climática – y el auge de los extremismos han vuelto a poner en evidencia 
la necesidad de adoptar un enfoque de la Seguridad Humana (Informe Desarrollo Humano, 1994) y una 
Paz más integral vinculada al derecho a vivir una vida libre de violencias así como el pleno cumplimien-
to de los DDHH y la consecución de la igualdad. No se trata solo de una tarea aún pendiente, sino que 
los datos afirman que esta meta está cada vez más lejos de ser alcanzada6.

Frente a este escenario, los estados y organismos internacionales adoptan nuevos marcos que pueden 
servirnos para revitalizar nuestra agenda, aunque debemos evitar el riesgo de que en el proceso perda-
mos la historiografía y consistencia de nuestras reivindicaciones. Las Recomendaciones del Comité de 
Ayuda al Desarrollo (CAD) del año 2019 para erradicar la Explotación, Abuso y Acoso sexual, y sobre 
el Nexo Acción Humanitaria - Desarrollo - Paz, y la revitalización del compromiso internacional por la 
igualdad en los procesos de paz, seguridad y acción humanitaria en el marco de Generación Equidad 
(2021) son ejemplos de ello. En este último, más de 100 gobiernos - entre ellos España -, agencias 
de Naciones Unidas, organismos regionales y organizaciones de la sociedad civil (OSCs), firmaron el 
Pacto para las Mujeres, la Paz y la Seguridad y la Acción Humanitaria, por el cual los estados se com-
prometen a impulsar acciones concretas relativas a:

• incremento de la financiación, destinando un mínimo del 15% de los fondos a la consolidación de la 
paz y aumentando la financiación flexible y sostenible a organizaciones de mujeres;

• participación, completa y significativa de mujeres y de sociedad civil, en los procesos de paz;

• extender la seguridad económica de las mujeres, el acceso a recursos y otros servicios esenciales 
como centros de atención y protección integrales;

• apoyar financieramente el liderazgo de las mujeres en todos los sectores humanitarios, paz y segu-
ridad, incluidos los PAN sobre MPS;

• protección integral de las mujeres, desviando los gastos militares a inversión en seguridad humana, 
prevención y consolidación de la paz.

No obstante, debemos permanecer vigilantes. A pesar de lo positivo de su ratificación por parte del 
gobierno español, los inicios no parecen esperanzadores al no incluir ni informar a las OSC que com-
ponen el Grupo Consultivo acerca de las medidas previstas por el gobierno para poner en marcha este 
Pacto ni su articulación con el II PAN MPS.

6 De hecho hace unas semanas la ONU advertía que “al ritmo actual de progreso y con el retroceso en derechos sexuales 
y reproductivos, se necesitarán 286 años para que las mujeres alcancen la igualdad”.



53

XXXV ANIVERSARIO1987/2022

Construir una incidencia efectiva: En estas últimas décadas observamos cómo los estados y orga-
nismos, como la OTAN, no tienen ningún reparo en elaborar protocolos de lucha contra la violencia 
sexual y planes de Igualdad que les confiere además mayor legitimidad y ayuda a lavar su imagen. El 
reto principal reside en la adecuada implementación de sus compromisos. Por tanto, debemos centrar-
nos más en la rendición de cuentas y el fin de la impunidad.

Asimismo, debemos reclamar fondos para nuestra capacitación continua, que nos ayude a abordar la 
complejidad y conexión entre las agendas. La aplicación conjunta de la CEDAW y el Convenio de Es-
tambul con la Agenda MPS resulta de gran interés en la defensa de los derechos de las mujeres, tanto 
a nivel estatal como en terceros países, especialmente en lo que se refiere a la lucha contra la violencia. 
Ello requiere formación, así como fondos para la generación de datos que posibiliten la incidencia polí-
tica y el seguimiento de las políticas públicas que actualmente realizamos de manera voluntaria a costa 
de los esfuerzos, mayormente personales. Este trabajo de incidencia, transformación y construcción 
de sociedades justas y pacíficas que realizamos desde las organizaciones feministas se realiza en la 
sombra y es poco valorado y reconocido.

Alianzas feministas sólidas: Es preciso reforzar los esfuerzos para el fortalecimiento de alianzas 
de forma que construyamos los puentes y conexiones, así como que intercambiemos experiencias y 
estrategias entre las diversas dimensiones, ámbitos y territorios.

Aunque ya existen algunas alianzas y colaboraciones, estamos lejos de una sólida comunidad de prác-
ticas transformadoras y de generación de conocimiento a través del intercambio de información, ex-
periencias y análisis interseccionales conjuntas. A nivel estatal, la plataforma Cedaw-Estambul-Beijing 
Sombra (CEB) puede resultar un espacio idóneo que posibilite estos intercambios y prácticas por su 
alcance multisectorial y diversidad.

Aprovechamiento eficiente de las ventanas de oportunidad: Tras años de presión, las feministas 
hemos sido incluidas por derecho propio en espacios de consulta, diálogo y seguimiento político con 
otros Ministerios que hasta hace unos años no nos reconocían como interlocutoras, caso del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y Cooperación. Es un paso adelante.

En el II PAN se recoge la puesta en marcha de 2 espacios de interés: el Grupo de Trabajo para la Apli-
cación y Seguimiento del Plan Nacional de Acción MPS y el Grupo Consultivo conformados ambos por 
los Ministerios implicados y OSCs, habilitando un asiento específico para una representante feminista, 
junto a representantes del ámbito académico y las ONGDs. Somos pocas las organizaciones feministas 
participando de manera continuada en este proceso, aunque tras la entrada de la Plataforma CEDAW-
Estambul-Beijing sombra (PCEB) estamos empezando a impulsar un grupo más permanente.

La autoproclamada Política exterior feminista requiere también una seria reflexión por parte del mo-
vimiento feminista. Una verdadera bio-política feminista requiere de mayores insumos, entre otros de 
una visión holística e impulso de una coherencia de políticas basada en los DDHH, la justicia social y 
la equidad, que aborden las causas estructurales de la violencia y desigualdad de género (patriarcado 
y sistema neoliberal), así como mecanismos transparentes de rendición de cuentas y supervisión por 
parte de las OSCs, en línea de las veedurías ciudadanas establecidas en Latinoamérica.

Finalmente, es preciso un papel más activo por parte de las feministas a la hora de tejer redes de me-
diadoras y constructoras de paz que contrarresten el liderazgo de los gobiernos que pueden contribuir 
a la desarticulación y menoscabo de las redes informales feministas a favor de unos espacios “elitistas” 
que expulsan a las organizaciones pequeñas, las asociaciones locales y, cómo no, a las más críticas. 
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Para evitarlo debemos identificar aquellas feministas y organizaciones activas en la construcción de la 
Paz y la lucha contra las diversas manifestaciones de la violencia machista, tanto en el estado como 
en terceros países, y tejer diálogos y redes que nos permitan aprender y generar capacidades y cono-
cimiento.
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– La Resolución 1325 sobre Mujeres, Paz y Seguri-
dad es una gran desconocida dentro del movimiento 
feminista.

– Muchas creen que esta resolución tiene que ver solo 
con los países en conflicto o con los organismos in-
ternacionales, pero no es así, porque sus cuatro pi-
lares (prevención, protección de las niñas y mujeres, 
participación de las mujeres, consolidación de la paz) 
nos incumben a todas las sociedades.

– Su importancia radica en que adopta por primera vez 
la perspectiva feminista, abordando las causas es-
tructurales de la violencia contra las mujeres y reco-
nociendo el papel fundamental de estas en la preven-
ción, gestión y resolución pacífica de los conflictos.

– Además, al ser una resolución del Consejo de Se-
guridad de Naciones Unidas, es de obligado cumpli-
miento para todos los países miembros.

– Con posterioridad, se han aprobado 11 resoluciones 
más que desarrollan y concretan la inicial, sobre todo 
en materia de violencia sexual y de participación de 
las mujeres en los procesos de paz. A este paquete 
se le denomina Agenda Mujeres, Paz y Seguridad 
(MPS).

– Las normas de la Agenda MPS son consistentes con 
los diversos marcos de los derechos de las mujeres: 
CEDAW, Declaración y Plataforma de Acción de Bei-
jing, Convenio de Estambul, Objetivos de Desarrollo 
Sostenible nº 5 y 16. Por ello, se habrían de aplicar 
de forma integrada, cosa que sucede pocas veces.

– La frontera entre paz y conflicto armado se diluye si 
tomamos como criterio el nº de víctimas (100 vícti-
mas/año son conflicto). Por ello, se puede hablar de 
la existencia de una guerra contra las mujeres.

– El índice MPS mide la percepción de las mujeres 
acerca de su seguridad en todos los ámbitos, por lo 
que tiene tres dimensiones: violencia social organiza-
da, comunitaria o de barrio y de pareja o ex-pareja.

– Poco más de la mitad de los países miembros han 
implementado la Agenda MPS y, de ellos, muchos no 
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le asignan presupuesto. Además, se aplica de forma incoherente respecto a otras políticas públi-
cas como la cooperación al desarrollo, el comercio de armas... Se tiene una visión militarista de la 
seguridad. Y se hace una interpretación sesgada de la Participación (reduciéndose a la integración 
de las mujeres en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, no en las misiones de alto nivel 
ni en las mesas de

negociación) y de la Protección (limitada a las violencias sexuales, sin abordar las desigualdades y 
discriminaciones que están en la base y obviando la responsablilidad de los varones y su impuni-
dad).

– Así, el Estado español dice impulsar una Política exterior feminista, a la vez que incrementa las 
exportaciones de armas. El protagonismo en la Agenda MPS es del Ministerio de Defensa. Y el II 
Plan de Acción Nacional se centra sobre todo en la violencia sexual y la trata.

PROPUESTAS DE ACCIÓN

– Construir una incidencia política efectiva, centrada en exigir rendición de cuentas a los organismos 
internacionales en cuanto a la implementación de sus compromisos y el fin de la impunidad.

– Reclamar fondos para nuestra capacitación continua respecto a la conexión entre las agendas 
CEDAW, Estambul y MPS y para la generación de datos que posibiliten el seguimiento de las 
políticas públicas.

– Alianzas feministas sólidas que permitan el intercambio de información, experiencias y análisis 
conjuntos como, por ejemplo, la Plataforma CEDAW-Estambul-Beijing Sombra (PCEB-S).

– Aprovechamiento eficiente de nuestra participación en los espacios de diálogo, consulta y segui-
miento político de los diversos ministerios, por ejemplo, el Grupo de Trabajo para la Aplicación y 
Seguimiento del Plan de Acción Nacional MPS, así como el Grupo Consultivo, de los que forma 
parte la PCEB-S.

– Exigir una verdadera política exterior feminista, con una visión global y políticas coherentes que 
aborden las causas estructurales de la violencia y la desigualdad entre mujeres y hombres, así 
como mecanismos transparentes de rendición de cuentas y supervisión por parte de las organiza-
ciones de la sociedad civil (OSCs).

– Tejer redes de mediadoras y constructoras de paz que contrarresten el liderazgo de los gobiernos.
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Las tecnologías de la información y comunicación en 
internet, si bien constituyen un avance incuestionable, 
tienen otra cara que promueve y facilita la explotación 
sexual en todas sus formas de las mujeres y niñas en 
línea y fuera de ella, así como otras formas de vio-
lencia.

La interconexión establecida entre la tecnología y la 
prostitución se ha consolidado con un vínculo firme: 
internet, fenómeno global que avanza en diversas apli-
caciones, plataformas, innovaciones en la transmisión 
de vídeos y transacciones en línea, ha colaborado de 
este modo a la normalización de la explotación sexual 
en todas sus formas, enmascarando la realidad.

En la web 2.0 o web social, la persona usuaria deja 
de ser solamente una receptora para convertirse en 
generadora activa de la misma, que interactúa; gene-
ra contenido, colaboración y desde ahí forma parte 
o participa en comunidades virtuales, RRSS, wikis, 
blogs, YouTube, páginas de venta en línea, podcasts, 
presentaciones, comentarios, mapas conceptuales, 
sistemas de mensajería como WhatsApp, Facebook, 
Instagram, etc.

Así podemos hablar con propiedad de Prostitución 2.0 
y de Proxenetismo 2.0, es la irrupción de la prostitu-
ción por internet con las tecnologías de la información 
y comunicación, determinando cambios profundos en 
las formas y vías, medios, lugares; no sólo se trata 
del uso de la telefonía inteligente, abarca un espectro 
más amplio.

En un vasto mercado principalmente de hombres para 
los hombres, ellos son productores y consumidores, el 
producto en gran escala son las mujeres, su cuerpo se 
compra, alquila, intercambia, determinándolas como 
objeto de consumo para el sistema prostitucional y la 
pornografía, y a esto se le llama violación.

El Proxenetismo 2.0 son estructuras de proxenetismo 
que contactan con mujeres y niñas, en situación de 
vulnerabilidad, necesidad de reconocimiento o super-
vivencia, por medio de redes sociales - twitter, insta-
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gram, snapchat, facebook- para captarlas y ser prostituídas. El modus operandi utilizado es, una vez 
establecido el primer contacto, la comunicación pasa a un canal externo a estas plataformas (whats-
app, videollamadas), ganándose la

confianza y estableciendo un vínculo más profundo, incluso como novios (loverboys, latinlover) con el 
propósito de obtener contenidos íntimos para luego sextorsionarlas y así introducirlas en la prostitución 
y/o pornografía.

Todos los países están afectados, ya sea con una legislación restrictiva, como en China, o permisiva, 
como en Alemania.

Prostituir no es una práctica individual, es colectiva, organizada, que involucra prácticas institucio-
nalizadas, muchas veces ilegales, e impulsada por millones de puteros. España es el primer país de 
Europa en consumo de prostitución y el tercero del mundo.

El uso de la tecnología digital, los canales de demanda, a través de las redes sociales, la web oscura 
y las plataformas de mensajería, proporcionan acceso fácil a las posibles víctimas, lo cual aumenta su 
vulnerabilidad, así como el uso de monedas electrónicas para las transacciones que dificulta la identifi-
cación de las partes involucradas. (CEDAW Rec.38 párr. 36).

La explotación sexual en todas sus formas en línea digital es una industria en auge. Dos tercios de la 
prostitución tienen lugar en línea escondiéndose detrás de la fachada de una simple transacción en 
línea.

Este entrelazamiento de la tecnología digital facilita la ocultación, el anonimato y la discreción que 
permiten desarrollar actividades ilícitas y finalmente sólo conduce a la trivialización creciente de la 
explotación sexual de mujeres y, en muchos casos, de menores.

La autoexposición de mujeres y menores, sea deseada o no, en redes digitales pueden tener conse-
cuencias devastadoras. El engaño a través de redes sociales es muy frecuente.

La prostitución 2.0 sucede en tiempo real, emisión directa en red “webcamming”, al tiempo en el vi-
deochat las mujeres pueden ser contactadas para tener encuentros presenciales.

Se denominan “camgirls”, “sexcam”, o “modelos webcam”, la mujer se conecta para sexo virtual porno-
prostitución, a través de dispositivos y a la plataforma tecnológica, transmitiendo videos en directo. 
En estas prácticas en streaming, el putero en línea paga para que otro(s) individuo(s) materialice sus 
deseos con la mujer prostituída, hace lo que le piden, a veces acompañada por otra mujer, a veces por 
un hombre o más, que actúan a modo de “álter ego” del putero en línea, si éste paga más puede tener 
un show privado.

Como señala Mabel Lozano, “Un hombre puede entrar en una sala de una mujer de Filipinas y pedir 
que la violen, que se meta de todo…”

Las webcamer reciben propinas por parte de los hombres que le siguen, la mayor parte del dinero 
recibido es para la plataforma y el estudio.

No obstante, pese a la falsa apariencia de libertad y emancipación que ofrecen los negocios de web-
cam, tras este tipo de páginas, no resulta extraño encontrarse con redes de proxenetismo “digital y 
colaborativo”, proxenetismo 2.0.
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Sistema “industrial y sin riesgo” de explotación sexual en internet, permite a proxenetas “evitar riesgos 
personales” desde un mismo ordenador, una red criminal puede identificar sus futuros ‘productos’, 
atraer a ‘puteros’ y luego blanquear el dinero.

Surgen otras modalidades donde los hombres buscan experiencias, parejas sexuales sin compromiso 
y pagando por ello, entre ellas tenemos, “sugar baby”, mujer joven conecta a través de una plataforma 
en la que están inscritas tanto las mujeres, que ingresan gratuitamente, como los hombres a partir de 
45años , llamados “sugar daddy” que pagan una mensualidad para acceder ilimitadamente a los perfi-
les, con pago adicional por encuentro sexual.

La plataforma OnlyFans (2016), tuvo una evolución de su popularidad en un 160% en contexto de la 
pandemia por COVID y post, en el año 2021 tuvo unos ingresos netos de 806 millones de €. Su relación 
con la prostitución 2.0 y más conocida por su contenido pornográfico, es el sistema alternativo a Porn-
hub, ofrece a través de una suscripción acceso a un chat personalizado, vídeos y fotos en exclusiva, o 
incluso transmisiones en vivo, o sea un producto individual.

En los casos en que la persona creadora de contenido decide vender suscripciones para que los 
usuarios puedan acceder a material sexualmente explícito se estaría ante un ejemplo muy similar a la 
pornografía en vivo.

El contexto social y económico de muchas mujeres y en especial en situación de mayor vulnerabilidad, 
hace que tengan que acudir a soluciones como Onlyfans al no encontrar otras alternativas laborales.

La IWF Internet Watch Foundation, en su informe anual del 2020, analizó 299.531 URLs (páginas web) 
que contenían imágenes de abusos sexuales y violaciones el 93% correspondían a mujeres, un 3% a 
hombres y 3% ambos sexos; 153.369 URLs contenían imágenes de abuso sexual infantil, tenían enla-
ces a dichas imágenes o las anunciaban., todas ellas alojadas en el Reino Unido.

Subir contenido explícito a las diferentes plataformas conlleva unos riesgos asociados que en ocasio-
nes se desconocen, especialmente en mujeres jóvenes y menores. Algunos de los riesgos que puede 
tener la creación y publicación de contenido en las plataforma son:

Acosadores: buscan la información personal de sus víctimas para encontrarlas en persona y amena-
zarlas.

Grooming: un hombre (generalmente) comienza a hacerse amigo de la o el menor y establece una re-
lación donde progresivamente incrementa el contacto físico, alcanzando finalmente el contacto sexual 
(GÓMEZ SANCHIS, 2019). Este delito está regulado en España en el artículo 183.1 del Código Penal.

Sextorsión: un tipo de explotación sexual en la que se chantajea con imágenes desnudas de la persona 
(mayoritariamente mujeres) que se compartieron a través de internet y se le coacciona para mantener 
sexo con el chantajista o producir material pornográfico entre otros (CONELLIE y LOZANO, 2020). En 
España se puede penar con multas o prisión a cualquiera que publique o comparta este material según 
el artículo 197.7 del Código Penal.

Venganza pornográfica: distribución de imágenes o vídeos explícitos de la persona sin su consenti-
miento (ZARAGOZA TEJADA, 2019), se diferencia del anterior en que en este caso el perpetrador 
busca humillar y destrozar la reputación de la persona. Está regulado por el mismo artículo que en el 
caso anterior.
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Sexting: envío de imágenes o videos de contenido sexual por medio de dispositivos electrónicos. Una 
vez que se envía la persona pierde el control del mismo.

Morthing. Copiar una fotografía subida a internet y convertirla mediante montaje en una foto pornográ-
fica.

La violencia en línea y facilitada por la tecnología tiene una serie de especificidades: la victimización 
se ve agravada por el número de agresores, la multiplicidad de los canales utilizados, la imposibilidad 
de escapar y la dificultad para eliminar los contenidos de Internet. Esas características agravan las 
repercusiones graves de esa forma de violencia para las víctimas.

Algunos instrumentos normativos internacionales abordan esta realidad, entre ellos:

Las Directrices para la Detección de Víctimas de Trata en Europa, considera un supuesto de riesgo: 
“Las jóvenes que son captadas mediante engaño con promesas de “dinero fácil” a cambio de prosti-
tuirse ocasionalmente, o mediante falsas promesas de amor o matrimonio como ocurre con los “lover- 
boys”.

La Recomendación Gral. 38 de CEDAW en párr.36, dice en relación al uso de la tecnología digital en 
la trata: “Los canales de demanda, a tráves de los medios sociales, la web oscura y las plataformas de 
mensajería, proporcionan acceso fácil a las posibles víctimas, lo cual aumenta su vulnerabilidad, así 
como el uso de monedas electrónicas para las transacciones que dificulta la identificación de las partes 
involucradas”. Párr. 37 “En el contexto de la pandemia de enfermedad por coranovirus (COVID19), los 
Estados partes se enfrentan a un aumento de la trata en el ciberespacio, lo que abarca un aumento de 
la captación para fines de explotación sexual en línea, la demanda de contenido de abusos sexuales 
infantiles y la trata de niñas con fines sexuales facilitada por la tecnología”.

Los dos tratados internacionales, el Convenio de Estambul (prevención y lucha contra la violencia 
contra las Mujeres y la violencia doméstica) y el Convenio de Budapest (sobre Ciberdelicuencia para 
luchar contra la violencia contra las mujeres en línea y facilitada por la tecnología - diciembre 2021), 
para proteger a las mujeres y niñas de la violencia en la era digital.

Entre las recomendaciones, se destaca:

La Recomendación General del GREVIO, dimensión digital de la violencia contra las mujeres, lista de 
medidas.

Alentar a las plataformas a adoptar marcos y normativas sobre DD de las mujeres, prevención y repa-
ración.

Acceder a mecanismos directos de denuncia.

Todas las plataformas deberían poner a disposición de las personas usuarias información jurídica, con 
arreglo a su país de residencia.

Las prácticas de moderación deberían tomar en cuenta todas las formas de violencia contra las mujeres 
perpetrada en línea.

Ciberseguridad, incorporar sus recomendaciones en materia de seguridad en la fase de fabricación de 
los dispositivos.

.
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– La tecnología y el sistema prostitucional han hecho 
vínculo y han normalizado la explotación sexual de 
las mujeres y menores en todas sus formas, por 
ejemplo a través de las plataformas de transmisión 
en línea.

– La web 2.0 o la web oscura, en la que la persona 
usuaria es también generadora de contenidos, es 
utilizada por el sistema prostitucional y el proxenen-
tismo 2.0, provocando un profundo cambio en la for-
ma, lugares y medios de explotación de las mujeres y 
menores. Ahora ya no hay fronteras. Pero el producto 
seguimos siendo las mujeres, para consumo de los 
varones.

– Esta violencia contra las mujeres se caracteriza por 
el anonimato del putero. De ahí que 2/3 de la pros-
titución se realice en línea y se pague con criptomo-
nedas.

–  La captación de las chicas se lleva a cabo a través 
de las RR.SS., donde se les engaña y se les propone 
transmitir con webcam. Las mujeres con discapaci-
dad son víctimas fáciles y aún más baratas. Les pa-
gan 0,10 €/mensaje.

– EEUU es el principal país productor y consumidor. 
España, el cuarto país consumidor (2020).

–  El abuso sexual infantil es parte de este negocio. En 
2020 había 153.369 URLs de este tipo.

– Los riesgos que corren las mujeres y niñas que pu-
blican contenido sexual explícito en plataformas son 
múltiples: acoso, grooming, sextorsión, venganza 
pornográfica...

–  La CEDAW incluye en el concepto de trata la capta-
ción de mujeres y niñas para su explotación sexual a 
través de las TIC, las RR.SS. y las aplicaciones de 
mensajería.

2.4
CONCLUSIONES Y 
PROPUESTAS DE 

LA PONENCIA:
EXPLOTACIÓN SEXUAL. 

PAPEL DE LAS TIC

ESPERANZA LÓPEZ HERNÁNDEZ

ACTIVISTA. 
DONES DE XIRIVELLA EN ACCIÓ.
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PROPUESTAS DE ACCIÓN

–  Exigir prácticas comerciales éticas, también en formato digital y alentar a las plataformas a adoptar 
la normativa sobre derechos de las mujeres, prevención y reparación.

–  Requerir  que  las  empresas  de  medios  sociales  y  plataformas  de mensajería  utilicen  su  ca-
pacidad  en  materia  de  macrodatos,  inteligencia artificial y análisis para ayudar a descubrir casos 
de trata y a identificar a todas las partes implicadas, incluidos los puteros.

– Hacer uso del Convenio de Estambul y del de Budapest, así como del GREVIO y exigir la imple-
mentación de las medidas que proponen.

– Denunciar.
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La idea que desarrollaré en este texto es que la prostitu-
ción es una forma extrema de desigualdad y explotación 
hasta el punto de convertirse en una de las nuevas bar-
baries que caracterizan el siglo XXI. En sentido metafóri-
co y literal, la prostitución representa una de las grandes 
expulsiones de mujeres, característica del capitalismo 
global, desde los países del Sur hacia los del Norte, de los 
países periféricos a los centrales. Y en el interior de los 
países y zonas con altas tasas de pobreza, la cartografía 
de esta expulsión muestra el tránsito desde las zonas ru-
rales a las urbanas y de las comunidades culturales más 
oprimidas a los ámbitos culturalmente dominantes. En 
todos los casos, el camino que se recorre es el mismo: 
de la exclusión a la expulsión. He tomado el concepto de 
expulsión de Saskia Sassen y lo he aplicado libremente a 
la prostitución: “En nuestra economía global enfrentamos 
un problema formidable: el surgimiento de nuevas lógicas 
de expulsión. Las dos últimas décadas han presenciado 
un fuerte crecimiento del número de personas, empresas 
y lugares expulsados de los órdenes sociales y econó-
micos centrales de nuestro tiempo (…). El concepto de 
expulsiones nos lleva más allá de la idea más familiar de 
desigualdad creciente como forma de aludir a las patolo-
gías del capitalismo global de hoy” (SASSEN, 2015; 11). 
Mi objetivo es identificar la prostitución como un espacio 
simbólico y material privilegiado para el análisis del ca-
pitalismo global y de los patriarcados contemporáneos; y 
en la que se encarnan una lógica de explotación sexual, 
beneficios económicos e indiferencia hacia los derechos 
humanos (Cobo, 2017).

La prostitución se alimenta de mujeres con pocos recur-
sos materiales y culturales que son expulsadas de su so-
ciedad, de sus hogares, de sus entornos sociales y tam-
bién de sus propias expectativas de vida. Sin embargo, la 
expulsión tiene destino: clubs, pisos, macroburdeles, ca-
lles, barrios, polígonos a las afueras de las ciudades o zo-
nas acotadas están preparados para la comercialización 
de sus cuerpos. La violencia de la expulsión se completa 
con otra violencia, aquella que vulnera el derecho de las 
mujeres a la soberanía de sus cuerpos.

Esta expulsión, envuelta en violencia, es la que exige una 
interpretación política de la prostitución. Por eso, es pre-
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ciso comprender la dimensión simbólica y política que tiene la mercantilización de la sexualidad de las 
mujeres en torno a la cual está organizada la industria de la explotación sexual. Es necesario compren-
der las razones del crecimiento de esta industria, de los varones demandantes de prostitución, así como 
el aumento del número de mujeres que son empujadas hacia esta industria. Estos hechos convierten la 
prostitución en un fenómeno social parcialmente nuevo. Ahora bien, para entender en su complejidad 
este fenómeno social es necesario contextualizarlo en un momento histórico marcado por intensos y 
profundos cambios sociales y económicos. Al mismo tiempo, esta transformación de la prostitución está 
operando en un territorio marcado por la hegemonía de las propuestas ideológicas patriarcales en casi 
todo el mundo, pero también por la globalización del nuevo capitalismo neoliberal. La hegemonía ideo-
lógica patriarcal y neoliberal aspira a normalizar esta práctica social y anclarla en el imaginario colectivo 
para que aumente su legitimación social. En la prostitución se encarnan muchas de las transformaciones 
sociales que se han producido de la mano del capitalismo global y de los patriarcados contemporáneos.

La industria de la explotación sexual se encuentra en la intersección de dos procesos: la reorganiza-
ción de la economía mundial que tuvo lugar en los años setenta y ochenta y la reestructuración de las 
sociedades patriarcales que comienza a hacerse visible en los ochenta y se confirma en los noventa. 
Esta industria es la consecuencia tanto de la reconfiguración del capitalismo global como de la rees-
tructuración de los patriarcados contemporáneos.

La prostitución es un fenómeno social anclado en las estructuras simbólicas y materiales de nuestras 
sociedades, las del norte y del sur. Es una realidad material y una realidad simbólica. Se inscribe 
primeramente en el contexto de las estructuras materiales del patriarcado, aquellas que sostienen y 
promueven la hegemonía masculina, pero también en las estructuras materiales de la economía global. 
Las mujeres prostituidas proporcionan dividendos a la industria de la explotación sexual al poner sus 
cuerpos en el mercado, pero también benefician a los patriarcados al poner a mujeres a disposición 
sexual de todos los varones.

Al mismo tiempo, la prostitución se inscribe en las estructuras simbólicas patriarcales, pues influye en 
la formación y el significado de las normatividades masculina y femenina, reforzando la masculinidad 
y la feminidad prescritas patriarcalmente (Ranea, 2017: 139). Es particularmente importante señalar la 
influencia que tiene la prostitución en la reproducción de un modelo normativo femenino sobrecargado 
de sexualidad. En efecto, la prostitución es una barrera simbólica que delimita tanto el modelo de mujer 
decente, como su contrario, el de la mujer prostituida. Además, la prostitución encuentra una instancia 
fundamental de legitimación en las estructuras simbólicas capitalistas, pues la consideración de la 
sexualidad de las mujeres como mercancía es una conquista fundamental para el capitalismo global. Al 
capitalismo le interesan los procesos crecientes de mercantilización, incluidos los cuerpos, y al patriar-
cado le interesa que esa mercancía tenga un cuerpo de mujer.

En otros términos, la prostitución forma parte de los entramados materiales de las sociedades pa-
triarcales y de las capitalistas y, por ello mismo, ejerce una poderosa influencia sobre las estructuras 
simbólicas de la sociedad. Al mismo tiempo, las definiciones sociales que naturalizan la prostitución 
refuerzan las realidades materiales en las que se inscribe este fenómeno social. Precisamente, por 
eso, la actividad prostitucional debe hacerse legible a la luz de esas dos dimensiones constitutivas de 
la sociedad. Lo que quiero explicar es que la prostitución es un mirador excepcional para comprender 
cómo se encarnan en esta institución las lógicas más brutales tanto del capitalismo global como de los 
sistemas patriarcales. Pero también debe ser considerado un test de salud del orden patriarcal.
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Economía política de la prostitución

La prostitución es una práctica social cuya finalidad es poner a un grupo de mujeres en situación de 
disponibilidad para uso sexual de todos los varones. Carole Pateman explica que la prostitución es par-
te fundamental del contrato sexual, en el sentido de que es una de las dos formas, junto al matrimonio, 
en que los varones se aseguran el acceso sexual al cuerpo de las mujeres (Pateman, 1995: 267). En 
efecto, los demandantes son varones y quienes están en prostitución son mujeres. Sin embargo, lo 
nuevo es que ahora la prostitución forma parte de una industria internacional de la explotación sexual 
que incluye una gran variedad de negocios, desde macroburdeles o locales de striptease hasta libros, 
películas o revistas sobre pornografía, sin olvidarnos del turismo sexual. Los cuerpos de las mujeres se 
han convertido en las mercancías sobre las que se ha edificado una industria global. Por eso, Sheyla 
Jeffreys considera que la prostitución debe ser explicada en el marco de la economía política (Jeffreys, 
2011: 11).

Sin embargo, no solo se ha transformado materialmente esta práctica social, sino también la ideología 
que la envuelve, pues el crecimiento de la industria del sexo como una gran „empresa‟ global está 
modificando el viejo imaginario que existía sobre la prostitución. A medida que la prostitución ha dejado 
de ser un pequeño negocio y se ha transformado en una gran „industria‟, de la mano de las políticas 
económicas neoliberales, esta práctica ha ido ganando cada vez más presencia social. Hace simple-
mente tres décadas la prostitución era un conjunto de burdeles con mujeres autóctonas que ejercían 
la prostitución con encargadas y jefas que gestionaban, a veces paternalistamente, esos pequeños 
negocios: “Antes existían muchos „clubes de alterne‟ pequeños. Eran lugares íntimos, casi familiares. 
Ahora quedan cada vez menos, y los que quedan han vivido una transformación radical, tanto en la 
forma como en la manera de funcionar. Los pequeños clubes, en su mayoría, están desapareciendo, 
sustituidos por los megalocales de striptease con showgirls y chicas exhibiéndose con la mínima ropa 
posible. Son negocios que a veces incluso funcionan con licencia de hotel… Los pequeños locales 
donde tantas mujeres ejercían de manera más o menos discreta una forma de prostitución light, porque 
no solamente no estabas obligada a acostarte con los clientes, sino que además podías ganar mucho 
dinero sin necesidad de ello, son ya cosa del pasado” (De León, 2012: 71). En esa antigua forma de 
prostitución no existían mujeres migrantes ni tráfico de mujeres en los circuitos migratorios ni en los cir-
cuitos criminales. En otros términos, ese viejo canon de la prostitución no daba cuenta del gran negocio 
criminal que existe en la actualidad.

El nuevo capitalismo ha hecho posible la transformación de la prostitución en una gran industria inter-
conectada en forma de red, vinculada a la economía criminal y con poderosos brazos en otros sectores 
económicos (Castells, 1998: 204). En efecto, es prácticamente imposible encontrar burdeles o macro-
burdeles que en algún punto de su actividad empresarial no estén vinculados a la economía criminal, 
desde el tráfico de mujeres hasta el blanqueo de capitales. La „materia prima‟ de esa industria son los 
cuerpos de las mujeres, que se han convertido en una mercancía que reúne las dos condiciones nece-
sarias de la globalización neoliberal: negocio de bajo riesgo y altos rendimientos. Seyla Jeffreys explica 
que varias fuerzas se han conjugado para dar nueva vida a esta práctica social: “Lo más importante 
es la nueva ideología y práctica económica de estos tiempos neoliberales en los que la tolerancia de 
la “libertad sexual” converge con la ideología del libre mercado para reconstruir a la prostitución como 
“trabajo” legítimo que funciona como base de la industria del sexo, tanto a nivel nacional como interna-
cional” (Jefffreys, 2011: 12).
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Saskia Sassen señala que la nueva economía capitalista está promoviendo con sus políticas neolibe-
rales el surgimiento de nuevas clases de servidumbre. Mujeres e inmigrantes, sobre todo, entre las 
que podemos identificar a las mujeres para la prostitución, constituyen el núcleo fuerte de esas nuevas 
servidumbres (Sassen, 2003: 80). El tráfico ilegal de mujeres para la industria de la explotación sexual 
está aumentando como fuente de ingresos y las mujeres se han configurado como el grupo de mayor 
importancia en los sectores de la prostitución y la industria de la explotación sexual y, de hecho, se 
están convirtiendo en un grupo significativo en la migración orientada a la búsqueda de empleo. Las 
mujeres prostituidas, mayoritariamente, pertenecen a las clases más depauperadas y empobrecidas y, 
por tanto, con necesidades económicas extremas. Muchas de estas mujeres pertenecen a regiones del 
mundo con altos niveles de pobreza y con culturas marcadas por el desprecio a las mujeres. Además, 
en los países con altos niveles de bienestar, la prostitución se plantea como una de las pocas salidas 
económicas disponibles para mujeres inmigrantes en situación irregular.

La prostitución se está configurando como un elemento fundamental para el desarrollo. Sassen explica 
que las mujeres entran en el macronivel de las estrategias del desarrollo básicamente a través de la 
industria del sexo y del espectáculo y a través de las remesas de dinero que envían a sus países de 
origen. La exportación de trabajadores y trabajadoras y las remesas de dinero son herramientas de los 
gobiernos de países con altos niveles de pobreza para amortiguar el desempleo y la deuda externa. Y 
ambas estrategias tienen cierto grado de institucionalización de los que dependen cada vez más los 
gobiernos.

El alto desempleo, la pobreza, el estrechamiento de los recursos del estado en cuanto a necesidades 
sociales y la quiebra de un gran número de empresas hacen posible la existencia de una serie de 
circuitos con un relativo grado de institucionalización por los que transitan sobre todo las mujeres. 
Por esos circuitos, precisamente, circulan mujeres para el trabajo doméstico y la prostitución. Y esos 
circuitos están controlados por los traficantes de personas y las mafias vinculadas al tráfico de mujeres. 
Al mismo tiempo, esos canales adquieren cierto grado de institucionalización porque el Banco Mundial 
y el Fondo Monetario Internacional exigen a los países endeudados que edifiquen una industria del 
ocio y del espectáculo que haga posible el pago de la deuda (Jeffreys: 2011; Sassen: 2013). Pues 
bien, la prostitución infantil y adulta es una parte fundamental de este sector económico que, a su vez, 
se configura como una estrategia de desarrollo de los países con altos niveles de pobreza. Y muy 
particularmente es una fuente de desarrollo económico rural para las regiones pobres (Barry, 1991: 71).

La existencia de esos circuitos semi-institucionalizados pone de manifiesto que la prostitución no crece 
espontáneamente. Se ha creado un clima ideológico, social e institucional que promueve el desarro-
llo de esta práctica social. De hecho, durante los años sesenta, en Tailandia, el ministro del Interior 
defendió públicamente la expansión de la industria del sexo para promover el turismo y facilitar el 
despegue económico del país. El número de visitantes extranjeros –el turismo sexual- a Tailandia pasó 
de 2 millones en 1981 a 7 millones en 1996 (Bales, 2000: 83-84). El gobierno coreano estimó que la 
prostitución en 2002 representó el 4,4% del PIB. Y la industria del sexo en Holanda, legalizada en 2001, 
representaba el 5% del PIB. En China se estima que esta industria constituye un 8% de su economía. 
Y el aumento del 12% en las ganancias de Chivas Regal en 2004 fue atribuido, en un informe, a su 
asociación con los prostíbulos tailandeses (Jeffreys, 2011: 15-17).

Asimismo, en la industria de la explotación sexual se deslocaliza a las mujeres, que son trasladadas 
desde los países con altos niveles de pobreza a los países con más bienestar social para que los 
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varones demandantes con suficientes recursos económicos accedan sexualmente a sus cuerpos. La 
prostitución es un negocio global interconectado en el que las mafias de la economía criminal controlan 
todo el proceso, desde la captación de adolescentes y mujeres en sus países de origen hasta su inser-
ción en los clubs de alterne de los países de destino. Si bien el cuerpo de la mujer prostituida siempre 
ha sido una mercancía, en esta época de globalización neoliberal, marcado por un feroz individualismo 
posesivo, el cuerpo de las mujeres prostituidas se convierte en una mercancía muy codiciada por los 
traficantes y pronexetas porque proporciona altos beneficios con bajos costes (Informe criminológico, 
2005).

La globalización de la industria del sexo hace que los cuerpos de las mujeres, como negocio, ya no 
permanezcan dentro de los límites del estado-nación: “El tráfico, el turismo sexual y el negocio de las 
esposas que se compran por correo han asegurado que la severa desigualdad de las mujeres pueda 
ser transferida más allá de las fronteras nacionales de manera tal que las mujeres de los países pobres 
puedan ser compradas con fines sexuales por hombres de los países ricos. El siglo XX vio el hecho de 
que los países ricos prostituyen a las mujeres de los países pobres como una nueva forma de colonia-
lismo sexual” (Jeffreys, 2011: 17).

Por otra parte, la legalización de la prostitución en algunos países y la casi absoluta libertad de mer-
cado están ampliando los límites de la industria del sexo. Y este hecho coloca a niñas, adolescentes 
y mujeres de regiones del mundo con elevadas tasas de pobreza, con una cultura de desprecio a las 
mujeres y con el deseo de aumentar el consumo familiar, en una situación de „entrega y venta‟ a las 
redes de tráfico, tal y como afirma Kevin Bales, refiriéndose a Tailandia (Bales, 2000: 39-87). La glo-
balización neoliberal y la ausencia de controles al mercado por parte de los estados ha hecho posible 
el crecimiento de la industria del sexo y ha facilitado el desarrollo de la economía criminal. La suma de 
estos factores hace que millones de niñas y mujeres se conviertan en mercancías para esta industria y 
para el uso sexual de varones de todo el mundo.

Los puteros

Una gran parte de las investigaciones que se han realizado sobre la prostitución se centran fundamen-
talmente en la figura de la mujer prostituida. Se ha ido configurando un imaginario de la prostitución en 
el que la figura de la puta lo ocupa por completo: “Casi todas las investigaciones acerca de la prostitu-
ción eluden detenerse en aquellos que la consumen” (Díez, 2012: 4). Y, como sabemos, los imaginarios 
contribuyen a la formación de las definiciones sociales. Y, también sabemos que no existe prostituta 
sin varón demandante.

La prostitución, como todas las instituciones, está inserta en las relaciones de poder que estructuran 
cada sociedad. Por ello, es preciso mostrar el vínculo entre demandante y dominio masculino para así 
desenmascarar las relaciones de poder que están en la base de la prostitución. Es preciso señalar 
el vínculo entre demandantes y dominio masculino, de resignificar el imaginario de la prostitución y 
redefinir a los demandantes como prostituidores. El hecho de que los varones tengan el control de la 
mayoría de los recursos ilumina esta institución que estamos examinando. En sociedades en las que 
los varones tienen una posición de hegemonía, difícilmente podría pensarse que la prostitución es una 
realidad ajena a las relaciones de poder entre los géneros. No se puede obviar que la práctica totalidad 
de las personas que están en prostitución son mujeres mientras que los que usan sexualmente los 
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cuerpos de esas mujeres son varones. También hay que tener en cuenta que el control de las redes de 
tráfico de mujeres y la propiedad de los negocios que conforman la industria de la explotación sexual 
está en manos masculinas.

Si bien he argumentado que la prostitución no puede entenderse fuera del marco del nuevo capitalismo, 
es necesario buscar otras variables explicativas. El neoliberalismo, con su propuesta de mercanti-
lización y privatización de todo aquello susceptible de proporcionar beneficios, ha hecho posible el 
crecimiento de este negocio hasta el extremo de su conversión en una de las mayores fuentes globales 
de ingresos en el marco de la economía criminal. Sin embargo, este crecimiento de la prostitución no 
puede entenderse fuera de la estructura patriarcal ni tampoco al margen de los demandantes de esta 
práctica social. La mayor presencia en nuestra cultura de la ideología de la igualdad entre hombres y 
mujeres, impulsada por el feminismo radical de los años setenta, modificó el papel de las mujeres en 
muchas sociedades. Por un lado, aumentó su margen de libertad y autonomía, así como su capacidad 
de negociación con los varones en sus relaciones de pareja en el ámbito privado-doméstico; pero 
también se hizo significativa su presencia en el mercado laboral y en ámbito público-político, pese a su 
presencia aún reducida.

El proyecto emancipador que supuso el feminismo radical tuvo efectos sobre grupos de mujeres en 
distintas sociedades y obligó a los varones a compartir su papel de proveedores en la familia y a 
compartir, aún en una pequeña parte, los espacios de decisión y poder en los espacios públicos. Esto 
ha supuesto no sólo un cambio cultural importante en las formas de relacionarse los varones con las 
mujeres, sino que también han movilizado resistencias pacíficas y violentas por parte de aquellos que 
no aceptaban un nuevo estatus de menor poder. En este cambio cultural y en las resistencias a ese 
cambio pueden hacerse legibles en la conducta de algunos varones un desplazamiento del dominio 
masculino del ámbito familiar y de pareja hacia la prostitución, pues esta práctica confirma el antiguo 
rol de autoridad y dominación masculina en el que está exenta la negociación. La lucha del feminismo 
radical por democratizar la familia y distribuir paritariamente el poder entre los miembros de la pareja 
parece ser compensado a través del ejercicio de la práctica prostitucional en la que la negociación es 
sustituida por el dominio y el control masculino. Los varones que no aceptan la igualdad encuentran en 
la prostitución su hábitat natural.

El crecimiento de la prostitución está relacionado con dos procesos sociales que están transformando 
el mundo del siglo XXI y estrechamente vinculados a la crisis del contrato sexual. Mujeres en distintas 
partes del mundo han conseguido derechos y, además, los han ejercido, pues por primera vez en la 
historia, grupos reducidos, pero significativos, de mujeres pueden decir, y dicen, „no‟ a los varones. Esa 
primera parte del contrato sexual por el que cada varón se convierte en dueño y señor de una mujer, 
y cuya expresión social es el matrimonio, ha entrado en crisis, pues ha dejado de ser la única opción 
para muchas mujeres. Sin embargo, esto no debe oscurecer que frente a esta mayor libertad para al-
gunas mujeres, se encuentran otras cuya situación ha empeorado visiblemente. Y con esta afirmación, 
me estoy refiriendo a la segunda parte del contrato sexual, por la que un reducido grupo de mujeres 
es asignado a todos los varones a través de la prostitución. En otros términos, a medida que algunas 
mujeres pueden desasirse del dominio masculino y conquistan parcelas de individualidad, otras son 
más intensamente dominadas y explotadas por el sistema patriarcal.

¿Por qué los demandantes renuncian a la reciprocidad emocional en la sexualidad y la sustituyen por 
el dominio, el abuso y la violencia? En primer lugar, los puteros consumen prostitución porque existen 
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estructuras culturales que facilitan ideológicamente ese consumo. En segundo lugar, la prostitución 
refuerza la normatividad masculina sobre la base del poder de los varones sobre las mujeres. Esta 
construcción normativa, conceptualizada como masculinidad hegemónica, está en el corazón de la 
prostitución. La prostitución se configura como el lugar idóneo para que se desarrolle una hipermas-
culinidad ensimismada y ajena a la reciprocidad emocional y sexual propia de los patriarcados duros. 
En tercer lugar, el demandante de prostitución es el emblema de la masculinidad serial moderna Illouz, 
2014: 58). En el interior de esa institución, los puteros desarrollan una sexualidad serial y recreativa, 
organizada bajo la égida del consumo (Illouz, 2014: 57). Los demandantes consumen prostitución se-
rialmente, imitando el mercado de consumo del ocio. En cuarto lugar, la prostitución es una institución 
que refuerza el orden heteropatriarcal. En la prostitución se funde la heterosexualidad y el patriarcado 
al servicio de la masculinidad dominante. En la práctica prostitucional se observa que la demanda siem-
pre es masculina y la oferta es femenina. En quinto lugar, los puteros forman un grupo juramentado, 
en el sentido en el que lo explica Celia Amorós: los grupos juramentados son el resultado de pactos 
fraternales, que se establecen sobre la base de la relación de la „reciprocidad mediada‟, es decir, del 
libre pacto de fidelidad a la causa común (Amorós, 1990: 12). El de los puteros es un grupo juramen-
tado estable y constituido alrededor de la exaltación de la virilidad. Se podría decir que los puteros 
forman una modalidad „fuerte‟ de pacto patriarcal en el que la figura mediadora es la „puta‟. En el acto 
prostitucional los puteros realizan prácticas que no se atreven a hacer en su vida sexual cotidiana y 
conectan con esos valores de exaltación de la agresividad y violencia que anidan en las definiciones 
más patriarcales de la masculinidad hegemónica. En la intimidad de la habitación y con la impunidad 
que les da saber que los límites en la realización de sus prácticas son muy amplios, pueden dar rienda 
suelta a su masculinidad más salvaje.

¿Cómo debe estudiarse la prostitución?

Las transformaciones que se han producido en el universo prostitucional exigen tanto cambiar la mirada 
teórica en la investigación de este fenómeno social como incorporar elementos nuevos que no habían 
sido tenidos en consideración en el viejo esquema teórico. El estudio de la prostitución necesita un 
nuevo marco analítico que ilumine zonas invisibles y oscuras de esta vieja institución en permanente 
proceso de renovación. La estrategia analítica más útil para comprender en su complejidad esta prácti-
ca social es mostrar aquello que ha quedado subteorizado y que no se ha identificado históricamente. 
En otros términos, conceptualizar lo que no se ve, lo subterráneo, lo que intencionadamente no se ha 
querido mostrar, es central para la comprensión de este fenómeno social. Ahora bien, hay que subrayar 
que la falta de representación y de teorización de algunas dinámicas o actores sociales está vinculada a 
intereses económicos y patriarcales. Es el caso del papel de los demandantes de prostitución. De igual 
forma, la falta de reconocimiento, tanto de la prostitución como una forma extrema de violencia como 
de dinámicas de violencia y opresión en esta práctica social, está relacionada con la posición de poder 
de quienes se benefician de la industria del sexo, tanto proxenetas como consumidores.

La búsqueda de un nuevo marco interpretativo para explicar la prostitución debe identificar las rami-
ficaciones subterráneas conceptualmente invisibles que hacen de la prostitución un fenómeno social 
parcialmente nuevo. Este nuevo marco conceptual tiene que alejarse de los viejos paradigmas hege-
mónicos hoy presentes en la academia. Hace tiempo que la universidad está siendo configurada como 
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una instancia más del poder dominante. La expulsión de las teorías críticas de la universidad no es 
nueva, pero se ha acelerado en las dos últimas décadas. Si bien es cierto que en la academia han creci-
do los estudios feministas y se han elaborado reflexiones críticas sobre diversas realidades sociales, en 
términos generales estos estudios son minoritarios y en muchos casos se desarrollan en los márgenes 
académicos, con pocos recursos y escaso reconocimiento intelectual. De hecho, muchos conceptos 
que interpelan la realidad dominante se acuñan fuera de la academia, en la sociedad civil. Se está 
imponiendo silenciosamente la idea de que los conceptos no deben interpelar las lógicas conceptuales 
dominantes sino someterse a ellas. La racionalización de los sistemas de dominio y el sometimiento 
conceptual a las estructuras de poder es la línea que subterráneamente se ha ido imponiendo en las 
universidades.

Pues bien, explicar la prostitución como una institución no política y mostrar a las mujeres en prostitu-
ción como individuos que hacen elecciones libres en lugar de como seres oprimidos por las domina-
ciones patriarcal y capitalista se ha convertido en la línea de investigación dominante en la academia. 
Saskia Sassen pone palabras a lo que yo he querido explicar en mi libro: “los espacios de los expulsa-
dos claman por reconocimiento conceptual” (Sassen, 2015). En efecto, las mujeres prostituidas, expul-
sadas de su comunidad, de su entorno, de sus países y de sus propias expectativas de vida, necesitan 
reconocimiento conceptual. Y el reconocimiento no es mostrar como mujeres libres y empoderadas a 
quienes son permanente objeto de la explotación sexual. Para que se produzca este reconocimiento 
conceptual es preciso señalar las estructuras sociales y económicas en las que han vivido y viven 
las mujeres prostituidas y que facilitan el crecimiento de la prostitución. En este marco conceptual 
las mujeres prostituidas no deben ser presentadas ahistóricamente sino como individuos con raíces 
culturales e inscritas en contextos sociales, económicos y familiares. La feminización de la pobreza, 
las políticas económicas neoliberales o las redes criminales deben tener un lugar fundamental en este 
marco interpretativo. El reconocimiento conceptual de las mujeres prostituidas es un acto de justicia 
intelectual para quienes han protagonizado involuntariamente una de las grandes expulsiones de esta 
última fase del capitalismo global.

El corpus teórico con el que se ha analizado la prostitución hasta hace poco tiempo en el marco aca-
démico no ha tenido la suficiente capacidad para dar cuenta en su totalidad de un fenómeno social 
edificado sobre la intersección de diversos sistemas de poder. En efecto, la clase, la raza, la cultura, el 
género y la sexualidad son estructuras simbólicas y materiales indispensables para la comprensión de 
la prostitución y elementos integrales de esta práctica social. Cada una de ellas es un eje sobre el que 
se articula una opresión y una desigualdad. Pues bien, en el cruce de todas ellas ha crecido la industria 
del sexo. Por tanto, la primera idea que quiero exponer en este sentido es que la prostitución no puede 
ser explicada fuera de los grandes sistemas de dominio sobre los que se edifican las sociedades por-
que la prostitución está presente en todas ellas, aunque en diferentes grados.

El estudio de la prostitución, por tanto, debe inscribirse en el marco de las teorías críticas de la socie-
dad, pues lejos de ser una práctica social ajena a las relaciones de poder patriarcales, capitalistas y 
raciales/culturales, se desarrolla en el cruce de esas estructuras de poder. Por eso, precisamente, el 
marco conceptual que usemos para analizar la prostitución debe categorizar esta práctica como parte 
integral de la política sexual. La prostitución no es una estructura colateral ni del patriarcado ni del 
capitalismo; al revés, tiene una importancia fundamental para el orden patriarcal y para el capitalista 
al poner en el mercado a millones de mujeres para uso sexual de los varones. En otros términos, la 
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prostitución es una instancia central de producción de plusvalía sexual y, por eso, precisamente, debe 
ocupar un lugar prioritario en la agenda feminista.

La función de la teoría crítica es desvelar las relaciones de poder sobre las que se asientan los entra-
mados institucionales y sociales y, por ello mismo, mostrar su carácter político. En otros términos, uno 
de los objetivos de la teoría crítica es poner al descubierto la dimensión política de aquellas opresiones 
que han sido conceptualizadas como naturales. Y más aún, pues los pensamientos críticos tienen una 
dimensión normativa que señala la dirección en la que deben producirse las transformaciones sociales. 
En este sentido, el horizonte normativo sobre la que se desarrolla este trabajo es eliminar la industria 
de la explotación sexual, abolir la prostitución y desactivar la jerarquía patriarcal.

Dicho de otra forma, la prostitución es parte constitutiva del contrato sexual y por ello mismo del siste-
ma patriarcal. Más aún, la prostitución es un test que revela el grado de consistencia y de resistencia 
de la jerarquía patriarcal hasta el extremo de que la densidad coactiva de las estructuras patriarcales 
está necesariamente vinculada a la aceptación social de la prostitución. Si la prostitución está anclada 
socialmente, tiene niveles razonables de legitimidad social y crece el número de demandantes, enton-
ces es que la realidad simbólica y material del patriarcado está bien tramada e instalada socialmente. 
Este es el retrato actual de la prostitución a escala global y por eso se necesita un marco conceptual 
que incorpore tanto las lógicas que anidan en su interior como el papel que juega la prostitución en las 
nuevas lógicas sistémicas del capitalismo global. En otros términos, la comprensión de la prostitución 
requiere análisis teóricos críticos a escala macro y micro.

¿En qué consistiría y cómo debería ser, pues, ese marco interpretativo? ¿De qué manera se puede 
investigar la prostitución? El estudio de un fenómeno social tan complejo, tan estratégico para las éli-
tes neoliberales y patriarcales y tan amplio, por el número de actores que conforman esta institución, 
requiere investigaciones metodológicas inductivas y deductivas y técnicas cuantitativas y cualitativas. 
Tan importante es saber los beneficios económicos de esta industria como oír las voces de las mujeres 
prostituidas y de los consumidores de prostitución. Tan relevante es el análisis de los circuitos semi-
institucionalizados por los que transitan las mujeres para la prostitución como el funcionamiento de un 
burdel. Tan necesario es entender cómo funciona la economía criminal en la que se desarrolla la pros-
titución como analizar los mecanismos de captación que usan los proxenetas para atraer con engaños 
y falsas promesas a las mujeres hacia la industria del sexo.

En este marco teórico sobre la prostitución es fundamental distinguir entre la prostitución como una 
institución fundacional del patriarcado y las mujeres y varones que habitan este universo de explotación 
y violencia. Un análisis crítico sobre la prostitución debe poner en el centro del debate los elementos 
estructurales y sistémicos de esta institución frente a las voces subjetivas y a las experiencias indivi-
duales de las mujeres prostituidas y de los consumidores de prostitución. Los relatos de unas y otros 
proporcionan información y claves de comprensión de este fenómeno social, pero no pueden determi-
nar la evaluación ética y política de la prostitución.

El análisis inductivo es crucial para entender este fenómeno social. En efecto, el estudio de un club de 
alterne, de un piso, de un macro-prostíbulo o de una zona acotada en la que se desarrolla la prostitu-
ción peor pagada es un análisis micro que tiene una lectura macro, pues puede contribuir a explicar 
el funcionamiento del capitalismo global y del patriarcado más reactivo. En otros términos, a través de 
esa unidad de análisis se puede comprender tanto la formación y las lógicas sistémicas del capitalismo 
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global como los intereses de los patriarcados contemporáneos. Es imprescindible que una parte del 
análisis se oriente desde abajo hacia arriba y en esa cadena se vislumbre una lógica de funcionamiento 
que está presente también en otras realidades sociales. El objetivo es averiguar si a partir de esa uni-
dad de análisis se pueden identificar tendencias sistémicas. Mohanty argumenta que es fundamental 
el lugar desde el que se mira en la construcción de una visión de la justicia. Por eso, afirma que es 
necesario mirar hacia arriba: “Al partir de las vidas e intereses de las comunidades marginadas de 
mujeres, puedo acceder y hacer visibles los mecanismos de poder, puedo leer la escala ascendente 
del privilegio. Es más necesario mirar hacia arriba: los colonizados deben conocerse a sí mismos y al 
colonizador” (Mohanty, 2008: 425).

En otros términos, de los cuerpos de las mujeres prostituidas se extrae tanto plusvalía sexual como 
plusvalía económica hasta el punto de convertirse ambas plusvalías en centrales para la reproducción 
del capitalismo y del patriarcado. Los lugares de prostitución, desde los prostíbulos más reducidos 
hasta los macroburdeles más grandes, tienen gran valor explicativo, pues a través de su análisis se 
pueden observar no solo las lógicas del capitalismo global, sino los fenómenos que los constituyen: 
la pobreza de los países periféricos, la deslocalización de mujeres desde los países periféricos a los 
centrales, el uso perverso de algunas prácticas culturales, la mercantilización de la sexualidad de las 
mujeres, la relevancia de la prostitución como sector económico con el objetivo de que algunos países 
con altas tasas de pobreza y economías débiles se enganchen a la economía global, la importancia de 
las economías ilícitas en el crecimiento económico del capitalismo global… Mohanty explica la nece-
sidad de entender los procesos de globalización corporativa y cómo y por qué se están recolonizando 
los cuerpos y el trabajo de las mujeres (Mohanty, 2008: 434). Para el cumplimiento de este objetivo es 
indispensable el estudio de los lugares físicos y simbólicos en los que se desarrolla y legitima la pros-
titución, pero también de las mujeres prostituidas. De los circuitos que recorrieron hasta llegar al lugar 
de destino. De sus expectativas y de sus fracasos. Y a veces también de sus logros, como han relatado 
algunas supervivientes de prostitución y trata.

Ahora bien, el método deductivo también debe tener un papel central en el estudio crítico de esta insti-
tución. Saskia Sassen lo explica así: “En lugar de dar significado a los hechos procesándolos hacia arri-
ba mediante la teorización, hago lo contrario, llevándolos hacia abajo hasta sus elementos más básicos 
en un esfuerzo por des-teorizarlos. A través de esta des-teorización puedo revisitar la desigualdad…” 
(Sassen, 2015: 17). Por ejemplo, el estudio de los circuitos por los que transitan las mujeres para la 
prostitución desde países del Sur hacia los del Norte explica la prostitución como parte integral no solo 
de la economía ilícita sino del capitalismo global. O explorar el vínculo entre industria de la explotación 
sexual y economía ilícita sería otro ejemplo esclarecedor de este análisis.

En definitiva, el estudio de la prostitución es un emplazamiento teórico excepcional para entender el 
funcionamiento del capitalismo neoliberal y de la reacción patriarcal. Pero también para entender cómo 
dos sistemas de dominio han establecido una sólida alianza con el objetivo de preservar la masculini-
dad hegemónica y correlativamente mantener el control sobre la sexualidad de las mujeres.

La elaboración de una poderosa crítica conceptual a esta institución en el marco de los pensamientos 
críticos responde a la lógica analítica crítica contra la violencia patriarcal que comenzó en la tercera ola 
y se ha consolidado en la cuarta en torno a la violencia sexual. En ese marco interpretativo se encuen-
tra la crítica a la prostitución.
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En esta intervención, voy a transmitiros unas reflexiones pos-
teriores a la publicación del libro Política Sexual de la Porno-
grafía. Sexo, desigualdad, violencia, (publicado en la Editorial 
Cátedra en octubre de 2021) que considero fundamentales y 
que hacen referencia, en primer lugar, a las relaciones entre 
la masculinidad y el borrado de la línea que separa el sexo 
de la violencia sexual; y, en segundo lugar, a la función de la 
pornografía en este proceso de borrado.

1. Los hombres ejercen violencia sexual por-
que les excita sexualmente

O, en otras palabras, los hombres violan porque quieren. Por-
que lo desean. Esta es una de las verdades quizás más ob-
vias y más difíciles de formular y de asumir con las que me he 
encarado en la investigación. Digo más obvias, porque si no 
les excitara sexualmente no podrían ejercer violencia sexual. 
Y digo difíciles de formular y asumir, en primer lugar, porque 
implica la ruptura de una idea que tenemos socialmente asu-
mida, a saber: que lo que excita sexualmente a los hombres 
es el sexo. En el segundo punto de la intervención nos cen-
traremos en esta idea. Pero también es difícil de formular y 
asumir porque todo en el patriarcado está ensamblado para 
que no responsabilicemos a los hombres de la violencia que 
ejercen contra las mujeres y las niñas. Esta estrategia patriar-
cal de responsabilizar a las mujeres (e, incluso, a las niñas) 
de la violencia sexual que los hombres desean ejercer y de-
ciden ejercer contra ellas, no solo se apoya en una inmensa 
variedad de ideas que permiten culparlas a ellas en práctica-
mente cualquier situación, sino que además vienen formando 
parte del imaginario colectivo desde hace siglos.

Esta estrategia de responsabilizar a las mujeres de la vio-
lencia que los hombres ejercen contra ellas llega a extremos 
tan absurdos y surrealistas como el que encontramos en, por 
ejemplo, la curiosa idea de que las mujeres tenemos la “fan-
tasía de la violación”; o, en otras palabras, de que las mujeres 
deseamos sufrir violencia sexual. Ahora bien: si echamos la 
vista atrás y vamos a los “grandes filósofos de la sexualidad” 
(hombres), encontramos que una estrategia que han emplea-
do repetidamente a lo largo de la historia ha sido hacer pasar 
los deseos masculinos por deseos femeninos.
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Ya sabemos que los hombres desean sentir el poder sobre las mujeres y que, en el terreno de la 
“sexualidad”, es precisamente ese poder lo que les excita sexualmente. La violación es un ejercicio 
del poder masculino sobre las mujeres que excita sexualmente a los hombres. La violación es, por 
tanto, un deseo de los hombres. Los hombres que violan, como hemos dicho, lo hacen porque desean 
y deciden hacerlo.

Pero, y aquí está la trampa, a lo largo de la historia los hombres han hecho pasar ese deseo masculino 
de violar por un deseo femenino de ser violadas. La violación dejaría de ser responsabilidad masculina, 
pues son ellas quienes “lo desean”; y, en coherencia con esta premisa, no podría existir la violación 
porque jamás iría en contra del deseo de las mujeres, sino que respondería al mismo. Así, todos estos 
hombres a lo largo de la historia han afirmado que habría algo así como un profundo y oscuro deseo, 
algo completamente primitivo, instintivo y animal, que pertenece a esa supuesta naturaleza sexual 
masoquista y oculta de las mujeres, que hace que deseemos cosas que van contra nuestro bienestar, 
nuestra integridad y supervivencia. Fijaos hasta dónde llega su atrevimiento, que incluso aseguran que 
las mujeres que niegan tener esta fantasía, no es porque no la tengan, sino porque se empeñan en 
negarlo, o porque está en su inconsciente o porque están reprimidas. Ellas no saben que lo desean, 
pero ellos sí.

Cuando los hombres convierten su deseo de violar en una fantasía de las mujeres, ya no cabe respon-
sabilizarles a ellos de esta violencia. Pero la realidad es que la fantasía de la violación no es una 
fantasía sexual de las mujeres, sino que es una fantasía de poder de los hombres.

Por suerte, tenemos datos que nos permiten dirigir la mirada a donde debe estar. Casi cuatro de 
cada diez hombres reconoce haber prostituido a mujeres, pagando por unas prácticas que al no ser 
deseadas por las mujeres, son violencia sexual; ya tenemos que, al menos, a casi cuatro de cada diez 
hombres les excita ejercer violencia sexual. Que una de cada cuatro niñas sufra violencia sexual en su 
infancia, y la mayoría de los hombres que ejercen esta violencia sean parte de su familia, significa que 
la idea de que hay pocos pederastas y de que son hombres que están “locos”, “enfermos” o son unos 
“monstruos”, no es cierta; más bien, este dato revela que en muchas familias tenemos hombres que se 
excitan ejerciendo violencia sexual contra las niñas. De la violencia sexual en parejas heterosexuales 
aún no tenemos cifras fiables, pero solo tenemos que hablar con las mujeres para encontrar, por ejem-
plo, que las que han tenido vínculos con hombres consumidores de pornografía, han sufrido violencias 
aún muy invisibilizadas en tanto que violencias, como por ejemplo, que les hayan “metido mano” mien-
tras duermen; que les hayan presionado para hacer alguna práctica pornográfica dolorosa, humillante 
o no deseada por ellas; que hayan aprovechado su estado de embriaguez para ejercer esa violencia; o 
que directamente hayan accedido a su cuerpo para hacer prácticas que ellos deseaban y ellas no. Todo 
esto que han sufrido y siguen sufriendo las mujeres, ellos lo hacen porque quieren, porque les excita, 
porque desean hacerlo y deciden hacerlo.
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2. Cualquier cosa que excita sexualmente a los hombres pasa a ser denomi-
nado y socialmente considerado “sexo” aunque, de hecho, sea violencia

Como la teoría feminista dejó claro hace décadas (de la mano de la gran Marilyn Frye en Politics of 
reality, entre otras), en las sociedades patriarcales son los hombres quienes tienen el poder de poner 
nombre a las cosas importantes. En otras palabras: vivimos en una sociedad androcéntrica en la que 
impera la visión masculina del mundo. ¿Qué consecuencias tiene esto para el tema que nos ocupa? 
Pues, entre otras, que en un patriarcado, cualquier cosa que excite sexualmente a los hombres 
pasa de inmediato a ser denominada y socialmente considerada “sexo”. Pero ya sabemos que 
no todo lo que excita sexualmente a los hombres es sexo: una parte de eso que les excita 
sexualmente, es violencia. Pero a esa violencia se le sigue llamando “sexo”, única y exclusiva-
mente porque a ellos les produce excitación sexual.

Los hombres llaman “sexo” a la violencia que ejercen contra las mujeres porque a ellos les excita 
sexualmente. Que se sigue llamando “sexo” a la violencia lo vemos en la infinita cantidad de oxímoron 
(contradicciones en los términos) que se siguen utilizando hoy en día. En las noticias, aún leemos o 
escuchamos expresiones como “sexo no consentido”, “sexo no deseado”, “forzar a tener sexo”, “sexo 
con menores” y una de las más normalizadas: hablar de la prostitución como un intercambio de “sexo” 
por dinero. Pero ninguna de estas cosas es sexo: son cosas sexualmente excitantes para los hombres, 
que es algo muy distinto. Y es por ello que se les llama “sexo”, aunque no lo sean. También se dice 
que la pornografía muestra “sexo explícito”, y no es cierto: muestra de manera explícita y clara 
lo que excita sexualmente a los hombres, que es muy diferente.

A las feministas que nos posicionamos en contra de la pornografía nos acusan de antisexo, cuando no 
nos posicionamos en contra de la pornografía por lo que pueda tener de sexo, sino por lo que de hecho 
tiene de violencia contra las mujeres. A las feministas que nos posicionamos en contra de la pornografía 
nos dicen que tenemos un problema con el sexo, cuando con lo que tenemos un problema es con que 
se llame “sexo” a la violencia únicamente porque a los hombres les excita sexualmente. Quizás es 
momento de reflexionar sobre qué tipo de concepto del sexo y de las mujeres tienen quienes acusan a 
las feministas de antisexo por posicionarse en contra de la pornografía.

3. No es que en la pornografía los hombres se exciten a pesar de la violencia 
que ejercen contra las mujeres, sino que en la pornografía los hombres se 
excitan precisamente con esa violencia.

Cuando comencé a investigar en la pornografía -en los vídeos más vistos de las páginas más visitadas- 
pensaba: “qué curioso que los hombres sean capaces de excitarse con este vídeo a pesar de que a la 
mujer le duela”, “qué curioso que este sea el vídeo más visto a pesar de que la mujer está llorado por-
que no quiere”… Cuando te encuentras con que el primer vídeo más visto muestra de manera explícita 
el sufrimiento de la mujer, puedes extrañarte y pensar que es una excepción. Pero cuando el segundo, 
el tercero, el cuarto (y suma y sigue) más vistos incluyen el “no” de las mujeres, su falta de deseo, su 
resistencia, su dolor, etc., te das cuenta de que no es una excepción: es la norma. Con la pornografía, 
no es que los hombres se exciten pese a que la mujer no quiera, pese a que la mujer grite de dolor, pese 
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a que la mujer llore: se excitan porque la mujer no quiere, porque la mujer grita de dolor, porque la mujer 
llora. Ese es el núcleo y la dinámica de la pornografía: los hombres se excitan con el poder sobre 
las mujeres, y ese poder se expresa desde las formas más sutiles hasta las más macabras que 
podáis imaginar. Cuando estaba investigando en otro tipo de pornografía (pornografía de mutilación, 
de tortura o de asesinatos), me venía a la cabeza una idea: pensaba que no hay ninguna forma de 
expresar ese poder masculino sobre las mujeres que no haya sido ejecutada por un hombre contra una 
mujer real, grabada, subida a una página de pornografía, y buscada y consumida impunemente por 
otros hombres, en ese o cualquier otro rincón del planeta.

4. Los hombres no consideran a las mujeres sus iguales.

En la introducción del Política Sexual de la Pornografía, se afirma que ver pornografía es muy duro para 
cualquiera que considere a las mujeres seres humanos. Tras esta afirmación hay una clave importante: 
si consideramos a las mujeres seres humanos, valiosos, dignos, merecedores de bienestar, podemos 
identificar hasta las más sutiles prácticas que las deshumanizan, las humillan, las violentan, y las redu-
cen a seres sobre quienes imponer las fantasías de poder (que no sexuales) masculinas que muestra 
la pornografía. Cuando se afirma que ver pornografía es muy duro para cualquiera que considere 
a las mujeres seres humanos, también se está diciendo otra cosa muy importante: que quienes 
la miran y no solo no les duele, sino que les excita, no consideran a las mujeres seres humanos.

Tras las ideas previas: (que los hombres ejercen violencia sexual porque les excita sexualmente, que 
los hombres llaman “sexo” a cualquier cosa que les excite sexualmente -y por tanto, llaman “sexo” a la 
violencia sexual que ejercen contra las mujeres- y que la pornografía excita a los hombres precisamen-
te por la violencia que muestra) hay una cuarta idea: los hombres no consideran a las mujeres sus 
iguales. El patriarcado transmite, tanto a nosotras como a ellos, que las mujeres somos menos seres 
humanos que los hombres.

La empatía, como se ha desarrollado en Política Sexual de la Pornografía, consiste en dos cosas: 
en primer lugar, en identificar las emociones de la otra persona; pero, en segundo lugar, en compartir 
esas emociones con ella. Pero, ¿por qué se comparten con ella? Porque ves a esa otra persona como 
tu igual y, por tanto, sientes bienestar con su bienestar y su sufrimiento te hace sufrir. Los hombres 
identifican las emociones de las mujeres, y cuando se masturban, por ejemplo, con un vídeo en que la 
mujer está llorando (como era el caso del vídeo más visto en mayo de 2019), claro que identifican que 
está sufriendo, pero no comparten ese sufrimiento con ella: si lo compartieran, no serían capaces de 
excitarse con dicho sufrimiento. Ahora bien: ¿por qué no comparten ese sufrimiento con ella? Porque 
no están viendo una igual. No están viendo un ser humano como ellos. Están viendo solo un cuerpo. 
Por eso los hombres pueden excitarse sexualmente ejerciendo violencia sexual, llamar “sexo” a la vio-
lencia que ejercen contra las mujeres, y excitarse con la dinámica de creciente crueldad contra mujeres 
y niñas que muestra la pornografía.

Me gustaría cerrar esta intervención con una cita de Política Sexual de la Pornografía, que considero 
que resume algunas de estas ideas, y dice así:

“Es necesario avanzar hacia la construcción de sociedades en que se entienda que la violencia ejercida 
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contra las mujeres por medio de prácticas que los varones viven como sexuales no es un tipo de sexo 
agresivo o violento: es una violencia ejercida en el terreno de la sexualidad, una violencia sexualizada; 
pero no deja de ser violencia por el hecho de que los varones aprendan a excitarse sexualmente con 
ella.

Es necesario avanzar hacia la construcción de sociedades en que se entienda que la dominación mas-
culina no es una característica del sexo: es un ejercicio del poder masculino patriarcal en el terreno de 
la sexualidad, un poder sexualizado; pero no deja de ser un ejercicio del poder.

La pornografía, cuyo tema principal es la afirmación de la superioridad masculina, cumple la función de 
sexualizar dicha violencia, de sexualizar dicho ejercicio de poder, ocultándolos en tanto que violencia y 
dominación y transformándolos en componentes de lo que es el sexo; transmite que el sexo puede ser 
violento contra las mujeres, pero no deja de ser sexo; que el sexo implica esa dominación masculina, 
pero no deja de ser sexo.

El mismo poder y la misma violencia que, en otros terrenos, son rechazados y criticados se ocultan 
como formas de poder y violencia al mostrarse como simplemente características del sexo en la por-
nografía, amparados bajo la idea de que «en el sexo, todo vale», incluso el abuso de poder masculino 
y la violencia contra mujeres y niñas, y bajo la idea de que cualquier crítica a ese sexo se debe a la 
represión, a la censura, al puritanismo, y no a la defensa de los derechos humanos de la mitad de la 
humanidad.”
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3.3
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Vivimos, sostiene Rosa Cobo, un tiempo de abolicionismo, 
un momento en el que el abolicionismo está en el corazón de 
la agenda política feminista. Sin embargo, aunque podamos 
pensar que se ha producido un debilitamiento de la legitimi-
dad social de la prostitución, se hace necesario reflexionar 
acerca de los factores que le otorgan legitimidad en el mundo 
contemporáneo.

La comprensión de la dimensión y del significado profundos 
de la prostitución exige enmarcarla en la intersección de tres 
sistemas de poder, patriarcado, sistema racial y sistema ca-
pitalista neoliberal. Como institución fundacional del patriar-
cado, la prostitución es uno de los ejes que asegura la distri-
bución de mujeres en el sistema de poder patriarcal. Por otro 
lado, la prostitución se alimenta de mujeres procedentes de 
países empobrecidos y en situaciones de inferioridad social. 
Partiendo de la idea de que los demandantes de prostitución, 
también de pornografía, erotizan la violencia contra las muje-
res en general, las condiciones de vulnerabilidad, debilidad e 
inferioridad social representan un factor que aumenta la ero-
tización de la violencia. La prostitución, por tanto, no puede 
explicarse fuera del sistema de poder racial. Tampoco pue-
de comprenderse su magnitud en nuestro mundo fuera del 
sistema de poder capitalista neoliberal, que ha conseguido 
articular la prostitución en un mercado global, convirtiéndola 
en un gran negocio global, en una auténtica “multinacional 
del crimen”.

Otro marco que ayuda a comprender la dimensión de la pros-
titución en la actualidad es la intersección entre dos procesos 
distintos. Por un lado, la rearticulación del patriarcado que 
sucedió a la gran influencia del feminismo radical y que hizo 
posible la naturalización de la prostitución, de la pornografía 
y de otras formas de explotación de las mujeres, como la 
reproductiva. Por otro, la rearticulación del sistema capitalista 
en el capitalismo neoliberal.

En nuestro mundo, la prostitución es un fenómeno social glo-
bal articulado en un mercado. Esto se explica, por una parte, 
por los procesos de sexualización extrema de las mujeres, 
cuyo significado supera con mucho lo que los análisis femi-
nistas sobre Mayo del 68 y la Revolución sexual han puesto 
de manifiesto. La sexualización de lo femenino en la actua-
lidad
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significa la transformación del cuerpo. Aquella defensa de la libertad sexual que se articuló en torno a 
la sexualización de las mujeres está transformándose en una hipersexualización, en una sexualización 
extrema, promovida por una potentísima industria visual que convierte a las mujeres en “consumibles” 
visualmente. Disponibles para el consumo visual, las condiciones para el consumo físico de mujeres 
están establecidas, favoreciendo la normalización y la legitimidad social de la prostitución. Asumiendo 
que la sexualización implica una devaluación de las mujeres, una precarización de la subjetividad y 
que, al mismo tiempo, conlleva un fortalecimiento de los hombres como sexo dominante, el feminismo 
debe dirigir su atención a los procesos actuales de sexualización de lo femenino. Estos representan 
una forma más de violencia contra las mujeres, una más difusa, que cuesta más identificar. Quizá por 
eso es tan peligrosa. Desde la ideología subyacente de que lo biológico es irrelevante y desde la idea 
de que es posible (y legítimo) transformar el cuerpo según se desee, la sexualización implica una des-
humanización de las mujeres que precede a su mercantilización en el mercado global.

Si la hipersexualización es condición de posibilidad para la legitimidad de la prostitución, el hecho de 
que la prostitución se haya convertido en un mercado global no puede explicarse fuera del marco de la 
economía política. El éxito del capitalismo neoliberal exige la existencia de un mercado global y también 
la creación de una cultura de la mercantilización. Las mujeres, deshumanizadas a través de los proce-
sos de hipersexualización, ya pueden ser mercancías. Y convertidas en mercancías, se intercambian 
en un mercado global que solo funciona a través de las economías ilícitas y criminales que operan 
mediante lo que Saskia Sassen denomina “circuitos semi-institucionalizados” a través de los que las 
mujeres son exportadas desde países empobrecidos para la explotación sexual.

La histórica demanda feminista de la abolición de la prostitución es necesaria porque la prostitución es 
una forma de violencia extrema contra las mujeres, contra quienes están en situación de prostitución y 
contra todas las demás; porque confirma y refuerza la jerarquía patriarcal; porque encarna la objetua-
lización y mercantilización de las mujeres; porque significa un debilitamiento y una precarización de la 
subjetividad de las mujeres, generando modelos extraordinariamente nocivos para las adolescentes; 
porque se edifica sobre la sexualización extrema de las mujeres, es decir, sobre su deshumanización; 
porque estamos ante una economía ilegal que se mueve con absoluta impunidad, que introduce en 
nuestras sociedades espacios de criminalidad y que erosiona el Estado; porque no es posible com-
prender la prostitución del siglo XXI si no es como fenómeno alimentado de la trata. Todas estas 
razones constituyen el argumentario que fundamenta nuestra demanda feminista de una legislación 
abolicionista de la prostitución.

Por su parte, Mónica Alario Gavilán analiza el papel que desempeña la pornografía en la relación que 
podemos detectar entre la masculinidad y la no distinción entre sexo y violencia sexual. Desde este 
marco, se puede concluir que los hombres se excitan sexualmente con el ejercicio de violencia sexual 
contra mujeres y niñas. La estrategia patriarcal que responsabiliza a las mujeres de la violencia sexual 
ejercida por los hombres contra ellas se concreta en muchas ideas absolutamente instaladas en la 
cultura patriarcal. Los filósofos que han tematizado la sexualidad han conseguido hacer pasar por 
fantasías femeninas los deseos masculinos, su deseo de ejercer violencia contra quienes consideran 
inferiores. Lo excitante para los hombres es sentir poder sobre quienes están en condiciones de vulne-
rabilidad. Esto se aprecia con claridad en la idea, presente en el imaginario patriarcal y representada 
con frecuencia en pornografía, que atribuye a las mujeres la fantasía de la violación, eliminando toda 
responsabilidad de los hombres en un acto de pura violencia y desvinculando el ejercicio de poder 
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sobre las inferiores, del placer sexual que les supone. Nada más puede explicar una violación que el 
hecho de que quien viola quiere hacerlo. Los datos de los que disponemos constatan que los hombres 
se excitan con la violencia sexual. En este hecho, el visionado de pornografía juega un papel determi-
nante: lo que los hombres ven en pornografía es lo que consideran que es el sexo. Si asumimos que 
lo que ven en pornografía es violencia, lo que se produce es una identificación entre violencia sexual 
y sexo.

Por otro lado, desde el androcentrismo que impregna toda nuestra cultura y que identifica lo genéri-
camente humano con lo masculino, que convierte en universal la experiencia y el mundo masculinos, 
se puede explicar que cualquier cosa que sea excitante sexualmente para los hombres pase a ser 
considerado sexo. Aceptando que el ejercicio de violencia sexual excita a los hombres, toda la cultura 
denomina y considera sexo a la violencia sexual. Definir la pornografía como proyección de sexo explí-
cito oculta su trasfondo real; invisibiliza el hecho de que ante lo que estamos es ante la manifestación 
explícita de aquello que excita sexualmente a los hombres; ante lo que estamos es ante la filmación y 
la proyección de violencia sexual. Por ello, el núcleo del planteamiento feminista abolicionista que se 
posiciona contra la pornografía se dirige a la violencia sexual que en ella se representa.

Puede concluirse también que la excitación de los hombres con el visionado de pornografía no se 
produce a pesar de la violencia contra las mujeres que observan, sino precisamente con ella. Es el 
ejercicio de violencia contra las mujeres, núcleo y dinámica de la pornografía, lo excitante sexualmente 
para los hombres.

Por último, el consumo de pornografía y la excitación sexual con su visionado implica la absoluta des-
humanización de las mujeres, su reducción a cuerpos sobre los que ejercer violencia. Solo habiendo 
desprovisto a las mujeres de la condición de ser humano, habiéndoles arrebatado la dignidad intrínseca 
a todo ser humano, es posible explicar la excitación sexual con su vejación, humillación, violación y con 
el ejercicio de violencia sobre ellas. La falta de empatía de los hombres con las mujeres a la que se 
alude con frecuencia cuando se habla de prostitución y de pornografía se sustenta en la construcción 
patriarcal de las mujeres como inferiores.

Identificar la violencia ejercida contra las mujeres representada en la pornografía con el sexo contri-
buye a que socialmente no sea percibida como violencia, como violencia ejercida en el terreno de la 
sexualidad. En el terreno de la sexualidad, el ejercicio de dominación masculina no deja de ser una 
forma de ejercer el poder patriarcal sobre las mujeres, y concebirlo como una característica o una 
dimensión del sexo oculta su naturaleza violenta. En todo este proceso, la pornografía desempeña un 
papel fundamental al sexualizar la violencia y la dominación y transmutarlas en sexo. Esta es la función 
de la pornografía, cuyo eje es la afirmación de la supremacía masculina (y la inferiorización de las 
mujeres). Sociedades que rechazan la dominación de las mujeres y la violencia ejercida contra ellas 
en otros terrenos, no perciben el poder y la violencia representada en pornografía, pues en ella todo se 
concibe como sexo. Y en el sexo todo vale. Cuando la dominación y la violencia ejercida contra mujeres 
y niñas se presentan como características del sexo, se ocultan como formas de poder y de violencia, 
se normalizan y se legitiman. Por eso es necesario construir sociedades que identifiquen la violencia 
sexual contra las mujeres en todos los terrenos en los que se manifiesta, también en el terreno de la 
sexualidad. Para comenzar a construir sociedades realmente igualitarias, es necesario desmantelar la 
idea de que el abuso del poder masculino sobre las mujeres puede formar parte del sexo.
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4.1
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En la actualidad una parte de la población mundial infantil, 
procedente de países empobrecidos o con conflictos políticos, 
está siendo captada por redes criminales para la trata. En ese 
sentido, pongo el acento en las migraciones de menores sin 
acompañamiento o mal acompañados y, en especial en las 
niñas, mayormente relegadas a la explotación sexual. Hasta 
hace pocos años las mujeres y las niñas estaban subrepre-
sentadas en las estadísticas migratorias, pero gracias a la teo-
ría feminista se ha visibilizado esta realidad. Y es que la posi-
bilidad de migrar, para mujeres que proceden de sociedades 
que limitan normalmente su movilidad, es escasa y, cuando 
esta se produce, tiene relación con situaciones de desigual-
dad, violencia, decisiones familiares para subsistir o con una 
demanda sexual de los países de destino. En algunos casos, 
cuando se trata de una decisión de tipo individual, suele estar 
relacionada con proyectos de huida de normas patriarcales.

La mayoría de los estudios internacionales indican que la tra-
ta sexual está representada mayoritariamente por mujeres y 
niñas y que esta va en aumento, así como la incapacidad de 
los Estados en prevenir y detectar los casos. Esto también 
tiene relación con la capacidad de las redes para vulnerar los 
controles y con la escasez de medios para la atención a las 
víctimas y a su reparación. En España guarda una estrecha 
relación con las migraciones y nuestro país se ha converti-
do en un territorio de tránsito y destino, dicho de otro modo, 
un territorio receptor y colaborador en una de las más graves 
violaciones de los derechos humanos. El tráfico ilegal de per-
sonas y la trata no constituyen asuntos independientes, sino 
que están estrechamente vinculados, a pesar de que en el 
primero pueda existir cierta voluntariedad y en el segundo, no. 
Una persona puede ser trasladada ilegalmente a través de las 
fronteras, sin embargo, la trata no implica obligatoriamente el 
cruce de fronteras, sino el engaño y la coacción para controlar 
a las víctimas. No todas las personas traficadas o trasladadas 
de forma irregular entre fronteras son víctimas de trata, pero 
sí que es cierto que la mayoría de ellas son de origen extran-
jero. Sea del modo que fuere, la invisibilidad en el caso de 
las mujeres y niñas es mayor y la detección es menor. Estas 
dificultades en la detección tienen que ver con la falta de pers-
pectiva de género en los estudios sobre migraciones forzosas 
y en las políticas migratorias, más interesadas en el control 
de fronteras que en la protección y reparación de las víctimas 
(Naciones Unidas, 2013, 2020).
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Por tanto, un enfoque feminista es una necesidad más que una opción y supone una herramienta 
fundamental para mostrar que las diferencias entre mujeres y hombres van más allá de lo biológico 
y tienen que ver con diferencias culturales asignadas. Por eso, si no se aplica esta perspectiva, se 
puede llegar a analizar a las potenciales víctimas desde estereotipos de género, lo que va a dificultar 
su identificación al buscar un perfil de víctima de acuerdo con determinados clichés (personas sin 
documentación administrativa, secuestradas o atadas en cadenas bajo zulos) y, si no existe esa coin-
cidencia, se tiende a descartar el posible delito. En otros casos, cuando las niñas se declaran mayores 
de edad, existe una falta de diligencia para determinar si son víctimas de trata o no (Comisión Europea, 
2013, 2020).

En cuanto a las dificultades en la identificación, el informe Cadenas invisibles enfatiza especialmente 
en los de la coordinación internacional y la especial vulnerabilidad de las mujeres y las niñas. Otra 
dificultad es la escasez de datos desagregados y sistematizados que informen de la verdadera mag-
nitud del problema, pues de las 75.000 personas en riesgo de trata con fines de explotación sexual 
en España, sólo se identificaron 1000 personas entre los años 2003-2009. Además, esas dificultades 
de identificación, especialmente referida a las menores de edad, mantienen relación con enfoques 
rígidos y estereotipos sobre las víctimas y con la ausencia de enfoques con perspectiva de género y de 
derechos humanos. La ausencia de ese enfoque integral es responsable de que sólo se identifiquen 
aquellos casos que son resultado de una investigación oficial, lo que no refleja en absoluto la dimensión 
global del problema. Por ejemplo, en el primer semestre del año 2019 llegaron a España 11.345 me-
nores y adolescentes migrantes, incluyendo a 956 niñas no acompañadas de las cuales sólo 10 fueron 
identificadas como víctimas de trata (Amnistía Internacional, 2020).

La importancia de un enfoque feminista en el estudio de las movilidades inter-
nacionales de mujeres y niñas

Los estudios de las migraciones han mostrado diferencias económicas, jurídicas, políticas, sociales, 
culturales e incluso personales y antaño se dirigían a una cuantificación numérica de flujos migrato-
rios masculinizados. Es a partir del siglo XX cuando se incide en una perspectiva de análisis de los 
flujos migratorios con enfoque feminista para visibilizar las múltiples discriminaciones de las mujeres 
migrantes y analizar los sistemas de género que se producen en las migraciones y su relación con las 
desigualdades y la violencia (Gregorio, 2012). En las primeras décadas de ese siglo, se empezaron a 
cuestionar la tendencia a homogeneizar las migraciones que producían déficits analíticos y una impor-
tante invisibilización de las realidades de las mujeres, en muchos casos radicalmente diferenciadas a 
la de los hombres (Lim, 1993; Sassen, 1992; Torrado, 2012).

Desde este enfoque se revela cómo todo ello influye notablemente en los resultados migratorios, espe-
cialmente marcados por la violencia en el caso de las mujeres. En ese sentido, el Informe del Relator 
Especial sobre los derechos humanos de los migrantes recoge que, si bien las mujeres y hombres 
suelen migrar por cuestiones similares, las normas sociales y culturales afectan a las experiencia de 
mujeres y niñas migrantes, siendo objeto de abusos, discriminación y vulneración de sus derechos fun-
damentales (ONU, 2019). El informe Mothers in Human Trafficking Networks Robbed of Their Rights, 
recoge las realidades de mujeres, adolescentes y niñas solas o mal acompañadas, que han sido víc-
timas de trata sexual en Europa, pero con un enfoque particular reflejado en sus experiencias, desde 
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el inicio de la captación, en muchos casos en origen y en otros en los viajes migratorios. Estas movili-
dades suelen estar marcadas por una especial vulnerabilidad y un control permanente ejercido por un 
varón, ya sea de la familia, el entorno social o de las redes de tráfico y trata, control que se mantiene, 
no solo en las sociedades de origen altamente patriarcales, sino también en los trayectos y el destino 
(Women’s Link Worldwide, 2018). Además de ese control patriarcal, nos encontramos el control a la 
movilidad derivado de causas culturales-estructurales. Son restricciones a las mujeres en general y 
a las niñas y adolescentes en particular, que producen efectos limitadores de su propia autonomía o 
generadores de proyectos de huida de las normas y restricciones patriarcales. Estas restricciones se 
manifiestan con violencias de todo tipo y constituyen un indicador relevante del grado de implantación 
del patriarcado en las sociedades de origen y destino (Sius-geng, 2021)

Algunas teorías, como la de los factores socioeconómicos y de sistemas, muestran la estrecha relación 
entre las migraciones, forzosas o no, y la globalización económica al entender que las migraciones 
actuales son el resultado de las demandas del capitalismo (Lim, 1993; Sassen, 1992). Desde este 
paradigma se podría explicar el incremento de las migraciones no autorizadas de mujeres jóvenes 
y adolescentes en sociedades de economía neoliberal y la estrecha relación entre el tráfico de seres 
humanos y la trata sexual que, aun siendo fenómenos diferentes, se tienden a confundir (García Cuesta 
et al., 2015). Lo cierto es que los datos internacionales muestran ese escenario donde la mayoría de 
la trata sexual está representada por mujeres y niñas de origen extranjero y donde las cifras de las 
menores van progresando ligeramente. Todo ello tiene relación con las demandas sexuales de las 
sociedades europeas y con la emergencia y buena salud de la industria para la explotación sexual, que 
en la actualidad constituye el segundo negocio más lucrativo del mundo después del tráfico de armas 
(UNODC, 2020). Estas crecientes demandas precisan además de la oferta de una mercancía cada vez 
más joven y variada. En definitiva, este negocio millonario pone su foco de interés en las niñas y ado-
lescentes para su explotación sexual; un “producto” fácilmente exportable entre fronteras, que apenas 
conlleva riesgos y del que, por si fuera poco, se obtiene una importante plusvalía económica mediante 
el tráfico ilegal a través de las fronteras y la explotación sexual a través de la trata.

Pero para que la industria de la explotación sexual, en pleno auge, siga generando esos beneficios 
es preciso que coexistan varias condiciones que propician el reclutamiento: ser mujer en sociedades 
profundamente patriarcales y empobrecidas o con crisis sociopolíticas, una situación de vulnerabilidad 
económica y familiar, una demanda sexual de naturaleza colonial patriarcal y, por último, unas políticas 
migratorias más centradas en el control de fronteras y la inmigración irregular que en la protección 
de las mujeres y la violencia de la que son objeto (García Cuesta et al.,2015; Romero, 2015). Las 
estimaciones que establece el INE para calcular esos beneficios, procede de fuentes sobre la trata de 
seres humanos con fines de explotación sexual realizados por el Ministerio del Interior, los informes de 
seguimiento del Plan Integral de lucha contra la trata de seres humanos con fines de explotación sexual 
llevados a cabo por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y encuestas de hábitos 
sexuales INE, Encuesta Nacional de Salud Sexual del Ministerio de Sanidad. Según estos cálculos, 
el impacto económico de la prostitución en España equivale al 0.35% del PIB, en comparación con el 
0.50% de impacto del tráfico de drogas, es decir, a cifras de 2010 representarían entre unos 3.700 y 
unos 4.000 millones de euros (INE, 2014).

Además de la importancia del grado de implantación del patriarcado en los países de origen, nos 
encontramos con la influencia de los procesos de globalización y las tecnologías de la formación y 
comunicación como elementos que incentivan la demanda sexual de varones adultos, notablemente 
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pedofilizada y colonial y contribuyen decisivamente a estos procesos de enajenación de la infancia 
para la trata sexual. Por eso, muchas de las restricciones patriarcales a esas movilidades de mujeres y 
niñas en origen, quedan supeditadas a los intereses de las redes criminales y las familias, que ven en 
estas migraciones forzosas la posibilidad de obtener pingües beneficios o procurar su simple subsis-
tencia respectivamente. La posibilidad de migrar solas o mal acompañadas, el papel de la familia y las 
nuevas situaciones económicas que se producen en algunos casos, se traducen en profundos cambios 
culturales, en los ejercicios de roles e incluso en la concepción patriarcal de lo que supone ser mujer 
(Hondagneu, 1994). Con frecuencia esas restricciones para migrar se desvanecen ante la posibilidad 
de obtener ingresos a través de estas menores y adolescentes, que se convierten en proveedoras de 
toda la unidad familiar (Torrado, 2016).

Junto a la demanda de las sociedades capitalistas globalizadas y la participación de las familias con el 
objetivo de mejorar su calidad de vida, en el estudio de las migraciones nos encontramos con la teoría 
de los Factores Legales, que nos ayuda a comprender cómo en aquellos países con fuerte tradición 
migratoria generalmente solo se han contemplado las migraciones de varones. A las mujeres, a no ser 
que fuera con fines de reagrupación familiar, apenas se las ha contemplado jurídicamente, ignorando 
las migraciones autónomas o las de las exiliadas por cuestiones de género y, mucho menos, las de me-
nores solas o mal acompañadas. Esto ha influido notablemente en la percepción social, en la opinión 
pública y en las políticas sociales y migratorias, pues históricamente se ha facilitado la selección de 
las personas que migran, favoreciendo a los varones en detrimento de las mujeres, recurriendo sólo a 
las mujeres como última alternativa, para cubrir ofertas laborales precarizadas (Massey et al., 1993) o 
para la industria de la explotación sexual, donde la mayoría son mujeres y niñas de origen extranjero. 
Como ya se ha mencionado, las normas patriarcales y la vulnerabilidad económica y familiar, así como 
la demanda sexual de los países europeos, actúa como una pesada espada de Damocles en la cap-
tación de las víctimas a quienes también se mantiene en un estatus de sumisión económica, jurídica y 
laboral que se impone mediante una severa disciplina de violencia o castigos de género (Torrado, 2012; 
Women´s Link Worldwide, 2018).

Todas estas teorías explicativas de las migraciones están íntimamente relacionadas, si bien en las 
migraciones de niñas y adolescentes es de especial relevancia la teoría de la Nueva Economía. Según 
esta teoría, las migraciones de mujeres, niñas y adolescentes son el resultado de una estrategia fa-
miliar que pretende minimizar los riesgos. Para ello, la familia sacrificará a uno de sus miembros para 
obtener recursos de resistencia o supervivencia ante las crisis en el mercado local o foráneo (Massey 
et al., 1993). En ese sentido, la decisión de migrar dependerá de la situación económica familiar. Y, por 
tanto, la posibilidad de elección de una mujer o de una niña será mayor cuanto peor sea la situación 
económica de esa familia (Torrado Martín-Palomino, 2016). Seleccionar mujeres y niñas para garanti-
zar medios de subsistencia familiar constituye en sí misma una estrategia más de control de las muje-
res pues, al tener en general una mayor vinculación afectiva con sus miembros dependientes, existirá 
una mayor seguridad en el compromiso de envío de remesas con el fin de mantener la calidad de vida 
de toda la unidad familiar que permanece en el país de origen (Guest, 1993). Siguiendo esa lógica, 
las redes criminales captan a mujeres jóvenes, en muchos casos en complicidad con sus familias y, 
en otros casos, con un desconocimiento sobre la actividad a realizar en destino, en ambos casos el 
objetivo es obtener remesas que contribuyan a mejorar la vida del núcleo familiar.

No me gustaría dejar de mencionar aquellos estudios que han situado el foco en la decisión individual 
de migrar. Inicialmente, las investigaciones se centraban en las características de las personas mi-
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grantes de forma individual, pero en la actualidad este enfoque se ha modificado, vinculándolo a las 
características de la familia en su conjunto. Por eso las migraciones de mujeres, niñas y adolescentes 
conforman un claro indicador del estatus de sus familias y también de la formulación de lo que se con-
sidera socialmente aceptable. Desde este nuevo enfoque, que va más allá de lo individual respecto a la 
decisión de migrar, podemos observar que en las sociedades patriarcales tradicionalmente han favore-
cido las migraciones masculinas y, cuando no ha sido así, las femeninas por matrimonio o reagrupación 
familiar (Torrado, 2016). Por ello, las llamadas migraciones “autónomas” han sido minoritarias y percibi-
das socialmente como transgresoras y punibles, limitando sus posibilidades de decisión, salvo en gru-
pos socialmente excluidos o en familias de capas sociales muy bajas, en cuyo caso, al estar fuera del 
sistema social, tienen mayor capacidad de eludir el control social (Lim, 1993). Junto a ese control en la 
movilidad de las mujeres y niñas, podemos afirmar que la migración puede generar efectos contrarios; 
es decir, como vía de huida y liberación (Guest, 1993). Esta huida o liberación puede generar cambios 
sociales, económicos y familiares, pero también profundos efectos perniciosos cuando “en un intento 
de huir del fuego, caen en las brasas”, es decir en las redes de trata con fines de explotación sexual.

La movilidad y el tránsito de estas jóvenes y adolescentes sin acompañamiento constituyen una estra-
tegia de supervivencia de ellas y sus familias, pero a la vez incrementa la vulnerabilidad y la violencia 
de la que son objeto y el desarraigo (Quiroga, 2021). Además, esta decisión de migrar, ya sea individual 
y como forma de huida de normas patriarcales, o familiar con la idea de obtener remesas para subsistir, 
influirá también la etapa del ciclo vital de las mujeres o de la existencia de otras mujeres en posición de 
poder que puedan influir en tal elección. Por eso no es de extrañar que los estudios de niñas y adoles-
centes víctimas de trata con fines de explotación sexual revelen que el reclutamiento se inicia a edades 
tempranas y antes de la etapa del matrimonio, así como que las intermediarias o captadoras sean mu-
jeres adultas referentes de su comunidad. En ese sentido, la capacidad de decisión para migrar queda 
restringida para las niñas y adolescentes, que además no son percibidas como un colectivo de especial 
protección. Muchas de ellas asumen las tareas de cuidado desde temprana edad en familias pobres, 
disfuncionales y muy patriarcales, por lo que la migración será una estrategia de supervivencia y auto-
nomía, aunque sea a un coste muy alto en el caso de las niñas y adolescentes víctimas de trata sexual.

Mercado canalla. La Trata Sexual de mujeres y niñas en el mundo

Numerosos organismos internacionales alertan de que el mayor porcentaje en la Trata de Seres Huma-
nos es el que se destina a la explotación sexual y que las personas reclutadas son casi exclusivamente 
mujeres jóvenes y niñas. Sin embargo, en los datos generales de las migraciones internacionales 
las mujeres y las niñas son minoría, pero presentan historias de vida y trayectorias muy diferentes a 
las de los hombres. Las mujeres y las niñas víctimas de trata sexual nunca viajan solas pues, ya sea 
mediante el acompañamiento de familiares u otras personas o a través del control a distancia de las 
redes, siempre están controladas. Por eso aún en la actualidad estas mujeres y niñas son invisibles en 
las fronteras (United Nations Office on Drugs and Crime, 2020, Organización Internacional del Trabajo, 
2017, European Commission, 2020). El periplo de la violencia y la explotación no siempre se da en el 
destino o en el trayecto, sino que puede comenzar en origen a través de lo que hemos denominado 
“castigos de género”, cuyo objetivo es incrementar la vulnerabilidad y el control a través de la violen-
cia. Las personas conocidas o de sus propias familias pueden participar activamente en todo este 
proceso, al entender que pueden ser un buen instrumento para obtener ingresos. Las condiciones 
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básicas que deben darse para esta captación están determinadas por el sexo, la minoría de edad y 
la pobreza. La minoría de edad actúa como instrumento para facilitar el traslado y la permanencia en 
Europa, pero también responde a la demanda en Europa de jóvenes para la industria de la explotación 
sexual. A pesar de que esta demanda va en alza a la par del aumento de los casos de trata con fines 
de explotación sexual, en España existen dificultades para compilar los casos y detectarlos. Según el 
informe de Naciones Unidas Global report on trafficking in persons (United Nations Office on Drugs and 
Crime, 2020), de cada 10 personas detectadas como víctimas de trata en el mundo, 5 son mujeres y 
2 son niñas. En este sentido, se observa un preocupante aumento del 30% de la cifras de explotación 
de menores. El perfil de las víctimas depende de su lugar de procedencia. Por ejemplo, en los países 
subsaharianos predominan las víctimas infantiles, mientras que, por el contrario, en el este de Europa y 
Asia Central se detecta de personas adultas. En cifras globales el 50% de la trata tiene como finalidad 
la explotación sexual y el 38% los trabajos forzados (incluyendo servidumbre doméstica), siendo el 
resto de fines la actividad criminal, el matrimonio forzoso (de niñas y mujeres), la venta de bebés y la 
extracción de órganos.

Si sólo se considera a las mujeres, debo señalar que el 77% son destinadas a explotación sexual 
(frente al 17% de los hombres) y el 14% a trabajos forzados. Y, si se tiene en cuenta que la servidumbre 
doméstica y el matrimonio forzado también incluyen la explotación sexual, el porcentaje de trata con 
fines sexuales se podría elevar considerablemente. En síntesis, la forma más común de TSH es la 
explotación sexual y el perfil más habitual es ser mujer (67% de los casos) o niña (25%). Todo ello nos 
indica con claridad que ser mujer es un factor de riesgo para la vulneración de derechos humanos y de 
la infancia, y que la principal motivación de la TSH es el uso del cuerpo de las mujeres para fines sexua-
les. Además, la mayoría de las niñas traficadas (72%) son destinadas a la explotación sexual (frente 
al 23% de los niños). Las víctimas son reclutadas principalmente a través del engaño (94%), teniendo 
un papel protagonista en alza las redes sociales (Facebook, Myspace, Skype, Whatsapp, Vkontakte…) 
como medio para localizar a las personas que por su perfil pueden ser objetivos fáciles para la trata (en 
situación de pobreza, aisladas socialmente, sin familia o con familias disfuncionales…). Además, en el 
caso de las mujeres con frecuencia el engaño se vehicula a través de personas en las que las víctimas 
han depositado previamente su confianza (parejas románticas, familiares…). Estas niñas y mujeres 
generalmente han sido ya víctimas de violencia machista antes de ser traficadas. Posteriormente, son 
explotadas mediante la sumisión por violencia explícita (59%), control (16%), amenazas (13%) y abuso 
(10%).

Según el informe Estimaciones mundiales sobre la esclavitud moderna. Trabajo forzoso y matrimonio 
forzoso (Organización Internacional del Trabajo, 2017), la esclavitud hoy en día hace referencia a si-
tuaciones de explotación que no se pueden rechazar ni abandonar en razón de amenazas, violencia, 
coacción, engaño o abuso de poder. Las dos formas de esclavitud más comunes son el matrimonio 
forzoso y el trabajo forzoso (tanto en la economía privada, como el impuesto por el Estado, así como 
la explotación sexual). La explotación sexual incluye la utilización de personas para la prostitución o 
para la producción de pornografía. Este informe ofrece cifras realmente alarmantes sobre la explotación 
sexual de mujeres y niñas. Solo durante 2017, 40,3 millones de personas fueron víctimas de esclavitud, 
pero las mujeres y las niñas están sobrerepresentadas en este recuento, alcanzando un 71% del total 
de las víctimas. Además, las mujeres y las niñas suponen el 99% de las víctimas en la industria sexual y 
el 84% en el matrimonio forzoso (el 96% niñas). Esta desproporción también refleja patrones de empleo 
y migración y de violación de los derechos humanos altamente diferenciados según el sexo, afectando 
de forma desproporcionada a las mujeres y a las niñas. En 2016 se registraron 3,5 millones de mujeres 



91

XXXV ANIVERSARIO1987/2022

y niñas explotadas sexualmente de Asia y el Pacífico (73%), 700.000 de Asia y Europa Central (14%), 
400.000 de África (8%), 200.000 de las Américas (4%) y menos de 100.000 de los Estados Árabes. 
Esta explotación se produce durante unos dos años (un promedio de 23,1 meses) antes de poder ser 
liberadas o conseguir escapar. Una gran parte de las víctimas es sometida a explotación sexual fuera 
de su país de origen (74%), lo que implica un alto riesgo de vulnerabilidad asociado a la migración 
ilegal. Sufren violencia y coacción de distinto tipo, en el caso de la explotación sexual la más habitual 
es la retención del salario, seguida de las amenazas de actuaciones judiciales, violencia física y sexual 
contra las víctimas o familiares, la obligación de saldar deudas, el encierro en el lugar de explotación, 
la lejanía del hogar, los castigos mediante multas u otras penas pecuniarias, la privación de la comida, 
el sueño, etc…, la retención de la documentación y el sometimiento mediante consumo de alcohol o 
drogas. El método de coacción más empleado contra las mujeres es la violencia sexual (98%).

En el informe Third report on the progress made in the fight against trafficking in human beings (Euros-
tat, 2020) y Data collection on trafficking in human beings in the EU (European Commission, 2020) se 
destaca que desde el 2008 se ha constatado que el 60% de las víctimas lo son con fines de explotación 
sexual, siendo el 90% mujeres y niñas para todas las formas de explotación. Los entornos de alto riesgo 
son la prostitución, las agencias y servicios de acompañantes, los servicios de masaje, los bares y los 
clubes nocturnos. Las ONG informan así mismo de un aumento de la trata con fines de explotación 
sexual a través de internet, que se utiliza para captar y vender a las víctimas, principalmente mujeres y 
niñas. Según la Comisión Europea, el número total de víctimas registradas en la Unión Europea (UE) 
durante los años 2017 y 2018 fue de 14.145. Casi tres cuartas partes eran mujeres y niñas víctimas 
de explotación sexual. Estas víctimas provienen tanto de la UE (principalmente de Rumanía, Hungría, 
Francia, Países Bajos y Bulgaria) como de otros lugares (principalmente Nigeria, China, Ucrania, Ma-
rruecos e India).

El informe Data collection on trafficking in human beings in the EU aglutina los datos de TSH registrados 
en la Unión Europea durante el período 2017-2018 haciendo hincapié en que el número de víctimas 
reales es mucho mayor que el de las identificadas, así como en la disparidad de métodos de identifi-
cación en cada país, lo que condiciona los datos resultantes. Estos datos indican que en la UE el 72% 
de las víctimas de trata son mujeres y niñas y que el 60% del tráfico tiene como finalidad la explotación 
sexual. Este tipo de explotación está claramente dirigido hacia las mujeres (el 64% de las víctimas) y 
las niñas (el 23%), frente a un 5% de hombres y un 3% de niños. En cuanto a su procedencia, el 68% 
de las víctimas son de una nacionalidad de la Unión Europea (UE) y el 55% de otro origen. Los países 
de la UE con mayor porcentaje de víctimas de explotación sexual fueron Malta (100%), Eslovenia 
(100%), Hungría (92%), Austria (82%) y Estonia (80%). Y de fuera de la UE, Nigeria (68%), Albania 
(58%), China (52%), Irak (15%) y Pakistán (14%). Paralelamente, tres cuartas partes de las personas 
condenadas como traficantes son varones (74%) de una nacionalidad de la UE (71%). Sus actividades 
delictivas se han centrado sobre todo en la explotación sexual, aglutinando al 77% de las personas 
sospechosas (68% hombres), aunque sólo al 55% de las condenadas por TSH (68% varones). Los 
países con mayor número de condenas por Trata de Seres Humanos han sido Francia, Rumanía, 
Alemania, España y Bélgica.
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Así como la trata y la explotación sexual son una grave vio-
lación de los derechos humanos, la gravedad aumenta si 
hablamos de NNyA (Niños, Niñas y Adolescentes). Perjudica 
seriamente su normal desarrollo y atenta contra su derecho 
a disfrutar de una vida digna, feliz, provechosa y socialmente 
favorable.

Se trata de un fenómeno complejo, globalizado, multifacético 
e invisibilizado que se encuentra en constante movimiento y 
cambio, y que afecta a todos los países e influye directamen-
te en la vida de las personas repercutiendo en las estructuras 
sociales, y ligado a los fenómenos migratorios.

La Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, en 
el último informe realizado sobre trata, publicado en 2021, 
Global Report on Trafficking in Person 2020, determina, 
según los datos aportados por 135 países, un total de más 
de 48.478 víctimas de trata detectadas hasta el año 2018; de 
las cuales, un 19% de víctimas son niñas y un 15% niños.

De esta forma, actualmente, un 34% de las víctimas de trata 
a lo largo del mundo son menores de edad, habiendo casi 
triplicado la cifra desde 2004: año en el que se localizaba un 
10% de niñas víctimas y un 3% de niños. Dentro de las for-
mas de explotación localizadas, la predominante en las niñas 
es la explotación sexual. Representa a un 72% del total, 
seguida de un 21% de trata con fines de explotación laboral 
y un 7% con otros propósitos. Con respecto a los niños, la 
forma de explotación más utilizada es la laboral, represen-
tando un 66% del total, un 23% la explotación sexual y un 
11% otras formas de explotación.

La tendencia que nos muestran los porcentajes es similar al 
caso de la Unión Europea. Según la misma fuente, en los 
países del suroeste de Europa, la mayor parte de las vícti-
mas detectadas son mujeres y niñas (51%) frente a hombres 
y niños (49%). El 44% del total son tratadas con fines de 
explotación sexual, más del 30% explotación laboral y cerca 
del 25% con otras formas de explotación (para la comisión 
de delitos o explotación para la mendicidad).

Por otra parte, la finalidad de los delitos tiene un fuerte com-
ponente de género. Así, del total de víctimas con fines de 
explotación sexual, tan sólo el 10% de víctimas son hombres 
y niños. En el caso de explotación laboral, las mujeres y ni-
ñas suponen cerca del 30% del total de víctimas.

4.2
A PIE DE CALLE. 

ACTUACIONES 
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VÍCTIMAS DE 
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para la Prevención, 
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Estos datos son confirmados en el informe Risk Analysis realizado por FRONTEX en el 2022, en el 
que se pone de manifiesto que NNyA constituyen el segundo grupo predominante de víctimas de 
trata de seres humanos en el mundo. Señala además que “El creciente número de NNyA no acom-
pañados/as en movimiento durante las crisis sanitarias y humanitarias aumenta significativamente el 
riesgo de explotación infantil. Se estima que el 42% de todas las personas desplazadas por la fuerza en 
2020 eran niños, un signo de exposición a la violencia y la explotación en los países de origen, tránsito y 
destino. En este sentido, la guerra en Ucrania podría tener un efecto significativo en los próximos años, 
ya que el flujo de personas que huyen de la guerra y otras regiones afectadas indirectamente incluyen 
grupos vulnerables que pueden ser explotados por grupos criminales”.

Los datos sobre explotación sexual infantil son más confusos y permanecen más ocultos aún, ya 
que se trata de una realidad clandestina, delictiva y sumamente lucrativa. Según la legislación españo-
la, la prostitución de menores de edad no está permitida, y supone en sí misma un delito. Cada año en 
España las redes criminales destinadas a la explotación sexual infantil, especialmente para la prostitu-
ción de chicas adolescentes, son descubiertas por las autoridades españolas.

La franja de edad de 14 a 17 presenta las mayores tasas de victimización, registrándose 88 casos, 
siendo la proporción de niñas de nuevo mayor que la de los niños con un 82% y un 18%, respectiva-
mente”. Las víctimas menores de edad proceden principalmente, como las mayores de edad, del Este 
de Europa (Rumania, Ucrania y Rusia), Latinoamérica (Brasil, Paraguay, Colombia, Ecuador) y África. 
Los delitos de violencia contra las mujeres menores afectan a la sociedad en su conjunto y están ínti-
mamente relacionados con la seguridad ciudadana. De igual forma, tiene que ver con el género y las 
relaciones de desigualdad y abuso de poder del hombre hacia la mujer, tanto en las sociedades de 
origen como de destino, entre hombres y mujeres, y los roles que a éstas les adjudica la sociedad pa-
triarcal. Por tanto, se debe abordar desde políticas de igualdad y de lucha contra la discriminación, 
para garantizar al mismo tiempo la protección de las víctimas y la prevención del delito.

Consecuencias de la explotación sexual en niños, niñas y adolescentes

Cuando nos referimos a NNyA, estar vinculados a la prostitución no es nunca una opción libre. La 
explotación sexual, lejos de ser una opción de vida, es un callejón sin salida al que muchas/os llegan 
de forma forzada, normalmente después de una infancia traumática. Cuando hablamos de explota-
ción sexual comercial infantil nos referimos a la utilización de la menor o del menor como objeto 
sexual, mercancía negociable a cambio de una transacción monetaria o en especie. Implica reconocer 
un comportamiento sexual abusivo contra NNyA, en el que se les despoja de sus más elementales 
derechos humanos. Esta coerción y violencia contra la infancia puede interpretarse como una forma 
contemporánea de esclavitud.

En nuestro país hay decenas de pisos y clubes en los que se prostituye a menores de edad españolas 
y de otras nacionalidades. La existencia de varias redes de explotación de menores en España, en un 
momento determinado, puede suponer la explotación real de cientos de menores en dicho momento. 
El peligro más inmediato que corre un NNoA menor explotada sexualmente es la violencia física que 
pueden ejercer sobre ella todas aquellas personas que lo explotan, incluyendo a proxenetas, traficantes 
y clientes. La explotación sexual puede provocar enormes consecuencias que interfieren en el correcto 
desarrollo físico, psicológico, espiritual, moral y social de los niños/as víctimas. Sus secuelas pueden 
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permanecer presentes durante largo tiempo y en casi todos los casos, necesitan de ayuda especializa-
da para superarlas con éxito.

Los NNyA son mucho más vulnerables a las infecciones de transmisión sexual que los adultos, como 
por ejemplo el VIH, y sus cuerpos pueden ser dañados más fácilmente. Quienes son explotados/as, ge-
neralmente no están en posición de negociar prácticas sexuales más seguras. A su vez, por su especial 
situación, no pueden acceder a ningún tipo de educación sexual que les ayude a prevenir contagios.

Los efectos psicológicos de la explotación sexual son difíciles de evaluar, pero no por ello son menos 
perjudiciales para los NNyA. Muchas víctimas presentan sentimientos de vergüenza, culpa y una baja 
autoestima. Muchas creen que no son dignos de ser ayudados, otros niegan la realidad y se autocon-
vencen de que eligieron libremente la prostitución para ayudar a sus familias, o que su proxeneta es 
realmente un amigo que les da afecto y protección. Además, también padecen estigmatización social y 
sufren al darse cuenta de que se les ha traicionado por alguien en quien habían confiado ciegamente.

Las pesadillas, el insomnio, la desesperanza y la depresión son comunes, de forma análoga a los 
sentimientos que presentan aquellas personas que han sido víctimas de la tortura. Para intentar hacer 
frente a estos sentimientos muchas víctimas menores intentan suicidarse o abusan de drogas. Las 
víctimas de la explotación sexual, y más aún si son menores de edad, necesitan programas de recupe-
ración para intentar minimizar las secuelas provocadas por el abuso y recuperar, así, su interrumpido 
desarrollo normal.

La Asociación para la Prevención, Reinserción y Atención a la Mujer Prostituida (APRAMP), nace 
en 1985, con la finalidad de poder ofrecer alternativas reales a aquellas personas que se encontraban 
en situación de prostitución. La entidad cuenta con más de 37 años de experiencia en la intervención 
y atención al colectivo de personas prostituidas y víctimas de trata con fines de explotación sexual. En 
estos años de trabajo incesante, hemos creado recursos y servicios que respondieran de forma efec-
tiva a las necesidades y demandas planteadas por el propio colectivo. De esta forma, contamos en la 
actualidad con 6 Centros de Acogida, (Salamanca, Avilés, Almería, Murcia, Badajoz)

Como entidad especializada del Tercer Sector, contamos con una larga trayectoria en la atención a 
mujeres y niñas víctimas de trata, actuando coordinadamente con las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad del Estado en la prevención y persecución del delito. Hacemos especial hincapié a la protección 
de las víctimas, y nos constituimos como el único recurso a nivel nacional que ofrece una atención 
integral especializada a NNyA víctimas de trata, incluida la protección en recurso de alojamiento. 
La Fiscalía de Extranjería y APRAMP pusieron en marcha un sistema de protección especial, que 
permite a la Fiscalía -como medida cautelar- autorizar a la asociación que tutele a las menores, (bajo 
la figura legal de “guarda de hecho”). Se incorporan así al recurso de protección para víctimas de trata 
y a su programa integral.

Así, nuestro proyecto pionero nos impulsó a dar un paso más, ofreciendo alojamiento, protección 
y atención especializada a aquellos NNyA identificados como víctimas de explotación sexual, 
en su mayoría niñas.

Respecto a la colaboración de APRAMP con las diversas instituciones públicas, cabe destacar el hecho 
de que nuestra entidad fue declarada entidad esencial durante el estado de alarma activado por causa 
de la crisis sanitaria de la COVID-19; periodo durante el que mantuvo su actividad y personal al 100%. 
Por este motivo, el número de teléfono de emergencias 24h de APRAMP fue difundido a través de las 
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administraciones públicas, formando parte de las medidas de la “Ampliación del Plan de Contingencia 
contra la violencia de género ante la crisis del COVID-19: medidas adicionales dirigidas a víctimas de 
trata, explotación sexual y a mujeres en contextos de prostitución”, en concreto de la medida 1: “Ga-
rantizar el derecho a la Información para las víctimas de trata y explotación sexual y otras mujeres en 
contextos de prostitución”.

Así mismo APRAMP es una de las entidades especializadas firmantes del Procedimiento de deriva-
ción de potenciales víctimas de trata de seres humanos, solicitantes de protección internacional, que 
lleguen al aeropuerto de Barajas (en adelante “Protocolo Barajas”) del que es impulsor el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones de España.

En el año 2018, y como una de las medidas de la Estrategia Madrileña contra la Trata de Seres 
Humanos (2016-2021), la Comunidad de Madrid puso en marcha el primer piso de protección para 
menores víctimas de trata y explotados sexualmente, que gestiona APRAMP desde su inicio. La 
Comunidad de Madrid, siendo pionera en este tipo de iniciativa a nivel nacional, da un paso al frente 
para luchar contra la explotación de menores.

A modo de cierre: Retos presentes y futuros

La explotación de niños, niñas y adolescentes engloba tanto la pornografía, es decir, la utilización 
de menores en espectáculos exhibicionistas o pornográficos, así como la acción de producir, vender, 
distribuir o exhibir material pornográfico; y la prostitución, es decir, inducir, promover, favorecer o 
facilitar la prostitución de una persona menor de edad, empleando la violencia, intimidación o engaño, 
o abusando de una situación de superioridad o necesidad, o vulnerabilidad de la víctima, a un o una 
menor a ejercer la prostitución o mantenerse en ella.

Desde el 2009 APRAMP pone en marcha “estrategias de detección e identificación y atención 
a menores explotadas sexualmente” para analizar el fenómeno de la trata y explotación sexual de 
menores, sus causas y distintas manifestaciones. La detección se realiza desde la Unidad Móvil com-
puesta por equipos de trabajadoras sociales y mediadoras supervivientes de trata.

Es preciso unificar datos de la explotación sexual infantil según diferentes claves: edad, género, origen, 
etc., y desarrollar políticas de prevención en origen, tránsito y destino que implanten estrategias de 
cooperación, así como también atender otras formas de trata como la mendicidad forzada, explotación 
laboral, matrimonios serviles y participación en acciones delictivas.

La formación específica en menores víctimas de trata para actores clave en el ámbito policial, judicial, 
sanitario y de la sociedad civil es clave para avanzar en materia de derechos.

Para actuar en la prevención de este flagelo creemos imprescindible desarrollar estrategias de coo-
peración con los países de origen y trabajar con entidades específicas para coordinar y derivar casos. 
Debemos trabajar para conocer el alcance y dimensión de la realidad de los NNyA víctimas de trata 
desde un enfoque de derechos, partiendo de un análisis individualizado de las circunstancias, que 
incluye la valoración del riesgo para buscar la solución más duradera para la situación concreta que 
presenta cada caso.
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Debemos a su vez, desarrollar un marco normativo e instrumentos legislativos que garanticen los 
derechos de las menores víctimas de trata y un órgano que vele por su evaluación y seguimiento. 
Así mismo, debemos crear medidas para garantizar la coordinación entre instituciones públicas y 
privadas a nivel estatal y autonómico para la atención y protección de las víctimas de trata, favore-
ciendo su movilidad sólo si fuera necesario, lo que incluye el “no-retorno” con la familia de origen para 
aquellos casos en los que ésta pueda estar implicada en la situación de trata.

Es menester la creación de grupos especializados en trata de NNyA y disponer de centros y profesio-
nales especializados que garanticen su identificación, seguridad, protección, recuperación y la primacía 
del interés superior del menor.

Desde APRAMP continuaremos trabajando y luchando por el ejercicio de los derechos de los ni-
ños, niñas y adolescentes, en pos de la recuperación de su integridad y dignidad, para promover 
su crecimiento y desarrollo saludable en un ambiente con oportunidades y libre de violencias.
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Se encomienda procedimiento de urgencia 
a la Comisión de Igualdad, estableciendo 
plazo de enmiendas por un período de ocho 
días hábiles, que finalizó el día 21 de sep-
tiembre de 2022.

La reforma de la Ley responde a la necesi-
dad de mejorar situaciones detectadas es-
pecialmente en relación a la IVE, que supo-
nen barreras y desigualdades entre CCAA.

La inmensa mayoría de las IVEs se produ-
cen en centros extrahospitalarios de carác-
ter privado.

Resulta especialmente preocupante la dife-
rencia territorial, existen territorios en Espa-
ña que en los últimos años no han notifi-
cado ninguna IVE en centros de titularidad 
pública.

A los citados obstáculos se suma la reforma 
operada por la Ley Orgánica 11/2015, de 21 
de septiembre, para reforzar la protección 
de las menores y mujeres con capacidad 
modificada judicialmente en la interrupción 
voluntaria del embarazo, que supuso un re-
troceso en la capacidad de decisión de las 
mujeres de 16 y 17 años y las mujeres con 
discapacidad a la hora de decidir sobre sus 
propios cuerpos.

En el preámbulo del proyecto de reforma 
se señalan sus objetivos y principales no-
vedades:

• Que la objeción de conciencia no sea 
un obstáculo. Se creará un registro de 
objetores de conciencia, garantizando 
la seguridad jurídica y el pleno respeto 
del derecho de las mujeres a interrum-
pir su embarazo y el derecho a la ob-
jeción de conciencia de profesionales 
sanitarios.

• En línea con lo dispuesto por el Conve-
nio del Consejo de Europa sobre pre-

5.1
PROYECTO DE LEY 

ORGÁNICA POR LA QUE 
SE MODIFICA LA LEY 
ORGÁNICA 2/2010, 
DE 3 DE MARZO, DE SALUD 
SEXUAL Y REPRODUCTIVA 

Y DE LA INTERRUPCIÓN 
VOLUNTARIA DEL EMBARAZO.

MARTA CÁRDABA PLAZA

FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA DE MADRID.
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vención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 
11 de mayo de 2011, ampliar el enfoque desde el que se abordan ciertas formas de violencia contra 
las mujeres en el ámbito de los derechos sexuales y reproductivos, como son el aborto forzoso y 
la esterilización forzosa, incluida la anticoncepción forzosa (no está la MGF, porque va en la ley de 
libertad sexual).

• Se incluye en la violencia contra las mujeres, la gestación por subrogación. Estas prácticas, si bien 
ya resultan ilegales en España, donde la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproduc-
ción humana asistida, considera nulo el contrato por el que se convenga la gestación y expresa que 
la filiación será determinada por el parto, se siguen produciendo ante lo cual se ha de reconocer 
normativamente esta práctica como una forma grave de violencia reproductiva, y tomar medidas 
en el ámbito de la prevención y de la persecución. Se refuerza la ilegalidad, mediante la prohibición 
de la publicidad de las agencias de intermediación. o Mejora el tratamiento de aquellas situaciones 
patológicas que se proyectan en la salud menstrual, así como de las bajas médicas habituales a 
partir de la semana trigésima novena de gestación.

• Se reconoce expresamente que tendrá la consideración de situación especial de incapacidad tem-
poral por contingencias comunes aquella baja laboral en que pueda encontrarse la mujer en caso de 
menstruación incapacitante secundaria o dismenorrea secundaria asociada a patologías tales como 
endometriosis, miomas, enfermedad inflamatoria pélvica, adenomiosis, pólipos endometriales, ova-
rios poliquísticos, o dificultad en la salida de sangre menstrual de cualquier tipo, pudiendo implicar 
síntomas como dispareunia, disuria, infertilidad, o sangrados más abundantes de lo normal.

• La gratuidad de los productos de gestión menstrual en centros educativos, en las situaciones en 
que resulte necesario, así como en centros penitenciarios y centros sociales para que puedan 
acceder a ellos las mujeres en situación de vulnerabilidad.

• Se elimina el plazo de reflexión de tres días que opera en la actualidad y la obligatoriedad de recibir 
información acerca de los recursos y las ayudas disponibles en caso de continuar con el embarazo, 
debiendo proporcionarse dicha información solo si la mujer lo requiere.

• Se revierte la modificación operada por la Ley Orgánica 11/2015, de 21 de septiembre, devolviendo 
a las menores de 16 y 17 años su capacidad para decidir libremente sobre su maternidad, prescin-
diendo así de la exigencia de consentimiento paterno o materno.

• Se promueve la responsabilidad institucional de las AAPP para la garantía de los derechos sexua-
les y reproductivos de las mujeres en el ámbito ginecológico y obstétrico, a través de medidas de 
sensibilización y de la promoción servicios de ginecología y obstetricia que respeten y garanticen 
los derechos previstos en la ley, poniendo el consentimiento informado de la mujer en el centro de 
las actuaciones, promoviendo la formación del personal de los servicios de ginecología y obstetri-
cia, y velando por las buenas prácticas

• Se establecen medidas de apoyo a entidades sociales especializadas.

A continuación, se facilita un cuadro comparativo de la ley vigente y el proyecto de reforma, con el fin 
de que se puedan extraer conclusiones sobre los cambios que contiene y los aspectos sobre los que 
no hay modificación, para que se pueda valorar en qué medida el proyecto de reforma servirá para 
resolver los problemas que se vienen denunciando.
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Artículo 1 Objeto Garantizar los derechos 
fundamentales en el ámbito de la salud se-
xual y de la salud reproductiva, regular los 
derechos sexuales y reproductivos, así como 
establecer las obligaciones de los poderes 
públicos para que la población alcance y 
mantenga el mayor nivel posible de salud y 
educación en relación con la sexualidad y la 
reproducción. Asimismo, se dirige a prevenir 
y a dar respuesta a todas las manifestacio-
nes de la violencia contra las mujeres en el 
ámbito reproductivo.»

Artículo 2. Definiciones 2. Menstruación in-
capacitante secundaria: situación de incapa-
cidad derivada de una dismenorrea generada 
por una patología previamente diagnosticada.

6. Violencia contra las mujeres en el ámbito 
reproductivo: todo acto basado en la discri-
minación por motivos de género que atente 
contra la integridad o la autodeterminación 
de las mujeres en el ámbito de la salud se-
xual y reproductiva, su libre decisión sobre la 
maternidad, su espaciamiento y oportunidad, 
incluidos el aborto y la esterilización forzosos.

Art. 3. Principios rectores. Derecho a la re-
producción y a la maternidad libremente 
decidida. Diligencia debida y obligación de 
la Administración.

e) Atención a la discriminación interseccional 
y múltiple. Especial consideración a factores 
superpuestos de discriminación, tales como 
….la identidad de género

2. Los derechos previstos en esta ley 
orgánica serán de aplicación a todas las 
personas que se encuentren en España, 
con independencia de su nacionalidad, 
de si disfrutan o no de residencia legal o 
de si son mayores o menores de edad, sin 

Art 1.Garantizar los derechos fundamentales 
en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, 
regular las condiciones de la IVE y estable-
cer las correspondientes obligaciones de los 
poderes públicos.

Salud, Salud Sexual, Salud Reproductiva

Art 3.Principios y ámbito de aplicación

Derecho a la maternidad libremente decidida.

Nadie será discriminado en el acceso a las 
prestaciones y servicios previstos en esta Ley 
por motivos de origen racial o étnico, religión, 
convicción u opinión, sexo, discapacidad, 
orientación sexual, edad, estado civil, o cual-
quier otra condición o circunstancia personal o 
social. -Los poderes públicos, de conformidad 
con sus respectivas competencias, llevarán a 
cabo las prestaciones y demás obligaciones 
que establece la presente Ley en garantía de 
la salud sexual y reproductiva.

Proyecto de Reforma de la ley L. O. 2/2010, de 3 de marzo de SSyR y de IVE
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perjuicio de las precisiones establecidas en 
el artículo 13 bis, y siempre de acuerdo con 
los términos previstos en la legislación 
vigente en materia sanitaria.

Todas las referencias de esta ley orgánica a 
las mujeres relacionadas con los derechos 
reproductivos, serán aplicables a perso-
nas trans con capacidad de gestar, lo que 
incluye lo previsto en relación con la salud 
menstrual.

Artículo 5. Objetivos y garantías genera-
les de actuación de los poderes públicos.

1. Los poderes públicos, en el desarrollo de 
sus políticas sanitarias, educativas y de for-
mación profesional, y sociales, garantizarán:

c) El tratamiento de la educación afectivo-
sexual y la detección y abordaje de conduc-
tas de abuso y violencia, en los términos 
establecidos en la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación; en la Ley 
Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de Orde-
nación e Integración de la Formación Pro-
fesional, y en los currículos de las diferentes 
etapas educativas y formativas que ambas 
normas contemplan.

d) El acceso a métodos anticonceptivos se-
guros y eficaces y a productos de gestión 
menstrual asequibles. 

Artículo 5 ter. Medidas en el ámbito laboral 
sobre salud menstrual.-se reconoce a las 
mujeres con menstruaciones incapacitantes 
secundarias el derecho a una situación espe-

Artículo 4. Garantía de igualdad en el acceso 
y equidad territorial. El Estado, en el ejercicio 
de sus competencias de Alta Inspección, ve-
lará por el cumplimiento homogéneo de esta 
ley orgánica en el conjunto del territorio.

Artículo 5. Objetivos de la actuación de los 
poderes públicos. 1. Los PP.PP en el desa-
rrollo de sus políticas sanitarias, educativas y 
sociales garantizarán: a) La información y la 
educación afectivo sexual y reproductiva en 
los contenidos formales del sistema educati-
vo. b) El acceso universal a los servicios y 
programas de salud sexual y reproductiva. 
c) El acceso a métodos seguros y eficaces 
que permitan regular la fecundidad. d) La 
eliminación de toda forma de discriminación, 
con especial atención a las personas con 
algún tipo de discapacidad, a las que se les 
garantizará su derecho a la salud sexual y re-
productiva, con los apoyos necesarios en fun-
ción de su discapacidad. e) La educación sa-
nitaria integral y con perspectiva de género 
sobre salud sexual y salud reproductiva. f) La 
información sanitaria sobre anticoncepción y 
sexo seguro que prevenga, tanto las enfer-
medades e infecciones de transmisión sexual, 
como los embarazos no deseados. 2. Asimis-
mo en el desarrollo de sus políticas promove-
rán: a) Las relaciones de igualdad y respeto 

Art. 4. El Estado, en el ejercicio de sus com-
petencias de Alta Inspección, velará por que 
se garantice la igualdad en el acceso a las 
prestaciones y servicios establecidos por el 
SNS que inciden en el ámbito de aplicación 
esta Ley.
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cial de incapacidad temporal en los términos 
establecidos por el Texto Refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social,

-Artículo 5 quater. Medidas de distribución de 
productos de gestión menstrual

1. Los centros educativos garantizarán el 
acceso gratuito a productos de gestión 
menstrual en las situaciones en que resul-
te necesario y a través de los cauces que 
establezcan para ello.

2. Se garantizará el acceso gratuito de dichos 
productos a mujeres en riesgo de exclusión, 
en los centros que ofrecen servicios so-
ciales, así como en los centros y otros luga-
res donde permanezcan personas privadas 
de libertad.

Artículo 5 sexies. Servicios de asistencia 
integral especializada y accesible.1. Las Ad-
ministraciones Públicas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, promoverán el 
derecho a la asistencia integral especializada 
y accesible, con objeto de la realización de 
las garantías y el cumplimiento de los obje-
tivos enunciados en los artículos anteriores.

2. A tal fin, y en coherencia con lo establecido 
en el Real Decreto 1030/2006, de 15 de sep-
tiembre, por el que se establece la cartera 
de servicios comunes del Sistema Nacional 
de Salud, dispondrán servicios especializados, 
incluidos en la cartera de servicios del SNS

Artículo 7. Atención a la salud sexual. Los 
servicios públicos garantizarán:

-d) La información y el acceso a anticon-
ceptivos de última generación, regulares y de 
urgencia, definitivos y reversibles, cuya efi-
cacia sea avalada por la evidencia científica.

mutuo entre hombres y mujeres en el ámbito 
de la salud sexual y la adopción de programas 
educativos especialmente diseñados para la 
convivencia y el respeto a las opciones sexua-
les individuales. b) La corresponsabilidad en 
las conductas sexuales, cualquiera que sea la 
orientación sexual.

Artículo 6. Acciones informativas y de sensi-
bilización.

Artículo 7. Atención a la salud sexual y repro-
ductiva. Los servicios públicos de salud garan-
tizarán

a) La calidad de los servicios de atención a 
la salud sexual integral y la promoción de es-
tándares de atención basados en el mejor co-
nocimiento científico disponible. b) El acceso 
universal a prácticas clínicas efectivas de 



106

XXXII TALLERF P F

Art. 7 bis. Atención a la salud reproductiva

e) La regulación de una situación especial 
de incapacidad temporal para la mujer 
que interrumpa, voluntariamente o no, su 
embarazo, en los términos establecidos en 
el Texto Refundido de la LGSS, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre.

f) La regulación de una situación especial 
de incapacidad temporal para la mujer 
embarazada a partir de la semana trigési-
ma novena de gestación.

Artículo 7 ter. Garantía de acceso a la anti-
concepción.

Los servicios públicos de salud garantizarán

a)El acceso público y universal a prácticas 
clínicas efectivas de planificación de la re-
producción, mediante el uso de métodos 
anticonceptivos, regulares y de urgencia, de-
finitivos y reversibles, con especial atención 

planificación de la reproducción, median-
te la incorporación de anticonceptivos de 
última generación cuya eficacia haya sido 
avalada por la evidencia científica, en la 
cartera de servicios comunes del SNS c) La 
provisión de servicios de calidad para atender 
a las mujeres y a las parejas durante el emba-
razo, parto y el puerperio. En la provisión de 
estos servicios, se tendrán en cuenta accesi-
bilidad de las personas con discapacidad. d) 
La atención perinatal, centrada en la familia y 
en el desarrollo saludable.

Artículo 8. Formación de profesionales de 
la salud. La formación de profesionales de la 
salud se abordará con perspectiva de género 
e incluirá: a) La incorporación de la salud se-
xual y reproductiva en los programas curricu-
lares de las carreras relacionadas con la me-
dicina y las ciencias de la salud, incluyendo la 
investigación y formación en la práctica clínica 
de la interrupción voluntaria del embarazo. b) 
La formación de profesionales en salud sexual 
y salud reproductiva, incluida la práctica de la 
interrupción del embarazo. c) La salud sexual 
y reproductiva en los programas de formación 
continuada a lo largo del desempeño de la 
carrera profesional. d) En los aspectos forma-
tivos de profesionales de la salud se tendrán 
en cuenta la realidad y las necesidades de los 
grupos o sectores sociales más vulnerables, 
como el de las personas con discapacidad.

Artículo 9. Incorporación de la formación 
en salud sexual y reproductiva al sistema 
educativo. El sistema educativo contemplará 
la formación en salud sexual y reproductiva, 
como parte del desarrollo integral de la perso-
nalidad y de la formación en valores, incluyen-
do un enfoque integral que contribuya a: a) La 
promoción de una visión de la sexualidad 
en términos de igualdad y corresponsabili-
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a aquellos que presenten beneficio clínico 
incremental frente a las alternativas disponi-
bles, que demuestren seguridad, y anticon-
ceptivos masculinos, siempre que su eficacia 
y seguridad sea avalada por la evidencia 
científica rigurosa y de calidad.

b) La distribución gratuita de métodos an-
ticonceptivos de barrera en los servicios 
a que se refiere el artículo 5 sexies, en los 
centros que ofrecen servicios sociales, 
en los centros residenciales dependien-
tes de la red de servicios sociales y en 
los lugares donde permanezcan personas 
privadas de libertad.

c) Además, podrán distribuirse métodos 
de barrera durante las campañas de edu-
cación sexual que en ejercicio de su autono-
mía se realicen en los centros educativos de 
educación secundaria

Artículo 7 quinquies. Anticoncepción de ur-
gencia.

A efectos de lo dispuesto en el artículo 111.2 
c) 12.ª del texto refundido de la Ley de ga-
rantías y uso racional de los medicamen-
tos y productos sanitarios, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de 
julio, se considerarán adecuadas las existen-
cias de los métodos anticonceptivos de ur-
gencia que garanticen la normal prestación 
del servicio en función de demanda de cada 
oficina de farmacia.

Artículo 11. Elaboración de la Estrategia Es-
tatal de Salud Sexual y Reproductiva.

Evaluación bienal.

dad entre hombres y mujeres con especial 
atención a la prevención de la violencia de 
género, agresiones y abusos sexuales. b) 
El reconocimiento y aceptación de la diver-
sidad sexual. c) El desarrollo armónico de la 
sexualidad acorde con las características de 
las personas jóvenes. d) La prevención de 
enfermedades e infecciones de transmisión 
sexual y especialmente la prevención del VIH. 
e) La prevención de embarazos no deseados, 
en el marco de una sexualidad responsable. f) 
En la incorporación de la formación en salud 
y salud sexual y reproductiva al sistema edu-
cativo, se tendrán en cuenta la realidad y las 
necesidades de los grupos o sectores sociales 
más vulnerables, como el de las personas con 
discapacidad proporcionando a este alumna-
do información y materiales accesibles, ade-
cuados a su edad.

Artículo 10. Actividades formativas. Los pode-
res públicos apoyarán a la comunidad educa-
tiva en la realización de actividades formati-
vas….

Artículo 11. Elaboración de la Estrategia de 
Salud Sexual y Reproductiva. El Gobierno, en 
cooperación con las CCAA y con respeto a su 
ámbito competencial, aprobará la Estrategia 
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Artículo 13. Requisitos comunes IVE b) Que 
se lleve a cabo en centro sanitario público o 
en un centro privado acreditado.

Art 13 bis. Edad 1. Las mujeres podrán in-
terrumpir voluntariamente su embarazo 
a partir de los 16 años, sin necesidad del 
consentimiento de sus representantes le-
gales.

2. En el caso de las menores de 16 años, 
será de aplicación el régimen previsto en el 
artículo 9.3 c) de la Ley 41/2002, de 14 de 
noviembre.

En el supuesto de las menores de 16 años 
embarazadas en situación de desamparo 
que, en aplicación del artículo 9.3.c) de la 
Ley 41/2002, de 14 de noviembre, requieran 
consentimiento por representación, este po-
drá darse por parte de la Entidad Pública que 
haya asumido la tutela en virtud del artículo 
172.1 del Código Civil.

de Salud Sexual y Reproductiva, que contará 
con la colaboración de las sociedades cientí-
ficas y profesionales y las organizaciones so-
ciales. tendrá una duración de cinco años y 
establecerá mecanismos de evaluación bienal 
que permitan la valoración de resultados y en 
particular del acceso universal a la salud se-
xual y reproductiva.

Primero.–Que se practique por un médico es-
pecialista o bajo su dirección. Segundo.–Que 
se lleve a cabo en centro sanitario público 
o privado acreditado. Tercero.–Que se reali-
ce con el consentimiento expreso y por escrito 
de la mujer embarazada o, en su caso, del re-
presentante legal, de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley 41/2002, Básica Reguladora 
de la Autonomía del Paciente y de Derechos 
y Obligaciones en materia de información y 
documentación clínica.

Cuarto. Suprimido por la Ley Orgánica 
11/2015, de 21 de septiembre, para reforzar 
la protección de las menores y mujeres con 
capacidad modificada judicialmente en la inte-
rrupción voluntaria del embarazo.(La reforma 
del PP)
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Art 14. Interrupción del embarazo dentro de 
las primeras 14 semanas de gestación. Po-
drá interrumpirse el embarazo dentro de las 
primeras catorce semanas de gestación a 
petición de la mujer embarazada.»

Artículo 14. Interrupción del embarazo a 
petición de la mujer. Podrá interrumpirse 
el embarazo dentro de las primeras catorce 
semanas de gestación a petición de la emba-
razada, siempre que concurran los requisi-
tos siguientes: a) Que se haya informado 
a la mujer embarazada sobre los derechos, 
prestaciones y ayudas públicas de apoyo a la 
maternidad, en los términos que se estable-
cen en los apartados 2 y 4 del artículo 17 de 
esta Ley. b) Que haya transcurrido un plazo 
de al menos tres días, desde la información 
mencionada en el párrafo anterior y la reali-
zación de la intervención.

Artículo 15. Interrupción por causas médi-
cas. Excepcionalmente, podrá interrumpirse 
el embarazo por causas médicas cuando con-
curra alguna de las circunstancias siguientes: 
a) Que no se superen las veintidós sema-
nas de gestación y siempre que exista gra-
ve riesgo para la vida o la salud de la emba-
razada y así conste en un dictamen emitido 
con anterioridad a la intervención por un 
médico o médica especialista distinto del 
que la practique o dirija. En caso de urgencia 
por riesgo vital para la gestante podrá prescin-
dirse del dictamen. b) Que no se superen las 
veintidós semanas de gestación y siempre 
que exista riesgo de graves anomalías en 
el feto y así conste en un dictamen emitido 
con anterioridad a la intervención por dos 
médicos especialistas distintos del que la 
practique o dirija.

c) Cuando se detecten anomalías fetales 
incompatibles con la vida y así conste en 
un dictamen emitido con anterioridad por 
un médico o médica especialista, distinto 
del que practique la intervención, o cuando 
se detecte en el feto una enfermedad ex-
tremadamente grave e incurable en el mo-
mento del diagnóstico y así lo confirme un 
comité clínico.
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Art 17. Información vinculada a la IVE 1. 
Todas las mujeres que manifiesten su inten-
ción de someterse a una interrupción volun-
taria del embarazo recibirán información 
del personal sanitario sobre los distintos 
métodos de interrupción del embarazo, las 
condiciones para la interrupción previstas 
en esta ley orgánica, los centros públicos y 
acreditados a los que se podrán dirigir y los 
trámites para acceder a la prestación, así 
como las condiciones para su cobertura por 
el servicio público de salud correspondiente.

2. En los casos en que las mujeres así lo 
requieran, y nunca como requisito para 
acceder a la prestación del servicio, po-
drán recibir información sobre una o varias 
de las siguientes cuestiones:

a) Datos sobre los centros disponibles para 

Artículo 16. Comité línico. 1. El comité clíni-
co al que se refiere el artículo anterior estará 
formado por un equipo pluridisciplinar integra-
do por dos médicos especialistas en gineco-
logía y obstetricia o expertos en diagnóstico 
prenatal y un pediatra. La mujer podrá elegir 
uno de estos especialistas. 2. Confirmado el 
diagnóstico por el comité, la mujer decidirá 
sobre la intervención. 3. En cada Comunidad 
Autónoma habrá, al menos, un comité clínico 
en un centro de la red sanitaria pública. Los 
miembros, titulares y suplentes, designados 
por las autoridades sanitarias competentes, lo 
serán por un plazo no inferior a un año. La de-
signación deberá hacerse pública en los dia-
rios oficiales de las respectivas CCAA. 4. Las 
especificidades del funcionamiento del 
Comité clínico se determinarán reglamen-
tariamente.(RD 825/2010, de 25 de junio, de 
desarrollo parcial de la LO 2/2010, de 3 de 
marzo, de SSyR y de IVE regula el Comité Clí-
nico y la Información previa al consentimiento 
en la IVE)

Artículo 17. Información previa al consen-
timiento de la IVE. 1. Todas las mujeres que 
manifiesten su intención de someterse a una 
interrupción voluntaria del embarazo recibirán 
información sobre los distintos métodos de 
interrupción del embarazo, las condiciones 
para la interrupción previstas en esta Ley, 
los centros públicos y acreditados a los que 
se pueda dirigir y los trámites para acceder a 
la prestación, así como las condiciones para 
su cobertura por el servicio público de salud 
correspondiente. 2. En los casos en que las 
mujeres opten por la interrupción del em-
barazo regulada en el artículo 14 recibirán, 
además, un sobre cerrado que contendrá 
la siguiente información: a) Las ayudas 
públicas. b) Los derechos laborales. c) Datos 
sobre los centros disponibles para recibir in-
formación adecuada sobre anticoncepción y 



111

XXXV ANIVERSARIO1987/2022

recibir información adecuada sobre anticon-
cepción y sexo seguro.

b) Datos sobre los centros que ofrecen ase-
soramiento antes y después de la interrup-
ción del embarazo.

c) Las ayudas públicas disponibles para las 
mujeres embarazadas y la cobertura sanita-
ria durante el embarazo y el parto.

d) Los derechos laborales vinculados al em-
barazo y a la maternidad; las prestaciones y 
ayudas públicas para el cuidado y atención 
de los hijos e hijas; los beneficios fiscales y 
demás información relevante sobre incenti-
vos y ayudas al nacimiento.

La elaboración, contenidos y formato de esta 
información será determinada reglamentaria-
mente por el Gobierno.

4. En todos los supuestos, y con carácter 
previo a la prestación del consentimiento, se 
habrá de informar a la mujer embarazada en 
los términos de los artículos 4 y 10 de la Ley 
41/2002 de 14 de noviembre, y específica-
mente sobre la naturaleza de cada interven-
ción, sus riesgos y sus consecuencias.

Art 18. Garantía del acceso a la prestación. 
Las usuarias del SNS tendrán acceso a la 
IVE en condiciones de igualdad efectiva. Los 
servicios de salud que no puedan ofrecer 
dicho procedimiento en su ámbito geo-
gráfico remitirán a las usuarias al centro 
o servicio autorizado para este procedi-
miento, en las mejores condiciones de 
proximidad al domicilio, garantizando ac-
cesibilidad y calidad de la intervención y la 
seguridad de las usuarias.

sexo seguro. d) Datos sobre los centros en 
los que la mujer pueda recibir voluntariamente 
asesoramiento antes y después

Esta información deberá ser entregada en 
cualquier centro sanitario público o bien en los 
centros acreditados para la interrupción volun-
taria del embarazo. Junto con la información 
en sobre cerrado se entregará a la mujer un 
documento acreditativo de la fecha de la en-
trega.

La elaboración, contenidos y formato de esta 
información será determinada reglamentaria-
mente por el Gobierno. 3. En el supuesto de 
interrupción del embarazo previsto en la letra 
b del artículo 15, la mujer recibirá además de 
la información por escrito ayudas de apoyo a 
la autonomía de las personas con alguna dis-
capacidad, así como la red de organizaciones 
sociales de asistencia social a estas perso-
nas. 4. En todos los supuestos, y con carácter 
previo a la prestación del consentimiento, se 
habrá de informar a la mujer en los términos 
de los artículos 4 y 10 de la Ley 41/2002 de 
14 de noviembre, y específicamente sobre las 
consecuencias médicas, psicológicas y socia-
les de la prosecución del embarazo o de la 
interrupción del mismo.

Artículo 18. Garantía del acceso a la presta-
ción. Los servicios públicos de salud, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, 
aplicarán las medidas precisas para garanti-
zar el derecho a la prestación sanitaria de 
la IVE en los supuestos y con los requisitos 
establecidos en esta Ley. Esta prestación 
estará incluida en la cartera de servicios 
comunes del Sistema Nacional de Salud.
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Art 18 bis. Medidas para garantizar la infor-
mación sobre la prestación.

Los poderes públicos ofrecerán información 
pública sobre el proceso, normativa y con-
diciones para la IVE, garantizando: a) La 
accesibilidad a un itinerario sencillo y com-
prensible que tenga en cuenta las diferen-
tes edades, condiciones socioeconómicas, 
idioma, discapacidad de las usuarias. b) El 
posicionamiento en internet de la información 
sobre centros públicos que prestan el servi-
cio c) La creación de una línea telefónica 
especializada en información sobre salud y 
DSyR, que preste información sobre el dere-
cho a la IVE y el itinerario de la prestación en 
los servicios públicos.»

Art 19. Medidas para garantizar la prestación 
por los servicios de salud.

2. La prestación sanitaria de la IVE se 
realizará en centros de la red sanitaria 
pública o vinculados a la misma, según lo 
establecido en el artículo 18. Los centros sa-
nitarios en los que se lleve a cabo esta pres-
tación proporcionarán el método quirúrgico o 
farmacológico, de acuerdo a los requisitos 
sanitarios de cada uno de los métodos y 
centros. 3. Los poderes públicos garantiza-
rán, de acuerdo con un reparto geográfico 
adecuado, accesible y en número suficiente, 
lo previsto en el artículo 18, en consonancia 
con lo previsto en el artículo 19 bis.

4. Las intervenciones contempladas en la 
letra c) del artículo 15 de esta ley se realiza-
rán preferentemente en centros cualificados 
de la red sanitaria pública. 5. Si, excepcio-
nalmente, el servicio público de salud no pu-
diera facilitar en tiempo la prestación, las au-
toridades sanitarias reconocerán a la mujer 
embarazada el derecho a acudir a cualquier 
centro acreditado en el territorio nacional, 
con el compromiso escrito de asumir direc-

Artículo 19. Medidas para garantizar la pres-
tación por los servicios de salud. 1. Con el fin 
de asegurar la igualdad y calidad asistencial 
de la prestación a la interrupción voluntaria 
del embarazo, las administraciones sanitarias 
competentes garantizarán los contenidos bá-
sicos que el Gobierno determine, oído el Con-
sejo Interterritorial de Salud. Se garantizará 
a todas las mujeres por igual el acceso a 
la prestación con independencia del lugar 
donde residan. 2. La prestación sanitaria 
de la interrupción voluntaria del embarazo 
se realizará en centros de la red sanitaria 
pública o vinculados a la misma.

OBJECIÓN DE CONCIENCIA

Los profesionales sanitarios directamente 
implicados en la interrupción voluntaria 
del embarazo tendrán el derecho de ejer-
cer la objeción de conciencia sin que el 
acceso y la calidad asistencial de la pres-
tación puedan resultar menoscabadas por 
el ejercicio de la objeción de conciencia. 
El rechazo o la negativa a realizar la inter-
vención de interrupción del embarazo por 
razones de conciencia es una decisión 
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tamente el abono de la prestación. En este 
supuesto, las autoridades competentes de 
las Comunidades Autónomas o del Estado 
asumirán también los gastos devengados 
por la mujer, hasta el límite que estas deter-
minen. 6. Por su especial sujeción a plazos, 
la IVE será considerada siempre un proce-
dimiento de urgencia.

Art 19 bis. Objeción de conciencia. Las 
personas profesionales sanitarias directa-
mente implicadas en la práctica de la IVE 
podrán ejercer la objeción de conciencia, sin 
que el ejercicio de este derecho individual 
pueda menoscabar el derecho humano a la 
vida, la salud y la libertad de las mujeres que 
decidan interrumpir su embarazo. El recha-
zo o la negativa a realizar la intervención de 
interrupción del embarazo por razones de 
conciencia es una decisión siempre indi-
vidual del personal sanitario directamente 
implicado en la realización de la IVE, que 
debe manifestarse con antelación y por escri-
to. La persona objetora podrá revocar la de-
claración de objeción en todo momento por 
los mismos medios por los que la otorgó. 2. 
El acceso o la calidad asistencial de la pres-
tación no se verán afectados por el ejercicio 
individual del derecho a la objeción de con-

siempre individual del personal sanitario 
directamente implicado en la realización 
de la interrupción voluntaria del embarazo, 
que debe manifestarse anticipadamente y 
por escrito. En todo caso los profesionales 
sanitarios dispensarán tratamiento y atención 
médica adecuados a las mujeres que lo pre-
cisen antes y después de haberse sometido 
a una intervención de interrupción del emba-
razo.

Si excepcionalmente el servicio público de 
salud no pudiera facilitar en tiempo la pres-
tación, las autoridades sanitarias recono-
cerán a la mujer embarazada el derecho 
a acudir a cualquier centro acreditado en 
el territorio nacional, con el compromiso 
escrito de asumir directamente el abono 
de la prestación. 3. Las intervenciones 
contempladas en la letra c) del artículo 15 
de esta Ley se realizarán preferentemente 
en centros cualificados de la red sanitaria 
pública.
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ciencia. A estos efectos, los servicios públi-
cos se organizarán siempre de forma que 
se garantice el personal sanitario necesa-
rio para el acceso efectivo y oportuno a 
la IVE. Asimismo, todo el personal sanitario 
dispensará siempre tratamiento y atención 
médica adecuados a las mujeres que lo pre-
cisen antes y después de haberse sometido 
a una interrupción del embarazo.

Art 24. Responsabilidad institucional.

1. Las AAPP se abstendrán de realizar cual-
quier acto que vulnere los DSyR establecidos 
en esta ley y se asegurarán de que autorida-
des, personal funcionario, agentes e institu-
ciones estatales y autonómicas, así como los 
demás actores que actúen en nombre de las 
anteriores se comporten de acuerdo con esta 

Art 19 ter. Registros de personas objeto-
ras de conciencia.

1.A efectos organizativos y para una ade-
cuada gestión de la prestación se creará 
en cada C.A.y en el Instituto Nacional de 
Gestión Sanitaria (INGESA) un registro de 
personas profesionales sanitarias que 
decidan objetar por motivos de concien-
cia respecto de la intervención directa en la 
práctica de la IVE.

2. Quienes se declaren personas objetoras 
de conciencia lo serán a los efectos de la 
práctica directa de la prestación de IVE tanto 
en el ámbito de la sanidad pública como 
de la privada.

3. En el seno del Consejo Interterritorial del 
SNS, se acordará un protocolo específico 
para garantizar el cumplimiento de los objeti-
vos perseguidos con la creación de este Re-
gistro, junto a la salvaguarda de la protección 
de datos de carácter personal, conforme la 
disposición adicional cuarta.
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Art 26. Apoyo a entidades sociales especia-
lizadas.

Las AAPP apoyarán el trabajo de las ins-
tituciones sin ánimo de lucro con progra-
mas de promoción y difusión de buenas 
prácticas en el ámbito de la salud gineco-
lógica y obstétrica, así como aquellas que 
promocionan acompañamiento y asistencia 
integral ante vulneraciones de derechos en 
el ámbito de la salud sexual y reproductiva.

Protección y garantía de los DSyR en el ám-
bito ginecológico y obstétrico Artículo 27. 
Principios.

Las AAPP competentes promoverán la pres-
tación de servicios de ginecología y obs-
tetricia que respete y garantícelos DSyR, 
tanto en el ámbito de la sanidad pública 
como en la privada. A tal fin, los servicios 
públicos destinarán esfuerzos especiales 
a: a) Requerir de forma preceptiva el con-
sentimiento libre, previo e informado de las 
mujeres…, respetando la autonomía de la 
mujer y su capacidad para tomar decisiones 
informadas sobre su salud reproductiva, en 
los términos establecidos en la Ley 41/2002, 
de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente. b) Disminuir el inter-
vencionismo, evitando prácticas innecesarias 
e inadecuadas que no estén avaladas por la 
evidencia científica y reforzar las prácticas 
relativas al parto respetado. c) Proporcionar 
un trato respetuoso, y una información clara. 
d) Garantizar la no separación innecesaria 
de las y los RN de sus madres, y personas 
con vínculo directo.

obligación. 2. Las AAPP tomarán las medidas 
integrales y eficaces para prevenir, proteger, 
investigar, sancionar, erradicar y reparar las 
vulneraciones de los DSyR de las mujeres.
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Art 30. Políticas públicas y protocolos

1. En la Estrategia de Salud sexual y re-
productiva se contemplará un apartado de 
prevención, detección e intervención integral 
para la garantía de los derechos sexuales y 
reproductivos en el ámbito ginecológico y 
obstétrico. 2. El Consejo Interterritorial del 
Sistema Nacional de Salud, con implicación 
del Observatorio de Salud de las Mujeres, 
aprobará un Protocolo Común de Actua-
ciones para la garantía de los DSyR en el 
ámbito ginecológico y obstétrico, que con-
templará las medidas necesarias para que el 
sector sanitario contribuya a garantizar los 
DS sy R en este ámbito. 3. Tomando como 
marco el Protocolo Común, las CCAA pro-
moverán que los centros sanitarios adop-
ten protocolos específicos.

Artículo 32. Prevención de la gestación 
por subrogación o sustitución.

1. La gestación por subrogación o sustitución 
es el contrato por el que se acuerda la gesta-
ción, con o sin precio, a cargo de una mujer 
que renuncia a la filiación materna a favor del 
contratante o de un tercero. 2. Se promove-
rá la información, a través de campañas 
institucionales, de la ilegalidad de estas 
conductas, así como la nulidad de pleno de-
recho del contrato por el que se convenga la 
gestación, con o sin precio, a cargo de una 
mujer que renuncia a la filiación materna a 
favor del contratante o de un tercero.

Art 28. Investigación y recogida de datos.

Artículo 29. Prevención y formación

Las administraciones sanitarias realizarán 
estudios y recogida de datos periódica
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Artículo 33. Prohibición de la promoción 
comercial de la gestación por sustitución

En coherencia con lo establecido en el párra-
fo cuarto del artículo 3.a) de la Ley 34/1988, 
de 11 de noviembre, General de Publicidad, 
las AAPP instarán la acción judicial dirigi-
da a la declaración de ilicitud de la publici-
dad que promueva las prácticas comerciales 
para la gestación por sustitución y a su cese.

Modificación de la situación de ILT para los 
regímenes especiales (fuerzas armadas, Ad-
món. de justicia, funcionariado civil, mutualis-
mo administrativo

Se modifica el artículo 145 bis del Código 
Penal 1. Será castigado con la pena de multa 
de seis a doce meses e inhabilitación espe-
cial para prestar servicios de toda índole en 
clínicas, establecimientos o consultorios gi-
necológicos, públicos o privados, por tiempo 
de seis meses a dos años, el que dentro de 
los casos contemplados en la ley, practique 
un aborto: a) Sin contar con los dictámenes 
previos preceptivos; b) fuera de un centro o 
establecimiento público o privado acreditado. 
En este caso, el juez podrá imponer la pena 
en su mitad superior. 2. En todo caso, el juez 
o tribunal impondrá las penas previstas en 
este artículo en su mitad superior cuando 
el aborto se haya practicado a partir de la 
vigésimo segunda semana de gestación. 3. 
La embarazada no será penada a tenor de 
este precepto.

Disposición final primera. Modificación de la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 
del Código Penal. Uno.–El artículo 145 del 
Código Penal queda redactado de la forma 
siguiente: «Artículo 145. 1. El que produzca 
el aborto de una mujer, con su consenti-
miento, fuera de los casos permitidos por 
la ley será castigado con la pena de prisión de 
uno a tres años e inhabilitación especial para 
ejercer cualquier profesión sanitaria, o para 
prestar servicios de toda índole en clínicas, 
establecimientos o consultorios ginecológi-
cos, públicos o privados, por tiempo de uno 
a seis años. El juez podrá imponer la pena en 
su mitad superior cuando los actos descritos 
en este apartado se realicen fuera de un 
centro o establecimiento público o privado 
acreditado. 2. La mujer que produjere su 
aborto o consintiere que otra persona se lo 
cause, fuera de los casos permitidos por la 
ley, será castigada con la pena de multa de 
seis a veinticuatro meses. 3. En todo caso, 
se impondrán las penas respectivamente pre-
vistas en este artículo en su mitad superior 
cuando la conducta se llevare a cabo a partir 
de la vigésimo segunda semana de gestación.
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Disposición final décima. Modificación

del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real De-
creto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Disposición Adicional 1ª. Funciones de la 
Alta Inspección.

1. El Estado ejercerá la Alta Inspección como 
función de garantía y verificación del cum-
plimiento efectivo de los derechos y pres-
taciones reconocidas en esta ley orgánica 
en todo el SNS. 2. el Gobierno elaborará un 
informe anual de situación, en base a los da-
tos presentados por las CCAA al CISNS. 3. 
En la memoria anual sobre el funcionamiento 
del sistema se incluirá un análisis específico 
sobre la implementación de esta ley orgáni-
ca.

Disposición Adicional 3ª. Dispensación 
gratuita de métodos anticonceptivos

1. Se garantizará financiación con fondos 
públicos de los anticonceptivos hormonales, 
incluidos los métodos reversibles de larga 
duración, siendo sin aportación por parte de 
la persona usuaria, tal y como se establece 
en la normativa específica, cuando se dis-
pensen en los centros sanitarios del SNS.

2. Se garantizará la dispensación gratuita 
de métodos anticonceptivos de urgencia 
en los centros sanitarios del SNS, así 
como en los servicios a los que se refiere 
el artículo 5 sexies, atendiendo a la orga-
nización asistencial de los servicios de 
salud de las CCAA y entidades gestoras del 
Sistema Nacional de Salud. 3. Las AAPP, en 
el ámbito de sus competencias, velarán por 
hacer efectivo, en el plazo de un año, la dis-
pensación gratuita de métodos anticoncepti-
vos de barrera en los lugares a que se refiere 
el artículo 7 ter b). 4

Disposición Adicional 1ª. De las funciones 
de la Alta Inspección. El Estado ejercerá la 
Alta Inspección como función de garantía y 
verificación del cumplimiento efectivo de los 
derechos y prestaciones reconocidas en esta 
Ley en todo el SNS. Para la formulación de 
propuestas de mejora en equidad y accesibili-
dad de las prestaciones y con el fin de verificar 
la aplicación efectiva de los derechos y pres-
taciones reconocidas en esta Ley en todo el 
SNS, el Gobierno elaborará un informe anual 
de situación, en base a los datos presentados 
por las Comunidades Autónomas al CISNS.

Disp. adicional 3ª. Acceso a métodos anti-
conceptivos. El Gobierno, en el plazo de un 
año, desde la entrada en vigor de la Ley, 
concretará la efectividad del acceso a los 
métodos anticonceptivos. En este sentido, 
se garantizará la inclusión de anticoncep-
tivos de última generación cuya eficacia 
haya sido avalada por la evidencia científi-
ca, en la cartera de servicios comunes del 
SNS en las mismas condiciones que las 
prestaciones farmacéuticas con financia-
ción pública.



119

XXXV ANIVERSARIO1987/2022

Disposición derogatoria única. Derogación 
del artículo 417 bis del Código Penal. Queda 
derogado el artículo 417 bis del Texto Refundi-
do del Código Penal publicado por el

Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, re-
dactado conforme a la Ley Orgánica 9/1985, 
de 5 de julio.

Disp. Final 5ª Ámbito territorial de aplica-
ción. Sin perjuicio de las competencias auto-
nómicas, el marco de aplicación de la presen-
te Ley lo será en todo el territorio del Estado. 
Corresponderá a las autoridades sanitarias 
competentes garantizar la prestación con-
tenida en la red sanitaria pública, o vincu-
lada a la misma, en la Comunidad Autóno-
ma de residencia de la mujer embarazada, 
siempre que así lo solicite la embarazada.

COMPARAR CON ART 18 REFORMA.
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5.2
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En 1994, la Conferencia Internacional sobre la Población y el 
Desarrollo de la ONU, celebrada en El Cairo, en su capítulo 
VII, definió la salud reproductiva como “un estado general 
de bienestar físico, mental y social, y no de mera ausencia 
de enfermedades o dolencias, en todos los aspectos relacio-
nados con el sistema reproductivo y sus funciones y proce-
sos. Y Naciones Unidas considera, desde entonces, que el 
acceso a los servicios de salud reproductiva es un derecho 
humano.

La salud reproductiva comprende tanto la capacidad de 
disfrutar de una vida sexual satisfactoria, sin riesgos y de 
procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no, cuándo y con 
qué frecuencia. Incluye también la salud sexual, cuyo objeti-
vo es el desarrollo de la vida y de las relaciones personales 
y no meramente el asesoramiento y la atención en materia 
de reproducción y de enfermedades de transmisión sexual.

Según la Dra. Bela Ganatra, directora del equipo de Preven-
ción del Aborto Peligroso de la OMS, “Para gozar de buena 
salud, los habitantes de los países de todo el mundo nece-
sitan tener acceso a un conjunto exhaustivo de servicios de 
educación sexual, a información y servicios de planificación 
familiar adecuados y a una atención para el aborto de cali-
dad”.

Atención a la SSR

En 2019 se estima que había en el mundo 1900 millones 
de mujeres en edad reproductiva (15 a 49 años), un 59 % 
de las cuales necesitaban atención relativa a planificación 
familiar. De esas mujeres, 842 millones utilizan métodos an-
ticonceptivos y 270 millones (24,3%) no tienen cubiertas sus 
necesidades de anticoncepción.

En total, en ese año, solo 3 de cada 4 mujeres en el mundo 
cumplían con el indicador 3.7.1. de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible [ODS] (Proporción de mujeres en edad de 
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las páginas de la Organización Mundial de la Salud dedicadas a la Salud 
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procrear (de 15 a 49 años de edad) que cubren sus necesidades de planificación familiar con métodos 
modernos), si bien, el indicador no es homogéneo en todas las regiones del mundo, estando esta 
cifra muy por debajo en África central y occidental, donde no alcanza el 50%. Es preocupante que, en 
España en 2018, el INE cifrara en solo 75% las mujeres, entre 18 y 49 años, casadas con un hombre o 
con pareja masculina, que cubrieron sus necesidades de planificación familiar con métodos modernos 
(Subindicador 3.7.1.1. de los ODS).

La falta de servicios de planificación familiar suficientes y adecuados provoca la aparición de emba-
razos no planificados y no deseados, estimándose que el 40% de los embarazos que se producen a 
nivel mundial lo son.

Embarazo en adolescentes

Esta situación es especialmente preocupante cuando nos referimos a niñas y adolescentes, ya que 16 
millones de chicas entre 15 y 19 años y alrededor de 1 millón de niñas menores de 15 dan a luz cada 
año, la mayoría en países de ingresos bajos y medianos. Esto supone que un 11% aproximadamente 
de todos los nacimientos en el mundo se producen entre adolescentes de 15 a 19 años (95% en países 
de ingresos bajos y medianos).

En esos países, las criaturas nacidas de madres menores de 20 años tienen un riesgo 50% superior de 
mortalidad prenatal o de morir en las primeras semanas de vida que las de las mujeres de 20 a 29 años 
y cuanto más joven sea la madre, mayor es el riesgo para la criatura.

Por otra parte, los embarazos en adolescentes se dan con mayor frecuencia en zonas rurales y entre 
mujeres más pobres y con menor nivel de estudios. Incluso en países de mayores ingresos, son las 
adolescentes con factores sociodemográficos y económicos que las sitúan en mayor desventaja social 
las que más se enfrentan a embarazos no planeados, tanto por mantener más prácticas de riesgo, 
como por factores relacionados con los roles de género (menor acceso a información sobre reproduc-
ción, menor capacidad de decisión sobre su propio cuerpo y de negociación con la pareja, junto a los 
mitos sobre el amor romántico).

Las adolescentes embarazadas con frecuencia abandonan sus estudios, enfrentándose a la pérdida 
de oportunidades de desarrollar una vida mejor y las introduce en un auténtico círculo de la pobreza. 
Además, el embarazo en la adolescencia sigue siendo uno de los principales factores que contribuyen 
a la mortalidad materna.

Mortalidad materna

La CIE-10-Revisada define la muerte materna como “aquella muerte de una mujer embarazada o du-
rante los 42 días que siguen a la terminación del embarazo, independientemente de la duración y la 
localización del mismo, provocada por cualquier causa relacionada con o agravada por el embarazo o 
su asistencia, pero no por causas accidentales o incidentales”. Este último añadido hace que queden 
excluidas las muertes violentas de mujeres embarazadas por homicidio o suicidio, pese al reconoci-
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miento explícito de que estas mujeres presentan un alto riesgo de sufrir violencia de género por el 
simple hecho de estar embarazadas.

A nivel mundial, según cifras de la OMS, la mortalidad materna supone que 830 mujeres mueren por 
esta causa cada día, el 99% en países en de rentas bajas, la mayoría en el África subsahariana.

La mortalidad materna supone una grave falta de equidad en salud, dado que la gran mayoría de las 
muertes podrían ser evitadas proporcionando a las mujeres acceso a servicios de salud de calidad 
durante el embarazo, parto y posparto, así como a planificación familiar y a servicios de aborto seguro. 
Las cifras de mortalidad materna en España en 2019 fueron de 4 mujeres por cada 100.000 criaturas 
nacidas vivas.

Aborto

El aborto es una práctica relativamente sencilla y cuando se realiza siguiendo las directrices y normas 
de la OMS, el riesgo de complicaciones graves o muerte es insignificante.

No obstante, se estima que entre 2010 y 2014, solo el 55% de todos los abortos que se produjeron 
en el mundo se realizaron en condiciones de seguridad, un tercio (31%) fueron «menos seguros» y 
aproximadamente el 14% restante fueron abortos «nada seguros».

De los embarazos que se producen cada año, casi la mitad -121 millones- no son deseados y de ellos, 
alrededor del 60% acaban en un aborto voluntario. De forma global, se interrumpen voluntariamente 
el 29% de todos los embarazos que se producen cada año, lo que supone cerca de 73 millones de 
abortos en todo el mundo.

Como se ha mencionado más arriba, casi la mitad de los abortos son peligrosos (menos o nada segu-
ros) y, en la enorme mayoría de los casos (en el 97%), tienen lugar en los países en desarrollo. Este 
problema causa entre el 4,7 y el 13,2% de las defunciones maternas (entre 13.865 y 38.940 muertes 
cada año) y afecta desproporcionadamente a las mujeres que viven en regiones en desarrollo, ya que 
es anecdótico que se produzca un resultado adverso en los abortos que se producen en las regiones 
desarrolladas. Tres millones de esos abortos peligrosos se dan en adolescentes de 15 a 19 años, lo 
que contribuye a su mortalidad materna y a problemas de salud que se prolongarán durante sus vidas. 
Además de esas muertes, cada año se atiende a 7 millones de mujeres en los hospitales de los países 
en desarrollo por complicaciones relacionadas con la imposibilidad de practicar un aborto seguro.

Por todo esto, restringir el acceso al aborto no solo no reduce el número de abortos, sino que afecta 
enormemente a los riesgos para su vida y su salud que la mujer corre al abortar. La condición jurídica 
del aborto no afecta a la necesidad de una mujer de abortar, solo impide o dificulta su acceso a un 
aborto seguro.
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El aborto en España2

En España, según datos del Movimiento Natural de la Población, en 2021 nacieron 336.247 criaturas, 
que supone una tasa bruta de natalidad (número de nacimientos por cada mil habitantes) de 7,1, (6,3 
en españolas y 13,4 en extranjeras). De esas criaturas, 5639 nacían de adolescentes de 19 y menos 
años.

Los últimos datos publicados por el Ministerio de Sanidad, cifran en 88269 el total de abortos produci-
dos en España en 2020 (tasa de 10,3 abortos por cada 1000 mujeres de 15-44 años), el 90,9% de ellos 
fueron a petición de la mujer. El 35,6% de las mujeres tenían una IVE previa.

Del total de abortos, el 65,8% se dieron en mujeres de origen español. En menores de 20 años se 
registraron 8664 abortos (tasa 7,4), el 92,2% a petición de la joven.

De todos los abortos, el 12,75% tuvieron lugar en un centro hospitalario (6,28% en centros de titulari-
dad pública y 6,47% en centros de titularidad privada). El resto de los abortos (87,25%) se dieron en 
centros extrahospitalarios, la gran mayoría –el 78,04%- de titularidad privada y solo el 9,21% en centros 
públicos.

La posibilidad que tiene una mujer de acceder a un centro público o privado para interrumpir un emba-
razo, depende en gran parte de la Comunidad Autónoma en la que reside, dándose situaciones de gran 
inequidad territorial, dado que las diferencias entre Comunidades Autónomas (CCAA) son notables. 
Así, según los últimos datos publicados, hay 4 comunidades en las que no se han notificado IVE en 
ningún centro de titularidad pública (Comunidad de Madrid, Castilla-La Mancha, Extremadura y Región 
de Murcia). También se ven grandes disparidades en el número de centros disponibles entre CCAA 
de población similar, como Cataluña, con 61 centros públicos y 15 privados, y Andalucía, con un solo 
centro público y 15 privados, o con la Comunidad de Madrid, que como se ha mencionado, no cuenta 
con ningún centro notificador público y solo con 7 privados (figura 1).

2 Los datos están extraídos del estudio Interrupción Voluntaria del Embarazo. Datos definitivos correspondientes al año 
2020, de la Subdirección General de Promoción, Prevención y Calidad, del Ministerio de Sanidad.

Figura 1. 

Distribución de centros 
que han notificado 

I.V.E.s. según Comunidad 
Autónoma y dependencia 

patrimonial. 
España. 2020

Análisis de la utilización de los fondos en relación con el tamaño poblacional de los municipios.

Fuente: Interrupción Volun-
taria del Embarazo. Datos 

definitivos correspondientes 
al año 2020. Subdirección 

General de Promoción, Pre-
vención y Calidad. Ministerio 

de Sanidad.
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El aborto en la Comunidad de Madrid3

Según el Informe Interrupciones Voluntarias del Embarazo notificadas en la Comunidad de Madrid en 
2020, en Madrid se notificaron ese año un total de 16466 IVE (tasa de 10,57 abortos por cada 1000 
mujeres de 15 a 44 años), el 85,3% de las IVE se realizaron a petición de la mujer. El 39,3% tenían 
una IVE previa.

El 8,2% de todos los abortos se dieron en adolescentes de 19 o menos años. El 51,7% del total de los 
abortos se realizaron a mujeres de origen extranjero.

Todas las interrupciones voluntarias del embarazo realizadas en la Comunidad de Madrid tuvieron lugar 
en centros de titularidad privada. La financiación pública alcanzó al 74,9% de los casos de IVE (79,3 en 
mujeres españolas y 70,8 en mujeres de origen extranjero).

Conclusiones

Según la OMS, una pobre salud sexual y reproductiva es el mayor impedimento para alcanzar la salud 
global y el desarrollo económico, por lo que mucho camino queda aún por recorrer, fundamentalmente 
en las regiones geográficas más desfavorecidas del planeta.

Por tanto, hay que seguir demandando justicia a nivel mundial y también en nuestro país, reclamando 
legislaciones que garanticen los derechos sexuales y reproductivos y el acceso de todas las mujeres 
a servicios que les ayuden a disfrutar de una vida sexual satisfactoria, sin riesgos y de procrear, y la 
libertad para decidir hacerlo o no, cuándo y con qué frecuencia.

3 Los datos extraídos del Informe Interrupciones Voluntarias del Embarazo notificadas en la Comunidad de Madrid en 2020, 
del Servicio de Epidemiología de la Dirección General de Salud Pública. Comunidad de Madrid.
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Los temas que se plantean en esta ponencia son:

1. Definición de ovodonación (O.D.) finalista.

2. Quiénes son las donantes. Riesgo de extracción de 
ovocitos.

3. La Mística de la propaganda prohibida por ley 
(14/2006).

4. Las cifras de la industria del biomercado de explo-
tación E. (O.D.).

¿Por qué España es el primer exportador de óvulos 
de Europa?

5. Del duelo genético al tratamiento Estrella.

6. El puzzle Matching en selección de óvulos.

7. Algunas propuestas feministas.

¿Qué es la “ovodonación”?

La “donación de óvulos” es una técnica mediante la cual 
el ovocito de una “donante”, se fertiliza con el esperma-
tozoide de la “pareja de la receptora” o por el “semen de 
un donante”.

El embrión resultante se transfiere al útero de la recep-
tora con la finalidad de lograr un embarazo. FIV (Fecun-
dación In Vitro).

Esta técnica desde 1983 ha permitido el embarazo de 
mujeres que no tienen capacidad de producir óvulos de 
adecuada calidad, de parejas con problemas genéticos 
heredados y de mujeres sin pareja, logren el nacimiento 
de niños sanos.

¿Por qué se ha generado una industria de biomercado 
de la explotación reproductiva?

Razones clínicas para FIV por ovodonación:

5.3
LA EXPLOTACIÓN 

REPRODUCTIVA EN 
“OVODONACIÓN”

HENAR SASTRE DOMINGO

Fórum de Política 
Feminista de Madrid

ACLARACIÓN: esta ponencia se realizó 
originalmente en formato Power Point, 
que puede consultarse en la página de 
Fórum: www.forumpoliticafeminista.org
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Las donantes… Requisitos

Joven entre 18 y 35 años, no enfermedad, no alteración genética, buena salud. Buena calidad gametos.

1 Millón etapa reproductiva hay una media de 400 ovocitos

Extracción de ovocitos… Hipermedicalización :

1º Inyecciones diarias de hormonas 8 a 15 días.

2º Estimulación para 4 a 15 óvulos por ciclo.

3º Punción ovárica transvaginal bajo anestesia.

4º Extracción de óvulos de 16 a 18 mm 15 a 20 ovocitos por extracción

Coordinación simultánea del proceso:

Ley 2006, Art. 21 crea Registro de actividades de las clínicas para:

A) Consignar lxs hijos nacidos de cada donante

Únicamente se permiten 6 embarazos por cada donante.

Las mismas clínicas y asociaciones reconocen que no se cumple.

B) Se registra la Identidad de las parejas receptoras y donantes.

C) Registro de éxitos clínicas para informar a la ciudadanía.

D) Registrar el número de embriones conservados.

NO existe registro centralizado y único.

Las mujeres hacen donaciones por varias comunidades.
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Donación de semen

En España 600.000 parejas infértiles

30% por causas semen.

Acto solitario y lúdico.

Anónimo 18 a 50 años norma 35 años.

Rápido 15 minutos. Sin tratamiento previo.

Flexible una vez semana durante 16 sema-
nas.

Se paga 30 a 50 euros por extracción, total 1.500 euros por las molestias

La Propaganda apela a la solidaridad .No hay mística.

Ley 2006 “Técnica de Reproducción Humana Asistida” (1988-2003)

Objetivos:

1º Regular la aplicación de técnica RHA clínicamente indicada.

2º Regular para Prevenir y tratar enfermedades genéticas (diagnosticpre.implan).

3º Regular los requisitos de utilización de Gametos y Pre. Embriones crionizados.

Se prohíbe la clonación humana con fines reproductivos.

Ley 2006

A) Permite anonimato… Fomenta el mercado com-
pra de gametos

B) Prohíbe retribución…Peroooo siempre se paga 
con dinero en la práctica.

Los hechos en la práctica:

Todas las clínicas pagan 800 a 1000 euros por ex-
tracción de ovocitos.

“Traiga a su amiga y le compensaremos con 150 euros”

Estudio internacional 1.400 donantes, 60 clínicas, 11 países.

España 14.521 intervenciones extracción de óvulos año.

Surrogacy se pregunta ¿Por qué el 50% D.O. sale de España?

Eugin responde “La mayoría de donantes realiza este bonito gesto úni-
camente con afán altruista”... España lidera también la donación de órganos.
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La mística de la propaganda prohibida por ley. Las Donantes:

Mujeres jóvenes, estudiantes, vulnerables, necesitadas. Reclamo:

El chantaje emocional

“Cada año se desperdician cientos de óvulos, muchas mujeres los necesitan”

Se apela a la Generosidad, Altruismo, Solidaridad y Empatía femenina.

“Regala la posibilidad de ser madre” “Regala felicidad”

No se informa de todos los riesgos o se minimizan.

¿No hay estudios exhaustivos en los países sobre las consecuencias de la hormonación.?

Las clínicas no hacen seguimientos en el tiempo.

Potenciales problemas de salud riesgos 
por OD

Síndrome de hiperestimulación ovárica.

Perforaciones intestinales, vejiga, renal.

Polipos intrauterinos. Quistes de ovarios.

Tromboembolismo. Hemorragias por rotura de ovario.

Cáncer en chicas jóvenes... se ha reportado.

La Industria del biomercado de la explotación

reproductiva Ovodonación

Los intereses económicos por encima de los intereses de la salud de las mujeres.

España es segundo destino mundial de turismo reproductivo tras USA.

El anonimato de la ley fomenta un supermercado reproductivo .
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España es el banco de ovodonación de Europa.

Genera 660 millones euros año.

(Datos S.Europea R. H. y Embriologia).

Año 2015 Centros titularidad pública 84, Clínicas privadas 
285

Técnica 76%C. Privado Con 11 días de espera.

Técnica 13% H. Público. Con 400 días de espera

Negocio Redondo

Extracción de óvulos cuesta 980. Cada intento de FIV cobran 
5000- 7.500 euros.

En el método ROPA (embarazo lesbianas) duplica precio.

Investigación 2019 grupo “Ética y buenas 
prácticas clínicas. España fertilidad”

280 clínicas

Congelados 668.082 Embriones---173.010 -46% Proceso 
fecundación

60.000 por abandono, 12% sin destino, no pueden localizar… limbo

65.457 Investigación.

66.968 Permiten destruir a los 2 años.

La ley 2006 de Técnica Humana de Reproducción Asistida dice que tras 2 años sin respuesta, el centro 
puede decidir sobre los gametos para fines investigación.

La reserva de gametos y embriones es costosa económicamente y está generando un problema ético.

Destino de embriones

1- Uso propio .Otros embarazos.

2-Investigación.

3-Donar.

Destrucción tras periodo infértil o enfermedad.
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Del duelo genético

Reacción emocional de perdida cuando la “recepción” de gametos (óvulos, esperma, embriones) se 
plantea como la única posibilidad de ser padres biológicos.

al Tratamiento Estrella

Es la doble donación de gametos externos implantados FIV .

Se necesita que se dé “un diálogo molecular y bioquímico con la madre para que se produzca el em-
barazo”.

Causas que aumentan la implantación de gametos:

1. 600.000 parejas estériles en España.

2. 30% esterilidad masculina semen.

3. Fracasos de FIV

La edad avanzada de la mujer provoca:

-Baja reserva ovárica

-Alteraciones genéticas

En el año 2019 se realizan 14.457ciclos recepción óvulos y 8.774 embriones transferidos.

TASA DE EMBARAZO TASA DE PARTO

Óvulos propios
Óvulos donados
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¿Cómo se seleccionan y asignan los ovocitos (frescos o vitrificados) ? Ley 2006 

Anonimato MATCHING =“ Emparejamiento”. “Coincidencia”… El equipo clínico, por protocolo, respon-
sable de asignar los gametos de la donante con las características mas compatibles para la receptora.

Matching Inmunológico.. RH F. sanguíneos

Matching Fenotípico… color ojos ,piel, altura, etc

Matching Genético…Test de comprobación 1.200euros

Matching Facial biométrico.. Programa para rasgos parecidos

El Comité de Bioética del Ministerio de Sanidad pide levantar el 
anonimato y recomienda que donación de óvulos y semen deje de 
ser anónima en España.

“El derecho a conocer los orígenes biológicos”

“Consideramos que, desde una perspectiva ético legal parece adecuado en los términos que promueve 
el borrador de recomendaciones de la Asamblea de pacientes del Consejo de Europa, una reforma 
del artículo 55 de la Ley de Reproducción Asistida, que elimine el régimen de anonimato en la donación 
de gametos” (sin retroactividad).

Países leyes laxas:

E.U. Chequia. Rusia. Ucrania. Grecia y España

Países prohíben anonimato (no hay donantes):

Alemania. Francia. Italia Suiza. Suecia. Noruega R. Unido. Holanda. Portugal. Finlandia

En la actualidad la captación de las donantes se hace por:

Redes sociales Instagram Tik Tok

Boca a Boca

Clínicas de estética

MANIFIESTO CONTRA LA OVODONACIÓN

http://abolition-ms.org/es/noticias/manifesto-contra-la-ovodonacion/

Rapiegas Asociación Feminista Asturiana (3 marzo 2021)

NO SOMOS MERCANCÍA PARA LA INDUSTRIA REPRODUCTIVA

STOP A LA CAPTACIÓN DE DONANTES EN LA UNIVERSIDAD…

Una industria que practica el extractivismo de nuestros cuerpos y de nuestra capacidad reproductiva 
para hacer negocio y que luego nos descarta, hasta que nosotras mismas nos convertimos en las 
clientas de esa industria porque el sistema nos impidió ejercer la libertad de ser madres cuando lo 
deseábamos.
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Proponer en la reforma de la ley 14/2006

1º Eliminar el anonimato de la donación gametos

2º Prohibir la donación por incentivos económicos

3º Registro Estatal (M. Sanidad) centralizar donaciones

4º Sanciones a las empresas realicen captación con propaganda

¿MATERNIDADES hecho biológico Instinto/Construcción Sociocultural?

¿Deberíamos cuestionar la subjetividad del Mandato del “Proyecto Proyectado” de la feminidad: 
MADRE ESPOSA como vía sacralizada de realización personal?

¿Por qué se da por hecho el deseo maternal en todas las mujeres?

¿Es la maternidad la mayor campaña de marketing mundial?

¿Cuál es el canon maternal con el que debemos identificarnos?

¿Por qué el modelo imperante actual es la maternidad Intensiva del apego y colecho?

¿Por qué la maternidad se presenta como antagónico del desarrollo de la carrera en las mujeres y 
no en los varones ?

¿Por qué se aplaude como incentivos la crionización de óvulos de las trabajadoras de Google?

¿Debería ser la Reproducción Asistida la solución al retardo de la maternidad y las bajas tasas 1.3 
nacidos?

¿Hasta dónde llega la responsabilidad del estado en las labores reproductivas?

2



135

XXXV ANIVERSARIO1987/2022

2
MANIFIESTOS 

Y PUBLICACIONES 

DEL FÓRUM 
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6.1 COMUNICADO LÍBANO ENERO 2022

Desde el Fórum de Política Feminista se lanza una campaña de solidaridad con las mujeres 
libanesas víctimas de violencia de género que acuden a los centros de la organización 
feminista KAFA Enough violence and exploitation (BASTA, Acabemos con la violencia y la 
explotación)  https://kafa.org.lb/en

Esta organización estuvo participando en las jornadas internacionalistas organizadas por el 
FPF  XXXI TALLER FEMINISTA. TEJIENDO INTERNACIONALISMO FEMINISTA ANTE LA 
OFENSIVA PATRIARCAL Y NEOLIBERAL

En el contexto de colapso económico y social actual, con el deterioro de la lira libanesa y 
la explosión de Beirut, muchas mujeres libanesas se han enfrentado a desafíos extremos 
a diario y en diferentes ámbitos. Al respecto se puede leer el artículo del País siguiente: 
https://elpais.com/internacional/2021-12-08/la-crisis-libanesa-agota-hasta-las- medicinas.html

Durante estos tiempos de crisis estas mujeres viven en un estado de estrés constante. En 
el contexto de la comunidad libanesa patriarcal, los casos de violencia de género que se 
acercan al Centro de Apoyo de KAFA han expresado su angustia por lo que están pasando. 
Su decisión de salir del ciclo de violencia se ve afectada por la situación actual que ha 
modificado la jerarquía de prioridades en sus vidas hasta el punto en que sus necesidades 
básicas de vida no se satisfacen. Por ejemplo, muchas mujeres han estado solicitando 
asistencia financiera para proporcionar comida a sus hijos e hijas.

Buscar ayuda ya es bastante difícil y se ha vuelto mucho más difícil para ellas buscar los 
servicios que brinda la entidad KAFA debido a la intensa inflación que estamos atravesando  
como  el  alto  costo  del  transporte  público  que  se  ha  convertido  en  un obstáculo para 
llegar al centro y acceder a sus servicios.

De acuerdo a lo que hemos evaluado a nivel psicológico, los casos de VBG presentaron 
diversos signos de episodios depresivos, adicionalmente se ha evidenciado que las ten-
dencias suicidas se han vuelto más frecuentes debido a los diferentes tipos de presiones 
diarias. En consecuencia, esto ha empujado KAFA a proveer apoyo económico para cubrir 
necesidades básicas que permitan a las mujeres independizarse de sus maltratadores y a 
seguir recibiendo el apoyo que necesitan para salir de la violencia.

Por ello, hemos lanzado esta campaña  de recaudación  de fondos entre socias y amigas. 
Si queréis  apoyar  a las mujeres  libanesas,  podéis  enviar  a la cuenta bancaria  del FPF 
ES82  2100 0779 3213 0039 9462 la cuantía que queráis, indicando “apoyo a mujeres 
libanesas KAFA” hasta el 1 de enero 2022 y se lo haremos llegar todo desde el FPF.

¡Muchas gracias y fiestas felices y seguras a todas!
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6.2
Comentarios sobre la DIRECTIVA 2011/36/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL 
CONSEJO de 5 abril de 2011 relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres 
humanos y a la protección de las víctimas y por la que se sustituye la Decisión marco 
2002/629/JAI del Consejo

CONSIDERANDO la magnitud de los datos de Trata de Seres Humanos, incluido en territo-
rio UE, que afecta principalmente a mujeres y niñas (7 de cada 10 víctimas), y mayormente 
focalizado en la explotación sexual según UNODC. CONSIDERANDO que la cifra de vícti-
mas de trata identificadas en Europa casi se ha duplicado desde el 2015, ante la falta de ac-
tuaciones para erradicar la demanda y como resultado de la crisis económica, la pandemia 
y las guerras. Observando con preocupación una creciente complejización y transversaliza-
ción de la violencia sexual en otras modadlidades de Trata- explotación laboral- donde las 
trabajadoras permanecen vulnerables y expuestas a sufrir múltiples formas de explotación 
y violencia, incluida la sexual, física y psicológica, como se infiere de casos denunciados 
de abuso por parte de trabajadoras domésticas y agrícolas en España. CONSIDERANDO 
la posición del Parlamento Europeo, en su Resolución de 26 de febrero de 2014, sobre 
explotación sexual y prostitución y su impacto en la igualdad de género (2013/2103(INI), 
que determina que “la prostitución, la prostitución forzada y la explotación sexual son cues-
tiones con un gran componente de género y constituyen violaciones de la dignidad humana 
contrarias a los principios de los derechos humanos, entre ellos la igualdad de género, y, 
por tanto, contrarias a los principios de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea. CONSIDERANDO que la presente DIRECTIVA 2011/36/UE insta a los estados 
a “evitar” (#1) y “combatir las causas últimas de la trata” (# 2), incluida la explotación de 
la prostitución ajena o bien otras formas de explotación sexual, en línea con el Convenio 
del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres humanos (art. 4.a, y art 
6), y la CEDAW (art. 6). CONSIDERANDO que la DIRECTIVA 2011/36/UE “reconoce la 
especificidad del fenómeno de la trata en función del sexo”; y, RECONOCIENDO enormes 
deficiencias en la implementación de los instrumentos de derecho y los compromisos adop-
tados por los estados. Las más de 200 organizaciones agrupadas en torno a la Plataforma 
Cedaw-Estambul-Beijing sombra España, EXIGIMOS y SOLICITAMOS LO SIGUIENTE: 
1. De manera general, exigimos evitar el uso confuso de los términos “sexo” y “género”, 
utilizando las definiciones consensuadas al respecto y recogidas en los marcos normativos 
vigentes (CEDAW, Convenio de Estambul) así como mayor atención en la traducción al 
idioma español, rechazando traducciones que generan confusión en los vocablos “gender” 
por “género”, en lugar del término adecuado “sexo”. Tal y como se afirma en el punto 3, la 

CONSIDERACIONES  ANTE LA  DIRECTIVA EUROPEA 
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presente Directiva, en línea con los vigentes marcos normativos, Convenio de Estambul y 
CEDAW, reconoce que la especificidad del fenómeno de la trata esta mediatizada por el 
“sexo y el hecho de que las mujeres y los hombres son a menudo objeto de trata con dife-
rentes fines”. Es por ello que las medidas y recursos de prevención, atención y protección 
deben diferir también según el sexo. Ello resulta clave en un contexto como el actual en el 
que asistimos a un auge y hegemonía acrítica de la ideología transgenerista-queer que se 
plasma en la exigencia de erradicar el concepto “mujer” que afecta a muchos instrumen-
tos claves consensuados por los estados que permiten la recopilación desagregada de 
datos y posibilita diseñar y evaluar acciones específicas dirigidas a las mujeres y niñas, 
principales víctimas de la explotación sexual. 2. Asistimos a una creciente complejización 
y evolución de la Trata y la explotación sexual vinculada a las diversas modalidades de 
Trata (explotación mixta laboral-sexual en la agricultura y cuidados, explotación reproduc-
tiva, mayor protagonismo de Internet tanto para captación como para explotación,…) que 
requieren acciones específicas más integrales que aborden las causas y las problemáticas 
estructurales que subyacen a estas dinámicas. En ese sentido, es ampliamente reconocido 
que la Trata con fines de explotación sexual se vincula estrechamente y tiene su razón de 
ser en la prostitución, “reuniendo la mayor parte de esta los requisitos para que pueda ser 
considerada trata” según la Relatora Especial sobre los derechos humanos de las víctimas 
de la trata de personas, especialmente mujeres y niños (E/CN.4/2006/62). Diversos marcos 
normativos han instado a desestabilizar la demanda de prostitución como instrumento clave 
para luchar contra la Trata con fines de explotación sexual y acabar con la generalizada 
impunidad de los tratantes, proxenetas y demandantes-prostituidores, como los mencio-
nados art 6 de la CEDAW y del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la 
trata de seres humanos, y la más reciente Recomendación Gral. 38 CEDAW (2000) que 
actualiza la obligación de los Estados de desactivar la demanda que propicia la explotación 
de la prostitución y conduce a la trata, impediendo que las mujeres y las niñas se vean 
expuestas al riesgo de ser víctimas de la trata (párrafo 4 y 6). Por otro lado, la Directiva 
reconoce una definición más amplia del fenómeno de la Trata, en el cual se incluye la 
“adopción ilegal”. Consideramos que debe incluir, de manera específica, la subrogación o 
explotación reproductiva, cesando los registros de bebés comprados ilegalmente en línea 
con lo expresado por la Relatora Especial sobre la venta y la explotación sexual de los 
niños, en la 37ª sesión del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. La 
Relatora especial afirmó como resultado de su informe (A/HRC/37/60, 15 enero 2018) que 
la “maternidad subrogada” comercial, tal y como se practica en la actualidad, constituye 
venta de bebés y una discriminación contra las mujeres, a través de la instrumentalización 
de sus cuerpos, vulnerando la vigente normativa de derechos humanos. La Asamblea de 
Naciones Unidas, a su vez, la considera una “práctica perjudicial” (párrafo 38, A/75/210, 21 
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de julio de 2020). 3. Mayor cooperación y coordinación entre todos los actores implicados 
a nivel nacional e internacional. Respecto al fomento y colaboración estrecha (# 6 de la Di-
rectiva 2011) por parte de los Estados miembros con las OSCs que trabajan con personas 
víctimas de la trata, cabe destacar que a pesar de que en España, la ley reconoce el papel 
clave de las OSCs especializadas en la certificación de las mujeres y niñas como víctimas 
y supervivientes de la violencia de género, incluidas la trata y la prostitución, no se está 
aplicando suficientemente, ni se ofrecen recursos para que puedan desarrollar esta función 
de manera adecuada. Su plena aplicación y desarrollo contribuiría y reforzaría su papel 
como agentes claves, juntamente con las administraciones públicas, el sistema judicial y 
las fuerzas y cuerpos de seguridad en la lucha contra la Trata. 4. Mejorar la identificación y 
asistencia a las víctimas y supervivientes de la Trata en todas sus formas. Los factores que 
afectan a la vulnerabilidad enumerados en la presente Directiva se muestran muy limitados, 
quedando sin nombrar la dimensión económica derivada de la pobreza, desigualdad y pre-
cariedad económicas, o la de contar con un historial de violencia y abusos, especialmente 
los de carácter sexual como violaciones, y abusos sexuales sufridos en la infancia, unas 
experiencias que resultan reiteradas por las víctimas y supervivientes de Trata con fines de 
explotación sexual.

Sería conveniente definir quiénes conforman el colectivo de personas vulnerables. Además 
de menores, podemos identificar a personas con discapacidad, migrantes especialmente 
en situación irregular, refugiadas y desplazadas, víctimas y supervivientes de violencia ba-
sada en el género (tal y como se define en el Convenio de Estambul y la CEDAW) y explo-
tación sexual previa, siendo en el 98% de los casos mujeres. Por otro lado, resulta difícil 
probar la involuntariedad de las víctimas/supervivientes de la Trata, porque buena parte de 
ellas no se reconocen como víctimas, especialmente en el caso de la Trata con fines de 
explotación sexual. Es por ello, que no debe exigirse que la carga de la prueba recaiga en 
ellas, ni que se vean forzadas a denunciar de manera previa para recibir protección. Ade-
más, es preciso ampliar los recursos asistenciales y habitacionales en función de las moda-
lidades de Trata existentes y con enfoque desagregado por sexo y basado en los derechos 
humanos. 5. Protección y persecución del delito más consistente y eficiente, persiguiendo 
e implementando las penas en el conjunto de los países de la UE cuando se ha cometido 
en uno de los países o por algún ciudadano europeo. Respecto a los procesos de enjuicia-
miento y protección de las víctimas y supervivientes, por lo general, no se aplican los ins-
trumentos y marcos de derechos por diversos motivos, bien por encontrarse en situación 
administrativa irregular o bien por requerir una sentencia judicial favorable que acredite ser 
víctima de Trata como requisito previo a la obtención de ayudas. Entendemos que la cues-
tión administrativa debe estar subordinada a la obligación de protección debida, y que los 
indicios de ser víctima de Trata y acreditación de las OSCs especializadas y entidades pú-
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blicas (servicios sociales y de Igualdad) deben ser suficientes para desplegar los recursos 
de atención y protección especializados requeridos tanto a las víctimas y supervivientes 
como a las personas dependientes a su cargo. Muchas veces las denuncias resultan archi-
vadas porque las mujeres migran a otro lugar o regresan a sus países de origen, sin poder 
ofrecer testimonio en todas las fases del procedimiento, al no haberse preconstituido como 
prueba la declaración de la víctima incumpliendo las recomendaciones realizadas. Se hace 
poco uso de instrumentos clave como el embargo y decomiso de los bienes generados por 
el delito que requieren de mayores medios. Estos bienes deberían servir para crear y ali-
mentar los fondos de compensación y reparación de las víctimas y supervivientes de Trata. 
6. Mayores esfuerzos con objeto de superar las deficiencias de la implementación. Consi-
deramos que la UE y sus estados miembros, deben realizar un mayor esfuerzo en: - Aplicar 
mayor coherencia de políticas respecto a la igualdad y lucha contra la violencia contra las 
mujeres. En este sentido, exigimos que se resuelvan las contradicciones derivadas de la 
aplicación de la presente Directiva con el Reglamento nº 549/2013 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de fecha 21 de mayo de 2013, que insta a incluir en la medición del PIB el 
impacto del consumo de drogas, el contrabando y la prostitución. - Exigimos que el enfoque 
para reducir y luchar contra las victimas de trata con fines de explotación sexual (España es 
el primer país consumidor de prostitución de Europa, tercero del mundo y que el 80% de la 
prostitución se lucra de víctimas de trata), se debe incluir como objetivo prioritario la ELIMI-
NACIÓN DEL CONSUMO DE PROSTITUCIÓN, dado que las mafias organizadas deman-
dan mujeres para consumo sexual en el marco de una evidente actividad delictiva en la que 
existe una clara discriminación de mujeres y niñas. Mientras exista demanda de mujeres 
para el consumo sexual de los hombres, las organizaciones criminales seguirán proporcio-
nándolas, por lo que se debe priorizar la erradicación del consumo de prostitución. Conse-
cuentemente, se deben promover nuevas estrategias o instrumentos de planificación contra 
la trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, como la elaboración de un 
marco Integral (Plan/Estrategia) de Trata vinculada de manera coherente a una norma, Ley 
Abolicionista de la Prostitución en la UE, y/o perseguir todas las manifestaciones del proxe-
netismo propio, impropio o asimilado siguiendo los postulados recogidos por el Convenio 
para la represión de la trata de personas y de la explotación de la prostitución ajena, de 21 
de marzo de 1950. Todas las partes implicadas en la lucha contra la Trata en el estado es-
pañol reconocen el absoluto predominio de la Trata con fines de explotación sexual en el 
territorio que afecta mayoritariamente a mujeres y niñas explotadas por la llamada “industria 
sexual”. La Trata resulta necesaria e instrumental a la prostitución. Consecuentemente, no 
pueden ser separadas y deben ser abordadas de manera conjunta e integral. - Mayor trans-
parencia y rendición de cuentas, menoscabada, en el caso español, por la prevalencia de 
una visión policial y reflejada en el control centralizado de los datos y la información por 
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parte del CITCO ante la falta de actuación de las Administraciones públicas. Resulta muy 
difícil y complicado acceder a dichos datos por parte de las OSCs. - Elaboración e Imple-
mentación de claros indicadores y criterios entre los países de la UE para la identificación 
de las víctimas de la trata de seres humanos. En este proceso de elaboración deben parti-
cipar las organizaciones de la sociedad civil (OSC) y, con especial énfasis organizaciones 
feministas, especializadas en un diálogo político real, donde se compartan los obstáculos y 
las buenas prácticas identificadas. - Incremento de recursos y fondos. Tanto las Fuerzas 
policiales y Guardia Civil como operadores jurídicos (fiscalías) y OSCs especializadas en 
España han denunciado la ausencia de recursos. El vigente Plan Estratégico Nacional con-
tra la Trata y la Explotación de Seres Humanos 2021-2023 no incluye ningún compromiso 
presupuestario vulnerando así la previsión, planificación y control presupuestario. - Consi-
deramos clave la elaboración de evaluaciones periódicas de desempeño e impacto de la 
Directiva en diferentes territorios y países, basados en evidencias e indicadores con objeto 
de conocer el progreso, o en su defecto las deficiencias, en su implementación. - Ampliar el 
foco de atención a la existencia del sistema prostitucional y la pornografía como instrumen-
to clave para prevenir la Trata y para perseguir los delitos de explotación sexual cometidos 
contra las personas adultas. Para ello, se requiere desincentivar y sancionar cualquier pu-
blicidad o incitación al consumo de servicios sexuales, incluida la pornografía, —ya sea de 
manera explícita o encubierta—, mediante la promoción de instrucciones, normas y sancio-
nes económicas y penales frente a actuaciones publicitarias o de comunicación por institu-
ciones y entidades públicas y privadas (administraciones públicas, medios de comunica-
ción, empresas de publicidad, etc.). - Asimismo, se requiere la puesta en marcha de 
campañas y programas educativos tanto en medios de comunicación como en los centros 
educativos que aborden la discriminación de las mujeres y niñas, los estereotipos y la 
sexualización y cosificación de las mujeres y niñas de manera efectiva. - La formación es-
pecializada de operadores jurídicos (judicatura, fiscalía y abogacía) resulta escasa e insufi-
ciente. Para la formación en Trata y DDHH es imprescindible una capacitación con enfoque 
de género y derechos humanos de las mujeres. 7. Desarrollo e implementación en los paí-
ses de políticas abolicionistas del sistema prostitucional El abolicionismo de todas las for-
mas de explotación sexual es un paso hacia la igualdad. Países como Suecia, Noruega e 
Islandia, fueron los primeros países en adoptar una esencial decisión política, nadie puede 
comprar el cuerpo de otra persona, aún con su consentimiento; no es digno de una demo-
cracia. El Global Gender Gap 2021, sitúa a estos países entre los primeros países en 
igualdad del mundo, Islandia se sitúa a la cabeza seguido de Finlandia (que castiga a los 
demandantes de víctimas de trata y proxenetismo). El último en aplicar esta política es 
Francia (2016) - Asegurar la protección y el apoyo de todas las víctimas, incluyendo las 
mujeres extranjeras en situación administrativa irregular. - Establecer una política pública 
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nacional de prevención, capacitación y educación. Programas de educación destinados a 
colegios y escuelas, sobre la realidad de la prostitución y los peligros que conlleva la mer-
cantilización del cuerpo humano. Formación y capacitación de las y los trabajadores socia-
les, en prevención de la prostitución y la identificación de las diferentes formas y situaciones 
de explotación sexual, proxenetismo y trata de personas. - Sancionar la compra de cual-
quier acto sexual, permite afirmar que nadie tiene el derecho a explotar la precariedad o la 
vulnerabilidad de otra persona, imponiéndole un acto sexual a cambio de dinero. Al atacar 
frontalmente la demanda, desanima a las redes proxenetas a invertir en un territorio donde 
la legislación resulta más desfavorable para sus actividades delictivas y ganancias crimina-
les. - Prohibición del proxenetismo en todas sus formas. - Extraterritorialidad de la pena, por 
recurso a la prostitución. - Protección de las víctimas que actúan como testigos o como 
parte denunciante o perjudicada. - Acceso a la reparación del daño. - Ruta de salida de la 
situación de explotación sexual, inserción social y laboral a toda víctima del sistema prosti-
tucional, proxenetismo y trata de personas con fines de explotación sexual. 8. Aplicación de 
la Recomendación General 38 CEDAW Exigimos la aplicación de inmediato de la Reco-
mendación General 38 de la CEDAW que contiene la Obligación de los Estados de desac-
tivar la demanda que propicia la explotación y conduce a la trata y el deber de detectar, 
atender y proteger a las víctimas supervivientes de la trata, impedir su revictimización y 
garantizar su acceso a la justicia y el castigo a los autores. Cabe destacar la referencia que 
la recomendación hace a que el consentimiento dado por la víctima será irrelevante, inci-
diendo en que aunque no se identifique como víctima, o justifique su explotación para so-
brevivir, se debe proteger. La realidad no se limita a situaciones en que se emplee la violen-
cia física o a la privación de la libertad, sino del papel de la tecnología de la información y 
las comunicaciones, las redes sociales RRSS y las aplicaciones de mensajería en la iden-
tificación y captación de mujeres y niñas vulnerables para su explotación. La interconexión 
entre la tecnología y la prostitución se ha consolidado y ha organizado el proxenetismo 2.0 
o digital, por ejemplo la figura del “loverboy”. La pornografía grabada, webcam, apps de 
mensajería, plataformas digitales y “servicios” en línea, sugar daddy,…están siendo norma-
lizados, pero en realidad son nuevas formas de captación y explotación sexual debiendo 
ser consideradas nuevas manifestaciones de la violencia sexual y violencia digital. Los ca-
nales de demanda, a través de los medios sociales, la deep web y las plataformas de 
mensajería, proporcionan acceso fácil a las posibles víctimas, aumentando su vulnerabili-
dad, así como el uso de monedas electrónicas para las transacciones que dificulta la iden-
tificación de las partes involucradas. En el contexto de la pandemia COVID, los Estados 
partes se enfrentan a un aumento de la trata en el ciberespacio que provoca un incremento 
de la captación para fines de explotación sexual en línea, la demanda de contenido de 
abusos sexuales infantiles y la trata de niñas con fines sexuales facilitada por la tecnología. 
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En situaciones de conflicto y emergencias humanitarias las mujeres y las niñas son más 
vulnerables a la violencia de género, incluida la trata, cuando no pueden satisfacer sus 
necesidades básicas de subsistencia o se enfrentan a la desesperación económica, que a 
menudo se ve agudizada en esos contextos. Los flujos financieros dirigidos a ciertos grupos 
terroristas siguen siendo un componente esencial de la trata, especialmente de la explota-
ción sexual. Durante las emergencias humanitarias, los Gobiernos se ven con frecuencia 
obligados a desviar recursos, incluidos servicios policiales y sociales, situación que facilita 
a los tratantes la tarea de ocultar sus operaciones y hace a las víctimas cada vez más invi-
sibles, dificultando su acceso a protección, servicios, asistencia y apoyo. Las medidas de 
asistencia y protección no suelen ser a largo plazo, hasta que se logra la recuperación 
completa. Y para que conste y a los efectos oportunos, firmamos el presente documento.

Madrid, 201de marzo de 2022

Forum de Politica Feminista
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6.3
A/A Presidente del Gobierno, Pedro Sánchez

A/A Ministra de Justicia, Pilar Llop

A/A Ministra de Igualdad, Irene Montero

Córdoba, 6 de Abril de 2022

Con fecha 2 de agosto de 2020, se presentó solicitud de indulto para María Salmerón Parri-
lla en la Causa número 401/2016, Ejecutoria número 208/2020 del Juzgado de lo Penal nº 
6 de Sevilla, apoyado públicamente por más de trescientas organizaciones y asociaciones, 
entre ellas FÓRUM de Política Feminista. Con fecha 29 de marzo de 2022, el Juzgado de lo 
Penal nº 6 ha dictado providencia de ingreso voluntario en prisión dentro de los siguientes 
quince días para María Salmerón Parrilla.

Dado que desde agosto de 2020, el Consejo de Ministros no ha tomado una decisión sobre 
la petición de indulto para María Salmerón Parrilla, les requerimos para que en el próximo 
Consejo de Ministros se conceda ya el indulto, pues no queda tiempo para más dilaciones 
injustificables. La falta de respuesta por parte del Gobierno sólo la podemos interpretar 
como una violencia institucional más contra victimas de violencia machista y sus hijas. 

Yulaica Vargas Martín

Presidenta FÓRUM de Política Feminista

CARTA INDULTO MARÍA SALMERÓN
ABRIL 2022
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6.4

En relación a la decisión del Consejo de Ministros de denegar el indulto a María Salmerón 
Parrilla, conocida hoy 27 de Abril de 2022, desde FÓRUM de Política Feminista manifes-
tamos:

1º.Una “justicia” que tarda en ejecutarse 20 años no puede denominarse Justicia.

2º.La única justicia que existe en este país para las mujeres es la patriarcal que se ensaña 
con las víctimas de violencia machista.

3º.Ante la dejación de funciones de la Justicia en relación a menores víctimas de violencia 
de género, el único camino que cabe es la desobediencia para mantenerlas/os con 
vida.

4º.Las quejas sobre Justicia patriarcal no pueden venir de dentro del Gobierno, ya que 
como Poder Ejecutivo dispone de las herramientas necesarias para darle solución.

5º.El  Gobierno  no  debe  ejercer  una  violencia  institucional  añadida  contra  María 
Salmerón al comunicar su decisión, casi dos años después de la solicitud del indulto, a 
través de nota de prensa en lugar de comunicarlo a través de su representante legal.

Expresamos todo nuestro apoyo a María Salmerón Parrilla y a su hija Míriam ante la situa-
ción de violencia institucional que llevan sufriendo desde hace veinte años por los poderes 
públicos del Estado español y declaramos que no vamos a dejar de luchar para que puedan 
vivir, por fin, unas vidas tranquilas libres de violencia institucional.

COMUNICADO FPF ANTE LA DENEGACIÓN 
DEL INDULTO A MARÍA SALMERÓN
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6.5

Aportaciones de FÓRUM de Política Feminista al Anteproyecto de la nueva Ley de Salud 
Sexual y Reproductiva e Interrupción voluntaria del Embarazo, tramitado mediante el pro-
cedimiento de urgencia conforme fue aprobado por Consejo de Ministras y Ministros de 17 
de mayo de 2022.

Como principales aspectos positivos de del Proyecto de reforma:

- La ampliación del  objeto  de la ley para incluir las  violencias en el ámbito repro-
ductivo, y cumplir así con  el mandato  del Convenio  de Estambúl,  que incluye la 
esterilización y el aborto forzada y la mutilación genital femenina (esta última  incluida  
en  la  ley  de  Garantía  de  Libertad  Sexual,  ahora  en  debate parlamentario),

- Se devuelve  a las mujeres  de 16 a 18 años y a las mujeres  con discapacidad la 
posibilidad de decidir  sin tener que pedir el permiso  de sus tutores  legales para 
acceder a la interrupción voluntaria del embarazo.

- Se elimina  el período  de reflexión de 3 días y la información obligatoria que se  
entregaba  a las  mujeres.  Esa  información será  de  carácter  optativo, a petición 
de la mujer que acude a abortar.

Como aspectos que han mejorado pero siguen siendo insuficientes:

- Las  IVEs  (Interrupciones  Voluntarias  del  Embarazo),  habrán  de  realizarse  en 
centro  sanitario público, o solo excepcionalmente en  centro privado acreditado. 
Pero recordemos que ya la actual ley establecía que la IVE se realizara de manera 
preferente en centros públicos, hecho que mayoritariamente no se cumple.

- Regula la objeción de conciencia creando un registro de objetores, donde se deberá 
manifestar la voluntad de objetar con carácter previo y por escrito. Esta medida debe 
vigilarse adecuadamente, ya que, en la Ley vigente, figura también la obligatoriedad de 
manifestar la objeción previamente y por escrito y con carácter individual, no de forma 
colectiva, algo que sin embargo sucede actualmente en una amplísima mayoría de los 
centros públicos.

ALEGACIONES ANTEPROYECTO LEY SALUD SEXUAL
MAYO 2022
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- Se incorpora el criterio de proximidad al domicilio para el acceso al aborto, lo que 
permitirá que las mujeres de una comunidad autónoma fronteriza con otra puedan acu-
dir al hospital del otro territorio si es más cercano. En  principio parece positivo este 
criterio, aunque recordemos que actualmente el traslado de pacientes por distintas pa-
tologías entre CCAA se viene haciendo de manera habitual.

- Incorpora la previsión de que cada centro cuente con los métodos quirúrgico y far-
macológico de interrupción de embarazos, para que sea la mujer quien decida cuál 
quiere. Esta medida debería aclararse, ya que los requisitos en cuanto a instalaciones 
para cada método son distintos,  por lo que puede que no todos los centros puedan 
ofrecer ambos con garantías de calidad (como ocurre con otro tipo de prestaciones).

- Las competencias que atribuye a la Alta Inspección, para reducir las brechas existen-
tes en el acceso al aborto y garantizarlo en todas las provincias del territorio, ya estaban 
señaladas en la vigente ley, sin que haya servido al propósito de la equidad territorial 
en el acceso a la IVE.

- Se establecen servicios públicos de  asistencia integral  especializada en el ámbi-
to de la salud sexual y reproductiva, contando estos con equipos interdisciplinares 
y contando además, con servicios adaptados a las necesidades y demandas de la 
población joven. Además, se creará una línea telefónica especializada  en  derechos  
sexuales  y  reproductivos,  que  prestará  información sobre el derecho a la IVE y el 
itinerario de prestación en los servicios públicos.

Sobre el papel, en la Cartera de Servicios del Sistema Nacional de Salud, ya existe 
la atención especializada para la salud sexual y reproductiva, otra cuestión es si el 
servicio que están brindando tiene unos estándares de calidad. Por otra parte, en las 
CCAA existen líneas de atención telefónica que ya informan sobre cuestiones de salud 
y sobre el circuito de acceso a la IVE en la correspondiente Comunidad Autónoma, otra 
cuestión es si son accesibles y brindan una información de calidad. Habrá que esperar 
a ver el desarrollo de este punto y hacer seguimiento para comprobar que efectivamen-
te son accesibles y dan una información de calidad.

- Se apuesta por la anticoncepción de última generación, la corresponsabilidad y la 
mayor accesibilidad, impulsando el desarrollo de la anticoncepción hormonal masculina 
y ampliando la financiación pública de los anticonceptivos. Entre los financiables están 
los métodos reversibles de larga duración. Se garantiza la gratuidad de la píldora del 
día después a través de su distribución en los centros de salud y en los servicios de 
salud sexual y reproductiva especializados.
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Este apartado no aporta ninguna novedad, salvo impulsar la anticoncepción hormonal 
masculina. Actualmente la píldora del día después es gratuita en los servicios de salud 
especializados y de urgencia.

- Los   centros   educativos  de  Secundaria, en  el  marco  de  campañas de sensibiliza-
ción y prevención de infecciones de transmisión sexual (ITS) y embarazos no desea-
dos, repartirán anticonceptivos de barrera de manera gratuita. También se dispensarán 
en centros penitenciarios o centros de la red de servicios sociales.

- La inclusión de la salud menstrual como estándar de salud e incluir la educación 
menstrual, podría tener como consecuencia el refuerzo de los estereotipos  y prejuicios 
que rodean la menstruación, ya que al separar la salud menstrual de la SSR y hablar de 
educación menstrual en lugar de educación en salud sexual y reproductiva  (incluyendo  
la  menstruación),  podría  conllevar  un  efecto estigmatizante.

- Establece la distribución gratuita  de productos menstruales para mujeres  con 
menos   recursos  y  su  dispensación  en  centros  educativos,  en  organismos públi-
cos, en centros penitenciarios, centros sociales, etc. Pero  no recoge la posible bajada  
del  IVA para  estos  productos  de  primera  necesidad  para  las  mujeres durante 
buena parte de sus vidas

- Refuerza la formación de los  profesionales en materia  de IVE y SSR (salud sexual y 
reproductiva), incluyendo contenidos en las carreras de ciencias jurídicas, de la salud, de 
la educación y sociales y en los currículos de  las oposiciones vinculadas a estas. La ley 
vigente ya incluía medidas  similares para la formación de profesionales de la salud que 
no han sido desarrolladas.  Quizás la inclusión de estos  contenidos  en  los  currículos  
de  las  oposiciones  vinculadas  a  estas profesiones pueda impulsar esta formación.

- Introduce el derecho  a la incapacidad temporal  (IT) por cuadros médicos que se 
deriven de reglas incapacitantes (menstruaciones   incapacitantes secundarias), algo 
que de facto ya se está realizando, como el propio Proyecto de ley reconoce. La nove-
dad es que el INSS pagará desde el primer día de baja, cosa que ya también sucede 
en muchas empresas a través de sus convenios colectivos. Es fundamental reforzar la 
investigación de las causas de las menstruaciones incapacitantes.

- También se incorpora una incapacidad temporal preparto desde la semana 39 de em-
barazo,  que  no  consumirá  ningún  día  del  permiso  posterior.  Esto,  siendo positivo, 
es algo que ya se tiene por convenio en muchas empresas.

- Establece el compromiso de elaborar un Protocolo Común  de Actuaciones que pon-
ga en el centro el derecho de las mujeres al consentimiento informado en todos los 
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procesos gineco-obstétricos. Recordemos que los principios del parto respetado están  
en  la  Estrategia  Nacional  de  SSR  de  2011  y  que  se  han  publicado Protocolos, 
Guías de Práctica Clínica, etc, pese a lo que, por ejemplo, el número de   cesáreas   
sigue   estando   por   encima   de   lo   aconsejado   por   la   OMS, especialmente en 
la sanidad   privada. Una vez más las medidas pueden ser positivas, pero insuficientes.

- Se reconoce la gestación por  sustitución como forma de violencia contra las muje-
res,  prohibiendo la publicidad de las agencias  de intermediación y realizando campa-
ñas que refuercen la ilegalidad de estas prácticas. Medida insuficiente y decepcionante, 
pues esta práctica se podrá seguir realizando en el extranjero. La gestación por susti-
tución debería haberse tratado con medidas como prohibir el contrato (ahora solo está 
declarado nulo por el art 10 de la LRHA), prohibir la actividad de las agencias, y no la 
publicidad, derogar la instrucción de registro de notariado, o revisar la complejidad de 
los trámites de adopción, manteniendo las garantías de idoneidad.

- Incluir en el anteproyecto la ovodonación, pues la mitad de todos los tratamientos de 
ovocitos de Europa se hacen con los óvulos de mujeres españolas. Las empresas   
responsables   atraen   con   el   discurso   del   altruismo   a   mujeres universitarias 
pues en sus catálogos las ofrecen, bajo unos estándar de salud, juventud e inteligencia,  
compensaciones económicas que oscilan entre los 800 y 1.000 euros.

La ovodonación comporta un mes de tratamiento hormonal y una punción vaginal bajo 
anestesia. La información sobre los riesgos, es escasa y bajo la mística del amor  y  ayuda  
a  otra  mujer,  convencen  a     jóvenes  universitarias  con  una propaganda muy abundante 
en los universidades.

Los expertos reconocen que no está claro que donar varias veces a lo largo de la vida, 
no pueda tener consecuencias a largo plazo ya que la hiperestimulación ovárica pudiera 
comportar problemas de salud y mayor riesgo de padecer cáncer.

En España una mujer puede donar óvulos tantas veces como desee, la legislación no hace 
mención específica al respecto. No existe un Registro Nacional de Donantes y aunque el 
limite legal es que solo puede nacer 6 hijos de una misma donante, es sabido su incum-
plimiento.

Proponemos que se revise la legislación, se prohíba las compañas de propaganda “altruis-
ta”, como ya se ha aprobado en otros países (Alemania, Noruega o Suiza), y se considere 
la ovodonación como una explotación reproductiva.

Yulaica Vargas Martín

Presidenta FÓRUM de Política Feminista
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6.6

MANIFIESTO CONTRA LA APROBACIÓN DE LA LLAMADA LEY TRANS

Si negamos el sexo, negamos la opresión de la mujer en base a él.

QUEREMOS ABOLIR LOS GÉNEROS:

– Por ser artificios impuestos que jerarquizan la sociedad según el sexo con el que nace-
mos provocando injusticia, desigualdad en el reparto de recursos, en el reconocimiento 
y la participación en la sociedad y la merma de libertad, sobre todo en las mujeres.

– Porque llevamos más de 300 años analizando lo que en nosotras hay de impuesto, para 
tratar de encontrar nuestro propio ser no determinado en su sexualidad y prácticas 
sexuales ni por la reproducción ni por el sexo biológico y mucho menos por los manda-
tos y limitaciones que nos impone el patriarcado.

– Porque hemos luchado por el espacio público en todos sus niveles, por el derecho a 
los recursos, a la educación, a participar en igualdad en las decisiones comunitarias y 
políticas y a no tener que asumir el modelo femenino que nos imponen.

– Porque protegemos a la infancia, dejando que desarrolle su creatividad y juegos libres 
de estereotipos sexistas impuestos por el reaccionismo neoliberal.

– Porque siempre ha de primar el interés superior de niñas y niños como bien fundamental 
a proteger y su derecho a la salud.

– Porque no debe ocultarse el lesbianismo, la homosexualidad, la bisexualidad, etc. bajo 
la denominación ambigua de “trans”

– Porque defendemos, como siempre, que la lucha de las personas transexuales no sea 
ocultada, que puedan desarrollar una vida plena sin exclusión social, laboral, sanitaria, 
jurídica ni económica.

– Porque defendemos espacios exclusivos de mujeres mientras el patriarcado no sea 
derribado.

– Porque defendemos el deporte femenino ya que género no es igual a sexo.

MANIFIESTO CONTRA LA APROBACIÓN
DE LA LLAMADA LEY TRANS
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– Porque el género no es ninguno de los elementos a los que se dote de protección con-
forme al art. 9 de nuestra Constitución, como si lo son el nacimiento, la raza, el sexo o 
la opinión, por ejemplo.

– Porque los deseos y el sexo sentido (sentimiento abstracto) no son derecho social en 
el Estado español, ya que supondría pervertir el sentido de lo colectivo en favor del 
induvidualismo.

– Porque rechazamos conceptos como Cis, personas gestantes, cuerpos feminizados o 
seres menstruantes como términos ofensivos que bajo el paraguas de la inclusividad 
esconden misoginia e invisibilización de las mujeres.

EXIGIMOS:

- Al Gobierno de coalición (PSOE y UP) y a todos los grupos políticos en el Congreso de 
los Diputados, que dejen de ocultar el verdadero contenido de esta ley a la sociedad y se 
produzca un debate público sobre todos los contenidos y consecuencias de la misma.

Mientras el Ministerio de Igualdad y, por extensión, el Gobierno llevan meses y meses cen-
trados en conseguir a toda costa la aprobación de una ley que no cuenta con el respaldo 
de toda la comunidad LGTBI, que ha sido totalmente desmontada (exclusivamente) por el 
movimiento feminista, las feministas seguimos reclamando que se aborden temas de la 
agenda feminista que nada tienen que ver con sentimientos y si con la realidad de la mitad 
de la población de este país, como son: la brecha género, sobre todo a raíz de la pandemia 
de COVID19, la desigualdad en las condiciones de trabajo, en las pensiones, la feminiza-
ción de la pobreza y al conjunto de los derechos económicos de las mujeres; la correspon-
sabilidad de los hombres en las políticas de cuidados; las políticas y medidas para combatir 
las violencias machistas en todos los ámbitos, todo ello en un momento de ataque durísimo 
de la ultraderecha al feminismo, a las mujeres y al movimiento LGTBI.

Desde FÓRUM de Política Feminista apoyamos y nos sumamos a todas las concentra-
ciones y movilizaciones contra la aprobación de una ley que ni protege a las personas 
transexuales ni a la comunidad LGTBI, y muy al contrario, va a suponer una reacción brutal 
contra la libertad de expresión y la seguridad jurídica.

“Sólo el feminismo acabará con el patriarcado”

FÓRUM de Política Feminista.
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6.7

En relación al encuentro convocado por el Ministerio de Igualdad, el Instituto de las 
Mujeres y EIGE con organizaciones feministas, desde el Fórum de Política Feminista 
planteamos las siguientes propuestas a tener en cuenta para la agenda feminista del se-
gundo semestre del 2023:

- Gestación subrogada (Vientres de alquiler) debe establecerse un compromiso más 
firme.

“Será nulo de pleno derecho el contrato por el que se convenga la gestación con o sin 
precio, a cargo de una mujer que renuncia a su filiación materna a favor del contratante 
o un tercero”.

Eliminación de la práctica ilegal de “La filiación de los hijos nacidos por gestación de 
sustitución será determinada por el parto” ¡Y, la propuesta de prohibir la publicidad de 
las agencias es claramente insuficiente!

- Lograr el abolicionismo de la explotación sexual como ya tienen países tales como 
Francia, Suecia Noruega Islandia, etc. ya que es muy difícil luchar contra la mercanti-
lización de los cuerpos de las mujeres en cada país. La abolición de la prostitución es 
una reivindicación histórica de nuestra agenda feminista.

- Plantear las políticas de cuidados en el ámbito europeo con perspectiva feminista. 
Aprobar una estrategia europea de cuidados y española del cuidado, que contenga 
dotación suficiente de servicios públicos, para fortalecer el empleo público y el empleo 
de calidad y con servicios de calidad.

- Políticas europeas para la eliminación de la brecha de género en el ámbito laboral 
y en el sistema público de pensiones para paliar y reducir, hasta su eliminación, la 
desigual situación que sufrimos las mujeres en la sociedad y en el mercado laboral.

- Defensa del mantenimiento y mejora del sistema público de pensiones. Corrección 
de la brecha de género en las pensiones, incidiendo en el principio de solidaridad que 
debe sostener el sistema de pensiones, por el cual se apoya a las situaciones menos 
protegidas desde las aportaciones contributivas, así como en la obligación de atender 
la suficiencia de las pensiones como principio inspirador de la autonomía personal.

APORTACIONES ANTE REUNIÓN CON EIGE
JUNIO 2022
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- Impedir las iniciativas normativas que pretendan consagrar el concepto de ¨autoi-
dentificación del género¨. No existe más identidad sexual que la experiencia física 
del propio cuerpo sexuado. El género no es una identidad sino un sistema jerárquico. 
Nos declaramos abolicionistas de toda forma de mercantilización de nuestros cuerpos 
(abolicionistas de la prostitución, de la pornografía y de los vientres de alquiler)

- Proponer un Pacto Político para la erradicación de la violencia contra las mujeres 
con directrices de obligado cumplimiento para todos los países de la Unión Europea 
y con dotación presupuestaria que permita la prevención, la atención y la reparación 
de las víctimas, incluyendo, por supuesto, la violencia vicaria y la consideración de la 
violencia institucional.

- Incorporar a las políticas educativas y culturales la perspectiva feminista, de tal 
manera, que se garantice la defensa de los derechos humanos de las mujeres.

Nos ponemos a su disposición para trabajar por y para el desarrollo de la agenda feminista, 
encaminada a alcanzar la igualdad hombre y mujer, de manera que las mujeres dejemos de 
ser ninguneadas, asesinadas, violentadas, violadas, prostituidas, mercantilizadas y sexua-
lizadas…
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6.8

COMUNICADO DEL FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA ANTE LA SITUACIÓN DE LAS 
MUJERES Y LAS NIÑAS EN AFGANISTÁN.

España es una democracia que tiene obligaciones internacionales en la defensa de los 
derechos humanos de las mujeres y de las niñas, de acuerdo a las convenciones inter-
nacionales firmadas por España, Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW)

Ante la situación de sufrimiento, de discriminación, la no libertad de circulación y expresión, 
el no acceso de las niñas a la educación y el empleo, la violación permanente de los 
Derechos Humanos, crímenes constantes que los talibanes están infligiendo a mujeres 
y niñas, y cumpliéndose un año desde su llegada al poder

El Fórum de Política Feminista manifiesta ante el Gobierno de España lo siguiente:

- Que defienda los derechos de las mujeres y las niñas en Afganistán.

- Que denuncie la sistemática discriminación a las mujeres y las niñas en Afganistán.

- Que persiga estos crímenes de acuerdo a los principios de la Justicia Universal y 
eleve a la Corte Penal Internacional la denuncia pertinente para que sean juzgados  
sus responsables

- Que se faciliten las medidas de asilo y refugio en nuestro país y en la Unión Euro-
pea a las mujeres y niñas afganas.

- Que se establezcan medidas de boicot a los responsables talibanes perpetradores de 
estos crímenes.

Un Gobierno que se declara feminista debe actuar por la defensa de las mujeres afganas 
frente a talibanes criminales.

No es de recibo abandonar a la población afgana frente a estas hordas salvajes, especial-
mente cuando sus acciones se ceban con mujeres, niñas y niños.

Fórum de Política Feminista

Agosto 2022

COMUNICADO AFGANISTÁN
AGOSTO 2022
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6.9
COMUNICADO ANTE LA ACTUAL OFENSIVA DE ISRAEL CONTRA LA FRANJA DE GAZA

#FreePalestine

Desde 1948, no se cumplen las resoluciones de Naciones Unidas sobre Palestina. Mientras 
tanto, Israel, apoyado por Estados Unidos y la Unión Europea entre otros, ha realizado 
políticas de ocupación, genocidio y privación de los más elementales derechos del pueblo 
palestino.

Hace algo más de una década, Israel intensificó el bloqueo a Gaza en todos los sentidos 
generando una situación que ha supuesto para los y las habitantes de Palestina, hambre, 
problemas de salud, cárcel y no libre circulación, convirtiendo la Franja de Gaza en es-
pecial, en una inmensa cárcel para más de 2 millones de personas. Según un informe de 
Naciones Unidas de 2012, en los próximos años Gaza será inhabitable por causa de este 
bloqueo, En el 2022, estamos cerca de que esta tierra se convierta en eso que han previsto.

El Fórum de Política Feminista  manifiesta lo siguiente:

-Ante la situación de indefensión y abandono de Palestina y en especial de sus mujeres, 
niñas y niños, reivindicamos un territorio y un estado acorde con las resoluciones de la 
ONU desde el año 1948.

-Demandamos al estado español y a la Unión Europea que reclame a Israel, como país 
ocupante y a los países que le apoyan, que levanten  el bloqueo  y devuelvan  a Gaza y 
al resto de Palestina, su territorio y la posibilidad de vivir en paz y conforme a los dere-
chos de todo pueblo.

-Ante una nueva destructora ofensiva llevada a cabo en los últimos días contra la Franja de 
Gaza, exigimos al Estado Español y a la Unión Europea que intervenga para que Israel 
pare la actual ofensiva, que solo produce muerte y destrucción.

-Exigimos el reconocimiento del Estado Palestino por la Unión Europea y por el Estado 
Español como ya lo han hecho muchos países, como  Suecia. Y, el derecho al retorno  a 
su tierra de las y los refugiados palestinos.

¡Las vidas palestinas también importan! ¡Basta de silencio!

POR UNA PALESTINA LIBRE

Fórum de Política Feminista

Agosto 2022

COMUNICADO PALESTINA
AGOSTO 2022
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6.10
COMUNICADO del FÓRUM de POLITICA FEMINISTA ante la VIOLENCIA y la FALTA 

de LIBERTADES de las MUJERES en IRÁN.

El Fórum de Política Feminista manifiesta ante el Gobierno de España lo siguiente:

Que siendo España una democracia que tiene obligaciones internacionales en la defensa 
de los derechos humanos de las mujeres y de las niñas, de acuerdo a las convenciones in-
ternacionales firmadas por España, Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), debe actuar en consecuencia.

Por lo que ante el brutal asesinato de Masha Amini de 22 años, ocurrido en Teherán por 
la Policía moral iraní, la masacre consiguiente de la ciudadanía con decenas de muertos 
por la represión criminal que está realizando el régimen de los ayatolas y su gobierno 
presidido por Ebrahin Raisi, instamos al Gobierno de España que haga una protesta 
formal al actual gobierno iraní, llamando a su embajador a consulta en España, Hassan 
Ghashghavi, para pedirle explicaciones y responsabilidades ante este crimen .

Un Gobierno que se declara feminista debe actuar por la defensa de las mujeres iraníes 
frente a los ayatolas criminales y de los derechos de las mujeres y las niñas en Irán.

Por lo que demandamos al Gobierno español que:

Exija el cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres y las niñas como condición 
para establecer relaciones políticas, económicas, y culturales con Irán.

Persiga estos crímenes de acuerdo a los principios de la Justicia Universal y eleve a la 
Corte Penal Internacional la denuncia pertinente para que sean juzgados sus responsa-
bles de este crimen en concreto y de todos aquellos perpetrados por el Estado iraní a las 
mujeres.

Y establezca medidas de boicot a los responsables perpetradores de estos crímenes.

Fórum de Política Feminista

Septiembre 2022

COMUNICADO IRÁN
SEPTIRMBRE 2022
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6.11
COMUNICADO DEL FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA ¨LEY TRANS¨

ANTE EL ANUNCIO DE TRAMITACIÓN DE URGENCIA DEL PROYECTO DE LEY PARA 
LA IGUALDAD REAL Y EFECTIVA DE LAS PERSONAS TRANS Y PARA LA GARANTÍA 
DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS LGTBI

Ante el anuncio por parte del Gobierno para instar a la Mesa del Congreso a la tramitación 
de la llamada ¨ley trans¨ por vía de urgencia,  evitando el debate social, el análisis y elu-
diendo los informes preceptivos de organismos y expertos, así como, de las organizaciones 
de mujeres que venimos alertando de lo perjudicial de este proyecto de ley por los graves 
riesgos para la salud de la infancia y el impacto  negativo en los derechos  de las 
mujeres, ya que afecta negativamente a las estadísticas (violencia, salud, empleo…), a 
los espacios seguros de las mujeres, y, como se viene demostrando al deporte femenino, 
pues si la categoría sexo desaparece, desaparecen los datos sobre, nosotras, las mujeres, 
y el derecho de las mujeres a que se escuche nuestra voz. Las mujeres somos más de la 
mitad de la población.

Este proyecto de ley pone en peligro los fundamentos jurídicos de la Ley de Violencia  
Machista y de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres.

El sexo de las personas nos define jurídicamente, el género es un constructo social, no una 
identidad humana

El Fórum de Política Feminista, ante lo anteriormente expuesto, insta al Gobierno a la 
retirada  del actual texto y exige un profundo debate y análisis social, antes de decidir, 
sobre una ley que afecta y perjudica a los/as menores y a las mujeres, gravemente.

Fórum de Política Feminista

Madrid, a 15 de septiembre de 2022

Comunicado a los medios de prensa

Teléfono: 648226850

COMUNICADO PALESTINA
AGOSTO 2022
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6.12
COMUNICADO DEL FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA #25N2022

Este 25 de noviembre, ante el aumento de las violencias contra las mujeres, quere-
mos poner de manifiesto que:

Se cumplen 5 años de la puesta en marcha del Pacto de Estado Contra la Violencia Ma-
chista que consideramos un éxito incontestable del movimiento feminista, fue apro-
bado en el Congreso de los Diputados, con el objetivo de consolidar una política de estado 
frente a las violencias machistas.

Durante todos estos años, en reiteradas ocasiones hemos manifestado la necesidad de 
realizar una evaluación y seguimiento de dicho pacto, qué medidas de las contempladas se 
están implementando y qué medidas están llegando a las víctimas. No hemos obtenido 
respuesta ante estas peticiones con los datos existentes en la página Web del Ministerio 
de Igualdad, por lo que resulta imposible hacer un seguimiento que permita valorar la 
eficacia y resultado de los fondos previstos, existiendo disparidad de criterios sobre la 
utilización de los fondos por parte de las distintas administraciones. No hay ninguna refe-
rencia a los objetivos conseguidos, solo una descripción de lo que se ha realizado.

En el mes de julio, en reunión de la Conferencia Sectorial de Igualdad, se llegó al acuerdo 
de prorrogar el Pacto de Estado, mediante la elaboración de un nuevo decálogo de medidas 
garantizando los estándares mínimos que deberán garantizarse en todo el territorio. En la 
Conferencia celebrada el pasado día, 15 de noviembre, se acuerda un decálogo de medi-
das contemplando cuatro ejes de intervención: Prevención y Sensibilización, Asistencia 
social y Reparación, Protección y Acceso a la justicia y Coordinación y Participación 
en la transversalidad, pendientes aún de aprobar en la siguiente reunión. Se presentan 
nuevas medidas sin evaluar el resultado de las anteriores.

Este 25 de noviembre, exigimos:
- Realización de una evaluación del grado de implementación y resultados del Pac-

to de Estado, antes de implementar el nuevo decálogo

- Rendición de cuentas y una auditoría de los fondos del Pacto de Estado inverti-
dos, ante la falta de transparencia.

COMUNICADO 25N
NOVIEMBRE 2022
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- Transferencias directas finalistas condicionadas al cumplimiento y evaluación de 
los resultados

- Trabajar en la erradicación de las violencias contra las mujeres y las niñas

- Ayudas destinadas a la recuperación y reparación de las víctimas y sus hijas e 
hijos.

- Facilitar la participación de las organizaciones feministas que trabajan en la erra-
dicación de las violencias, tal y como se recoge en el convenio de Estambul y en 
el propio Pacto de Estado.

Estamos de acuerdo en que se prorrogue el Pacto de Estado, exigimos que se cumpla con 
la obligación de control de la financiación y de evaluación de las actuaciones programadas, 
aplicando la perspectiva feminista.

Sin Feminismo, no hay Democracia.
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6.13
COMUNICADO DEL FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA

 ANTE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO

El Gobierno de España está promoviendo leyes que supuestamente son beneficiosas 
para las mujeres pero que en realidad propician retrocesos mientras que no acomete 
la puesta en funcionamiento de otras.

Estas leyes impulsadas por el Gobierno están demostrando ser perjudiciales para la salud 
democrática y la confianza en las instituciones y pone en peligro la garantía de la protección 
de las mujeres ante los delitos sexuales como es la llamada “Ley del solo sí es sí”. Desde 
Fórum de Política Feminista pedíamos, en las alegaciones presentadas cuando se abrió 
el plazo de participación ciudadana, un debate abierto y eficiente con las organizaciones 
feministas (documento del FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA ANTE EL ANTEPROYECTO 
DE LEY ORGÁNICA DE GARANTÍA INTEGRAL DE LA LIBERTAD SEXUAL Aprobado por 
el Consejo de Ministros el 3 de marzo de 2020 Con fecha del 10 de junio de 2020).

Expresábamos que “sin perjuicio de una tramitación sin dilaciones, porque cada día hay 
330 agresiones sexuales según la Macroencuesta 2015, pedimos al Gobierno y al Par-
lamento un debate abierto y eficiente con las organizaciones feministas, aunque parezca 
una tarea más ardua aún por el COVID19, porque contribuirá a una mejor regulación y 
aplicación penal, de la prevención y de la atención integral”.

Según la nueva redacción del Código Penal, a la luz de la LO10/2022 de Garantía Inte-
gral de la Libertad Sexual, se equipara de forma errada dos cuestiones que son diferentes: 
los ABUSOS y las AGRESIONES que está dando lugar a los casos de rebajas de penas 
al bajar el mínimo de las penas y en algunos casos también las penas máximas ha-
ciendo revisables las penas ya impuestas por el criterio de aplicación de retroacti-
vidad de las disposiciones favorables con una injustificada filosofía antipunitivista. 
Mostrábamos entonces que la principal consecuencia penal que podría traer la norma por 
la eliminación de la distinción entre el abuso y la agresión sexual sería una mayor discrecio-
nalidad de los jueces y menos proporcionalidad ya que se castigan igual delitos de distinta 
gravedad. Ya denunciamos que resulta inaudito que, declarando la Ministra de Igualdad 
hablar en nombre del feminismo, promueva una norma que llevaría a observar como injus-
tas por elevadas, las penas impuestas por violación antes de la aplicación de esta nueva 
ley de Libertad Sexual.

COMUNICADO DEL FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA
ANTE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO
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Asimismo, el Gobierno está promoviendo leyes que resultan directamente perjudiciales a 
las mujeres como la “ley trans” donde se contempla que el sexo registral deje de ser 
un elemento sobre el que el Estado da fe en base a una verdad verificable, obviando 
los informes de los profesionales y personas expertas, así como, la oposición fun-
damentada del movimiento feminista. Siendo, ésta sí, una norma de marcado carácter 
punitivista y vindicativa con multas y sanciones más elevadas que lo que contempla el 
Código Penal para un delito de odio.

Por otro lado, el movimiento feminista ha presentado públicamente (2020) el Proyecto 
de Ley Orgánica Abolicionista del Sistema Prostitucional –LOASP, https://leyabolicio-
nista.es/loasp/, una iniciativa colectiva que surge de la imperiosa necesidad de poner fin a 
esta forma extrema de violencia contra las mujeres y al marco de impunidad de la que goza 
en nuestro Estado, la lucrativa industria de la explotación sexual de las mujeres y la falta de 
sanción de los prostituidores. El Gobierno ha hecho caso omiso.

Como tampoco, en relación a la regulación de facto de la maternidad subrogada, el go-
bierno ha actuado para impedir el registro fraudulento de criaturas nacidas de madres 
alquiladas/compradas en el extranjero, con un claro incumplimiento de los derechos hu-
manos de las mujeres incluidas aquellas ciudadanas extranjeras tratadas en sus países 
como receptáculos e ingreso de divisas.

El Fórum de Política Feminista

DENUNCIA el deterioro que estamos sufriendo las mujeres en nuestros derechos y 
libertades.

RECLAMA del Estado medidas efectivas en materia de políticas públicas, acción le-
gislativa   y   de   funcionamiento   de   todas   las administraciones y poderes públicos 
para la eliminación de las violencias ejercidas sobre las mujeres y el reforzamiento 
de nuestros derechos y libertades.

EXIGE al Gobierno y al Parlamento un debate continuo. abierto y eficiente con las 
organizaciones feministas.

Sin justicia ni igualdad efectiva entre mujeres y hombres no podemos hablar de de-
mocracia, estando aún lejos de alcanzar el mandato de igualdad que garantiza la 
Constitución.

Sin Feminismo, no hay Democracia.

En Madrid a 20 de noviembre de 2022
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6.14

Breve memoria.

El Fórum de Política Feminista (FPF) es una organización que data de 1987 dedicada a 
consecución de la igualdad de derechos y oportunidades de las mujeres en España y en 
todo el mundo, así como la mejora de su calidad de vida.

Durante todos estos años el FPF ha dedicado también especial atención al fenómeno de la 
prostitución denunciando la situación de explotación y violencia sexual y de todo tipo  a la 
que son sometidas niñas y mujeres y proponiendo alternativas para la implementación de 
políticas públicas al respecto.

Ya En 1991, el Fórum junto a otras organizaciones feministas de Madrid organizó un acto 
sobre Prostitución el 1 de octubre, publicando las ponencias correspondientes y elaborando 
un manifiesto en defensa de las mujeres en prostitución oponiéndonos a las medidas de 
represión contra las mujeres en situación de prostitución callejera, que habían anunciado 
y empezado a aplicar las autoridades municipales y la Delegación del Gobierno de Madrid. 
Manifiesto  que fue suscrito por 53 grupos feministas y otras asociaciones  que fue dirigido 
al Alcalde de Madrid, al Delegado del Gobierno y a la Consejería de Integración Social de 
la Comunidad de Madrid.

En las publicaciones anuales que el FPF hace a partir de los talleres de formación que im-
partimos y que se pueden descargar en nuestra pagina web ( www.forumpoliticafeminista.
org) se puede comprobar el trabajo realizado. Destacaremos lasa publicaciones siguientes:

El XXVII Taller dedicado a Pornografía, Prostitución Trata y Vientres de alquiler coincidien-
do con el 30 aniversario del FPF, en 2018.

El XXX Taller realizado en 2020 “Feminismo en Tiempos de Covid” donde publicamos nues-
tra posición respecto a la prostitución y trata a raíz del Anteproyecto de Ley Orgánica de 

FPF ABOLICIONISTA
BREVE MEMORIA ABOLICIONISTA



164

XXXII TALLERF P F

Garantía integral d la libertad sexual, aprobado por el Consejo de Ministros el 3 de marzo 
de 2020.En lo que concierne a la prostitución y trata consideramos lo siguientes puntos:

En el punto 7 dedicado a la Trata y prostitución consideramos que La Convención para la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer de Naciones Unidas 
(CEDAW), citada en la exposición de motivos como uno de los principales tratados inter-
nacionales que instan a actuar  con la debida  diligencia institucional  frente a   todas las 
formas  de violencia contra la mujeres, establece en su artículo 6 que los Estados Partes 
tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir todas 
las formas no sólo de  trata de mujeres, sino también de explotación de la prostitución de 
la mujer.

La prostitución es una forma de violencia sobre las mujeres de raíz económica y que se 
traduce en el supuesto “consentimiento” de ésta al acceso  sexual a su cuerpo a cambio 
de una compensación económica. Por lo tanto si es el “ consentimiento”   la condición que 
esgrime la Ley en su articulo 3.1 para establecer el limite de lo que es violencia sexual de 
lo que no, queda descartada para la Ley como práctica que violenta el libre desarrollo de la 
sexualidad de las mujeres. Sin embargo el mismo articulo indica que son violencia sexual 
los actos que condicionan el libre desarrollo de la vida sexual en cualquier ámbito, y no se 
puede obviar que el ejercicio de la prostitución, aun siendo voluntaria, supone una grave e 
irreparable lesión del desarrollo emocional y personal de las mujeres que la ejercen, al ser-
vicio de la satisfacción de la demanda de los hombres de acceso sexual a mujeres y niñas.

Es imprescindible que la acción preventiva y de sensibilización que la Ley establece en su 
Titulo II en el ámbito educativo e institucional incluya de forma explicita la sensibilización y 
prevención del consumo de prostitución y pornografía, especialmente en los artículos dirigi-
dos al ámbito digital, de la comunicación y publicitario, en los que la que se viene llamando 
“ industria del sexo” tiene profundos anclajes.

Esta situación de prostitución es un factor de discriminación que hace que las mujeres se 
queden al margen de la atención social institucional o que tengan grandes obstáculos para 
acceder a ella. Sin embargo no se contempla entre la diversidad de factores de discrimina-
ción que se reconocen en la Ley.

En atención a los principios rectores de la Ley , que fijan el enfoque de género para alcanzar 
la autonomía  de las mujeres a través de políticas públicas y su empoderamiento, resulta 
ineludible incluir la situación de la prostitución como una expresión más de la desigualdad 
de género que debe ser abordada de forma integral.

En consonancia con el espíritu integral de la Ley y conforme a los convenios internacionales 
de los que dice emanar, debería incluir la prevención de la prostitución expresamente.

El   Comité   CEDAW,   en   los   puntos   22   y   23   de   sus   Observaciones   de   29.07.15 
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CEDAW/C/ESP/CO/7-8, preocupado por la prevalencia de la trata de mujeres y niñas, re-
comendó a España que:

a) Adopte legislación integral contra la trata que incorpore una perspectiva de género y 
una definición explícita de la trata de personas conforme a las normas internacionales

b) Siga intensificando (…) la cooperación bilateral, regional e internacional para prevenir 
la trata y enjuiciar a los traficantes;

c) Adopte un enfoque integral para abordar la explotación de la prostitución; reúna datos 
y realice análisis; cuente con suficientes centros de acogida y de crisis y con progra-
mas de salida y reintegración, así como oportunidades alternativas de generación de 
ingresos para las mujeres que deseen abandonar la prostitución; y adopte medidas 
para reducir la demanda;

d) Adopte una definición amplia de proxenetismo para hacer posible el enjuiciamiento 
adecuado de los que explotan la prostitución.

e) Persiga a proxenetas y prostituidores como sujetos de delitos contra la libertas sexual.

También apunta a una ley específica la medida 189 del Pacto de Estado de VG: “Impulsar 
la aprobación de una LO 1/2004 de lucha integral y multidisciplinar contra la trata de seres 
humanos con fines de explotación sexual, que establezca mecanismos adecuados para la 
prevención, refuerce la persecución de oficio del delito, promueva la eliminación de publici-
dad de contenido sexual y ponga  en  marcha  servicios  y  programas  de  protección  social  
y recuperación  integral  de  las víctimas.”

Con la permisividad actual del sistema prostitucional que existe en nuestro país no se pue-
de garantizar el disfrute de la libertad sexual como pretende la ley, ni para las mujeres en 
situación de prostitución, abocadas a ella por pobreza y marginalidad en su mayor parte, 
ni para el resto. El Anteproyecto de Ley (Artículo 3.1) incluye en su ámbito, como violen-
cias sexuales, “los delitos previstos en el Título VIII del Código Penal, la mutilación genital 
femenina, el matrimonio al forzado y la trata con fines de explotación sexual”. y, por tanto 
la inducción a la prostitución o pornografía mediante la fuerza, la violencia o el abuso de 
situaciones de vulnerabilidad, y el proxenetismo o lucrarse explotando la prostitución de 
otra persona, aun con su consentimiento (cuya sanción en la práctica se ha dificultado por 
la reforma de 2015) de los artículos 187 al 190 del CP, incluidos en el Título VIII, y pueden 
concurrir o no con un delito de trata, al que tras la reforma de 2010 se le dedica un capítulo 
propio el VII bis., condicionándola a requisitos de restrictiva interpretación judicial. Y la 
alude en la Disposición final 1ª.Uno, nuevo párrafo del artículo 83.2 del Código Penal, la DF 
10ª.7 de modificación del art. 25 de la Ley 4/2015 del Estatuto de la víctima del delito, y DF 
11ª de modificación del art. 1.2 de la Ley 35/1995 de Ayudas y Asistencia a las Víctimas de 
Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual.
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La Memoria de la Fiscalía General del Estado 2019 señala que en 2017 el CITCO (Centro 
de Inteligencia contra el Terrorismo y Crimen Organizado) del Ministerio de Interior detectó 
situación de riesgo de trata en más de 10.000 víctimas, pero la Fiscalía sólo llevó a los juz-
gados 155 porque su tipificación desemboca en el archivo o sobreseimiento judicial, pidien-
do que se introduzca la prueba de una pluralidad de indicadores. Además, la carencia del 
sistema de protección integral de este colectivo de mujeres “está siendo objeto de análisis 
en la Relatoría Nacional contra la trata y es necesario que tenga una respuesta adecuada 
en la proyectada Ley Integral contra la Trata.

El Pacto de Estado contra la Violencia de Género, también invocado en la exposición de 
motivos, en las medidas 197 a 199 del Congreso, instaba igualmente a Desincentivar la 
demanda de prostitución mediante campañas y talleres destinados a los jóvenes, difundir 
información y recabar datos sobre las violencias machistas que sufren las mujeres en situa-
ción de prostitución y de concienciación y talleres de sensibilización dirigidos a los jóvenes.

Inclusión en el Art.3 sobre publicidad ilícita de toda la publicidad de prostitución y porno-
grafía  a través de cualquier medios de comunicación y redes sociales. La defensa de la 
abolición de la prostitución     es  una  de  las  acciones  fundamentales  del  feminismo  y  
por  ende  del  FPF, considerándolo una violencia sexual y su condena incluye los actos 
pornográficos así como la producción de material pornográfico.

Que la abolición de la prostitución sea desarrollada en una ley integral propia no consti-
tuye impedimento alguno para que sea considerada ya, desde este anteproyecto de ley 
orgánica, como violencia sexual quedando así asentados los principios para una futura ley 
integral.

Y en el punto 8 proponemos establecer sin demora la Tutela por los Juzgados de violencia 
sobre la mujer

Debe establecerse ya la tutela judicial de la libertad sexual por los Juzgados de Violencia 
contra la Mujer, ampliando sus medios humanos materiales y su formación en esta materia, 
sin posponer en la Disposición final 16ª la modificación de las Leyes del Poder Judicial y del 
Ministerio Fiscal, y también la medida 107 del Pacto de Estado de utilizar sus dependencias 
para los casos de agresiones sexuales y trata con fines de explotación sexual, para impedir 
la confrontación víctima/agresor y la repetición de las declaraciones, con medios audiovi-
suales e intérpretes cualificados.
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6.15
Parafraseando a Margaret  Atwood, voy a comenzar mi intervención diciendo que el punto 
medio en política es el más seguro porque es más difícil que seas objeto de persecución 
o que te quiten tus derechos. En nuestro país, se ha perdido el espacio medio y estamos  
entre la extrema derecha y una izquierda incoherente con los valores feministas que pro-
pugnaba y que les dio el poder de gobernar en un tiempo record con el voto de las mujeres. 
Esta situación es común a muchos países a nivel global y va a ser difícil  volver a encontrar 
un punto político medio, libre de las interferencias de los intereses de los lobbys, que nos 
facilite hacer frente a los retos que nos  presenta la sociedad como la crisis  energética,  el  
cambio  climático,  los  derechos  de  las  minorías,  los derechos de las personas migrantes, 
por tantísimas razones, sostener y seguir avanzando en la consecución de la plena igual-
dad entre mujeres y hombres, la erradicación de todas las violencias machistas sobre las 
mujeres y sus hijos e hijas menores y la protección de la infancia.

Como consecuencia de la pérdida de un espacio político que propicie la participación de 
la ciudadanía, la calidad de la democracia se ve mermada, la defensa de los derechos y 
la prevalencia del interés general frente a los intereses particulares de algunos lobbys con 
influencia política.  Las mujeres estamos asistiendo al continuo revisionismo y al cues-
tionamiento de  nuestros derechos, tales como los derechos sexuales y reproductivos, y 
estamos siendo objeto de mordazas políticas, tales como el delito de odio.

El capitalismo y el neoliberalismo atroces han logrado convertir bienes protegidos por la 
declaración universal de los derechos humanos en pura mercancía, tales como la dignidad 
personal y la integridad física y moral que son irrenunciables. Las malas condiciones labo-
rales y los salarios mínimos favorecen  situaciones de  explotación sexual  y  reproductiva y  
la  trata  de mujeres y niñas con fines de explotación sexual. El lobby proxeneta está detrás 
de los sindicatos y del eufemísticamente llamado trabajo sexual, que no es más que el 
derecho de violación bajo precio, y el enriquecimiento ilícito con los cuerpos de las mujeres, 
ya sea como gestantes por precio o sufriendo violaciones pagadas.

No obstante, el movimiento feminista ha logrado hacer frente a las dificultades planteadas 
fortaleciendo sus redes y creando otras nuevas, ya no solo a nivel

local sino internacional, consensuando una agenda abolicionista de la prostitución y la erra-
dicación de la trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual, la abolición de la 
gestación por subrogación, la efectiva protección de las y los menores y por la erradicación 
de las violencias machistas.

Mercedes Ramos Pérez. Fórum de Política Feminista

INTRODUCCIÓN DE LA PONENCIA DE ESPAÑA EN LA 
INICIATIVA FEMINISTA EUROMEDITERRÁNEA (IFE)
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6.16
Si queremos reclamar medidas, soportes y recursos contra la Violencia contra las Mujeres, 
tenemos que trasladarlo a cifras y estadísticas donde los políticos y ciudadanos encuentren 
s una base sustentable para actuar.

Desde 2003, según las fuentes oficiales, 1165 hombres han asesinado a las mujeres que 
son o han sido sus parejas o exparejas.

Desde 2013, 48 menores han sido asesinados. Hasta este año, 36 mujeres y 1 menor han 
sido asesinados (hay 4 casos de menores bajo investigación) y 24 menores han quedado 
huérfanos este año.

Estos datos son solo la punta del iceberg de la violencia que las mujeres sufren por el mero 
hecho de ser mujeres.

Según la Organización Mundial de la Salud, 1 de cada 3 mujeres del planeta ha sido o es 
víctima de violencia física o sexual, generalmente llevada a cabo por su pareja y violencia 
sexual por terceros.

El 57.3% de las mujeres que viven en España han sufrido algún tipo de violencia sexista a 
lo largo de su vida, es decir, 11.3 millones; más de 4 millones han sufrido violencia física, 
2.8 millones violencia sexual y más de 8 millones declaran haber sido víctimas de acoso 
sexual. Estos son algunos de los datos principales de la macroencuesta sobre Violencia 
contra las Mujeres.

Las cifras de la violencia sexual se han incrementado en un 34% comparada con 2021, lo 
que significa que 4 mujeres al día son violadas en España, 1 cada 6 horas.

Las denuncias de violencia sexual se han incrementado en el segundo cuarto de 2022 en 
un 12,33% comparado con el 2021, con 45.743 denuncias registradas. Según los datos de 
la macroencuesta sobre violencia, solo el 21.7% de las mujeres que sufrieron violencia de 
sus parejas denunciaron.

Los datos revelan que la violencia que sufrimos las mujeres no es una violencia eposódica, 
sino una forma estructural de dominación ejercida por el patriarcado.

 

VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
PONENCIA IFE 2
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SUBROGACIÓN

Como una organización feminista que defiende los derechos humanos de las mujeres, es-
tamos muy preocupadas por el avance de la maternidad subrogada, consideramos esta 
forma de explotación reproductiva dentro estructura de la desigualdad geopolítica, social y 
económica, que pone a las mujeres en peligro.

En España, la Ley 14/2006 manifiesta que el contrato por el que la gestación se acuerda, 
con o sin un precio, por una mujer que renuncia a su filiación materna a favor de una parte 
contratante es nulo y sin validez.

Pero, a pesar de que esta práctica esté prohibida y a pesar de la condena repetida  de  esta  
práctica  por  el  Tribunal  Supremo,  que  considera  que  “la gestación subrogada viola los 
derechos fundamentales de ambos, la mujer embarazada y el niño gestado, y es, por tanto, 
contrario a nuestro ordenamiento jurídico y que , en la práctica, ambos, la madre subroga-
da y el niño gestado son tratados como meros objetos, no como personas dotadas de la 
dignidad de su condición como seres humanos y los derechos fundamentales inherentes 
a su dignidad”, confirmamos varias iniciativas en favor de la legalización en nuestro país.

En España, entre el año 2015 y 2019, ha habido ya cuatro iniciativas diferentes en favor de 
la legalización de la subrogación realizadas por cuatro partidos liberales y, al mismo tiempo, 
las agencias de subrogación se enriquecen con la explotación reproductiva de mujeres con 
total impunidad, ofreciendo sus “servicios” en internet e, incluso, han organizado y realizado 
una Feria, llamada Surrofair, en Madrid, en mayo de 2017.

En   televisión   (programas   de   entretenimiento,  información   y   series)   la subrogación 
se muestra desde un punto de vista favorable y eludiendo el hecho de ser una práctica 
prohibida por la ley.

El incremento de la precariedad y la pobreza femenina derivada de la COVID 19 puso a 
España al frente de la “donación de óvulos” en Europa, la posibilidad de explotación de las 
mujeres que residen en España.

Nuestros objetivos se  encuentran focalizados en  lograr que  el  Gobierno de España, y, 
especialmente  su  Ministerio  de  Igualdad  tome  las  medidas apropiadas (entre otras, 
las que se refieren a la concienciación social,  educación relacionada  con  los  derechos  
sexuales  y  reproductivos  de  las  mujeres, divulgación de la legislación en vigor, prohibi-
ción de anuncios de agencias de subrogación, etc. ) para favorecer el cumplimiento de la 
legislación vigente en relación a la prohibición de la maternidad subrogada y su considera-
ción de violencia y explotación reproductiva de las mujeres.

Además, que el Gobierno de España y , específicamente, el Ministerio de Justicia y el Minis-
terio de Igualdad, tomen las medidas apropiadas para oponerse al protocolo de filiación en 
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el contexto de la subrogación que es probable que se presente en el 2023 a los 91 Estados 
Miembros de la Conferencia Internacional de Derecho Privado de la Haya.

TRANS

La tramitación de la llamada “ley trans” por la vía de la urgencia, evitando el debate social, 
sin análisis y eludiendo los preceptivos informes de organizaciones y expertos, así como de 
organizaciones de mujeres que han venido advirtiendo sobre los perjuicios de este proyecto 
de ley hace a la salud de los niños y el impacto negativo en los derechos de las mujeres si la 
categoría sexo desaparece, los datos sobre nosotras, las mujeres, también desaparecerán. 
Las mujeres son más de la mitad de la población mundial, pero las leyes que protegen a las 
mujeres contra la discriminación de género serán inútiles.

Este proyecto de ley pone en peligro los fundamentos jurídicos de la Ley de Violencia 
Sexista y la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres.

El sexo de las personas nos define legalmente, el género es una construcción social, no 
una identidad humana.

Fórum de Política Feminista insta al Gobierno a retirar el texto actual en favor de un profun-
do debate social y análisis científico, antes de la aprobación de una ley que puede perju-
dicar la salud de los menores durante toda su vida y poner a las mujeres en una situación 
de vulnerabilidad.

PENSIONES

El Pacto de Toledo es un informe de evaluación e impacto que contiene 21 medidas con-
sensuadas para afrontar un nuevo modelo de sociedad y asegurar el equilibrio del sistema 
público de pensiones. La composición de la XIV Comisión del Pacto de Toledo que elaboró 
el informe estaba formada por 27 mujeres ( 42%) y 35 hombres.

Son más de dos millones trescientos mil las mujeres pensionistas que perciben una pensión 
cuyo importe medio es de 893,56€, mientras que la pensión media de los hombres es de 
1.346,16€. Por tanto, es necesario incrementar en un 50,65% la pensión contributiva de 
jubilación que perciben 2.392.205 mujeres por los ingresos de su trabajo para alcanzar la 
retribución igual de 4 millones de hombres.

Hay 1.327.091 mujeres que no han alcanzado su pensión contributiva. El importe de sus 
pensiones ronda los 600€, casi por debajo del umbral de la pobreza.
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PROSTITUCIÓN Y TRATA EN ESPAÑA

Podemos considerar a España como un Estado abolicionista desde que se inició el mo-
vimiento abolicionista internacional al firmar España todos los convenios internacionales 
y acuerdos multilaterales suscitados a principios del siglo pasado. Durante la dictadura 
franquista, el proxenetismo estaba sancionado en los términos de la Convención de las Na-
ciones Unidas, pero al mismo tiempo la legislación permitía la persecución de las mujeres 
en situación de prostitución.

Tras la reforma del Código Penal de 1995, se despenaliza el proxenetismo meramente 
lucrativo y pronto la despenalización del Tercería Locativa, lo que se conoce como el lucro 
por el alquiler de un espacio en el que se prostituye a una persona, fue un hecho que 
impulsó la expansión de la industria del sexo ante los ojos de la sociedad española que en 
general mostraba un alto nivel de tolerancia al consumo de servicios sexuales a cambio 
de dinero por parte de los hombres, mientras que la explotación sexual de las mujeres era 
absolutamente ignorada.

La pornografía está educando a los futuros clientes y su difusión en redes ayuda a nor-
malizar este tipo de violencia contra la mujer en un contexto en el que el capitalismo más 
salvaje está lanzando el mensaje de que el cuerpo de la mujer es nuestro mejor capital y 
debemos explotarlo a través de la pornografía, la prostitución, los vientres de alquiler, la 
venta de óvulos...

Por lo que es crucial desarrollar e implementar una ley abolicionista que recoja las buenas 
experiencias de otros países con leyes existentes, indispensables para establecer alianzas 
en todos los sectores sociales, incluidos los partidos políticos.

La despenalización del proxenetismo y la regulación de la prostitución conduce a un au-
mento de: trata, violencia sexual, organizaciones criminales, muertes prematuras de mu-
jeres en el sistema de prostitución y poner en peligro a sus hijos. Como resultados finales, 
reafirma el antiguo privilegio de los hombres de acceder a los cuerpos de las mujeres 
mediante un precio concertado y ejercer sobre ellas la violación y otras formas de violencia.

Por otro lado, la regulación del sistema de prostitución haría imposible o muy difícil perse-
guir la trata de mujeres y niñas con fines de explotación sexual.

Los datos confirman que el modelo nórdico ha demostrado ser el modelo más eficaz en la 
lucha contra la trata.

La  prostitución nos  afecta  a  todos,  no  sólo  a  las  mujeres prostituidas. Es imposible 
lograr una sociedad igualitaria si los hombres pueden ejercer violencia contra las mujeres
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9-10 VIOLENCIA POR RAZÓN DE GÉNERO  CONTRA  
LA MUJER

En mayo 2020, de las 290 medidas del Pacto de Estado 
contra la  Violencia  de Género 2018-2022 (PEVG), apro-
bado  el 28/10/2017,  solo 75 estaban  cumplidas. En al-
gunas CCAA los fondos se desvirtúan mediante cambio/
resolución  tardía  de  subvenciones,  gastos  de  carácter  
familista y/o  antiabortista  (Andalucía), quitando  finan-
ciación al  movimiento  asociativo y recursos  contra  la  
Violencia (AADAS, CARRMM). Se incumplen también las 
medidas relativas a formación especializada de cualquier 
profesional que intervenga en  la  prevención,  protec-
ción  y ayuda  psicosocial  a  las  víctimas, careciendo  
muchas/os   la  necesaria formación. A ello se añade 
falta de transparencia y demoras en la publicación del 
gasto público en políticas de lucha contra la violencia de 
género. En febrero 2021 aún no se había rendido cuen-
tas de la ejecución presupuestaria  del Pacto de Estado. 
Falta coordinación interterritorial e interinstitucional entre 
las Comunidades  Autónomas  (CCAA),  que  tienen  las  
competencias  en  materia  de  violencia de  género, de-
bilitando la red de recursos de información, atención y 
recuperación de las víctimas.

El  Real  Decreto-ley  9/2018, de medidas urgentes  para 
el desarrollo  del  PEVG  modifica la LOVG  (art. 23) per-
mitiendo  acreditar  la condición de víctima de VG  con 
certificado  de los servicios sociales o servicios especia-
lizados sin necesidad de denuncia, pero su práctica es 
irregular al recaer sobre las CCAA, dándose casos de 
incumplimiento o/e interpretación revictimizante de las 
víctimas (como denuncia CCOO-Málaga en la aplicación 
de la Instrucción 1/2021, de 18 de febrero, del IAM).

La Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio modifica el art.1 
de la LOVG para considerar víctimas, junto a las mujeres, 
a sus hijas/os menores. La  Ley 3/2019, de 1 de marzo, 
de mejora de la situación de orfandad de las hijas e hijos 
de víctimas de VG crea la prestación de orfandad, aleja-
das de las pensiones a hijas/os de víctimas de terrorismo.

7.1
INFORME
SOMBRA
CEDAW

PLATAFORMA
CEB

Elaborado por la Plataforma 
Cedaw–Estambul-Beijing (CEB) 

Sombra España.

29 abril 2022
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La Ley Orgánica 5/2018 que reforma la LO del Poder Judicial, incluye materias específicas en las 
pruebas de selección y formación continua de las carreras Judicial y Fiscal, y pruebas de especializa-
ción para acceder a Juzgados competentes  en violencia sobre la mujer que resultan insuficientes en 
cantidad y calidad. Los JVM siguen archivando demasiadas denuncias por VG  como reconoce el TC 
(2020), una media del 36,5% entre 2015-2021; se acordaron órdenes de protección o medidas caute-
lares en solo el 19% de las denuncias y las condenas suponen casi el 22% de las denuncias (CGPJ, 
cuadro 1). De 55 mujeres víctimas de feminicidio íntimo en 2019 había denuncia previa en 11 casos 
(20%) y sólo 5 tuvieron medidas de protección. En 2021, de 44 casos en 9 había denuncia  previa y se  
solicitaron  medidas  en  4. En 2015-2019 las  víctimas de feminicidios íntimos oficiales sin denuncia 
previa fueron el 74,13%.

Aunque el CGPJ y la LO 8/2021 de protección integral a la infancia y adolescencia rechazan su apli-
cación e instan a los poderes públicos a impedir su uso, persiste y empeora el uso del síndrome de 
alienación parental (SAP) y figuras similares (Coordinador parental) impuesto incluso en procedimien-
tos de VG (13,8% de los casos analizados por  Asoc. Mujeres Juristas Themis,  2021), contraviniendo  
el Convenio de Estambul (art. 48.1) y la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la VG.

Violencia institucional: Indefensión y  desamparo  judicial:  escandalosas  sentencias  y  archivos de  ca-
sos beneficiando a agresores, bajo seguimiento de medidas cautelares y sentencias, apenas se piden 
informes forenses  de  valoración  de  riesgo. Persecución judicial y condena de las madres víctimas de 
VG: (María Salmerón, Susana Guerrero,  Juana Rivas,  Infancia Libre, Sara B.B).  Incumplimiento de 
la suspensión  del régimen de visitas de condenados por VG (art. 66 LOVG, y reforma del art. 94 del 
Código  Civil en 2021), el porcentaje  de  suspensiones  de  las visitas en  situaciones  de  malos tratos  
no  supera  el 3% (2021).  Su suspensión en los juzgados aún es minoritaria y muy dispar en función 
de los territorios. Fallas en la debida diligencia: La  Delegada contra la violencia de género reconoce 
errores de coordinación estructurales  en lo judicial que acabó con el asesinato de un menor de 11 
años en Sueca, abril 2022. El Estado español incumple el  dictamen  del  Comité  CEDAW  en  relación  
a  la  comunicación  nº47/2012,   negándose  a  investigar e indemnizando cuando es obligado por el 
Tribunal Supremo.

Violencia sexual: Se celebra que la  Macroencuesta 2019 incluya el acoso sexual y stalking, aunque 
deja fuera la violencia emocional/psicológica. Una de cada dos mujeres +16 ha sufrido violencia, con 
mayor prevalencia entre extranjeras. El 80% de las mujeres con discapacidad sufren violencia y tienen 
cuatro veces más riesgo de sufrir violencia sexual que el resto de mujeres. Entre el 10 y el 20% de la 
población infantil,  el 78,9% niñas, ha sufrido abuso sexual (Save The Children,  2021:3). Incremento 
del 70% de denuncias por violencia sexual en el periodo 2013-2019, siendo un 85% de las víctimas 
mujeres en 2018 (Ministerio del  Interior). Abusos sexuales en y alrededor de centros de menores 
(Baleares y Madrid aunque hay fundadas sospechas de que se trata  de una  realidad que afecta a 
todos los  territorios). Respecto a la  ciberviolencia, durante  2019 se produjeron  3.243  victimizaciones 
de  menores  (32,56% delitos  sexuales). Alta impunidad de  los  delitos sexuales: En 2018, solo un 
29% de los detenidos fueron condenados (INE); un 84% de las Diligencias Previas no se resuelven 
(Fiscalía General del Estado), altas cifras de archivos. Faltan Centros Especializados  para atender  a 
las víctimas de agresión sexual y violación abiertos las 24h/365 días, sólo la mitad de las CCAA tienen  
centros  especializados  y no se  garantiza atención  por  igual ni siquiera en  una  misma provincia 
desprotegiendo  a las víctimas, especialmente  con discapacidad y rurales.  Respecto a la violencia y 
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acoso sexual en empresas, se tiende a ignorar o culpar a la víctima (hasta el suicidio, caso  Verónica 
Rubio 2019) a pesar de que todas están obligadas a contar con un protocolo contra el acoso sexual. 
Respecto a las mujeres privadas de libertad  no se incluye  evaluación de la  historia de violencia de 
género  en los  protocolos  y entrevistas psicosocial y sanitarias (Defensor del Pueblo, 2020).

Preocupa:

- Normalización  de  discursos negacionistas  en  medios  de  comunicación y parlamentos  (Francisco 
Serrano, VOX) que impactan en discursos sociales. Creciente negación de la VdG entre jóvenes: 1 
de cada 5 adolescentes y jóvenes varones (15- 29 años) cree que la violencia de género no existe 
y que es un “invento ideológico”, doblando datos de 2017 (Barómetro Juventud y Género 2021).

- Incremento  de  violencia sexual entre  jóvenes: Entre enero-marzo  2021  la mitad de  víctimas en 
Cataluña eran menores.

- Creciente uso de sumisión química (1 de cada 3) y agresiones sexuales en grupo (el doble de 2019) 
y falta de recursos tal como denuncia el Hospital Clínic de Barcelona.

- Incremento violencia vicaria: 3 en 2020 y 7 en 2021 (en el 57% de los casos existían denuncias 
previas).

- Bajo número de denuncias:  sólo 9 de las 43 asesinadas en 2021 habían interpuesto denuncia 
contra su agresor.

- La posibilidad  legal de que condenados por VdG puedan ejercer como abogados de oficio en VdG.

- Ataques en RRSS, espacios académicos y manifestaciones 8M por transactivistas, apoyadas por 
representantes institucionales.

                                                                                             

AP: Audiencias  provinciales. JG: Juzgados de Guardia. JP: Jugados de lo Penal. JM: Juzgados de 
Menores. JVM: Juzgados de Violencia sobre la Mujer. OyMP: Órdenes y medidas de protección

Fuente: Consejo General del Poder Judicial.

CUADRO 1. TRATAMIENTO JUDICIAL DE LA VIOLENCIA 
DE GÉNERO EN EL MARCO DE LA RELACIÓN 

DE PAREJA-EXPAREJA. ESPAÑA 2017 - 2021

CUADRO 2. RELACIÓN ENTRE DILIGENCIAS 
PREVIAS (DP) Y CONDENADOS 

POR DELITOS SEXUALES EN ESPAÑA
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11 y 12 TRATA  Y EXPLOTACIÓN  DE LA PROSTITUCIÓN (ARTÍCULO 6)

No se ha materializado una legislación específica  incumpliendo la Observación final párr. 23ª,  y Eje 
8 del PEVG. Deficiencias  en el Plan Integral de lucha contra la Trata de mujeres y Niñas con fines de 
Explotación Sexual 2015-2018:  Imprecisión sobre  recursos  y presupuesto;  carencia  de  acciones  de  
comunicación y coordinación con países de víctimas y tratantes;  ausencia de la  mención de víctimas 
con discapacidad física y/o intelectual; ausencia de recursos y políticas de reinserción o reparación (RG 
19); Reconociendo el alto riesgo para las mujeres de la despenalización de actividades vinculadas con 
el proxenetismo (Ley Orgánica

10/1995) continúa sin abordarse adecuadamente; Al no tener rango de ley, no es de obligado cumpli-
miento. El  41,45% de  las medidas  no se implementaron  por falta de  competencia  y de  reformas  
legislativas no aprobadas (decomiso de bienes y productos del delito, ley de protección de testigos). Im-
plementación incompleta de la Ley 4/2015, de 17 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito relativa 
a la respuesta jurídica y social y atención específica a las víctimas. No existe Mecanismo Nacional de 
Derivación para coordinar la derivación rápida entre  CCAA,  menoscabando  la protección, seguridad 
y recuperación  de las víctimas; el acceso a los recursos para víctimas es heterogéneo  y los criterios 
de actuación policial en la identificación de víctimas dispares en las CCAA.

Ampliación del Plan de Contingencia  ante  COVID19 con medidas adicionales  a víctimas de Trata se-
xual y prostitución, aunque descartando su acceso al Ingreso Mínimo Vital. Ausencia de procedimientos 
y protocolos para mejora y seguimiento de la prevención, formación, detección y atención. Las interven-
ciones policiales y judiciales omiten la discapacidad como factor de vulnerabilidad o factor agravante.

Carencia  de  marco  normativo  en  materia  de  publicidad  de  prostitución  (en  RRSS,    platafor-
mas   de mensajería…) e  investigación para  abordar  la trata  en  relación a la industria del  sexo, la 
prostitución  y proxenetismo  en  línea  con  las  Recomendaciones  CEDAW/C/ESP/CO/6,  párr.22-23.  
No existen   medidas eficaces para desalentar  la demanda  de prostitución (Art. 18 Directiva 2011/36/
UE y CEDAW RG 38, 2020, p.30). Elevado consumo de prostitución (primer país europeo y tercero a 
nivel mundial, ONU, 2017-2018) y uno de los destinos principales de Trata (EUROPOL, 2016). El 90% 
de los delitos de trata están vinculados a la prostitución, un 32% más que la media mundial (Unidad de 
Extranjería-Fiscalía General del Estado, 2018) y más del 80% de las mujeres prostituidas en España lo 
hacen forzadas (Policía Nacional, 2020).

Las instituciones públicas no cuentan con datos propios, gestionados por el Centro de Inteligencia con-
tra el Terrorismo y Crimen Organizado (CITCO)  ligando  la  definición y clasificación de víctimas a con-
sideraciones jurídico-penales excluyendo a las que no denuncian o no son reconocidas reduciendo el 
número de víctimas identificadas por las ONGs, que detectaron y atendieron a 13.317 mujeres en 2018, 
4.302 de ellas con indicios de trata sexual y 9.028 víctimas de explotación sexual (DGVG, 2018). Casi 
el 100% de subsaharianas llegadas en pateras  son víctimas de trata  (según Fiscalía, en MZC, 2016). 
La tasa de víctimas de explotación sexual detectadas  en España en 2020 fue de 0,34 por 100.000 
habitantes  (91% mujeres), la mitad con respecto a 2019 (0,63) el 96% de ellas, mujeres y niñas (INE). 
En 2020, un año en el que desciende la detección de trata sexual, el 75,21% de las diligencias previas 
incoadas se referían a estos delitos frente  al 19,75% laboral, el 5,12% por trata con fines de cometer 
delitos y el 1,70% mendicidad (Memoria Fiscalía 2021). Los feminicidios en el sistema prostitucional no 
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forman parte  de las  estadísticas oficiales  de víctimas mortales por VG (53 asesinadas en 2010-2019, 
Feminicidio.net).

Preocupa:

- El art. 177bis del Código Penal imposibilita acreditar situaciones abusivas.

- No se ha adoptado una definición amplia de proxenetismo para velar por el adecuado enjuiciamien-
to de quienes explotan la prostitución.

- La demanda, factor causal, sigue sin abordarse eficazmente.

- Uso de la tecnología digital: para captar  mujeres  y niñas vulnerables para su explotación online 
(proxenetismo 2.0), para incrementar demanda de contenido pedófilo.

- Captación y explotación sexual de menores tuteladas en algunas CCAA.

- En los últimos 3 años el  protocolo de detección  de víctimas se ha activado solo en 6 ocasiones 
(Defensor del Pueblo, 2021). En 2021, una mujer permaneció retenida en el aeropuerto  de Barajas 
casi 2 meses antes de ser entrevistada a pesar de indicios de trata

 

Fuente: Memoria 2020 Fiscalía General del Estado 2020

18-19 SALUD, DERECHOS  SEXUALES Y REPRODUCTIVOS (ARTÍCULO 12)

El Sistema Sanitario Público (SNS) español no garantiza actualmente el acceso universal a la atención 
sanitaria para migrantes en situación administrativa irregular.

Deficiente información y formación del personal sanitario sobre salud sexual y reproductiva (SSR) en 
general y, en especial, la orientada a mujeres lesbianas y bisexuales. Escasa percepción de riesgo en 
enfermedades  de transmisión  sexual, infradiagnóstico y mayor  dificultad  a  medidas  de  prevención  
orientados  a  mujeres lesbianas y bisexuales (Accem, 2019).

34

5

1

1

5

5

1

0

53

3

1

0

79

0

0

0

55

9

1

6

0

20

0

10

2

0

0

0

Anexo 1: ESCRITOS DE ACUSACIÓN FORMULADOS EN 2020

Sexual 

Laboral

Mendicidad

Act. Delict.

MAYORES

MUJERES

VÍCTIMAS ACUSADOS

HOMBRESESCRITOSMODALIDAD

MAYORESMAYORES MAYORESMENORES MENORES



180

XXXII TALLERF P F

Sesgos de género en la atención sanitaria, Investigación clínica y epidemiológica, especialmente  du-
rante  la pandemia COVID19. Desconocimiento y falta de estudio de síntomas diferentes entre mujeres 
y hombres en más enfermedades  que provocan un diagnóstico y tratamiento  tardíos no ajustados a la 
anatomofisiología de las mujeres  como en  el Párkinson. Hay protocolos  sanitarios para  diagnosticar 
y tratar  precozmente  en mujeres que no se traducen en la práctica ya que las mujeres siguen tenien-
do mayor morbimortalidad, persistiendo una brecha de mortalidad cardiovascular. Desconocimiento 
e infradiagnóstico de enfermedades específicas de las mujeres (endometriosis). En el Síndrome de 
Malestar, las mujeres presentan  mayor probabilidad de ser diagnosticadas de ansiedad o depresión, 
prescribiéndoles psicofármacos e hipnosedantes sin evaluar otras  posibles  causas o enfermeda-
des  fisiológicas. Sobrediagnóstico de fibromialgia y dolores idiopáticos sin estudios específicos que 
lo avalen o descarten  otras enfermedades. Recursos asistenciales y formación de  profesionales  en  
cuanto  a  terapias  no  farmacológicas insuficientes. Falta de perspectiva feminista y desatención  en la 
prevención,  diagnóstico, intervención  y seguimiento de los Trastornos de la Conducta Alimentaria, que 
afectan mayoritariamente  a niñas y mujeres y que presentan  un alto índice de cronicidad y mortalidad, 
agravado durante la COVID19. Dificultad de acceso a una atención sanitaria pública o seguimiento tras 
el alta médica.

Impactos de la VG: El 57,3%  de mujeres ha sufrido algún tipo de violencia.  A consecuencia de la VG, el 
46,6% de mujeres en pareja ha sufrido lesiones, un 70% tiene  consecuencias psicológicas y un 17,5% 
presenta alguna discapacidad (2021).

Impacto de  las  condiciones laborales (precariedad  feminizada) sobre  la salud,  especialmente  du-
rante  el confinamiento (teletrabajo, stress, conciliación, ansiedad) sobre la salud física y mental. La 
relación del cáncer de  mama  con  trabajos  que  conllevan  exposición  a  agentes   químicos  requiere   
una  investigación en profundidad.

La SSR no está incorporada en la  educación afectivo  sexual en el currículum educativo. La accesi-
bilidad a métodos anticonceptivos es variable, existiendo dificultades especialmente para mujeres en 
situación administrativa irregular. Financiación  parcial de  métodos  hormonales  y nula para  los  de  
barrera.  Acceso irregular a anticoncepción de urgencia. La interrupción voluntaria del embarazo (IVE), 
limitada para menores de 17 años. no está asegurada en la sanidad pública: sólo el 11,2% se realizan 
en el sector público en 2021, 10,40% en 2015, frente  al 88,26% del sector privado, con financiación 
pública, variando según territorios. A las mujeres extranjeras les resulta más complicado acceder a 
métodos anticonceptivos de emergencia o profilaxis post-exposición (barreras idiomáticas, culturales, 
legales…). Representan el 33,27% de mujeres que se someten  al aborto.  Inadecuada regulación de la  
objeción de conciencia. Acoso a clínicas por parte  de grupos antiabortistas y a las mujeres que acuden 
por parte de grupos antiabortistas:  Hazte Oír además del acoso a abierto un centro antiaborto enfrente 
de una Clínica en Madrid. Elevado número de cesáreas (25% de partos en 2018 frente al 10-15% re-
comendado por la OMS), siendo mayor en sector privado. Infantilización y falta de evidencia científica 
en la práctica gineco-obstétrica. Difícil acceso a la asistencia especializada. España lidera el mercado 
europeo de clínicas dedicadas a la reproducción asistida en relación a su población, siendo por esta 
vía el 9,8% de los nacimientos en 2018. El uso de estas técnicas para parejas de mujeres mediante el 
método ROPA (Recepción de Ovocitos de la Pareja), requiere el matrimonio, excluyendo a parejas de 
hecho, para que se proceda al reconocimiento de la maternidad de ambas.
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No se garantiza en su totalidad la prestación de servicios y tratamiento a mujeres con VIH/Sida en 
situación administrativa irregular. En población general, de los nuevos casos (2018) el 14,7% son muje-
res y de los diagnósticos tardíos son el 56,9%, la transmisión heterosexual constituye un 82,2% de los 
nuevos diagnósticos, el 56,1% de estos son de mujeres extranjeras.

Aplicación irregular del Protocolo estatal contra la mutilación genital femenina (MSSSI 2015):  en 2018 
más de 15.000 niñas estaban en riesgo. Falta de formación de profesionales para la atención de mu-
jeres mutiladas.

15 - 7 - 8 - EDUCACIÓN (Art.10)

No se desarrolla una legislación realmente  igualitaria:  Valoramos los avances de la nueva ley educa-
tiva (LOMLOE) pero adolece de déficits estructurales como: mantenimiento de estereotipos sexistas y 
roles de géneros,  tergiversación de  la educación  afectivo-sexual, y un  currículum alejado  de  una  
concepción coeducativa real  y de una perspectiva integral  feminista. En 2022, esta  ley sigue aún sin 
desarrollar e implementar.

Se estanca el derecho a la educación: A pesar de los compromisos, la Educación Infantil 0-3 años 
universal y gratuita es aún un objetivo por cumplir. En los PGE 2021 se prevé un fondo de 202 mll. € de 
financiación que no garantiza su universalización, requiriéndose, al menos, 2.898 mll. € para cubrir el 
72% de esta etapa educativa. No hay avances significativos respecto a la mejora de la implantación en 
la etapa de 15-18 años. Se acusa más aún en los territorios rurales. Si bien hay un ligero incremento 
presupuestario en el conjunto de las CCAA para financiación educativa  de  las etapas  infantil  3-5, 
primaria y secundaria,  sigue  sin recuperar  el nivel previo a la crisis financiera. Atención a la Igualdad 
y cumplimiento desigual de  la legislación estatal en las políticas educativas públicas según CCAA, 
respecto a: formación especializada del profesorado  en materia de igualdad, programas y acciones en 
los centros educativos para favorecer la igualdad.

Abandono escolar temprano como factor de riesgo para las niñas: En 2020 la cifra de abandono tem-
prano de la educación-formación en España es la más alta de la UE-27 (8,0%), solo superado por 
Bulgaria, Malta y Rumanía. Entre los hombres asciende al 20,2% y en las mujeres al 11,6%. Entre 
2010-2020 se ha reducido el abandono 12 p.p, lo que se traduce en una disminución del 43,1%. La 
reducción del abandono femenino es inferior a la del masculino, (en términos absolutos 11 p.p. para las 
mujeres y 13,3 p.p. hombres), si bien en términos  relativos la  reducción  respecto   a  2010  es  superior  
en  las  mujeres  (48,6% frente al 39,7%) (Instituto Nacional de Estadística-INE).

En 2020, el 60,2% de la población española entre 16-74 años tenía competencias digitales básicas 
(62,6% hombres, 58% mujeres). Aunque en la franja de 16 a 24 años se esté alcanzando la igualdad 
en el acceso a las TIC, no se ha salvado la brecha digital histórica que arrastran las mujeres, y es espe-
cialmente gravosa en los  hogares que  ingresan menos  de 900 €: más del  40% no tienen  ordenador  
y algunos  siquiera internet.

Limitaciones y restricciones en la educación: Siguen sin tomarse medidas para eliminar los sesgos por 
sexo en la elección académica. En la implementación de la LOMLOE, se deben crear orientaciones 
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y esquemas de aprendizaje financiados dirigidos específicamente a alentar  a las niñas y mujeres a 
la  formación de aprendizajes  STEM  (ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas)  y a los varones  
a la formación de aprendizajes en asistencia sanitaria y social. En la actualidad la atención a dichas 
actuaciones depende de la voluntad de cada CCAA.

Con la nueva LOMLOE continuarán existiendo centros educativos segregados por sexo. No se han 
desarrollado medidas suficientes para la eliminación de los estereotipos  de género. Por el contrario, la 
“identidad  de  género”  ha  penetrado   en  las  escuelas  con  materiales  y  actividades  educativas  que 
profundizan en el reforzamiento de estereotipos  y roles sexistas. Es necesario que la educación para la 
igualdad  de  oportunidades  entre  mujeres  y hombres  y la educación  afectivo-sexual  en  el  currículo 
educativo, que prevé la nueva Ley Orgánica (LOMLOE), se despliegue y desarrolle en el currículo, en 
las prácticas de aula, en la organización de la escuela y en todos los programas y líneas del sistema.

16 y 17 DERECHOS ECONÓMICOS Y LABORALES

El  Real  Decreto–ley  6/2019, de 1 de marzo, de medidas  urgentes  para garantizar la igualdad de 
trato  y oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo, y su reglamento aprobado en octubre de 
2020, son las únicas normas aprobadas  para corregir discriminaciones estructurales  existentes: Una 
mayor temporalidad y parcialidad en el empleo, brecha salarial y mayor tasa de desempleo (en 2018 
las mujeres suponían el 51,86% y en 2020 52,43%) que penaliza doblemente  a las mujeres: durante 
su vida laboral por bajos ingresos y después para acceder a la pensión.

La brecha salarial se mantiene, descendiendo lentamente del 22,86% en 2015 al 19,50% en 2019 (INE, 
2019); las diferencias resultan mayores al aumentar  la edad de lo/as trabajadore/as,  y en las jornadas 
a tiempo parcial (el 96% de quienes trabajaban media jornada eran mujeres en 2019). El descenso de 
la brecha ocurre porque los salarios de hombres descienden, acortándose  las diferencias entre  hom-
bres y mujeres, no por adopción de medidas correctoras de la brecha.

Además, la precariedad laboral afecta más a las mujeres. Las mujeres suponen el 63,9% de trabaja-
dores con ganancia baja en 2019: Primeramente, la población femenina ocupa principalmente puestos 
de trabajo en los sectores peor valorados y retribuidos, y con mayores índices de precariedad. Esto se 
debe fundamentalmente  a la terciarización del  empleo femenino concentrándose  en sectores  como 
comercio (17%), sanidad (15,4%), educación  (9,9%) y hostelería (8,4%) (INE, 2020). En segundo 
lugar, las actividades no remuneradas  (tareas domésticas y cuidado) son asumidas por mujeres, limi-
tando su acceso al empleo o interrumpiendo su jornada laboral y proyección profesional: Las mujeres 
constituían en 2020 el 49% de la población inactiva; pero el 93,2% de las que son forzadas por dedi-
carse al cuidado de personas dependientes (EPA  INE  2019).  En 2017  entró  en  vigor el  permiso  de  
paternidad  y con  equiparación  para  ambos progenitores a 16 semanas en 2021. No obstante,  las 
tareas de cuidados siguen recayendo en mujeres: en 2019, 9 de cada 10 excedencias para cuidado de 
familiares son solicitadas por mujeres (Secretaría de Estado de Seguridad Social).

El trabajo del hogar y cuidados está integrado en un 89% por mujeres, migrantes y españolas. De las 
630.000 mujeres  del sector,  más de  la tercera  parte  se encuentra  en  la  economía  sumergida, 
vulnerándose  sus derechos laborales. El 45% de las trabajadoras del hogar y cuidados se encuentra  
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en régimen de interna; se desconoce cuál es el porcentaje que se encuentra  afiliada a la Seguridad 
Social. No existe base de datos del Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE). La  Ley 27/2011, que 
introdujo el “Sistema Especial” de cotización para Empleados de Hogar al Régimen General, no ha 
incluido los cambios demandados por asociaciones de trabajadoras  del  Hogar y cuidados. Faltan 
cambios para equiparar  las trabajadoras  del hogar al régimen general, pues carecen de derechos  a 
prestación por desempleo  y Fondo de Garantía Salarial; pueden  ser despedidas por desistimiento 
con menor compensación. El sector del empleo de Hogar no está en la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales. Tienen  una mayor exposición a situaciones de acoso, abuso y violencia, incluida sexual, en  
el ámbito  privado de los hogares contratantes, agravado durante la pandemia; una violencia invisible y 
poco reconocida. No hay Convenio Colectivo que regule las características especiales de este trabajo. 
Las agencias de colocación e intermediación actúan sin licencia y realizan cobros abusivos a las solici-
tantes de empleo. Faltan acciones positivas para la creación de cooperativas de trabajadoras del hogar 
y cuidados. No se consulta la opinión de empleadas organizadas en asociaciones, ni son invitadas a 
Mesas de Diálogo Social.

En el año 2020, el 27,2% de las mujeres estaban en situación de riesgo de pobreza o exclusión social 
frente al 25,6% de los  hombres, correspondiendo  a las mujeres menores  de 16 años y las jóvenes 
(19-29 años) los mayores niveles (31,1% y 29,3%). El 49% de familias monoparentales  se encuentran  
en riesgo de pobreza, y ocho de cada diez hogares monoparentales  están encabezados por mujeres 
(Alto Comisionado  para la Lucha contra la Pobreza Infantil de España, 2021).

Un 40,4% de mujeres encuestadas  en informe sobre acoso sexual en el ámbito laboral había sufrido 
acoso sexual (DGVG, 2021).

 
Tabla de brecha salarial por comunidades autónomas, 2019

Fuente: Encuesta Cuatrienal Estructura Salarial 2019
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21 MUJERES REFUGIADAS Y SOLICITANTES DE ASILO

No aplicación  de  las  Observaciones nº 37 y 43 (CEDAW/C/ESP/CO/7-8,  de  29 de  julio 20151). Pen-
diente ratificación de Convención sobre Protección de los Derechos de Trabajadores Migrantes. Incum-
plimiento del desarrollo reglamentario  de  la Ley 12/2009,  de  30 de  octubre,  reguladora  del  derecho  
de  asilo y de  la protección subsidiaria (art. 46), dificultando la reagrupación familiar, las solicitudes 
formuladas en misiones diplomáticas, los plazos en  el  procedimiento  en  frontera,  la permanencia  
por  razones  humanitarias,  la protección de mujeres en situación de especial vulnerabilidad, la asis-
tencia jurídica y la libertad de circulación para desplazarse a la península de las solicitantes de asilo en 
Ceuta y Melilla. Incumplimiento de las Directivas 2013/32/UE y 2013/33/UE: Continúan  practicándose  
devoluciones en caliente sin realizar evaluación individual específica de género (CEAR). Respecto a 
niñas y/o mujeres solicitantes de asilo, sus necesidades están cubiertas a través de Subvenciones 
para la protección internacional cofinanciadas por el Fondo de Asilo, Migración e Integración (FAMI). 
Sin embargo, si su solicitud es denegada o el programa de acogida integral finaliza quedan totalmente 
desprotegidas, incumpliéndose la Directiva 2013/33/UE (art. 15.3).

Mejora pendiente de  los mecanismos para identificar a mujeres y niñas expuestas a situaciones de vio-
lencia en los movimientos mixtos, y de un sistema de asilo más eficaz. La OAR2  acometió un despido 
masivo de personal interino en 2018, y se mantuvo con insuficiente personal formado y con experiencia 
hasta resolver nuevas plazas de funcionario/as en 2020. Estas deficiencias se agravaron por el acelera-
do  incremento  de solicitudes de protección internacional: En 2017 se formalizaron 31.740 solicitudes, 
en 2018 55.749, mientras que en 2019 ascendió a 118.446. En 2020 se redujo un 25% (88.826) debido 
al impacto del COVID-19 en el flujo global de personas. La espera para obtener  cita para formalizar 
la solicitud de asilo se encuentra en máximos históricos de retraso, siendo necesaria una modificación 
en el procedimiento de recogida de datos, ya que actualmente la primera entrevista se lleva a cabo por 
fuerzas y cuerpos de seguridad del estado que no siempre  tienen  la formación  necesaria.  Mención 
aparte  merece  la excepcional situación  que  afecta  a nacionales de Ucrania que obtienen  inmediata  
regularización tras aprobar  normativas de urgencia (Orden PCM/169/2022, de 9 de marzo; y, Orden 
PCM/170/2022, de 9 de marzo).

Son pocas las mujeres que consiguen asilo por persecución por razones de género y orientación se-
xual (Ley 12/2009, de 30 de octubre) debido a las dificultades de la prueba y a la interpretación de 
las circunstancias imperantes en el país de origen. Los datos oficiales no están desagregados por 
motivos, impidiendo conocer cuántas solicitan asilo por motivos de género, trata, violencia machista o 
matrimonio forzoso.

Las mujeres y menores que cruzan de manera irregular por frontera marítima son detenidas en depen-
dencias policiales  y permanecen  en calabozos durante  72 horas para identificación, aunque  sólo 
incurren  en falta administrativa. Durante ese tiempo se vulneran sus DDHH. El Estado Español cuenta 
con CETIS en las ciudades de Ceuta y Melilla que se encuentran colapsados, llegando a triplicar su 

1 CEDAW/C/ESP/CO/7-8, de 29 de julio 2015
2 Oficina de Asilo y Refugio.
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capacidad y con deficiencias graves en seguridad y atención, poniendo en riesgo la integridad de las 
mujeres. Se mantiene  la restricción de libertad de circulación para desplazarse a la península adop-
tado por la Secretaría de Estado de Seguridad (Ministerio del Interior), a pesar de que los Tribunales 
Superiores de Justicia de Andalucía y Madrid han declarado que su práctica es contraria a la legalidad3.

La modificación introducida con el Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes  para 
el desarrollo  del Pacto de  Estado contra  la violencia de  género,  que  permite  acreditar  situaciones  
de  VG independientemente de denuncia, no ha ido acompañada de las necesarias modificaciones del 
art. 31bis de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero,  sobre derechos y autorización provisional de resi-
dencia temporal  y trabajo de la mujer extranjera en situación irregular en posesión del título habilitante 
que le acredita como víctima de VG.

Preocupa:

- La actual normativa en  materia  de  extranjería, orientada  a la persecución  y sin perspectiva  de 
género, es la principal barrera estructural que impide una atención adecuada.

- Es necesario contar con recursos, servicios y programas que contemplen una mirada interseccional 
y con una perspectiva intercultural e integral de género que hoy en día no existe, para lograr entor-
nos seguros de inmigración, asilo y acogida.

PARTICIPACIÓN (art.7)

La CEDAW reconoce que la participación de las mujeres, en igualdad, resulta indispensable para la paz 
y un desarrollo pleno  (art.  7,  Recom Gral. nº23)  e  insta  a adoptar  medidas  específicas (art.3). Otras 
marcos internacionales, ratificados por España, han profundizado en esta dimensión: (Declaración de 
Roma ODS16+, Agenda Eficacia  Busan (2011),  DAC Recomm on Enabling Civil Society, 2021). Se 
vulnera este derecho a varios niveles:

- Entornos cívicos desfavorables en territorios donde  la ultraderecha  (VOX) es clave para la  go-
bernanza política: Vulneración Marcos y desmantelamiento  de estructuras de igualdad mediante  
Acuerdos políticos y medidas dirigidas a desmantelar  tanto  las políticas de igualdad y la lucha 
contra la VG como al tejido asociativo de mujeres y/o feminista;  eliminación de la Dirección general 
de Igualdad del Ayuntamiento de Madrid (inicios de  2021).  Estrangulación de  las asociaciones  
de  mujeres4  mediante  Anulaciones  de convocatorias de subvenciones (2019, 2020 en Andalucía) 
a pesar de resoluciones provisionales favorables del IAM5  afectando a las líneas de erradicación 

3 STSJ  de  Andalucía, Sevilla (Sala de lo Contencioso-Administrativo,  Sección 4ª)  n.º  1177/2010,  de  25 octubre,  y la 4
4 STSJ  de  Madrid (Sala de  lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª) n.º 667/2017, de 29 septiembre. La supresión de 
las subvenciones a las llamadas “ONGs ideológicas” es uno de los puntos impuestos por VOX para su apoyo en Andalucía, 
admitido y respaldado por PP y Cs (ver agenda VOX, pto 3).
5 Instituto Andaluz de la Mujer.
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de VG, atención a mujeres en riesgo de exclusión social, fomento de participación social de las 
mujeres, promoción de la igualdad de género  de 250 asociaciones de mujeres y feministas y des-
atendidas  a cerca de 100.000 mujeres vulnerables, en riesgo de exclusión social, Trata y víctimas 
de VG en un contexto de crisis generalizada por el Covid. Las convocatorias de subvenciones de 
las otras áreas de gobierno se han resuelto sin incidentes.

- Obstáculos a la participación, transparencia y rendición de cuentas: El presidente de la Junta, que 
preside el Consejo Andaluz de Participación de las Mujeres (órgano que representa  a más de 
2.000 asociaciones andaluzas), rechazó reunirse con las asociaciones o dar explicaciones sobre 
anulación convocatoria 2019. Desde la Plataforma CEDAW-Estambul-Beijing (CEB) sombra, que 
agrupa a más de 200 organizaciones de mujeres, de DDHH y feministas en el seguimiento de 
la aplicación de los mencionados marcos, se han dirigido más de una decena de solicitudes de 
reunión y/o de información que no han sido contestadas, por parte del Ministerio de Igualdad. Tam-
poco se rinden cuentas ni se informa a las organizaciones y redes feministas acerca de políticas/
propuestas  legislativas, y se incumplen los plazos oficiales para la presentación  de informes sobre 
la aplicación de marcos de derechos (informe CEDAW, seguimiento II Plan de Acción Nacional 
sobre Mujeres, Paz y Seguridad), y no se traslada información sobre la exclusión en  la consulta  
de  candidaturas  para  la selección de  expertas  al Comité Grevio. Debilitación  de  los espacios 
formales de participación de las Mujeres (Consejos de participación  locales, autonómicos  y es-
tatales), organismos legales de participación, representación e incidencia política de la sociedad 
civil en el marco de las políticas de igualdad entre mujeres y hombres: Retrasos en convocatorias, 
usurpación de su función legal de emitir informes previos a la elaboración de políticas, presupues-
tos,  ayudas y subvenciones dependientes  de los organismos de Igualdad.

- Ataques y acoso a las  asociaciones de mujeres y/o feministas, vejaciones e insultos  por parte  
de los partidos públicos, utilizando el altavoz ofrecido por las sedes parlamentarias y los medios 
de comunicación públicos, que quedan impunes. Tanto el  PP como Cs han asumido el discurso 
impulsado por VOX sobre VdG y criminalizando  a las asociaciones  de mujeres. Insultos machistas 
y xenófobos a representantes políticas (Teresa Rodríguez,  Laura Berja, Fátima Hamed Hossain), 
y contra  feministas (VOX) y  abolicionistas (representaciones institucionales, secretaria de Estado 
de Igualdad, o  desde entes públicos (RTVE).

- Judicialización:  Entidades  de  extrema-derecha   y ultra-católicos  judicializan campañas  de  edu-
cación afectivo-sexual, DDSSRR y prevención de VG. “Abogados Cristianos” ha denunciado cerca 
de 20 casos en 2020 una  veintena  utilizando el art.  525 del  Código Penal  relativo a la ofensa  de  
los  sentimientos religiosos (denuncia a activistas y clinicas por el derecho al aborto desestimado 
por el Supremo en 2020; Juicio de  la  “Procesión del Coño Insumiso” (3 activistas absueltas en 
2019,  1 condenada  en  Málaga, en noviembre 2020). Denuncia falsa y falsedad documental  por 
parte  de la  policía contra la asociación “Infancia  Libre”. Denuncias por incitación al odio, boicots y 
censura  a académicas (ponentes  Escuela Feminista Rosario de Acuña, julio 2019; Juana Gallego 
y UIB en 2022), a profesionales abolicionistas por parte del lobby transactivista (Carola López).

- Políticas discriminatorias que generan inseguridad jurídica a las mujeres (Tribunal Constitucional, 
2022).
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IMPACTO COVID 19

Sobrecarga  de  trabajo  de  cuidados: Durante  el confinamiento,  aumentó  la sobrecarga  de  muje-
res  por reducción o cierre de servicios y Teletrabajo: Las mujeres que han teletrabajado  durante  la 
pandemia han asumido  un  29% más  de  responsabilidad  que  los  hombres  en  el  cuidado  de  
personas  dependientes, soportando un 20% más de fatiga mental y un 16% más de estrés que los 
hombres durante el confinamiento. A una de cada cinco mujeres le ha faltado espacio, equipamiento  
y/o privacidad para realizar el trabajo a distancia6. El teletrabajo ha afectado negativamente a las muje-
res con discapacidad activas laboralmente. No se realizaron campañas institucionales para promover 
la corresponsabilidad hasta marzo 20217. Precariedad laboral: La COVID-19  agravó inicialmente la 
desigualdad en el  empleo8.  En los  primeros trimestres  de la pandemia se produjo un incremento 
mayor en la tasa de paro de las mujeres —de 1,8 pp. hasta el 7,4%— que en la de los hombres  —de 
1,2 pp. hasta  el 13,4%—, por ser mayoritarias en los empleos  directamente afectados9. Un sector 
especialmente afectado fue el de las casi 600.000 trabajadoras de hogar, de las que una de cada tres 
vive bajo el umbral de la pobreza. Aproximadamente el 30% carecen de contrato no pudiendo acogerse 
al subsidio temporal10. En 2020, la implantación de planes de igualdad en las empresas españolas 
descendió un 25% respecto  a 2019, y las políticas de conciliación se redujeron  un 12%. Familias 
monoparentales: Las familias monomarentales suponían en 2019 el 81% del total de familias mono-
parentales. La falta  de  medidas  específicas genera  mucha  vulnerabilidad. El  48% de las familias 
monomarentales necesitan ayudas para hacer frente  a la situación sobrevenida por la epidemia y el 
27% reconoce que no puede  costear  los  gastos  de  alimentación11. Brecha digital: La sustitución  de  
servicios presenciales   por virtuales incidió en el aumento  del riesgo  y la vulnerabilidad,  incluida  la 
relativa a la VG.  Las cuestiones administrativas relacionadas con Extranjería y solicitud de ayudas 
sociales se han dificultado aún más. Salud: La pandemia ha impactado en las mujeres por su condición 
de cuidadoras y profesionales sanitarias. Más del 80% de profesionales en el ámbito de los cuidados y 
más del 90% de las cuidadoras a domicilio son mujeres. En el sector sanitario el 75% de las personas  
infectadas de marzo a junio de 2020 fueron mujeres. No se recogieron datos desagregados por sexo de 
personas cuidadoras contagiadas. Desde finales de mayo 2020 las fuentes del Ministerio de Sanidad 
redujeron  la publicación de  los datos  desagregados  por  sexo, en  los signos/síntomas de COVID19 
y en los de morbilidad asociada, incumpliendo la LO 3/2007 y derivando en un subregistro de casos y 
fallecimientos por COVID19 en mujeres, al ser los procesos respiratorios más frecuentes en hombres 

6 Estudio sobre impacto de género del teletrabajo a raíz del COVID-19. Fórum de Política Feminista, 2020.
7 Cuando se aprobó el Plan Corresponsables, con dotación presupuestaria de 190 millones € anuales para el desarrollo de 
actuaciones y/o prestaciones orientadas a facilitar la conciliación familiar.
8 El empleo disminuyó en el segundo trimestre de 2020 en 527.800 hombres y 546.200 mujeres.
9 El sector más afectado fue Servicios donde las mujeres son mayoritarias, con 816.900 personas ocupadas menos.
10 Art.30 del R.D 11/2020.
11 Coordinadora de la Red Estatal de Familias Monomarentales, FAMS, 15 de mayo de 2020.
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y las mujeres hospitalizadas con menor frecuencia. Tampoco se computaron los datos de mortalidad ni 
de morbilidad en residencias o domicilios de ancianos desagregados por sexo. En el periodo compren-
dido entre mayo – septiembre 2021, el exceso de mortalidad de mujeres mayores de 65 años superó al 
de los hombres12. Ausencia de estudios previos del impacto de las vacunas en las mujeres. El 79% de 
las mujeres presentan COVID persistente. 11 provincias no notificaron ningún aborto  en su territorio, lo  
que supone  que todas  las mujeres tuvieron que desplazarse para realizarlos, por escasez de medica-
mentos  e interrupciones en las cadenas de suministros o el cierre de fronteras. Pandemia y migración: 
Exclusión de migrantes en situación administrativa irregular en los planes de contingencia (se estima 
alrededor de 200.000 mujeres en 2019). Un 75% de la población asistida con carácter de emergencia 
fueron mujeres migrantes, generalmente  con hijas/os a su cargo, al no contar con ninguna fuente de 
ingresos por las restricciones de movilidad y no  acceder  a  ayudas  sociales gubernamentales. La pan-
demia  ha  provocado una enorme necesidad de atención psicológica (fobia social, depresión,  intentos  
de suicidio, etc.) entre  la población migrante  vulnerable  que   no  es  cubierta   por  el  sistema público 
de salud. Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia13:  La igualdad de género se señala 
como uno de los ejes del Plan. Sin embargo, del  total  de  26.634 millones de  euros  de  los  fondos  
europeos  (Next  Generation EU) incluidos en  los Presupuestos Generales del Estado de  2021, tan 
solo 48,6mill. fueron  gestionados por el Ministerio de Igualdad. Cabe destacar que de las siete medidas 
emblemáticas de este Plan (flagship initiatives) tan solo una (Reskill&Upskill) tiene entre sus impactos 
objetivos a las mujeres.

12 Periodo 9-18 junio 2021: 9,5% exceso de mortalidad en mujeres y 5,1% en hombres. Periodo 19/07-13/09 2021: 15% 
exceso de mortalidad en mujeres y 14% en hombres.
13 Aprobado por el ECOFIN el 13 julio 2021. 
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1. SOM DE PIT (Valencia)
2. Plataforma contra las Violencias Machistas- Violencia Cero (Málaga)
3. FÓRUM DE POLÍTICA FEMINISTA ESTATAL
4. Centro de Estudios e Investigación sobre Mujeres- CEIM (Málaga)
5. Asociación de Mujeres Feministas Tomando Partido (Málaga)
6. HAURRALDE FUNDAZIOA (Gipuzkoa)
7. Asociación con la A (Castellón)
8. Federación de Asociaciones de Mujeres Arena y Laurisilva (Santa Cruz 

de Tenerife)
9. COAMUR (Málaga)
10. Fórum de Política Feminista de Málaga
11. Federación de Asociaciones de Mujeres de la Comunidad de Madrid
12. Derechos Humanos de las Mujeres y Desarrollo- DEHMUDE (Madrid)
13. Comité Reivindicativo y Cultural de Lesbianas- CRECUL (Madrid)
14. COLABORATORIAS (Sevilla)
15. Colectivo de Feministas Lesbianas de Extremadura
16. BRILLA ILLES BALEARS CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO (Palma de 

Mallorca)
17. MADRES PROTECTORAS (Islas Baleares)
18. Asociación E- Mujeres (Alicante)
19. Colectivo Mujeres por la Salud NIELDA (Asturias)
20. Organización de Mujeres de la Confederación Intersindical (Madrid)
21. MUJERES POR LA PAZ (Madrid)
22. Asociación de mujeres por la igualdad Violetas del Teide (Tenerife)
23. Blanco, Negro y Magenta (Madrid)
24. MUJERES MOVIENDO EL MUNDO (Zaragoza)
25. SOMOS MÁS, mujeres sobrevivientes de la violencia machista (Za-

ragoza)
26. Fórum de Política Feminista de Córdoba
27. ALANNA (Comunidad Valenciana)
28. Federación del Consejo Nacional de Asociaciones de Mujeres Resi-

lientes de la Violencia de Género
29. Asociación ADELANTE (Jaén)
30. Red Cántabra contra la Trata y Explotación Sexual
31. MALEN ETXEA, Asociación Mujeres Inmigrantes (Gipuzkoa)
32. LUNES LILAS (Navarra)
33. MUJERES PALANTE (Barcelona)
34. Asociación para la Defensa de la Imagen Pública de las Mujeres- 

ADIPM (Málaga)
35. Asociación Egeria Desarrollo Social (Málaga)
36. INCIDE (Málaga)
37. Mujeres en Zona de Conflicto- MZC (Córdoba)
38. LA COMALA, SCM (Madrid)
39. COLECTIVA DE MUJERES REFUGIADAS, EXILIADAS Y MIGRADAS (varias 

ciudades)
40. ADAVAS León
44. Asociación de Mujeres La Mitad del Cielo (Málaga)
45. Fórum Feminista de Madrid
46. Custodia en Positivo (Madrid)

47. Fórum de Política Feminista de Granada
48. Federación de Mujeres Jóvenes (Estatal)
49. ANDEREAK ELKARTEA (Bizkaia)
50. Asociación POR TI MUJER (Valencia)
51. Mujeres Feministas María Cambrils (Málaga)
52. Asociación de Mujeres Nerea (Málaga)
53. Asociación de Mujeres Eleanor Roosevelt (Valencia)
54. Asociación Feminista Colectivo Sórico (Málaga)
55. Asociación de Mujeres Feminista Puntos Subversivos (Málaga)
56. Federación Provincial de Asociaciones de Mujeres ÁGORA (Málaga)
57. Federación Guadalhorce Equilibra (Málaga)
58. CCOO Málaga
59. Asociación Feminista de Asturias Clara Campoamor
60. FERNÁNDEZ GUILLÉN ABOGADAS (Madrid)
61. Federación de asociaciones de Mujeres de la Comunidad de Madrid- 

FAMCM
62. Mujeres Pensionistas Málaga- COESPE
63. Comisión para la Investigación de Malos Tratos a Mujeres ( Madrid)
64. Asociación Social y Cultural para las Mujeres MARARÍA (Las Palmas)
65. ASIGE (Granada)
66. FEDERACIÓN DE MUJERES PROGRESISTAS (Estatal)
67. FUNDACIÓN CERMI MUJERES (Madrid)
68. Red de Mujeres Latinoamericana y del Caribe (Madrid)
69. Mujeres supervivientes de Violencia de Género (Sevilla)
70. Liga Internacional de Mujeres por la Paz y la Libertad- WILPF España
71. ACCOES (Estatal-Madrid)
72. ASOCIACIÓN FORO VENERANDA MANZANO (Asturias)
73. Acción para el Desarrollo y la Igualdad (Madrid)
74. DONES DE NEGRE (Castelló)
75. LICEU DE DONES (Benicasim)
76. LICEU DE DONES DE CASTELLÓ
77. Asociación de Mujeres Valdés Siglo XXI (Asturias)
78. COLABORATORIAS (Sevilla)
79. Asociación de Mujeres de la Cultura y Educación- AMCE (Valencia)
80. COLLECTIU FEMINISTA VICTORIA SAU (Xirivella)
81. GRUP DE DEBAT PER LA IGUALTAT D`ALZIRA (Valencia)
82. COLLECTIU DE DONES FEMINISTES DE MONTCADA (Valencia)
83. AMIGAS SUPERVIVIENTES (Valencia)
84. INTERSINDICAL VALENCIANA
85. FEMINISMO LIBRE (Valencia)
86. Federación para la Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y 

la Infancia- FEVIMI (León)
87. ARABA ABOLIZIONISTA
88. THEMIS (Madrid)
89. RED TRANSNACIONAL DE MUJERES (Madrid)
90. Coordinadora de Asociaciones de Mujeres y/o Feministas por la Igual-

dad de Navarra COMFIN
91. Educando en Igualdad (Almería)

ENTIDADES QUE HAN FIRMADO INFORME SOMBRA 2022
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92. Federación de Mujeres del Almanzora por la Igualdad- FEMAXI (Al-
mería)

93. Asociación NAIM (Málaga)
94. Plataforma de Acción Feminista de Almería
95. Movimiento Democrático de Benalmádena (Málaga)
96. Asociación de Mujeres Psicología Feminista (Granada)
97. PRODIVERSA- Progreso y Diversidad (Málaga)
98. GRANADA RADFEM
99. Asociación Feminista leonesa Flora Tristán (León)
100. Asociación de Mujeres Amanecer de Fuente de Piedra (Málaga)
101. Asociación de Afectadas de Endometriosis Crónica- ADAEC (Málaga)
102. Feminicidio.net- La Sur (Barcelona)
103. UGT Andalucía
104. Dones de Xirivella en Acció (Valencia)
105. Mujeres de Negro Valencia
106. Asociación vecinos Bº Els Orriols- Rascanya (Valencia)
107. Asociación Mujeres vecinales Els Orriols (Valencia)
108. PRODIANA AC (Ciudad de México)
109. Transfórmate 2.0 AC (Ciudad de México)
110. Consell Nacional Dones d´Espanya CNDE (Tarragona)
111. MÁLAGA ACOGE
112. ASAMMA (Málaga)
113. El parto es nuestro (Estatal)
114. Stop Vientres de Alquiler (Badajoz)
115. Mujeres de Negro (Valencia)
116. Asociación de Mujeres Clara Campoamor de Orihuela (Alicante)
117. Psicólogas y Psicólogos sin Fronteras (Valencia)
118. Associació per la Coeducació (Valencia)
119. Tertulia Feminista Les Comadres (Asturias)
120. Mujeres Pensionistas Málaga - COESPE (Benalmádena, Málaga)
121. Associació de Dones La Frontissa (Barcelona)
122. Movimiento Democrático de Mujeres (Estatal)
123. El Club de las 25 (Madrid)
124. Federació Dones de l´Alt Camp (Tarragona)
125. Asociación de Fibromialgia y Fatiga Crónica de la Ribera (Valencia)
126. ASAMBLEA 8M Alicante
127. Asociación de Mujeres Malvaluna (Badajoz)
128. Women´s Declaration Internacional España
129. Espacio Feminista Radical (Madrid)
130. Fundación Isonomia (Castellón)
131. FFM. Isadora Duncan (León)
132. Asociación Mujeres de Paz en el Mundo (Madrid)
133. Colectivo Feminista Carmen Olmedo (Jaén)
134. Asociación Feminista Ronda y la Serranía (Málaga)
 135. Editorial Digital Feminista Victoria Sau (Barcelona)
136. LILITH Lucha Internacional por la Liberación e Igualdad ((Santa Cruz 

de Tenerife)
137. asociación de Mujeres LiLuVa (Las Palmas)
138. Fórum de Política Feminista de Murcia

139. Federación de Organizaciones de Mujeres de Lorca (Murcia)
140. Asociación de Mujeres Jóvenes de Lorca (Murcia)
141. Asociación Damos la Cara contra la Violencia de Género (Granada)
142. AFAN XXI (Sevilla)
143. Lobby Sóriques (Valencia)
144. DONES DECIDIM PV (Valencia)
145. RED AMINVI- Red de apoyo a la mujer migrante víctima de violencia 

de género (Valencia)
146. Abolicionistas Huesca
147. Asamblea Feminista 8M Jaén
148. Asociación Mujeres por la Igualdad Calp (Alicante)
149. Front Abolicionista del País Valenciá
150. Foro Feminista de Castilla y León (Valladolid)
151. Associació de Dones ANTÍGONA (Valencia)
152. Coalición Internacional para la Abolición de la Explotación Repro-

ductiva- CIAMS
153. Colectivo Feminista Lanbroa (Vizcaya)
154. Federació Dones Progressistes CV (Valencia)
155. Espai FIGA (País Valenciá)
156. Associació Dones Feministas d’Alboraia (Valencia)
157. Asociación Mujeres Progresistas de Retiro (Madrid)
158. Euskalherriko Feminista Abolizionisten Kordinakundea- EHFAK 

(Vizcaya)
159. Dones de Picanya (Valencia)
160. Partido Feministas al Congreso (Madrid)
161. APAI CV (Valencia)
162. COMISSIÓ D’IGUALTAT DEL COL.LEGI OFICIAL DE TREBALL SOCIAL DE 

VALÈNCIA
163. Asociación de Mujeres Progresistas Bercianas (León)
164. Asociación Les Tisores de Mislata (Valencia)
165. Mujeres Abolicionistas Libres de Valladolid- MALVA
166. Asociación Colectivo Urbanas (Navarra)
167. XATEBA- Asociación por la Igualdad y contra la Violencia de Género 

(Valencia)
168. Escola de Pensament Feminista Amelia Valcárcel (Valencia)
169. Plataforma Andaluza de Apoyo al Lobby Europeo de Mujeres (Cór-

doba)
170. Organización Ciudadanas del Mundo (Málaga)
171. Secretaria de les Dones CCOOPV (País Valenciá)
172. Asociación de Periodistas Feministas de Castilla y León (Soria)
173. Lunas Conscientes (Cádiz)
174. Mujer y Sociedad (Madrid)
175. Xarxa de Dones Teulada (Alicante)
176. Frente abolición de la Prostitución (Madrid)
177. Xarxes Violetes (Valencia)
178. Coordinadora Feminista de Valencia
179. Mujeres de Negro contra la Guerra (Madrid)
180. Asociación de Mujeres Campesinas de Asturias

181. ACSE Hispanoamericanos en Valencia
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Reunidas las organizaciones socias de COMPI en las 
jornadas “Violencia contra las Mujeres: de la Ley a la 
Realidad”, en tres sesiones virtuales, hemos obteni-
do las siguientes conclusiones:

1) Gracias al activismo feminista, ha habido avances 
en políticas públicas para luchar contra las violencias 
machistas. Pero, siendo buenas (aunque mejora-
bles) las políticas, leyes y medidas, tienen importan-
tes problemas de aplicación. Desde el reconocimien-
to público de la gravedad de la Violencia de Género 
hasta hoy, se han sucedido, siempre precedidas de 
las movilizaciones en la calle y de las aportaciones 
de las asociaciones feministas, un conjunto de leyes 
en las que se reconocían  derechos  a  las  víctimas  
y  supervivientes,  obligaciones  para  los  poderes  
públicos, medidas penales, medidas para la preven-
ción. Y desde entonces se han ido creando servicios 
públicos para atender a las mujeres y aplicando con 
éxito muy desigual lo previsto en las leyes.

2) Como hitos en los avances, se destacan la Lo 14/1999 
de Modificación del Código Penal de 1995 sobre Pro-
tección a las Víctimas de Malos Tratos y de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y la ley procesal penal en ma-
teria de protección a las víctimas de malos tratos, la 
aprobación de la Ley de Protección Integral contra la 
Violencia de Género de 2004, la Ley Orgánica para la 
Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres de 2007, la 
adhesión al Convenio de Estambul en 2014, el Pacto 
de Estado contra  la  Violencia de Género  (2017), y, 
más recientemente  la Ley de Garantía Integral de la 
Libertad Sexual, o “Ley del Solo sí es Sí” (2022). Y la 
creación de Servicios Especializados para la atención 
de las víctimas, así como diversos mecanismos de 
aplicación de las leyes. Otras leyes no específicas han 
ayudado a reforzar sus efectos, como el Estatuto de 
las Víctimas del Delito (2015) o la Ley de Protección de 
la Infancia y la Adolescencia contra la Violencia, (Ley 
Rhodes 2021). Y en todas tuvieron una gran influencia 
las movilizaciones feministas.

3)   Sin embargo, los avances han resultado insuficien-
tes, bien por carencias de las propias leyes, bien por 

7.2
COMPI.

conclusiones
de sus jornadas

vg y sostener
la vida
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aspectos no desarrollados, bien por la interpretación de éstas en el ámbito de la justicia, dada la   
escasez   de   perspectiva   de   género   y   de   formación   en   dicha   materia   en   todas   las 
Instituciones/áreas responsables de la prevención, detección, atención (policía, servicios sociales, 
sanidad,  educación,  otros  servicios  públicos),  o  por  la  insuficiencia  de  los  medios,  servicios  
y recursos específicos creados para luchar contra las violencias machistas.

4)   Todo ello ha llevado a la persistencia de injusticias y espacios de vulneración de los derechos de 
las mujeres, con resultados de cifras trágicas de feminicidios u otras violencias extremas (violacio-
nes grupales, violencia sobre los hijos e hijas de las víctimas, violencia institucional en los ámbitos 
judicial y de las administraciones públicas...) La realidad resultante ha exigido al movimiento femi-
nista no bajar la guardia, y hacer los máximos esfuerzos de movilización para exigir cambios a favor 
de garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia.

5)  Hemos valorado como insuficiencias y dificultades que han obstaculizado avances reales, 
entre otros, los siguientes huecos en la legislación:

5.1. En  relación  con  la  Ley  Integral  de  2004:  la  definición  de  violencia  de  género,  referida 
solamente a la ejercida por los agresores en el ámbito de la pareja o expareja, dejando fuera 
múltiples formas de violencia machista, y el retraso del Estado Español en tratar otras formas 
de violencia contra las mujeres. Y los huecos de ésta, como la exigencia de denuncia para te-
ner los derechos a la atención atribuidos a las víctimas, problema abordado en fechas recientes 
(2019), o la indefinición de los derechos de los y las menores víctimas, parcialmente corregida 
en la Ley de Protección de la Infancia y la Adolescencia contra la Violencia (Ley Rhodes 2021). 
En el camino, se han dado flagrantes injusticias, como menores huérfanos/as por feminicidio 
sujetos a decisiones del asesino de sus madres, desamparo económico de los menores huér-
fanos y sus familias, etc. Y siguen dándose: maltratadores o abusadores de la infancia con de-
rechos de visita, mujeres en gran riesgo que piden ayuda sin obtener medidas de protección…

5.2. En cuanto a la aplicación del Convenio de Estambul: retrasos en materia de ampliación de 
los contenidos de la Ley Integral que sí están establecidos en el Convenio Estambul (qué se 
entiende por violencia contra las mujeres y los derechos de éstas), hasta 2022 en que se ha 
comenzado a tratar en la “Ley del Solo Sí es Sí”, y la lentitud en este proceso, que ha supuesto 
un hueco en el que apareció la sentencia de la manada y numerosas injusticias contra las mu-
jeres. Y queda aún por avanzar en otros contenidos recogidos en el Convenio Estambul, como 
es el caso de la trata y la explotación sexual.

6) Dificultades que se agrandan en la mala aplicación de las leyes, en cuanto a sistemas, pro 
gramas, servicios y medidas para la lucha contra la Violencia hacia las Mujeres:

6.1. Las Administraciones no acaban de cumplir con su obligación de proporcionar los medios 
necesarios para el funcionamiento del sistema de protección de los derechos de las víctimas.  
Los servicios especializados para la atención social, jurídica y psicológica, la red alojativa y 
los diferentes recursos padecen los efectos de la insuficiencia de recursos personales y 
materiales, con listas de espera y malas condiciones laborales para las trabajadoras. Estos 
servicios padecen, también, de un alto grado de externalización a empresas u ONG, muchas 
veces no especializadas, lo que dificulta el conocimiento por parte de las Administraciones de 
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los posibles problemas y de las soluciones a las dificultades.

6.2. Se detectan insuficiencias, también, en el sistema de valoración de riesgo, en el nº de profe-
sionales de la policía que hacen seguimiento de las víctimas en riesgo y en los medios con que 
cuentan, en el nº de unidades, de equipos, de profesionales dedicados a la valoración forense 
del riesgo, en el nº de juzgados de VG y de profesionales asignados a éstos…

6.3. Para colmo, el sistema de protección se puede poner en riesgo, como fue el caso de las políti-
cas de austeridad aplicadas desde 2010, que recortaron las posibilidades de la lucha contra la 
VG, sobre todo cuando se retiró a las Administraciones Locales, las más próximas a la ciuda-
danía, las competencias para gestionar las políticas de Igualdad y la lucha contra la Violencia 
de Género, en especial los servicios especializados.

6.4. Numerosos operadores jurídicos minimizan el riesgo que sufren las víctimas y, desde una ca-
rencia total de perspectiva de género, sitúan los supuestos derechos del agresor por encima 
de los derechos básicos de las mujeres o menores víctimas a una vida libre de violencia. Nu-
merosos feminicidios o asesinatos por violencia vicaria han sido fruto de la falta de diligencia 
debida en la justicia, sin que esta falta de diligencia haya sido evaluada o sancionada por los 
organismos correspondientes. Numerosas agresiones sexuales quedan impunes por la menta-
lidad machista de la justicia, resultando muy agravado el daño añadido a las víctimas, sin que 
sus injusticias supongan ninguna consecuencia para los operadores jurídicos.  Frente a ello, 
la formación en materia de Igualdad y Violencia de Género exigida a estos es muy escasa.  
Peor aún es la actitud de los profesionales de los juzgados de familia carentes de perspectiva 
de género que alimentan resoluciones judiciales contrarias a los derechos de las mujeres y 
de los menores a cargo y que les ponen en riesgo grave.  Derechos de custodia o de visita a 
padres maltratadores han facilitado asesinatos de los menores o de las madres.

6.5. De ello se deduce una situación de violencia institucional en la justicia, a la que se suma 
la violencia institucional ejercida por acción u omisión en los diferentes servicios públicos 
que no cumplen con su papel de protección de los derechos por la carencia de perspectiva de 
género: Servicios Sociales, en especial de atención a la infancia, etc.  Numerosos casos tienen 
que ver con la ausencia de formación adecuada para el personal encargado de actuar de una 
u otra forma en la prevención, detección, atención, y protección del derecho de las mujeres a 
una vida libre de violencia o a sus hijos e hijas.

6.6. Se ha dado en la práctica una revictimización de las mujeres que se atreven a pedir ayuda o a 
salir de una forma u otra de sus situaciones (con denuncia o sin ella), tanto en la justicia como 
en los servicios públicos encargados de atenderlas, viéndose la víctima obligada a relatar una 
y otra vez su caso, sin ser creída en numerosas ocasiones.

7)  Ha faltado en la práctica el tratamiento integral y transversal de la Violencia previsto por 
la Legislación:

7.1. La prevención prevista en la Ley, si quitamos algunas campañas de sensibilización empren-
didas por las diferentes administraciones, no existe en absoluto. La formación en igualdad y 
contra la violencia de género en la Educación Formal o en la No formal se reduce a acciones 
puntuales y con frecuencia con un enfoque inadecuado. Y los sistemas de prevención secun-
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daria, como las formas de detección temprana de las situaciones de violencia a las mujeres, 
también fallan. NO bastan las campañas.

7.2. La transversalidad en las políticas públicas en la materia ha sido, también, deficiente. No 
es posible avanzar en detección temprana de la violencia de género, por ejemplo, sin una 
adecuada implicación de servicios públicos de Educación, Servicios Sociales, Sanidad. No es 
posible avanzar en materia de Educación para la Igualdad y Educación Afectivo-Sexual sin la 
participación de Igualdad, de Educación y de Sanidad…etc.

7.3. La coordinación entre las distintas áreas y administraciones ha sido muy insuficiente 
a todos los niveles. Sobre todo, en los niveles de base. Si funcionaran adecuadamente las 
coordinaciones de nivel local entre servicios especializados de atención a las mujeres y los ser-
vicios sociales de base, policía, justicia, salud, educación, avanzaría la prevención, detección, 
atención y protección de los derechos de las mujeres.

7.4. Los huecos e insuficiencias del sistema son especialmente graves en los ámbitos rurales, 
con severas dificultades de denunciar o de pedir ayuda por la falta de respuesta y seguridad 
en su entorno. También se agrava en los colectivos de mujeres más vulnerables: mujeres 
migrantes, sujetas al miedo a la deportación, mujeres con discapacidad, cuya palabra se pone 
en duda más aún que en el resto de las mujeres, mujeres mayores, con severas dificultades 
socioemocionales para salir de la situación de violencia, mujeres gitanas…

7.5. En cuanto a la financiación, los fondos adicionales aportados tras el Pacto de Estado con 
frecuencia han supuesto un gasto ineficiente. Permanecen sin financiar aspectos esenciales 
en los servicios  o  en  los  sistemas  de  prevención,  mientras  que  frecuentemente  se  dirige  
el  gasto  a acciones poco relacionadas con la prevención o la atención a la VG. El sistema de 
asignación anual de fondos a las administraciones no favorece un gasto eficiente, ni la falta 
de seguimiento, control y evaluación de éste. La falta de evaluación impide detectar no solo 
los errores e ineficiencias. También impide la detección de las buenas prácticas y su difusión.

8)   Como éxitos de la lucha feminista hay que destacar:

8.1. La propia existencia de la Ley integral, vinculada a la movilización feminista de los primeros 
2000 y a las propuestas emanadas de la experiencia de las Asociaciones que crearon, desde 
los 80, los primeros recursos alojativos y equipos de atención, las primeras investigaciones y 
campañas de formación y sensibilización.

8.2. La persistencia feminista en el seguimiento constante de todas las ineficiencias, inaplicacio-
nes de la ley, e injusticias machistas y la protesta en las calles, en documentos, encuentros y 
campañas. Fruto de ello, se han ido sucediendo mejoras y correcciones, aún muy insuficientes.

8.3. El  Pacto  de  Estado,  fruto  de  la  gran  movilización  7-N  de  2015,  y  la  creación  de  fon-
dos específicos adicionales para la lucha contra la VG en los PGE., pese a la necesidad de 
actualización y mejoras. Y ha sido el primer intento de sacar la VG del debate partidista.  Este 
aspecto se ha quedado en intento.

8.4. La denuncia constante de las resoluciones judiciales patriarcales y, por tanto, injustas, en 
todas las materias: desde la sentencia de la manada, que desató, junto al movimiento MeToo, 
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la movilización entre 2016 y 2022 por el reconocimiento de las diferentes formas  Violencia 
Sexual como violencia machista (incluyendo mutilación genital, matrimonio forzado…), hasta 
la denuncia de las resoluciones patriarcales que afectan a la desprotección de los derechos de 
los menores y a sus madres (movimiento contra la Custodia Compartida Impuesta, Informes 
C.B.E. Sombra, Movimiento de Madres Protectoras…). Toda esa presión ha conducido a mejo-
ras en la legislación y las políticas públicas.

8.5. El reconocimiento de los menores como víctimas de la VG, que se completa en la Ley Inte-
gral de 2021, ha sido fruto de la movilización feminista, que ha conseguido que la sociedad 
y los medios de comunicación conozcan (aunque sea superficialmente) la violencia vicaria y 
la violencia institucional. La Ley Integral de P: Infancia y Adolescencia, ha tenido una gran 
importancia en la protección de las madres y de la infancia, al prohibir el SAP. Desde el año 
2009, estábamos reclamando acabar con la invención conservadora del falso SAP, dirigido 
a penalizar a las madres. La Ley Rhodes lo prohíbe. Hay que evitar que se inventen nuevos 
trucos para seguir aplicándolo.

8.6. También tiene que ver con las críticas feministas a lo largo del tiempo, El Estatuto de la Víctima, 
que establece procedimientos para evitar la revictimización.

8.7. Gracias a las Asociaciones, se da un avance en los derechos de las mujeres con discapacidad, 
en la Ley 8/2021.

8.8. El consentimiento explícito como centro del derecho a la libertad sexual de las mujeres, fue 
una exigencia constante del movimiento, que ha llevado a que sea un eje de la Ley del Solo Sí 
es Sí, y a establecer la figura de la agresión sexual para todas las vulneraciones de la libertad 
sexual de las mujeres. También es un éxito del movimiento que se contemplen los derechos de 
las víctimas y las obligaciones del Estado en cuanto a su atención y reparación de una forma 
paralela a la de las víctimas de violencia de género en la pareja (centros 24 horas, ayudas 
económicas, justicia especializada, etc.).

8.9. La tramitación de la Ley de Trata responde a las constantes críticas feministas de todas las 
formas de explotación sexual que encuentran en el Estado Español hasta hoy un campo abo-
nado.

8.10. Y muchos cambios normativos y organizativos para evitar distorsiones como, por ejemplo, 
que en los casos de violencia de género los temas de custodia se lleven desde el mismo juz-
gado especializado.

Para todo ello, los pequeños y los grandes cambios, hubo que luchar, denunciar e insistir mucho. Pero 
aún hay mucho que mejorar, en lo macro y en lo micro. Todavía los numerosos huecos del sistema y 
las injusticias que se dan en la práctica, como es el aún elevado número de feminicidios, nos obligan a 
exigir a los poderes públicos que cumplan con lo legislado, que apliquen políticas transformadoras de 
fondo, que corrijan todas las desviaciones del Sistema.
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Reivindicamos un compromiso real de todas las Instituciones del Estado y de 
la sociedad en la lucha contra la violencia machista:

1) Aplicando la legislación de forma efectiva. Ello exige desarrollar las Leyes e implementar 
todas las medidas previstas por éstas. Actualizando, también, el Pacto de Estado:

1.1. Implementación efectiva de los aspectos nunca desarrollados de la legislación (Ley Integral 
VG, Ley de Víctimas, Ley Rhodes, Ley del Sí es Sí), como es todo el capítulo de prevención. 
Dotar al sistema educativo de desarrollos de currículum que incluyan la Educación para la 
Igualdad y la Educación Afectivo Sexual, y creación de programas integrales en estas áreas, 
con carácter universal y con participación comunitaria, en coordinación con las Comunidades 
Autónomas.

1.2. Actualización  y  mejora  del  Pacto  de  Estado  contra  la  Violencia  de  Género,  en  cuanto  a

contenidos y mecanismos y en cuanto a eficiencia del gasto: seguimiento, control de éste y difusión 
de las buenas prácticas de las Administraciones Autonómicas o Locales.

1.3. Fomentar y regular un tratamiento de la Igualdad y la prevención de la VG en la Comunicación-
Social, en la Educación Comunitaria, en la creación cultural.

1.4. Actualización de los protocolos de actuación de los sistemas de detección precoz (sanidad, 
educación, servicios sociales).

1.5. Actualización de los protocolos de actuación en los sistemas de atención y protección a las 
víctimas.

2) Dotando a todas las Administraciones, áreas, servicios y programas implicadas de los re-
cursos necesarios para cumplir con lo previsto en las leyes.

2.1. Más juzgados de Violencia de Género, y que éstos absorban todas las formas de violencia 
contra las mujeres definidas en Estambul, y los temas de custodia relacionados.

2.2. Más Unidades de Valoración del Riesgo forense.

2.3. Más servicios y profesionales de atención social, psicológica y jurídica a las víctimas, más y 
mejor atención de emergencia, más plazas en recursos alojativos. Que pasen, preferentemen-
te a gestión pública directa.

2.4. Más servicios especializados en VG. en las Fuerzas de Seguridad.

3)  Formando en perspectiva de género a todo el personal de justicia y de todas las administra-
ciones relacionadas con la prevención, detección, atención a la VG, y exigiendo la diligencia 
debida en estos sistemas, para evitar la violencia institucional que frecuentemente sufren 
las víctimas:

3.1. Formación obligatoria y de calidad y profundidad en violencia de género a los operadores 
jurídicos que intervienen en el tratamiento de las diferentes formas de violencia contra las 
mujeres: (incluida la violencia sexual, matrimonio forzado, etc.) abogacía, judicatura, fiscalía… 
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Inclusión de dicha formación en los juzgados de familia, para evitar el machismo de las resolu-
ciones judiciales y las situaciones de riesgo que éstas crean.

3.2. Exigencia de diligencia debida a los jueces y juezas: que no queden impunes las resoluciones 
machistas e injustas que causan graves daños. Creación de un observatorio para seguimiento 
de la diligencia  debida,  desarrollar  un  instrumento  de  documentación,  análisis,  proyección, 
sensibilización, actuación institucional. Contra la violencia institucional. De forma colaborativa, 
de forma que sirva para mejorar y superar injusticias.

3.3. Formación suficiente a los cuerpos de Seguridad en materia de Violencia de Género y en 
los mecanismos necesarios para la valoración de los casos  y  la  aplicación  de  los  protocolos  
de actuación.

3.4. Formación en Género y Educación para la Igualdad al profesorado, creación de una red 
de agentes de igualdad dinamizadores de ésta en los centros educativos. Capacitación de los 
servicios de Orientación Educativa para la detección temprana de las situaciones de VG.

3.5. Formación generalizada en Igualdad y en detección de la VG al de personal sanitario de la 
Atención Primaria y de los Servicios Sociales de Base.

4)  Garantizando la transversalidad y la coordinación Interinstitucional en todos los niveles.

4.1 Acuerdos de las Comunidades Autónomas en las Conferencias Sectoriales de Igualdad y VG, 
en las de Educación y en todas las afectadas en cuanto a cartera de servicios, protocolos, 
políticas, medidas.

4.2 Desde el Estado hasta los ámbitos locales, deben actuar coordinadamente Igualdad, Justicia, 
Sanidad, Interior y Cuerpos de Seguridad, Educación, Servicios Sociales, Trabajo.

4.3 Observatorios de seguimiento y evaluación de la VG y de la lucha contra ésta en todos los 
niveles.

4.4 Mejora de las estadísticas de seguimiento de todas las formas de violencia contra las mujeres 
y de la lucha contra ésta en todos los niveles.

4.5 Grupos de coordinación local de los servicios de atención a la VG, policía, justicia, servicios sociales.

4.6 Control y evaluación del gasto de los fondos destinados a la lucha contra la violencia machista.

4.7 Mejoras en políticas transversales en violencia machistas, que afectan a temas de Extranjería, 
vivienda, empleo, custodia.

5) Garantizando la equidad en la defensa del derecho a una vida digna y libre de violencia a 
todos los colectivos de mujeres:

5.1. Mujeres residentes en el ámbito rural. Garantizar que la Guardia Civil cumpla con su obliga-
ción de atender los casos, y que se arbitren mecanismos para que las mujeres de poblaciones 
del ámbito rural accedan a los servicios de atención y ayuda en igualdad de condiciones con las 
residentes urbanas. Formación en materia de VG de los profesionales de la justicia que ejercen 
su función en estos ámbitos.
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5.2. Mujeres Migrantes. Garantizar que el miedo a la deportación no sea obstáculo para que 
lasmujeres víctimas de violencia de género en el ámbito de la pareja o en el entorno laboral, de 
matrimonio forzado o de trata y explotación sexual y otras formas de violencia machista, pue-
dan solicitar ayuda con seguridad, mediante ajustes en la Ley de Extranjería, la coordinación 
con los servicios de extranjería, mediante intérpretes en los servicios, juzgados, etc. en caso 
necesario mediante la agilización de las ayudas económicas a las víctimas. Que la habilitación 
para ser consideradas víctimas puedan darla las organizaciones de mujeres que trabajan con 
víctimas, para que las mujeres no estén obligadas a denunciar para ser atendidas. Que la 
propia asociación pueda ser solicitante.

5.3. Mujeres en riesgo de sufrir Mutilación Genital Femenina, matrimonios forzados. For-
mación al personal sanitario en atención primaria para la detección y derivación de los casos. 
Apoyo a las campañas de sensibilización social en los grupos de población afectados por estas 
tradiciones contrarias a los derechos humanos.

5.4. Mujeres con discapacidad.

5.4.1. Prevención, detección, atención, con un doble enfoque de género y de discapacidad. Apli-
car CEDAW y la Convención sobre los DDHH de la ONU sobre discapacidad.

5.4.2. Accesibilidad en las dependencias policiales y en los servicios especializados, sí como 
en todos los servicios relacionados (acceso a silla de ruedas, para audición, ceguera…).

5.4.3.  Aplicación  del  Protocolo  del  CERMI  sobre  Mujeres  con  discapacidad  y  VG. Forma-
ción/sensibilización en la problemática específica de violencia contra las mujeres en los 
servicios que atienden la discapacidad y formación en materia de discapacidad en los 
servicios especializados en VG. Coordinación entre éstos.

5.4.4.   Refuerzo de las ayudas económicas a las mujeres con discapacidad víctimas de violen-
cias machistas.

5.5. Mujeres Mayores.

5.5.1 Formación/sensibilización en la problemática específica de violencia contra las mujeres en 
los servicios que atienden a las personas mayores y formación en materia de atención a 
mayores en los servicios especializados en VG.

5.5.2. Coordinación entre los servicios que atienden a las personas mayores y formación en 
materia de atención a mayores en los servicios especializados en VG.
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JORNADAS: “Sostener la vida. Mujeres y producción de alimentos” Conclusiones.

Reunidas representantes de las or-
ganizaciones de COMPI y de otras 
invitadas en Valladolid los días Vier-
nes 1 de Julio y  sábado 2 de Julio 
de 2022, debatimos sobre el sistema 
alimentario actual, los desequilibrios y 
desigualdades,   los   impactos en la 
sostenibilidad ambiental y económica 
de nuestro mundo, el papel de las mu-
jeres en  y las experiencias alternati-
vas y los cambios necesarios.

En nuestras Jornadas COMPI-CERES celebradas en Septiembre de 2021 conocimos la desvaloriza-
ción a la que somete el modelo capitalista el trabajo de las personas productoras de alimentos, 
sobre todo de las mujeres productoras, representadas, mayoritariamente, en las pequeñas explota-
ciones agrarias. También, los impactos negativos de modelos de producción alimentaria injustos y no 
sostenibles. Analizamos, a la luz de los datos y de las experiencias, los mecanismos que hacen posible 
esa injusticia, que afecta en especial a las mujeres.

Pudimos empezar a conocer ideas, experiencias, iniciativas de producción innovadoras, jus-
tas y sostenibles desarrolladas por mujeres, con impactos positivos para la salud, la igualdad, la 
ecología y el empleo de las mujeres. Y a saber algo sobre qué clase de políticas agrarias podrían 
incidir positivamente en la igualdad de género, la seguridad alimentaria, el empoderamiento de las 
productoras. Y cómo tejer alianzas en las luchas por un modelo sostenible, sano, y sensible a la 
Igualdad de Género.

Valoramos entonces que era muy necesario cambiar las prioridades en la vida posicionando la ali-
mentación como una de las primeras, que hay que favorecer el trato directo entre consumidoras y 
productoras, que los objetivos de desarrollo sostenible, el respeto al planeta y a   la  biodiversidad  
dependen  de  cómo  se  producen  y  consumen  los  alimentos,  que  el feminismo tiene que incluir 
la soberanía alimentaria en la agenda, que los estudios de impacto de género deben estar en las 
leyes agroalimentarias, que las políticas agroalimentarias acordes con el empoderamiento de la 
mujeres pueden frenar el desastre despoblador, que las mujeres necesitan ser reconocidas como 
ganaderas y agricultoras de pleno derecho y con todas sus mujeres productoras agrarias.

Obtuvimos ideas al respecto, pero fuimos conscientes de que debíamos profundizar. Por ello, hicimos  
las  jornadas  de  Valladolid.  Decidimos  profundizar  en  las  temáticas  económicas, sociales y am-
bientales para facilitar nuestra posible incidencia social y política, a partir de las relaciones entre la 
igualdad de género, la producción alimentaria y la sostenibilidad de la vida.

En concreto, nos proponíamos obtener ideas para la posible incidencia política feminista en los 
temas relacionados y para profundizar en las alianzas entre las mujeres productoras y las de otros 
sectores. Queríamos profundizar en:
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1) la situación de las mujeres productoras agrarias, para conocer las brechas de género que genera el 
sistema alimentario actual, valorando, tanto el estado de la producción y de las productoras,  como 
las políticas agrarias y los impactos en las brechas de género.

2) los impactos del sistema alimentario actual sobre la salud del planeta.

3) las  alternativas  (en  producción,  en  distribución,  en  consumo)  para  avanzar  en igualdad y en 
sostenibilidad.

Y  en  la  mejora  de  nuestras  actuaciones  como  consumidoras  socioconscientes,  como activistas 
del feminismo, como activistas ambientales, etc.

Y llegamos a las siguientes CONCLUSIONES:

En lo referido al sistema productivo agrario español, las políticas agrarias y el papel de las 
mujeres.

1) Es  muy  sintomático que  en  el  Plan  Estratégico de  la  PAC  no  haya  NINGÚN OBJETIVO 
REFERIDO A LA IGUALDAD DE GÉNERO: solo hay una referencia a las políticas de igualdad en 
un subapartado llamado “zonas rurales vivas”. La exclusión tiene mucho que ver con la masculini-
zación del sector y de sus organizaciones, para las que no existen ni las mujeres ni los cuidados.

2) Aunque los datos son insuficientes,   ya que en su mayor parte están sin segregar por sexo, los  
disponibles, muestran  desigualdad  de  género.  Figuran  como  personas  asalariadas 182.000 
ocupadas, frente a  568.700 ocupados. Como titulares, 250.214 mujeres y 426.705 hombres. Solo 
el 21% de las mujeres que “ayudan” en las explotaciones familiares tienen titularidad compartida. 
Si hablamos de asalariadas fijas, hay una mujer por cada 5 hombres. En el olivar, solo hombres. 
El 43% de las titulares son mayores de 45 (normalmente, con maridos jubilados). Solo el 5% tiene 
entre 30 y 39 años. Con más de 65 años, ya hay el mismo número de titulares por sexos.

3) En cuanto a la titularidad compartida, a pesar de que supone algunas ventajas (puntúa extra 
en algunas ayudas de la PAC), no se ha logrado extender lo suficiente, (1024 explotaciones) lo 
que redunda en favor de la desigualdad. Hay dificultades: una de ellas, es que se requiere las 
firmas de ambos cónyuges, lo que supone que las mujeres deban pedir el permiso del marido, y a 
este no suele gustarle añadir el coste de la seguridad social de machista sigue pesando. Hay que 
establecer más medidas que la favorezcan.

4) En lo referido a la Seguridad Social, disponer de ésta te da derecho a ser cooperativista, sindi-
calista agraria, etc. Y te da acceso a disponer de pensión por ti misma, con derecho a jubilación, 
baja por maternidad, accidente de trabajo, etc.  No como pensión derivada, solo percibida en caso 
de viudedad, o, en otros casos, como pensión no contributiva. Te da autonomía e independencia 
económica. Pensemos en lo que supone, para un caso de violencia de género, no tener indepen-
dencia. Es importante extender estos derechos.

5) La renta agraria que queda a la mayoría de las mujeres agricultoras es muy baja, una vez deduci-
dos los elevadísimos constes de producción (subidas de un 30% en un año).

6) En cuanto a las ayudas de la PAC, al estar las mujeres concentradas en las explotaciones más 
pequeñas, apenas les llega nada, ya que el sistema favorece  a las que concentran más “unidades 
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de dimensión europea”, o sea, las grandes explotaciones (el 72% de la superficie agraria). Por 
ello, las pequeñas y medianas productoras se ven forzadas a abandonar o a pasarse a agricultura 
o ganadería intensiva, a ser poliactivas o a buscar “producciones nicho”. Las ayudas a jóvenes 
de la PAC priorizan las explotaciones de las mujeres. Pero, aún así, acaban mayoritariamente en 
manos de los chicos.

El reto es cambiar el modelo productivo hacia la garantía de la sostenibilidad de la vida. Las propuestas 
más inmediatas a favor de la igualdad son:

En lo referido al papel de los mercados, los canales de comercialización y sus consecuencias 
para la alimentación y el consumo. En busca de un modelo justo para todas.

1) La cadena alimentaria es el sistema económico en el que participan e interactúan múltiples agentes 
que contribuyen a que los alimentos lleguen “de la granja a la mesa”. En ella, están, además de las 
productoras y las consumidoras, las jornaleras,  las trabajadoras de la industria y de la distribución 
alimentaria, transportistas, etc.

2) En la mayoría de Estados miembros de la UE entre 5 ó 6 cadenas de distribución concentran 
más del 60% de la oferta de los productos agroalimentarios. Este porcentaje llega en ocasiones al 
80%. España: Mercadona 24’9%; Carrefour 9%; Lidl 5’4%; Día 4’8%; Eroski 4’5%; Consum 3’2%; 
Alcampo 3’1%.

3) El doble embudo: entre agricultores/as y consumidores/as: las grandes cadenas de comercializa-
ción. La gran distribución es la que impone nuestros deseos.

-El sector productor, por imposición del  mercado, sufre  la  llamada  UBERIZACIÓN. En  los es-
tratos de explotaciones más grandes no sólo hay grandes empresas, grandes capitales e incluso 
grandes fondos de inversión. También hay SEÑORES. El 71% hombres. El 29% mujeres. Desapa-

A las instituciones y 
servicios públicos 

Aplicar la perspectiva 
de género a todas  las  
políticas  de  la  PAC,  
a todos los niveles y 
en todos los progra-
mas, que promocione 
la incorporación de 
mujeres en los secto-
res productivos

Dar  facilidades  para  
que  las mujeres ten-
gan seguridad social 
como productoras 

Educación en la 
corresponsabilidad 
en los cuidados hacia 
unos usos igualitarios 
del tiempo.

Incidencia con planes 
de igualdad en las 
organizaciones

Revisar conceptos, 
normas, protocolos de 
las organizaciones con 
perspectiva de género

Fondos específicos 
para la  intervención a 
favor de la igualdad de 
manera transversal  
en todos los ámbitos.

Para los y las profesiona-
les y sus organizaciones

En el ámbito privado 
o en la Educación En los Presupuestos 
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recen pequeñas explotaciones. En la última década hemos perdido 75.000 explotaciones y se han 
hecho más grandes las grandes: tamaño medio de las explotaciones ha crecido un 7’4%.

4) El NEOLIBERALISMO supone que se acentúa la tendencia a tratar la alimentación como una mer-
cancía. (2009-2020). 10 consecuencias de la mercantilización de la alimentación

4.1.Entrar en  economías de escala: Producir mayor cantidad de producto a un menor coste, no 
como elección del sector productor sino como  imposición de las políticas públicas y de las  
empresas más fuertes de la distribución. Ejemplos: selección de razas o primas por volumen.

4.2. Intensificación de las producciones: menor número de explotaciones, más vacas o cerdos por 
explotación (ej. macrogranjas).

4.3. Especialización productiva  por  regiones  mundiales  exportadoras. España:  vino, carne de 
cerdo, hortaliza, fruta, aceite. Fuerte dependencia del exterior.

4.4.Concentración en pocas manos, Sólo 10 empresas comercializan más de 2.150 productos 
de consumo diario en el mundo.  Ingresan AL DÍA  más de 1.000 millones de dólares. Sólo 4 
empresas concentran el 70% del mercado del comercio agrícola. Sólo 4 empresas acaparan el 
70% de la venta de plaguicidas.

4.5. Mercados de futuro. Realización de contratos de compra o venta de ciertas materias primas 
en una fecha futura, pactando en el presente el precio, la cantidad y la fecha de vencimiento, 
lo que arruina a productores/as. La Bolsa de Chicago mueve sólo el 20% de la producción 
mundial (el resto de la producción se mueve dentro de cada uno de los países de producción) 
pero ese 20% marca el precio del resto del mercado.  Ejemplo: Fonterra, una cooperativa neo-
zelandesa que realiza una cada 15 días. Participan los principales compradores y vendedores 
de productos lácteos del mundo. A los pocos minutos de terminar la subasta se publican los 
resultados en internet y esto condicional el mercado mundial de leche y lácteos.

4.6. Los acuerdos de libre comercio suspenden barreras arancelarias, para (supuestamente) fa-
vorecer la competencia. Resultado real: se perjudica la seguridad alimentaria, porque la com-
petencia con precios muy bajos de productos sin exigencias técnicas que tiene Europa para 
asegurar alimentos sanos y  formas de producirlos respetuosas con la vidal, hace que las 
normas acaben cayendo. Porque, lógicamente, no se puede producir tan barato con normas 
ecosaludables.

Seguridad alimentaria = “De la granja a la mesa” – Planteamiento global e integrado que abarca 
todos los segmentos de la cadena alimentaria (la producción de alimentos para alimentación animal, 
la producción primaria, la transformación de alimentos, el almacenamiento, el transporte y la venta 
minorista). Esto significa que la seguridad alimentaria en la UE comienza en las explotaciones agrí-
colas o ganaderas y se mantiene vigente hasta el momento en que el alimento llega a la mesa del 
consumidor. Si algo está mal, se elimina de la cadena de producción. De esta forma, animales sanos 
siempre se convierten en alimentos seguros.  Ejemplos: obligación de utilizar únicamente agua potable 
o agua limpia como método de eliminación de contaminación, la prevención de la contaminación 
debe prevalecer sobre el lavado de gérmenes ya que las buenas prácticas de higiene son el primer 
paso esencial para garantizar la seguridad alimentaria.
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“Principio de precaución” –En caso de que una política o acción pueda causar daños a las perso-
nas o al medio ambiente y no exista consenso científico al respecto, la política o acción en cuestión 
debe abandonarse. Es decir, la Comisión Europea interviene inmediatamente si la comunidad científica 
considera que existe un peligro, aunque sea potencial. Este enfoque es opuesto al empleado en otras 
partes del mundo, como EEUU, donde se presupone que toda sustancia o producto son inocuos hasta 
que se demuestre científicamente lo contrario.

Pero todo eso es en teoría, hasta que pesa más la competencia con formas más baratas.

4.7. Cambio en modelo de producción europeo. El problema de este tipo de negociaciones y  acuer-
dos  es  que,  a  la  larga,  acaban  afectando  al  modelo  de  producción europea – y, por tanto, 
a nuestra soberanía alimentaria – ya que la cooperación regulatoria siempre reduce exigencias 
en materia de seguridad alimentaria para favorecer los intereses de las grandes empresas (que 
son quienes realmente impulsan y se benefician este tipo de acuerdos).

4.8. Pérdida de soberanía alimentaria. Es el derechos de los pueblos a Es el derecho de los Pue-
blos, de sus Países o Uniones de Estados a definir su política agraria y alimentaria ( y  a 
alimentarnos con calidad con lo que hay en su tierra).

4.9. Convivencia de cadenas cortas y largas. Ejemplo; La Faya, quesos (proximidad): 8 referencias. 
Lactalis (multi, larga distancia): 77 referencias. Además de quesos, venden natas, leches, pos-
tres, charcutería, mixes vegetales

4.10. Competencia desigual. Por economía de escala. Proximidad: calidad, salud. Distancia, multi-
nacionales: precios algo más bajos.

Y nosotras, ¿qué hacemos?

LUCHAR por el cambio: modificar Cómo se estructura, cómo se deciden los precios de los productos 
y dónde se venden. Soluciones desde la legislación y la militancia en las organizaciones agrarias y las 
cooperativas alimentarias, alternativas, esperanzas y dificultades en relación con las productoras y las 
consumidoras.

En lo referido cambio 
climático y la producción 
agroalimentaria. 
medioambiente 
y desigualdad de género:

1)  El  cambio  climático  no  afecta  por  igual  a  hombres  y  a  mujeres.  La  lógica  del capitalismo 
es acumulación, explotación y expropiación de bienes y vidas. Cuidar cuerpos para producir trabajo 
sale gratis si hay una cultura que lo legitima. Y si puedo, exploto gratis recursos naturales.

2)  De la misma forma que se extienden ideas reaccionarias contra el aborto, se extiende el negacio-
nismo climático. Pero a la vez hay cambios: hoy la conciencia sobre la violencia de género, y hay 
más conciencia sobre los impactos del cambio climático. Se acortan los plazos. Crisis energética, 
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inseguridad alimentaria, olas de calor, plagas y vectores de enfermedades humanas, del ganado 
o de los cultivos…

3)  Las mujeres y las niñas tienen 14 veces más probabilidades de morir en una situación climática 
extrema. La producción agraria del Sur se sustenta en la agricultura de subsistencia, que depende 
de mujeres. Éstas emplean más tiempo en conseguir recursos. El 80% de los refugiados climáticos 
son mujeres (ACNUR y Banco Mundial) En España, mujeres con menos acceso a recursos, sobre 
todo en zona sur y cornisa cantábrica (leche/hortalizas). Fuerte estrés hídrico. ¿Quiénes caen 
antes? Las explotaciones más pequeñas, o sea, las mujeres.

4)  El ecofeminismo tiene varias patas y orígenes. Desde antes del 74 se usó el término ecofeminismo 
(antes que Vandana Shiva), y antes ya estaba la reforestación de Kenia por  mujeres  pobres.  La  
teología  de  la  liberación  “la  naturaleza  es  femenina  y nosotras estamos más cerca” (esencia-
lismo, en realidad, ese papel nos ha tocado, no es elegido) y desde hace mucho tiempo ha habido 
luchas campesinas de las mujeres sin titularidad de la tierra. Quienes se jugaban su sustento   crea-
ron   el agroecofeminismo. En la última ola, se habla de explotación de las mujeres, la naturaleza  y  
los  animales.  Lucha  contra  las  macrogranjas,  no  solo  por  malestar animal, sino por el agua, 
la huella de carbono, residuos…

5)  Hay futuros posibles. La ciencia ficción de las mujeres de los 70 hablaba de ello. Y se prefigura su-
permercados cooperativos, protección de las semillas, presiones para que las políticas se orienten 
a favorecer las formas menos abusivas de producción. Que  pongan  un  pilar  sobre  las  mujeres,  
que  ayuden  de  verdad  a  evitar  la feminista.

En lo referido a “Modelos necesarios para el cambio, agroecología feminista”:

1)  El acto de COMER (Y SANO) ES UN ACTO POLÍTICO, nos situamos en el ámbito de los Derechos 
Humanos para construir la DEMOCRACIA de la alimentación, desde la lucha colectiva.

2)  La Soberanía Alimentaria por el Futuro del Planeta se define como Filosofía de Vida, donde se 
reconoce la Interdependencia, la sabiduría colectiva. Promueve la Justicia, la Igualdad, la Dignidad, 
la Fraternidad y la Solidaridad. Es Ciencia de la Vida que a lo largo de la historia ha inventado 
métodos y técnicas en armonía con la Naturaleza.

3) La PAC, Desde hace décadas, ha implantado un modelo Neoliberal que favorece al Agronegocio e  
invisibiliza  y  excluye  a  los  modelos  más  sostenibles,  discrimina  a pequeñas  producciones, a  
jóvenes,  a  la  agricultura  ecológica  (campesina)  y  a  las mujeres.

4) Desde las mujeres productoras, se propone que los Hogares aparezcan, que se visibilice la gran 
riqueza de biodiversidad en cada casa. Que se consideren el tiempo y los autocuidados, el bien 
común y la justicia social. Desarrollar un modelo que frene la especulación, el acaparamiento y la 
autoexplotación.

5) Defendemos la construcción de UN MODELO DE  “RECAMPESINIZACIÓN” ECOFEMINISTA . la  
importancia  de  fortalecer  los  Servicios  Públicos  en  el  medio  rural,  ya   que  su precariedad 
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recae en las mujeres,   que la Economía Feminista llegue al  medio  rural. Poner a las mujeres del 
medio rural en el centro de las políticas públicas, para lo que son necesarios   mecanismos   para   
que   las   mujeres   participen.   Los    problemas   son estructurales y se trata de Relaciones de 
Poder (que no se arreglan sólo con la Ley de Titularidad Compartida).

6) “Lo que nos estamos jugando es cómo nos vamos a alimentar”. Y se trata de atender Necesidades, 
desde el conocimiento y el diálogo con la Naturaleza.

7) LA PERSPECTIVA FEMINISTA Y POLÍTICAS ALIMENTARIAS supone: La socialización de la 
responsabilidad de alimentar, la representación y empoderamiento de la cuestión alimentaria, y el 
reconocimiento de la centralidad social y simbólica de la alimentación.

8) Una  más  saludable  y  sostenible  alimentación  requiere  más  tiempo,  recursos  y conocimientos 
asociados a su práctica. La división sexual del trabajo, el peso de la organización social de los cui-
dados, la falta de reparto de esos trabajos, hace que recaiga en las mujeres (en mayor medida). En 
“lo saludable” las políticas públicas alimentarias tienen un papel para atender y visibilizar el cruce 
entre Salud y Nivel de Renta, y favorecer el acceso a todas las personas. Las mujeres a diferencia 
de los hombres viven la Responsabilidad de los cuidados y la alimentación con sentimiento de 
Culpabilidad. y Reto Demográfico. De cómo y con quiénes se vaya planteando dependerá que las 
mujeres no  seamos  consideradas “úteros  andantes”, sino  protagonistas del  cambio hacia un 
nuevo sistema agroalimentario basado en la justicia, la equidad, los derechos humanos, desde la 
la construcción de una agroecología feminista.

10) Recuperamos para  el  Feminismo  Rural  el  lema  del  Seminario  europeo  de  mujeres alternativo 
a la presidencia española de la UE en Cáceres, hoy pensando en nuestra capacidad de construir 
otro modelo alimentario de Soberanía Alimentaria:

Nosotras producimos, nosotras trabajamos y nosotras Decidimos.

¡Globalicemos la lucha, globalicemos la esperanza!
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En relación a la tramitación en el Congreso de los Diputa-
dos del “Proyecto de Ley para la igualdad real y efectiva 
de las personas trans y para la garantía de los derechos 
de las personas LGTBI” (en adelante, PL), Confluencia 
Movimiento Feminista aporta a continuación su aná-
lisis especializado sobre el planteamiento y conse-
cuencias de la propuesta del Gobierno, el cual pone 
a disposición de los grupos parlamentarios de las 
Cortes a fin de sustentar una enmienda a la totalidad 
de dicho Proyecto de Ley. 

1. ALCANCE COMPLETO DEL PL
 
El objetivo principal del PL es imponer al conjunto de 
la sociedad española, por imperativo legal, la creen-
cia de que existe una “identidad sexual sentida” en 
cada una de las personas, la cual no sería producto 
de la autopercepción o conciencia nacida de la propia 
experiencia individual e intransferible de nuestro propio 
cuerpo sexuado, sino que se trataría de una esencia in-
manente que expresaría carácter sexual (es decir, una 
especie de espíritu indescriptible que habita en nuestro 
interior de forma separada e independiente del cuerpo). 

En esta doctrina, esa “identidad sexual sentida” se-
parada por completo del sexo de cada persona es la 
fuente de información “auténtica” -prevaleciendo so-
bre la realidad material del cuerpo- a la hora de deter-
minar si una persona es hombre o mujer (o terceras 
opciones surgidas en el seno de esta creencia, como 
“no binario” -no ser ni hombre ni mujer-, “bigénero” 
-identificarse con dos “géneros”-, “fluido” -ir cambiando 
de identidad-, etc.). 

Como vemos, si bien la “identidad sexual” se considera 
“innata” en esta creencia, puede cambiar de “naturaleza” 
a lo largo del curso de la vida, en función de “cómo se 
sienta” cada persona. 

El PL pretende que dicha “identidad sexual sentida” 
tenga un reconocimiento legal en el ordenamiento 

7.3
Confluencia 
Movimiento 

Feminista

Bases para una enmienda 
a la totalidad del

Proyecto de Ley para la 
igualdad real y efectiva 

de las personas trans
y para la garantía de los 

derechos de las 
personas LGTBI
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jurídico español en sustitución de la categoría biológica sexo, la cual dejaría de ser considerada 
relevante a efectos de las políticas de igualdad y contra la violencia machista, recogida de datos esta-
dísticos, establecimiento de categorías deportivas, definición de espacios segregados y protegidos por 
sexo -que pasarían a serlo en función de las distintas “identidades sexuales sentidas”-, etc. 

Todo ello significaría llevar a cabo un cambio de paradigma profundo que afectaría de forma com-
pleta y transversal al ordenamiento jurídico español al desvincular la información legal en relación 
al sexo de las personas -que consta en nuestra documentación identificativa- de la categoría biológica 
sexo. 

Todo lo anterior nos proporciona el punto de vista desde donde poder valorar en toda su dimensión la 
motivación mística que subyace bajo el texto propuesto por el Gobierno. 

El PL se articula alrededor de tres ejes conceptuales que se complementan entre sí para fijar por 
ley la imposición de esta creencia a la ciudadanía española. 

1. La alteración a voluntad de la mención registral del sexo (bajo el eufemismo de “rectificación”), 
en función de la “identidad sexual sentida” que se alegue. Esta rectificación podría ser realizada por 
cualquier persona de nacionalidad española a partir de 14 años (es decir, serían potenciales suje-
tos de esta norma -en caso de aprobarse- la amplísima mayoría de la población de nuestro país). 

2. La prohibición por ley de todo enfoque que no sea afirmativo de las “identidades sexuales”, 
incluyendo represalias a los y las profesionales de la salud mental y a las familias que no se 
apresuren a “afirmar las identidades” de la infancia y adolescencia que haya expresado disconfor-
midad con su cuerpo sexuado. 

3. La criminalización del disenso, bajo la espuria acusación de “LGTBIfobia”, que puede conlle-
var hasta 150.000 euros de multa a quien no participe de forma inequívoca en la creencia de que 
existen una especie de “almas sexuadas en cuerpos equivocados”. 

La implantación de esta creencia en el ordenamiento jurídico español tendría un impacto muy negativo 
en la políticas de Igualdad y contra la violencia machista, tal y como reconoce el Consejo General del 
Poder Judicial (en adelante, CGPJ) en su informe1 (el destacado no se encuentra en el original): 

“26.- (...) el texto anteproyectado viene a conferir una notable preferencia y una superior 
legitimación a la defensa de los derechos e intereses de las personas víctimas de discri-
minación por orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales 
frente a la reconocida para la defensa del derecho de igualdad de trato entre mujeres y 
hombres tal cual fue introducida por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres. 

27.- Este mismo efecto generador de posibles situaciones discriminatorias se observa, 

1 https://www.poderjudicial.es/stfls/CGPJ/COMISI%C3%93N%20DE%20ESTUDIOS%20E%20INFORMES/INFOR-
MES%20DE%20LEY/FICHERO/20220420%20Informe%20al%20proyecto%20Ley%20igualdad%20personas%20
trans%20y%20garant%C3%ADa%20derechos%20personas%20LGTBI%20v2.pdf 
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también a título de ejemplo, en relación con el deporte, toda vez que ni el artículo 26 ni la 
disposición final décimo primera2 del Anteproyecto contemplan la necesidad de evitar 
que la práctica de actividades deportivas pueda suponer la discriminación de mujeres 
deportistas, generando situaciones de desigualdad en el ámbito de las competiciones 
deportivas femeninas, (...). 

28.- Se quiere decir con ello que la ley anteproyectada, si bien responde a la loable fina-
lidad de establecer un marco normativo que garantice la igualdad y evite la discriminación 
de las personas sometidas a su ámbito de aplicación, contempla medidas de actuación 
pública y políticas públicas, y contiene determinadas previsiones, que propician el, sin 
duda, indeseado efecto de generar situaciones de discriminación positiva y, por tanto, 
de discriminación, por lo general indirecta, de aquellas personas no contempladas en 
su ámbito subjetivo de aplicación, especialmente significativa respecto de las mujeres, 
que contradicen los postulados derivados del principio de igualdad consagrado en el 
artículo 14 CE, y se contienen singularmente en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la igualdad efectiva de mujeres y hombres”. 

La Constitución Española (en adelante, CE) establece el principio de igualdad (art. 14), el derecho 
fundamental a la libertad de creencia (art. 16.1) y la aconfesionalidad del Estado (art. 16.3), ade-
más de garantizar los principios jurídicos de legalidad, jerarquía normativa, seguridad jurídica, 
responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (art. 9.3). 

Estos principios en los que se basa nuestro Estado de Derecho se ven vulnerados en el PL presentado 
ante el Congreso, de lo que se desprende que la imposición de esta creencia particular de los 
miembros del Gobierno a la sociedad española es claramente inconstitucional y motiva la nece-
sidad de la enmienda a la totalidad de este PL. 

2. INCONSTITUCIONALIDAD DEL PL 

A) VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD 

Como ya se ha indicado en el punto anterior, el CGPJ recoge en su informe (en diversas ocasiones) 
que el planteamiento del Gobierno supone una vulneración del principio de igualdad entre mujeres y 
hombres, garantizado por la Constitución en su artículo 14 y desarrollado en la Ley Orgánica 3/2007, 
de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, lo cual es una clara causa de incons-
titucionalidad del PL. 

2 En la redacción final del PL se ha trasladado a la disposición final novena (modificación de la Ley 19/2007, de 11 de julio, 
contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte).
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B) VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE CREENCIA 

El artículo 3 del PL proporciona las definiciones sobre las que se despliega el texto del articulado y entre 
ellas encontramos las siguientes (el destacado no se encuentra en el original): 

h) Identidad sexual: vivencia interna e individual del sexo tal y como cada persona la siente y 
autodefine, pudiendo o no corresponder con el sexo asignado al nacer. 

i) Expresión de género: manifestación que cada persona hace de su identidad sexual. 

j) Persona trans: persona cuya identidad sexual no se corresponde con el sexo asignado al 
nacer. (...) 

l) LGTBIfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o in-
tolerancia hacia las personas LGTBI por el hecho de serlo o de ser percibidas como tales. (...) 

ñ) Transfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o into-
lerancia hacia las personas trans por el hecho de serlo o de ser percibidas como tales”. 

Este artículo es capital en el texto propuesto -dado que establece las bases conceptuales para desa-
rrollar el resto del articulado del PL-, partiendo de una posición ideológica que podría calificarse de 
“espiritual” al hacer referencia a una esencia inefable que se encuentra en el interior de cada persona; 
esencia de la que se pretenden hacer desprender derechos y obligaciones legales para el con-
junto de la ciudadanía española. 

De manera que si prospera este PL y se transforma en ley, quedará impuesta por imperativo legal la 
creencia de que todas las personas tienen una “identidad sexual sentida”, la cual en ocasiones no se 
corresponde con el sexo de la persona. 

Vemos además que para esta creencia el sexo “se asigna” al nacer, como si se tratase de un reparto 
indiscriminado realizado por alguna fuerza misteriosa y no de una realidad biológica, material, com-
probable por los sentidos (vista) y por técnicas cientificas (análisis del ADN), incluso desde antes del 
nacimiento (ecografías o pruebas genéticas como la amniocentesis). 

El sesgo ideológico se muestra de forma muy clara en la amenaza a la retirada de la patria potestad 
a las madres y padres que no comulguen con el credo de la “identidad sexual sentida” en aque-
llas familias en que sean personas menores de edad quienes manifiesten confusión o malestar 
respecto de su sexo/cuerpo sexuado. Como vemos en el artículo 66.4 PL, no creer en el concepto 
de “identidad sexual sentida” se describe como una “negativa a respetar” dicha “identidad” -ofensa 
equivalente a “herejía”-, siendo una posición ideológica para la que se prevén consecuencias legales: 

“4. La negativa a respetar la orientación e identidad sexual, expresión de género o caracte-
rísticas sexuales de una persona menor, como componente fundamental de su desarrollo 
personal, por parte de su entorno familiar, deberá tenerse en cuenta a efectos de valorar 
una situación de riesgo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero”. 

Se encuentra igualmente amenazado el colectivo de profesionales del ámbito de la salud mental, pues 
se va a considerar que están practicando “terapias de conversión” si atienden a personas que mani-
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fiesten confusión o malestar respecto de su sexo, tal y como se establece en el artículo 17 PL, que 
recoge la “identidad sexual sentida” o la “expresión de género” como categorías protegidas: “Artículo 
17. Prohibición de terapias de conversión. 

Se prohíbe la práctica de métodos, programas y terapias de aversión, conversión o contracondicio-
namiento, en cualquier forma, destinados a modificar la orientación o identidad sexual o la expresión 
de género de las personas, incluso si cuentan con el consentimiento de la persona interesada o de su 
representante legal”. 

Es decir, para esta doctrina, si una persona que manifieste confusión o malestar con su sexo explora 
el origen de dicho malestar en un entorno terapéutico y acaba aceptando la realidad de su cuerpo tal y 
como es, se interpretará que ha sufrido una “terapia de conversión sobre su identidad sexual sentida”, 
por prevalecer este concepto inefable sobre la realidad biológica del sexo para los creyentes en dicha 
“identidad”. 

La ciudadanía española tiene derecho a no creer en la existencia de esta “identidad sexual sen-
tida”, ya que el artículo 16 de la Constitución Española especifica claramente que “[s]e garantiza 
la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades”, además de 
indicar que “[n]inguna confesión tendrá carácter estatal”. 

Queremos destacar que cuatro vocales del CGPJ comparten esta opinión sobre la vulneración del 
derecho a la libertad de conciencia en la propuesta del Gobierno, habiendo plasmado esta opinión en 
el voto particular emitido, disponible en la página web del Poder Judicial3. 

C) VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE OPINIÓN Y DE EXPRESIÓN 

El Título IV del PL, “Infracciones y sanciones” incluye sanciones administrativas para quienes expresen 
“opiniones vejatorias” en relación a la “identidad sexual sentida” que se protege en esta propuesta nor-
mativa, siendo que desde el colectivo LGTBI se considera una ofensa y una manifestación de transfo-
bia la mera expresión de realidades biológicas incontestables como que sólo existen dos sexos y estos 
son inmutables, por ser expresiones contrarias a la creencia descrita en el apartado anterior. 

Esto ha sido igualmente recogido en el voto particular mencionado anteriormente de cuatro vocales del 
CGPJ, donde se indica también lo siguiente (el destacado no se encuentra en el original): 

“En relación con la libertad ideológica o religiosa dicha libertad fundamental abarca no sólo el 
derecho a profesar una determinada ideología o credo religioso, sino igualmente el derecho a 
expresarse libremente en relación con dichas creencias. En cierto modo, a los efectos que aquí 
interesan, dicha libertad fundamental se solapa con la libertad de expresión. 

3 https://www.poderjudicial.es/stfls/CGPJ/COMISI%C3%93N%20DE%20ESTUDIOS%20E%20INFORMES/INFOR-
MES%20DE%20LEY/FICHERO/20220420%20Informe%20al%20proyecto%20Ley%20igualdad%20personas%20
trans%20y%20garant%C3%ADa%20derechos%20personas%20LGTBI%20VP2%20v3.pdf 
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En el ámbito de la libertad de expresión, llaman la atención las medidas que el APL incluye 
contra los discursos de odio que podrían emplearse para impedir el pluralismo ideológi-
co, cercenando la libertad de expresión de quienes piensan de modo diferente y sustra-
yendo al resto de ciudadanos de la posibilidad de contrastar ideas y opiniones. También 
llama la atención que se prevea sancionar conductas entre particulares”. 

Por lo que la propuesta ideológica del Gobierno vulnera los derechos fundamentales a la libertad de ex-
presión y de opinión protegidos en el artículo 20.1 CE, siendo una nueva causa de inconstitucionalidad: 

1. Se reconocen y protegen los derechos: 

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito 
o cualquier otro medio de reproducción. 

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 

c) A la libertad de cátedra. 

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. 

La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de 
estas libertades”. 

D) VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE JERARQUÍA NORMATIVA 

El abandono de la variable sexo como concepto fundamental que distingue a las mujeres de los 
hombres, en virtud de esta creencia que emana del Ministerio de Igualdad y que ha validado el Con-
sejo de Ministros de forma colegiada, es inconstitucional por no respetar el principio de jerarquía 
normativa garantizado en el artículo 9.3. CE al contradecir normas de rango superior a una ley 
ordinaria como la que se convertiría este PL en caso de aprobarse. 

En concreto, el PL contradice la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discri-
minación contra la mujer4 (en adelante, CEDAW, por sus siglas en inglés), instrumento jurídico 
internacional de Derechos Humanos aprobado por la Asamblea General de la Organización de las 
Naciones Unidas (en adelante, ONU) y ratificado por el Estado español el 16 de diciembre de 1983 
(BOE nº 69 de 21 de marzo de 19845). 

La CEDAW establece lo siguiente en su artículo 1 (el destacado no se encuentra en el original): 

“A los efectos de la presente Convención, la expresión “discriminación contra la mu-
jer” denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga 
por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 

4 https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimination-against-
women 
5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1984-6749 
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mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre 
y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. 

El artículo 96.1 CE establece que 

“1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados ofi-
cialmente en España, formarán parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones 
sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en 
los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho inter-
nacional”. 

El PL vulnera igualmente los principios establecidos en la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres6, cuyo artículo 3 “El principio de igualdad de trato entre mujeres 
y hombres” dispone lo siguiente:. 

“El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia 
de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, 
las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil”. 

Por su parte, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género7, en la creación del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer recogido en 
el artículo 30: 

“1. Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órgano 
colegiado adscrito al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá 
el asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, elaboración de informes y es-
tudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de género. (...) En cualquier 
caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y propuestas se consig-
narán desagregados por sexo. 

Es decir, en caso de prosperar este PL, 

- en las “listas cremallera”, que se han establecido para conseguir una paridad entre los sexos; 

- en el reparto de recursos a disposición de las mujeres víctimas de violencia machista, que son 
disposiciones establecidas para combatir la discriminación por sexo; 

- ante una serie de datos estadísticos segregados por sexo -en función de las obligaciones vistas en 
los párrafos anteriores-; 

- etc. 

7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2004-21760 

6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2007-6115 
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no se podrá distinguir entre las personas de un sexo y las personas del sexo opuesto que hubiesen 
alegado tener una “identidad sexual sentida” de dicho sexo, vulnerando las disposiciones establecidas 
en las normas de rango superior, por lo que el cambio de criterio propuesto en el PL es claramente 
inconstitucional. 

E) VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE SEGURIDAD JURÍDICA 

La propuesta normativa del Gobierno vulnera el principio de seguridad jurídica al pretender sustituir 
(mediante la redefinición de su significado) una variable muy relevante en nuestro ordenamiento 
jurídico (base de las políticas de igualdad y contra la violencia machista, además de funda-
mental en la recogida de datos estadísticos) como es el sexo. Ciertamente, en la propuesta se 
especifica muy claramente que el concepto de “identidad sexual sentida” y el sexo no son lo mismo, 
dado que -desde esta creencia- ambos conceptos pueden o no coincidir, tal y como se describe en el 
artículo 3 PL: 

h) Identidad sexual: vivencia interna e individual del sexo tal y como cada persona la siente y 
autodefine, pudiendo o no corresponder con el sexo asignado al nacer. (...) 

j) Persona trans: persona cuya identidad sexual no se corresponde con el sexo asignado al 
nacer. 

Sin embargo, la propuesta no hace ningún planteamiento que otorgue ninguna visibilidad a dicha “iden-
tidad sexual sentida” sino que su pretensión es que dicha “identidad sexual sentida” sea registra-
da de manera oficial ante el Registro Civil, en sustitución del sexo de las personas, lo que en la 
práctica tendría un efecto en el ordenamiento jurídico español de desvincular la mención registral del 
sexo de las personas de la categoría biológica sexo. 

Ello contraviene las Directrices de técnica normativa aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 22 de julio de 20058, cuyo fin se describe en los siguientes términos (el destacado no se encuentra 
en el original): 

“Las Directrices de técnica normativa que ahora se aprueban tienen un objetivo fundamental: Lograr 
un mayor grado de acercamiento al principio constitucional de seguridad jurídica, mediante la 
mejora de la calidad técnica y lingüística de todas las normas de origen gubernamental con la homoge-
neización y normalización de los textos de las disposiciones. Se trata de una herramienta que permite 
elaborar las disposiciones con una sistemática homogénea y ayuda a utilizar un lenguaje correcto 
de modo que puedan ser mejor comprendidas por los ciudadanos”. 

En cuanto al lenguaje a utilizar, las Directrices remiten a la Real Academia Española: 

“IV. Criterios lingüísticos generales 

101. Lenguaje claro y preciso, de nivel culto, pero accesible. 

8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2005-13020
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102. Adecuación a las normas lingüísticas generales de la Real Academia Española”. 

Por su parte, la Real Academia Española (en adelante, RAE) recoge la siguiente definición de sexo9: 

sexo 

Del lat. sexus. 

1. m. Condición orgánica, masculina o femenina, de los animales y las plantas. 

2. m. Conjunto de seres pertenecientes a un mismo sexo (“Sexo masculino, femenino”). 

3. m. Órganos sexuales. 

4. m. Actividad sexual. 

Todo lo anterior pone de relevancia que este PL vulnera también las disposiciones del Código Civil, 
pues el Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil establece en su 
Artículo 3 que: 

“1. Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras,” 

F) VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD 
DE LOS PODERES PÚBLICOS 

El Gobierno otorga distintos niveles de capacidad a las personas a lo largo del PL, en función de que 
convenga o no a su interés de desvincular la mención registral del sexo de la categoría biológica sexo; 
es decir, actúa de forma contradictoria sin ningún tipo de justificación más allá de la ideológica, lo que 
supone “arbitrariedad” respecto al concepto de “capacidad de obrar”, lo que supone una nueva causa 
de inconstitucionalidad. 

Por ejemplo, no se menciona como requisito la capacidad de obrar para la posibilidad de realizar el 
cambio registral, lo que tendría como consecuencia que personas sin capacidad de obrar plena por ha-
bérseles retirado mediante sentencia judicial pudiesen llevar a cabo la modificación registral e incluso 
alteraciones irreversibles de sus cuerpos; pero al mismo tiempo quiere impedir que las personas que 
manifiesten una confusión o malestar respecto de su cuerpo sexuado puedan recibir acompañamiento 
psicológico si así lo desean (el destacado no se encuentra en el original): 

“Artículo 17. Prohibición de terapias de conversión. 

Se prohíbe la práctica de métodos, programas y terapias de aversión, conversión o contracondiciona-
miento, en cualquier forma, destinados a modificar la orientación o identidad sexual o la expresión de 
género de las personas, incluso si cuentan con el consentimiento de la persona interesada o de 
su representante legal”. 

9 https://dle.rae.es/sexo
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El CGPJ se ha pronunciado en su informe indicando que esta prohibición es una restricción injustifica-
da (esto es, arbitraria) de la capacidad de obrar de las personas: “DECIMOCUARTA.- Si bien merece 
una mención especialmente favorable la prohibición de terapias de conversión que se recoge en el 
artículo 17 del anteproyecto, ha de llamarse la atención sobre el ámbito de la misma, pues al tratarse 
de la prestación de un consentimiento libre de una persona mayor de edad, la privación de efectos del 
mismo que recoge el anteproyecto resulta sumamente cuestionable, en la medida en que constituye 
una injustificada restricción de la capacidad de obrar de las personas. Por tanto, se aprecia la 
necesidad de justificar debidamente la privación de efectos del consentimiento de la persona 
afectada mayor de edad”. 

3. “PRINCIPIOS DE YOGYAKARTA”: ORIGEN IDEOLÓGICO DE LA PROPUESTA DEL GOBIERNO
 

La base ideológica para este PL son los llamados Principios de Yogyakarta (en adelante, PY), elabo-
rados en 2006 y ampliamente citados en las propuestas normativas anteriores (borradores filtrados en 
febrero de 2021 y las proposiciones de Ley de Podemos en la XII Legislatura10), a pesar de la desapari-
ción de cualquier mención al respecto en la Exposición de motivos tras las aclaraciones realizadas por 
el feminismo de que dichos Principios no son un instrumento jurídico válido reconocido por los Estados, 
ni tienen ninguna fuerza vinculante, sino que son un documento firmado por un grupo de personas 
reunidas a título individual, el cual ha sido rechazado por Naciones Unidas cuando se le ha intentado 
presentar para su aprobación. 

Sin embargo, a pesar de no estar citados expresamente y de no ser ningún documento oficial, el 
planteamiento del PL del Gobierno bebe directamente de dichos Principios privados aunque no sean 
nombrados en ningún momento. 

Esto se puede apreciar en los usos realizados por el Gobierno del acrónimo “LGTBI” y de la expresión 
recurrente a lo largo de todo el texto del PL “orientación e identidad sexual, expresión de género o 
características sexuales”, como explicaremos a continuación. 

En los PY se acuñó por primera vez la unión artificial de dos conceptos antitéticos como son “orien-
tación sexual” e “identidad de género”, nociones que son totalmente incompatibles entre sí dado que 
la “orientación sexual” (hetero-, homo- o bisexual) se define en base a la materialidad de los cuerpos 
sexuados de nuestra especie, mientras que la “identidad de género” se refiere a sentimientos o creen-
cias personales imposibles de comprobar, que contradicen precisamente la realidad sexuada de los 
seres humanos. 

Estos conceptos están definidos en los PY de la siguiente manera11: 

10 http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-220-1.PDF
11 http://yogyakartaprinciples.org/introduction-sp/ 
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“[1] Se entiende por orientación sexual la capacidad de cada persona de sentir una profunda 
atracción emocional, afectiva y sexual por personas de un sexo diferente o de un mismo sexo o 
de más de un sexo, así como a la capacidad de tener relaciones íntimas y sexuales con estas 
personas. 

[2] Se entiende por identidad de género la profundamente sentida experiencia interna e in-
dividual del género de cada persona, que podría corresponder o no con el sexo asignado al 
momento del nacimiento, incluyendo el sentido personal del cuerpo (que, de tener la libertad 
para escogerlo, podría involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través 
de medios médicos, quirúrgicos o de otra índole) y otras expresiones de género, incluyendo el 
vestido, el modo de hablar y los amaneramientos”. 

Como se aprecia, para esta ideología el sexo se “asigna” al nacer, exactamente la misma posición 
ideológica que sigue el PL. Los PY fueron desarrollados en torno a una concepción acientífica de la 
naturaleza humana, en la que se obvia cualquier referencia a la naturaleza sexuada de nuestros 
cuerpos, lo que produce la paradoja de acabar negando en la práctica el propio concepto de 
preferencia u “orientación sexual”, al que supuestamente pretende proteger. 

En los PY no se aclara qué relación guarda la percepción interna alegada con “el vestido, el modo de 
hablar y los amaneramientos” (que forman parte, según su visión, de las “expresiones de género”, de 
acuerdo con la definición vista más arriba). 

Sin embargo, desde el punto de vista feminista, recogido en los Tratados y Convenios internacionales 
debidamente ratificados por el Estado Español como el Convenio del Consejo de Europa sobre pre-
vención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica, hecho en Estambul el 11 
de mayo de 2011 y cuyo Instrumento de ratificación por el Estado español fue publicado en el BOE el 
6/06/201412, el género es una construcción social y no un sentimiento o una identidad. 

“Artículo 3 Convenio Estambul 

Definiciones 

A los efectos del presente Convenio: 

c) Por «género» se entenderán los papeles, comportamientos, actividades y atribuciones socialmente 
construidos que una sociedad concreta considera propios de mujeres o de hombres;” 

Los PY sufrieron una ampliación en 2017, siendo esta adición referida habitualmente como PY+10. Es 
en esta ampliación posterior donde se fija la expresión ampliada “orientación sexual, identidad de 
género, expresión de género y características sexuales”, prácticamente idéntica a la utilizada 
por el Gobierno en el PL, con la única salvedad de haber modificado “identidad de género” por 
“identidad sexual”, dejando el resto tal cual se nombra en los PY. 

Es asimismo evidente la enorme influencia que tiene el Principio nº 29, denominado Responsabilidad 
Penal13 sobre el Título IV del PL, Infracciones y sanciones. 

12 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-5947
13 https://yogyakartaprinciples.org/principle-29-sp/ 
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Es relevante conocer esta información sobre la influencia oculta de los PY en el planteamiento del 
Gobierno, especialmente para comprender mejor las referencias oficiales que sí se mencionan públi-
camente por parte del Gobierno. 

En especial, es de gran relevancia conocer que uno de los firmantes de PY+10, Víctor Madrigal-
Borloz es en la actualidad el Experto Independiente sobre la protección contra la violencia y la 
discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género de Naciones Unidas, 
dependiente del Alto Comisionado de Derechos Humanos, quien se reunió con la cúpula del 
Ministerio de Igualdad en febrero de 202114 (en fechas cercanas a la filtración a la opinión pública los 
primeros borradores de proyecto de ley). 

Madrigal-Borloz, al ser firmante de los YP es un defensor a ultranza de la autodeterminación del 
sexo registral y utiliza su posición aparentemente neutra de Experto de la ONU para hacer una cam-
paña muy agresiva entre los Gobiernos para promover dicho cambio legislativo. 

El año pasado, Madrigal-Borloz redactó dos informes15 relacionados con la protección legal del con-
cepto de “género” vs “sexo” en diferentes legislaciones, con la intención de redefinir el significado 
de “género” de “sistema social que oprime a las mujeres en beneficio de los varones” a “identidad”, 
llegando a afirmar que “el género es un fenómeno suprabiológico”16 volviendo a insistir en la idea 
de esencia inmanente que caracteriza a esta creencia. Su celo activista llegó al punto de afirmar 
que “la comprensión rígida del binario masculino/femenino como principal elemento ordenador 
social son resultado del colonialismo”. 

La organización feminista global Women’s Declaration Internacional17, cuya sección española forma 
parte de esta Confluencia Movimiento Feminista, redactó un comunicado18 en respuesta a los infor-
mes mencionados, afirmando en su conclusión que “La protección del ‘género’ o la ‘identidad de 
género’, en lugar de, además de, o como componente del sexo contraviene los principios rea-
firmados en la Declaración de los derechos de la mujer basados en el sexo19, viola los derechos 
basados en el sexo de las mujeres y las niñas en todo el mundo, y debe ser rechazada”. 

No es esta la única influencia de los PY en la política española, pues Michael O’Flaherty, también fir-
mante de Yogyakarta (en este caso de la redacción original en 2006) ocupa en la actualidad un puesto 
de alta responsabilidad de la Unión Europea al ser el Director de la Agencia de Derechos Fundamen-
tales; agencia que ha publicado las cifras que han servido de base para el acuerdo del Consejo de 
Ministros por el que se solicita el trámite de urgencia parlamentaria del PL. 

España, octubre de 2022 

          
14 https://www.igualdad.gob.es/comunicacion/notasprensa/Paginas/irene-montero-se-re-ne-con-elexperto-independient.aspx
15 1º informe: “El derecho de la inclusión”:
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G21/123/19/PDF/G2112319.pdf?OpenElement
2º informe: “Las prácticas de exclusión”:
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N21/192/17/PDF/N2119217.pdf?OpenElement
16 Página 8 del resumen:
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Issues/SexualOrientation/IESOGI/Reports_on_Gender_Final_Summary.pdf
17 https://www.womensdeclaration.com/es/
18 https://www.womensdeclaration.com/documents/300/WDI_statement_on_Madrigal-Borlozs_report_2021_Gender_
Theory_04_05_22.pdf
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La LOASP tiene que ser la primera exigencia feminis-
ta al próximo Gobierno

“La LOASP tiene que ser la primera demanda feminis-
ta que se ponga sobre la mesa del próximo gobierno”. 
Esa fue la clara llamada a la acción con la que concluyó 
ayer el acto conmemorativo del vigésimo aniversario de 
la PAP y segundo también de la presentación pública de 
la LOASP.

Cerca de 70 participantes, en su mayoría representantes 
de organizaciones abolicionistas de todo el Estado adhe-
ridas a la plataforma estatal, y activistas supervivientes 
como la argentina Sonia Sánchez, Sarah Berlori y Carol 
L. se reunieron on-line para valorar el camino recorrido y 
señalar el futuro.

Rosario Carracedo abrió las intervenciones recordando 
una trayectoria, la de la PAP, cargada de recuerdos que 
“me sobrecogen y alientan”. Refirió los difíciles comien-
zos de 2002, cuando se observaba “un panorama de ex-
trema complacencia con el proxenetismo y a favor de la 
regulación”.

Los proxenetas, dijo, eran entonces “asiduos tertulianos 
de programas de TV y radio, alentados por grupos me-
diáticos que ganaban mucho dinero con los anuncios de 
prostitución”, los cuales les daban “espacio, cobertura y 
sostenida promoción”. La impunidad y la tolerancia llega-
ban al punto de que solicitaron al Ministerio de Trabajo 
que, dentro del cupo de migrantes, se trajera a 270 muje-
res para sus negocios de explotación sexual.

Carracedo recordó cómo la PAP, comenzó su andadura 
en el 2002, con un el Manifiesto “Regular la prostitución, 
es legitimar la violencia contra las mujeres”, cuyo texto y 
las firmasque lo suscribieron fue publicado en el periódi-
co “El País” el 8 de febrero de 2003 y el coste, de dicha 
publicación como anuncio a página completa, fue sufra-
gado por todas las personas firmantes. Desde los inicios 
se han entablado incontables batallas; resultado de ellas, 
en las primeras épocas, hubo más éxitos simbólicos que 
materiales. Todos han sido importantes y todos han con-
tribuido a asentar y ensanchar el abolicionismo.

7.4
PAP

2 años 
de la loasp y

comunicado
abolicionista

Por la abolición 
de la prostitución 

y contra la 
mercantilización 

de nuestros cuerpos
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En el mismo 2002, por ejemplo, se creó una comisión en el Senado cuya intención era regular la pros-
titución. El movimiento abolicionista no estaba invitado, pero logró comparecer y esgrimir sus razones, 
y el proceso “se cerró sin conclusiones”.

También en el terreno institucional, se consiguió forjar una alianza con diputadas de distintos grupos 
políticos, de la que surgió una reforma del Código Penal materializada en la Ley 11/2203 con la posibi-
lidad de penalizar el proxenetismo.

Rosario Carracedo: “Aprovechábamos cualquier grieta para colocar el abolicio-
nismo”

Al mismo tiempo, se comenzó a trabajar en ampliar la base social abolicionista y representantes de la 
PAP recorrieron áridos lugares de la geografía española ofreciendo charlas, escribieron a los medios 
de comunicación y participaron en programas de televisión y radio. “Aprovechamos cualquier grieta, 
espacio y oportunidad para colocar posiciones abolicionistas”, recordaba Carracedo.

Han sido años de trabajo constante y decidido, que han culminado con el mayor éxito de la PAP: la 
LOASP. La ley orgánica ha sido, para la presidenta de la PAP, el resultado del “compromiso, el debate 
y la experiencia de las organizaciones abolicionistas”, y cuenta con “recorrido y legitimidad asamblea-
ria y democrática”. Tres momentos claves fueron: 30 noviembre de 2019, donde las organizaciones 
adheridas a la PAP pusieron el primer cimiento, acordando la redacción de la LOASP y apertura de un 
proceso participativo; el Encuentro convocado 22 de febrero de 2020, en el participaron un centenar 
mujeres y organizaciones feministas, donde se perfiló su estructura, contenido y gran parte de su desa-
rrollo; y, en tercer lugar, la presentación pública que se realizó de forma online -por la pandemia- el 18 
de noviembre de 2020, con la participación de más de 400 asistentes.

Carracedo participó también en un pequeño video/cortometraje que se proyectó posteriormente. Este 
video fue dirigido por, la compañera Nuria Duarte, se vale de ciertos toques de humor y de la potencia 
activista para imaginar cómo sería un mundo ideal sin prostitución, en el que rigiera la LOASP y que 
diera por cumplidos los anhelos de las anarquistas, comunistas, socialistas y sufragistas que, a princi-
pios del pasado siglo, soñaron con un mundo libre de esa “esclavitud humillante” tal y como la definió 
Mary Wollstonecraft. La cinta también dedica un apartado importante a la manifestación celebrada el 
pasado 28 de mayo en Madrid, a la que acudieron más de 10.000 feministas de todo el Estado para 
reclamar la ley abolicionista del movimiento feminista.

La fuerza y compromiso de las supervivientes: Sonia Sánchez, Sarah Berlori y 
Carol L.

La activista y superviviente argentina Sonia Sánchez aseguró que se sentía “muy feliz como sobrevi-
viente” porque, al elaborar la ley, “las hermanas españolas nos han escuchado”. Considera la LOASP 
una “herramienta fundamental, que esperan muchísimas hermanas que están siendo prostituidas” y 
que servirá para restituirles sus “derechos sociales y culturales” y para prevenir este tipo de violencia 
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extrema, “porque ya no vienen a por mí, que soy vieja para su negocio; vienen a por nuestras hijas, 
nietas y biznietas”.

A continuación, Sarah Berlori destacó los puntos de la ley orgánica que, a su juicio, responden a las 
necesidades planteadas por las víctimas del sistema prostitucional y reivindicó el “derecho de las su-
pervivientes a la reparación integral del daño”. Además, enfatizó la “obligación” y la “responsabilidad” 
del Estado por haber permitido el sistema prostitucional, y los “actos dañinos sobre nuestros cuerpos 
y psique”.

Berlori también se mostró entusiasmada por el acto, al igual que lo hizo Carol L., quien se dirigió a sus 
compañeras supervivientes. A Sonia le agradeció por “inspirar ese valor y ese arranque” y a Sarah 
porque le ayuda a “erradicar esa soledad tan dura”.

Saludó la LOASP con esperanza, ya que demuestra que “se pueden crear artefactos dentro de lo jurí-
dico para meter una cuña y dar fuerte con la maza”. La considera también un elemento importante para 
luchar contra la “cosificación de las mujeres”, encarnada en el sistema prostitucional.

Carol L. insistió mucho en la necesidad de dejar de llamar sexo a lo que es abuso y violación, y exigió 
que el Ministerio de Sanidad “declare de una vez que la prostitución es lesiva para la salud de las mu-
jeres” y se haga cargo de los daños.

Activismo y teoría, desde un compromiso abolicionista de décadas

La teórica y activista Rosa Cobo envió un mensaje grabado, por encontrarse en un acto previamente 
comprometido, en el que defendió la LOASP y celebró que se esté “articulando una masa crítica contra 
la explotación sexual en la opinión pública”. Destacó el papel de las supervivientes, que “con su expe-
riencia de vida muestran el horror de violencia patriarcal en su dimensión más extrema”.

Las veteranas Herminia Suárez Mata, de la asociación Flora Tristán de León, y Soledad Granero, de 
la P8M, rememoraron los difíciles inicios del movimiento abolicionista en el Estado. La primera recordó 
cómo “en aquellas fechas hablar de abolicionismo era inaudito”, así que “hemos avanzado mucho. 
Hemos puesto abolicionismo en el corazón del feminismo”, se congratuló.

Animó a seguir luchando por la LOASP. “¡No podemos rendirnos!”, aleccionó, ya que “la educación y 
la socialización son decisivas pero los cambios jurídicos son importantes, porque las normas generan 
comportamientos”.

Granero destacó que, “en estos 20 años, hemos ganado una batalla importantísima desde el movi-
miento feminista. Ha sido casi una victoria, que se ha debido al trabajo y la complicidad de muchísimas 
mujeres”. Gracias a ello, el abolicionismo “se ha implantado con mucha fuerza”, con plataformas por 
todo el Estado y con un cambio de mentalidad, que ha permitido “dar la vuelta a la idea del trabajo 
sexual y reconocer que la prostitución es violencia”.

Yolanda Rodríguez Villegas, historiadora de la Plataforma Navarra, invocó a las “ancestras” y defendió su 
legado, necesario para constatar que “en ese corazón del feminismo está siempre el abolicionismo” y que 
es preciso defenderlo para no traicionar el pensamiento y la acción de las que nos marcaron el camino.
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La Plataforma Navarra, muy activa en la lucha abolicionista, ha conseguido que el Parlamento reconoz-
ca la prostitución como violencia machista. También lo han hecho otras leyes autonómicas, pero, para 
Rodríguez Villegas, Navarra tiene “el plus” de asumirlo incluso con el consentimiento de las víctimas, 
que es “viciado” como remachan las supervivientes.

Desde Huesca, Modesto Arjona presentó la plataforma de Hombres por la Abolición y quiso reconocer 
y agradecer toda la historia y el trabajo que el abolicionismo trae consigo y que dijo que sirve para que 
“en aquellos lugares donde es más incipiente coja fuerza”.

El acto se cerró con el compromiso de seguir trabajando para que la LOASP sea una realidad. Estos 
fueron algunas de las consignas: “Tenemos que rearmarnos” “Nuestra fuerza radica en nuestra tenaci-
dad y perseverancia” “Tenemos mucho curre por delante, mucho que trabajar, para ampliar y ensanchar 
el movimiento abolicionista. Somos resistentes somos fuertes y el 2023 lo vamos a exprimir para con-
quistar el espacio político para que la LOASP sea ley”.

 

MANIFIESTO 28 DE MAYO 2022 #LOASPseráLEY

En primer lugar, queremos saludar a todas las mujeres de todos los rincones del estado español que, 
en el día de hoy, han venido a Madrid, y a todas las que hubieran querido venir y no han podido hacerlo 
pero han trabajado incansablemente para hacer posible esta manifestación. Gracias a todas porque 
juntas somos más fuertes.

Gracias a las mujeres que han venido de Asturias, Galicia, Cantabria, Navarra, Euskadi, Cataluña, 
Aragón, Valencia, Murcia, Andalucía, Extremadura, Baleares, Canarias, Castilla La Mancha, Castilla 
León, La Rioja y de Madrid.

Hoy estamos aquí para mostrar la posición, irrenunciable e innegociable, del movimiento feminista en 
defensa de la abolición del sistema prostitucional y de la tramitación de la ley orgánica abolicionista del 
sistema prostitucional que las feministas hemos elaborado basándonos en la experiencia, conocimien-
to, debate y reflexión teórica y práctica. Ley en la que también han participado las supervivientes de la 
prostitución y que recoge sus legítimas demandas y derechos.

Ya no somos esa voz en el desierto con la que iniciaba el movimiento abolicionista Josephine Butler 
en el que participaron nuestras antecesoras Concepción Arenal, Carmen de Burgos, Margarita Nelken, 
Clara Campoamor, Amparo Poch y Gascón, Federica Montseny, tantas y tantas mujeres que durante 
sus vidas lucharon por la abolición de la prostitución.

El movimiento abolicionista del sistema prostitucional es un movimiento internacional de mujeres que 
recorre todos los puntos del planeta, porque las mujeres de todo el mundo estamos hartas de tanta 
violencia patriarcal y reclamamos nuestro derecho a vivir una vida y en un mundo sin violencia contra 
nosotras, por el hecho de ser mujeres.

Todas estamos aquí para denunciar que el sistema prostitucional es una estructura patriarcal de violen-
cia contra las mujeres, para manifestar que no estamos dispuestas a que pase ni un día más en el que 
puteros, chulos, y proxenetas sigan violando y explotando sexualmente a mujeres y niñas.
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Estamos aquí para reclamar una sociedad educada en valores en igualdad entre mujeres y hombres y, 
para desterrar de nuestras vidas la desigualdad y violencia que supone la prostitución.

Estamos aquí para exigir que nuestro Estado deje de ser un Estado proxeneta que se lucra con la 
explotación y violencia ejercida contra las mujeres en el sistema prostitucional.

Estamos aquí para denunciar que nuestro Estado, que su Gobierno, con su falta de acción abolicionis-
ta, es cómplice necesario del proxenetismo y de los puteros.

Estamos aquí para exigir al Gobierno que deje de ignorarnos, de invisibilizar a las mujeres y al movimien-
to feminista, porque un Gobierno no puede ser de izquierdas y dar la espalda al movimiento feminista. 
No puede ser de izquierdas e ignorarnos, ningunearnos y negociar con los derechos de las mujeres.

No, no se puede ser de izquierdas, si no se es feminista y el feminismo es abolicionista, téngalo claro 
señor Sánchez, señora Montero.

Estamos aquí para reivindicar que la LOAPS sea ley porque con su aprobación, las mujeres prostitui-
das pueden disponer de los derechos y de los recursos necesarios para recuperar sus vidas fuera de 
la esclavitud y explotación que significa la prostitución.

La LOASP significa poner a disposición de las mujeres que son o han sido prostituidas, toda la ma-
quinaria del estado a su favor. Nuestra Ley reconoce los derechos para todas las mujeres prostituidas 
con independencia de su origen o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, porque la 
violación de los derechos fundamentales que sufren o han sufrido deben ser reparados integralmente 
a todas ellas.

La LOASP significa dotar de recursos económicos suficientes para implantar medidas de prevención, 
de protección integral, de formación continua de profesionales, de educación no sexista, de sensibiliza-
ción de la ciudadanía, de medidas sanitarias especializadas.

Para las mujeres que han sido o son prostituidas, la LOASP garantiza los derechos recogidos en la 
propia ley y en otras normas destinadas a víctimas de violencia machista.

La LOASP otorga a las mujeres prostituidas:
• la atención y protección de los poderes públicos;
• el derecho a ser atendidas de forma integral;
• y, permisos de residencia, que en ningún caso pueden ir unidos a la obligación de denuncia o 

colaboración. No corresponde a las mujeres

prostituidas cargar con la responsabilidad de la desarticulación del proxenetismo porque eso es una 
función y tarea del estado y de los cuerpos de seguridad.

La LOAPS impide que las mujeres prostituidas puedan ser sancionadas bajo ningún pretexto o artificio.

La LOAPS establece la sanción administrativa y penal a los puteros: porque la prostitución es una 
violación remunerada y ellos, con su dinero, son los que mantienen la industria de explotación sexual 
de las mujeres.

La LOAPS incorpora penas para todas las modalidades de proxenetismo, porque no cabe en una 
sociedad democrática basada en el derecho a la igualdad entre hombres y mujeres que se tolere, se 
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mantenga y se permita una actividad económica cuyos beneficios se obtienen de la oferta de mujeres 
para el ejercicio de la violencia sexual de los hombres.

La LOAPS es la ley del movimiento feminista. Ha sido elaborada con la participación de mujeres y 
organizaciones feministas de todo el Estado.

Son los derechos de las mujeres prostituidas y de las supervivientes de la prostitución, el fundamento 
de nuestra Ley; si prostituyen a una, nos prostituyen a todas.

El feminismo es abolicionista y la abolición de la prostitución es nuestro objetivo inaplazable. El gobier-
no tiene La LOAPS en su poder desde diciembre de 2020. Desde entonces hasta ahora, desde las más 
altas instancias políticas, se ha hablado de la abolición de la prostitución, pero nosotras sabemos que 
esas declaraciones son eslóganes publicitarios que sólo intentan acallar nuestras voces.

Llevamos décadas de supuesta democracia, pero las mujeres siguen recluidas en los campos de con-
centración del siglo XXI, donde se les viola por precio sistemáticamente; donde el lobby proxeneta se 
lucra de la explotación y sufrimiento de las mujeres y donde la judicatura, los políticos y las políticas y 
los Gobiernos son cómplices y responsables de esta forma extrema de violencia patriarcal.

Los partidos que conforman el Gobierno no tienen compromiso alguno con la abolición de la prostitu-
ción, no está en sus prioridades. Tras dos años de gobierno no han dado un solo paso creíble, serio, 
ni han tomado iniciativas reales para acabar con esta forma extrema de violencia contra las mujeres.

Nosotras, las feministas, no somos nuevas en este tema. Llevamos décadas, siglos, en este combate 
y no vamos a cejar, retroceder, ni dar un paso atrás en nuestras legítimas aspiraciones de vivir en una 
sociedad libre de violencia patriarcal.

El Gobierno, habla de trata y nosotras sabemos y decimos que la prostitución precede a la trata y la 
trata solo es una de las formas en las que se abastece el mercado de la prostitución. Sin prostitución 
no hay trata y sin puteros no hay prostitución.

El gobierno no puede mirar más para otro lado, no puede buscar excusas, no puede seguir ignorándo-
nos, no puede evadir la responsabilidad que tiene por el hecho de que miles de mujeres en nuestro país 
diariamente sigan siendo violadas y explotadas sexualmente.

Reclamamos que la LOAPS sea aprobada en el congreso de inmediato, porque somos un país de 
proxenetas y puteros: con una expansiva industria de la violencia y explotación sexual de las mujeres 
y niñas y encabezamos el ranking europeo en número de puteros.

No queremos parches, queremos la LOASP, la Ley Orgánica Abolicionista del Sistema Prostitucional. 
Una ley que afronta integralmente el sistema prostitucional y que tiene como objetivo fundamental 
garantizar derechos, recursos y la protección integral de las mujeres prostituidas. Y también, la penali-
zación de quienes explotan la prostitución ajena y de la demanda.

Por eso exigimos al gobierno la tramitación de La LOAPS por la vía de urgencia, porque la vida de las 
mujeres violentadas y explotadas sexualmente, es lo que importa.

VIVA LA LUCHA DE LAS MUJERES POR LOS DERECHOS DE LAS MUJERES.

 LA LOASP SERÁ LEY
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El gobierno no apuesta por la corresponsa-
bilidad en sus nuevas leyes.

El Gobierno del Estado financia spots sobre una mas-
culinidad más sana y corresponsable (“El hombre blan-
dengue”) y cursos de formación en corresponsabilidad y 
cuidados destinados a los hombres (en el llamado “Plan 
Corresponsables”) porque desde la Plataforma por Per-
misos Igualitarios (PPiiNA) y otras organizaciones femi-
nistas, de hombres por la igualdad y del tercer    sector    
llevamos    reivindicando    desde    hace    muchos    años 
una corresponsabilidad real. Solo si los hombres se im-
plican en los cuidados como las mujeres se podrá cerrar 
la enorme brecha de género en las horas que dedicamos 
a cuidar de nuestros seres queridos, a cuidar de la casa y 
de todas las tareas organizativas y emocionales básicas 
para una vida equilibrada y feliz.

Pero, aunque las campañas de comunicación y la forma-
ción sean necesarias para  concienciar,  si  estas  no  
se  acompañan  de  políticas  familiares  que permitan 
la corresponsabilidad, lo que consiguen mayormente es 
que los todavía demasiado pocos hombres que intentan 
seguir esa senda acaben enfrentados  con  sus  emplea-
dores  y  frustrados  en  su  intento.  Porque  las políticas 
familiares se concretan en leyes. Y la PPiiNA denuncia 
que el mismo Gobierno que con una mano financia spots 
y cursos de corresponsabilidad, con la otra mano no solo 
no corrige las trabas al uso igualitario en la existente ley 
de permisos por nacimiento (ver  aquí) sino que, además, 
está tramitando actualmente dos nuevas leyes que no 
apuestan por la corresponsabilidad:  la ley de familias y el 
anteproyecto de ley para la transposición de la directiva 
europea de conciliación.

La directiva europea de conciliación que se quiere traspo-
ner de urgencia requiere a los Estados miembros ciertas 
medidas y estándares mínimos a cumplir, entre los que 
figura de forma destacada un permiso parental de dos 
meses       remunerados       e       intransferibles       (Co-
misión       Europea, 2022). El Anteproyecto   de   Ley   
del   Ministerio   de   Trabajo   para   la trasposición de la 
directiva  prevé la creación de un nuevo permiso parental 

7.5
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ppina
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de ocho semanas, pero ¡atención! sin incluir su remuneración, y ¡atención! ¡pudiéndose usar hasta que 
la criatura tenga 8 años! (¿para que el papá haga qué mientras el niño está en el colegio?: ¡cuándo 
hace falta que el padre pueda cuidar todo el día es en el primer año!).

Por  otro  lado,  según  las  últimas  noticias  sobre  la  Ley  de  Diversidad Familiar y Apoyo Familiar, 
ésta contempla una ampliación del permiso por nacimiento pero tampoco prevé su remuneración. En 
cambio, sí contempla la posibilidad de que, en las familias monoparentales, en su enorme mayoría en-
cabezadas por madres, estas doblen la parte voluntaria del permiso para cuidar más tiempo del bebé. 
Una medida que parece positiva a primera vista, pero que es perjudicial para la igualdad. Si algunas 
mujeres tienen casi el doble de permiso que los hombres,  vuelve el peligro de la discriminación esta-
dística en la contratación de cualquier mujer en edad fértil.

El Gobierno predica la corresponsabilidad y la igualdad, pero la imposibilita en la práctica le-
gislativa. Cuando los permisos no son remunerados al menos al 80% de la base de cotización a la 
Seguridad Social, los hombres no los usan, como muestra la enorme brecha de género en el uso de las 
excedencias y reducciones de jornada. Los permisos no remunerados o mal remunerados son usados 
casi en exclusiva por las mujeres, porque los mandatos de género patriarcales les obligan a cuidar y 
a los hombres a ganar el pan. Eso no es corresponsabilidad, sino división sexual del trabajo que 
conduce a las grandes brechas de género en cuidados, salarios, formación, promoción y jubilación. El 
nuevo permiso parental del anteproyecto de ley de trasposición de la Directiva europea cumple con la 
duración de dos meses y la intransferibilidad marcadas por la directiva de conciliación, pero incumple 
la prescripción de su remuneración. Es decir, es demasiado parecido a las excedencias que solo usan 
las mujeres y tanto las penaliza. Esta propuesta no cumple con la Directiva más de lo que ya existía 
en la legislación actual. El Gobierno no legisla para la corresponsabilidad, como muestra también el 
incumplimiento  del  punto  7.1  del  acuerdo  de  gobierno  PSOE-UP  para eliminar las trabas actuales 
para el uso corresponsable del permiso por nacimiento y cuidado de menor de 16 semanas implemen-
tado en 2021.

Por otro lado, este revoltijo de propuestas legislativas va en contra de la simplicidad necesaria para que 
la población entienda sus derechos y los ejercite,   y,   por   tanto,   son   una   trampa   más   para   la 
corresponsabilidad: aparentemente  se  hace  algo  a  favor,  pero  en  la práctica  se  dificulta.  La  
PPIINA  siempre  ha  defendido  que, antes  de cualquier    ampliación    del    actual    permiso    por 
nacimiento: 1) deben corregirse  las  trampas de  la  actual  regulación  -las  cuales  hemos denun-
ciado en múltiples ocasiones- que impiden un uso corresponsable del mismo; y 2) debe esperarse un 
tiempo suficiente para evaluar el uso del permiso libre de trampas por parte de los hombres.

La PPiiNA ha participado el 23 de septiembre en la audiencia pública del anteproyecto de ley para 
transposición de la Directiva europea instando al Ministerio de Trabajo a reducir el periodo forzoso 
del disfrute simultáneo del permiso por nacimiento y cuidado de menor a las dos primeras semanas 
(1ª trampa) y a asegurar el derecho de la persona trabajadora a decidir cuándo disfrutar el permiso a 
tiempo completo, sin necesidad de autorización del empleador, recuperando así el derecho existente 
para el antiguo permiso de maternidad (2ª trampa), pero no hemos recibido respuesta ni invitación a 
exponer nuestra postura.

Este Gobierno fracasará en el diseño de leyes efectivas para fomentar la corresponsabilidad si no utili-
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za estas oportunidades legislativas para permitir que los padres puedan cuidar autónomamente de su 
bebé cuando la madre se reincorpora al empleo y así alargar el cuidado del menor en el hogar. Y para 
que las familias monomarentales tengan servicios de calidad a domicilio, públicos  y  gratuitos,  para  
cuidar  de  sus  criaturas  en  el  primer  año,  que permitan  a  esas  madres  (y  a  todas  las  mujeres,  
por  la discriminación estadística) no poner en riesgo su carrera profesional y sus ingresos.

 

PARTICIPACIÓN DE LA PPIINA EN LA AUDIENCIA PÚBLICA 
DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE FAMILIAS

27/12/2022

Virginia Carrera Garrosa, presidenta de la Plataforma por Permisos Igualitarios (PPiiNA) manifiesta en 
nombre de la asociación que:

- El nuevo permiso parental de ocho semanas introducido en este anteproyecto de Ley de Familias 
es individual e intransferible, pero no será remunerado hasta el 2 de agosto de 2024, cuando se 
cumpla el plazo máximo establecido en la Directiva europea 2019/1158 de Conciliación (Exposición 
de motivos, sección VII, pág.10 párrafo 4 del anteproyecto). La no remuneración hasta el 2 de 
agosto de 2024 es un diseño equivocado, porque solo lo usaran muy pocas mujeres, como mues-
tran los estudios sobre las actuales excedencias, que no se remuneran. En el primer semestre  de  
2022,  había  14.839  mujeres  en  excedencia  frente  a  las  112.259 mujeres que usaron el per-
miso por nacimiento y cuidado de menor retribuido al 100%. Menor aún es el uso que los hombres 
hacen de las excedencias, 2.301 disfrutaron de una frente a los 123.853 padres que accedieron al 
permiso de nacimiento.

La Exposición de motivos, en el pasaje ya citado, sugiere que el nuevo permiso parental de ocho 
semanas será remunerado a partir del 2 de agosto de 2024, pero no se concreta en el articulado 
del anteproyecto el nivel de retribución futura. La literatura científica internacional muestra que 
permisos retribuidos por debajo del 80% de la base de cotización y/o con un tope bajo no fomentan 
el uso generalizado por parte de los hombres. Por otra parte, nadie debería ser penalizado/a en sus 
ingresos por cumplir con el deber y el derecho de cuidar a sus criaturas.

- Desde la PPIINA siempre nos hemos opuesto a cualquier ampliación del actual permiso por naci-
miento y cuidado del menor o, como en este caso, a la creación de nuevos permisos parentales, sin 
que previamente se hayan corregido las trampas o trabas existentes en la actual regulación para 
el uso corresponsable de aquel y se implemente la regulación corregida durante un tiempo sufi-
ciente como para poder evaluar el uso de dicho permiso por nacimiento en las nuevas condiciones 
(ver  www.ppiina.org y punto 7.1 de Acuerdo de Gobierno Progresista PSOE-UP). Según datos del 
INSS, en la actualidad más de un 75% de los padres (o segundos  progenitores)  se  toman  sus  
permisos  de  manera  simultánea  con  la madre. Esto significa que más de un 75% de las criaturas 
reciben un tiempo reducido  de  solo  16  semanas  de  cuidados  en  el  hogar  por  parte  de  sus 
progenitores, cuando podrían estar recibiendo hasta al menos 26 semanas si el permiso por naci-
miento se tomara de manera sucesiva y los padres cuidaran de forma autónoma en ausencia de la 
madre durante las 10 semanas de permiso voluntario. Este uso mayoritariamente no igualitario y no 
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corresponsable del permiso por nacimiento y cuidado del menor es debido a las trampas o trabas 
de la actual regulación del m ismo.

- Creemos que la Ley de Familias es una oportunidad de oro para la corrección de las mencionadas 
trampas o trabas en la actual regulación del permiso por nacimiento y cuidado del menor y estable-
cer un periodo de evaluación de dos años tras el cual, si  la  evaluación  es  positiva,  se  aplicaría  
el  nuevo  permiso  parental  de  ocho semanas, en cumplimiento de la Directiva.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, la PPIINA solicita los siguientes cambios en el anteproyecto de 
Ley de Familias:

1.   Reducir el periodo forzoso de disfrute simultáneo del existente permiso por nacimiento y cuidado 
de menor a dos semanas (Disposición final tercera, apartado seis del actual anteproyecto, refe-
rente al Artículo 48, apartado 4 -y, mutatis mutandis, apartado 5 - del Estatuto de los Trabajadores 
y los correspondientes en EBEP). Así se ofrece la posibilidad de alargar al máximo el cuidado res-
ponsable del segundo progenitor y de asegurar la oportunidad de empleo de la madre biológica. 
A tal efecto, los dos primeros párrafos de la modificación del art. 48.4 ET, recogida en el apartado 
seis de la Disposición final tercera del anteproyecto, quedarían como sigue (mutatis mutandis, 
modificación del art. 48.5 ET, relativo a la adopción, guarda o custodia; y regulación equivalente 
en el EBEP):

“4. El nacimiento, que comprende el parto y el cuidado de menor de doce meses, suspen-
derá el contrato de trabajo de la madre biológica durante 16 semanas, de las cuales serán 
obligatorias seis semanas que habrán de disfrutarse a jornada completa, para asegurar 
la protección de la salud de la madre. De estas seis semanas obligatorias, dos de ellas 
deberán disfrutarse de manera ininterrumpida inmediatamente después del parto, mientras 
que las cuatro restantes deberán disfrutarse dentro de los 12 primeros meses de vida de la 
criatura, a discreción de la trabajadora.

El nacimiento suspenderá el contrato de trabajo del progenitor distinto de la madre bioló-
gica durante 16 semanas, de las cuales serán obligatorias seis semanas, que habrán de 
disfrutarse a jornada completa, para el cumplimiento de los deberes de cuidado previstos 
en el artículo 68 del Código Civil. De estas seis semanas obligatorias, dos de ellas deberán 
disfrutarse de manera ininterrumpida inmediatamente después del parto, mientras que las 
cuatro restantes deberán disfrutarse dentro de los 12 primeros meses de vida de la criatu-
ra, a discreción de la persona trabajadora.”

2.Asegurar el derecho de la persona trabajadora a decidir cuándo disfrutar del existente permiso por 
nacimiento y cuidado de menor en régimen de jornada completa mediante un preaviso a la entidad 
empleadora de 15 días y sin necesidad de aprobación alguna por parte de esta (Disposición final 
tercera, apartado seis, referente al Artículo 48, apartado 4 del Estatuto de los Trabajadores y el 
correspondiente en EBEP), recuperando así el derecho anteriormente existente para el antiguo 
permiso de maternidad. A tal efecto, los dos últimos párrafos de la modificación del art. 48.4 ET, 
recogida en el apartado seis de la Disposición final tercera del anteproyecto, quedarían como 
sigue (mutatis mutandis, modificación del art. 48.5 ET, relativo a la adopción, guarda o custodia; y 
regulación equivalente en el EBEP):
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“La suspensión del contrato de trabajo, más allá de las seis semanas obligatorias, podrá 
disfrutarse en régimen de jornada completa a voluntad de la persona trabajadora, o en 
régimen de jornada parcial previo acuerdo entre la empresa y la persona trabajadora, y 
conforme se determine reglamentariamente.”

3. Posponer la aplicación del nuevo permiso parental introducido en este anteproyecto (modificando 
la Disposición transitoria decimoquinta), hasta después de:

a. Implementar los puntos 1 y 2 relativos a la corrección de las trabas al uso corresponsable del 
permiso por nacimiento y cuidado de menor.

b. Evaluar dicha implementación durante dos años (2023 y 2024) mediante el análisis de los 
datos de registro administrativo del INSS sobre el uso durante ese periodo.

c. Una vez realizada la evaluación anterior, se muestre que más de un 50% de los segundos 
progenitores se toman la parte voluntaria del permiso por nacimiento y cuidado de menor de 
forma no simultánea con la madre (o primera persona progenitora).

4. El  nuevo  permiso  parental  debe  remunerarse  igual  que  el  permiso  por nacimiento y cuidado 
de menor, esto es, al 100% de la base de cotización (cambiando el artículo 179 de la LGSS), ga-
rantizando la situación más favorable previa a la Directiva europea 2019/1158 de Conciliación, tal 
como se señala en la misma.

De acuerdo con este punto y el 3 anterior, el apartado once de la Disposición final tercera del ante-
proyecto quedaría como sigue:

Once. Se añade la siguiente disposición transitoria:

“Disposición transitoria decimoquinta. Aplicación del permiso parental establecido en el 
artículo 48 bis.

El permiso parental establecido en el artículo 48 bis se aplicará a partir del 2 de agosto  de  
2024  en  cumplimiento  de  la  Directiva  (UE)  2019/1158,  del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019.

El permiso parental establecido en el artículo 48 bis tendrá igual remuneración que el ac-
tual permiso por nacimiento y cuidado de menor, esto es, el 100% de la base de cotización.

El Observatorio Estatal de Familias establecido en el artículo 67 de la Ley de Familias rea-
lizará un estudio inmediato y continuado, basado en los datos del INSS, del uso del actual 
permiso por nacimiento y cuidado de menor y, posteriormente, del nuevo permiso parental, 
en particular del uso simultáneo o sucesivo de los mismos.

Para alargar el tiempo de cuidado de la criatura en el hogar y fomentar el cuidado au-
tónomo por parte de los hombres, los poderes públicos promocionarán de inmediato el 
uso sucesivo del permiso por nacimiento y cuidado de menor entre los progenitores para 
conseguir, antes da la aplicación del nuevo permiso parental, que más de un 50% de los 
segundos progenitores se  tomen  su  permiso  por  nacimiento  y  cuidado  de  menor  de  
forma  no simultánea con la madre (o primera persona progenitora).”
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5.  El nuevo permiso parental se deberá poder disfrutar hasta un máximo de 15 meses del me-
nor, para asegurar un uso corresponsable por parte del segundo progenitor. La literatura científica 
muestra que las mayores necesidades de cuidado se presentan en el primer año y medio de vida 
y que los hombres tienden a no usar su permiso en ese tiempo si se les permite hacerlo en otro 
momento, cuando la criatura es mayor. A tal efecto, el primer párrafo del apartado siete de la Dis-
posición final tercera del anteproyecto, quedaría como sigue:

“Artículo 48 bis. Permiso parental.

1. Las personas trabajadoras tendrán derecho a un permiso parental, para el cuidado de 
hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el momento en que el menor 
cumpla los 18 meses de edad.”
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Las organizaciones feministas abajo firmantes les pe-
dimos debatir con Vds. el miércoles 2 de noviembre de 
2022 a las 17,30 h, en la sala Clara Campoamor del Con-
greso de Diputados, este 15º Manifiesto ante los PGE.

El Proyecto de Presupuestos 2023 consolidado asciende 
a 583.543 millones de euros, 12.302 € por habitante, un 
aumento del 10,7 % respecto a 2022, mermado por una 
inflación interanual en septiembre 2022 del 8,9%. Parte 
de una previsión de crecimiento del 2,1 % en 2023 (6 
décimas menos de lo estimado en julio) y déficit público 
del 3,9 % del PIB, 1,1 puntos menos de lo estimado para 
2022. Establece impuestos temporales a las empresas 
energéticas y a la banca y en el IRPF sube el mínimo 
exento de tributación de 14.000 a 15.000 euros. Baja del 
10 al 4% el IVA para los productos de higiene menstrual, 
los preservativos y los anticonceptivos no medicinales.

De cada 100 euros presupuestados, 39,2 serán para las 
pensiones, 6,4 para los intereses de la deuda pública, 4,4 
para cobertura por desempleo, 3,4 para investigación, 
desarrollo, innovación y digitalización; 2,6 para infraes-
tructuras y 2,5 para defensa, que aumenta un 25,8 %, 
hasta 12.317 millones, por la guerra en Ucrania.

El Informe de Impacto de Género (IIG) oficial que lo 
acompaña recupera la firma conjunta de los Ministerios 
de Igualdad y de Hacienda, se presenta en dos tomos 
facilitando su lectura y consolida la metodología de “las 3 
R” realidad (en empleo, ingresos, educación, salud, con-
ciliación y corresponsabilidad, ciencia y tecnología, deli-
to/violencia y poder/toma de decisión), representación y 
recursos/resultados. Califica el 98% de los 379 progra-
mas de gasto que analiza como “sensibles al género”: el 
20% con sensibilidad alta, 43% media,

35% baja y 2% ninguna, en base entre otros factores en 
si el programa tiene objetivos de igualdad de género e 
indicadores de número de personas para evaluarlo, cosa 
que nosotras no vemos en tantos programas.

“Se ha solicitado a las secciones presupuestarias” la vin-
culación de las líneas de actuación del Presupuesto que 
analizan en el IIG con el Plan Estratégico de Igualdad 
Efectiva entre Mujeres y Hombres (PEIEMH 2022-2025) 
aprobado el 8 de marzo de 2022, pero en 2023 no la 
aportan.

7.6
MANIFIESTO 

FEMINISTA 
ANTE LOS

PRESUPUESTOS 
DEL ESTADO 
PARA 2023
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1.- SOSTENER LA REDUCCIÓN DE LAS BRECHAS DE GÉNERO EN EL EMPLEO

En los últimos 12 meses el empleo ha aumentado en 796.400 personas (368.100 hombres y 428.300 
mujeres), llegando a 20,47 millones de personas, pero se mantiene una brecha de género de 9,7 pun-
tos en la Tasa de empleo, del 70,8% en los hombres y 61,1% en las mujeres. Trabajan a tiempo parcial 
2,8 millones, el 73,5% mujeres, y 3,9 millones con empleo temporal el 53,9% mujeres. Hay 2,9 millones 
de personas paradas, el 53,6% mujeres (EPA 2º T 2022).

Aunque se ha reducido un 31% (de 907.300 a 624.200) el número de jóvenes de 20 a 29 años en paro, 
nos preocupa la reducción de mujeres activas de esa edad y el aumento de la brecha de género en la 
tasa de paro, del 17,3% para los hombres y 19,0% las mujeres. La tasa de paro es mayor (22,4%) para 
las mujeres de nacionalidad no española o doble nacionalidad (16,9%), con una brecha de género de 
6,6 y 5,7 puntos, frente a 2,5 puntos en las españolas. (EPA 2T2022). La última Encuesta Anual de Es-
tructura Salarial, de 2020, revela que el salario medio femenino (1.872 €/mes) representó el 81,3% del 
masculino (2.303 €/mes), acercándosele por la subida del salario mínimo. En resumen, las brechas de 
género se han reducido levemente, pero subsisten, y requieren una acción gubernamental más decidida.

La ratificación del Convenio 189 de la OIT y la aprobación del Decreto-ley 16/2022 introduce mejoras 
sustanciales en el empleo del hogar, pendientes de su plena aplicación al más de medio millón de 
trabajadoras, 370.755 afiliadas a la Seguridad Social, el 95% mujeres.

El presupuesto para 2023 del Ministerio de Trabajo y Economía Social es de 30.551 millones de euros, 
un 1,35% mayor que en 2022, destacando:

MINISTERIO DE TRABAJO Y ECONOMÍA SOCIAL. 
Programas (millones de euros) 

241A Fomento de la inserción y estabilidad laboral

241B Formación Profesional para el Empleo

241N Desarrollo del trabajo autónomo, economía social 
y responsabilidad social empresas

24WA C23I01 Empleo Joven (a SEPE) 

24WB C23I02 Empleo Mujer y transversalidad de género 
en las políticas públicas de apoyo SEPE

251M Prestaciones a los desempleados, SEPE

291A Inspección y control de Seguridad y Protección Social

Total de estos 7 Programas

Total Ministerio

4.121,2

2.126,6

16,7

155,0

15,0

21.278,0

203,2

27.915,6

30.551,2

2023 2022 Variac % Variac

3.639,6

2.029,8

15,2

255,0

35,0

22.457,1

194,9

28.626,6

30.142,1

481,6

96,8

1,5

-100,0

-20,0

1-179,1

8,3

-711,0

409,1

13,2

4,8

9,6

-39,2

-57,1

-5,3

4,2

-2,5

1,4
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No nos gusta la reducción del 57,1% del Programa 24WB C23I02 de Empleo, mujer y transversalidad 
de género en las políticas públicas de apoyo del SEPE, de 35 a 15 millones de euros. También baja, un 
39,2%, de 255 a 155 millones de €, el Programa 24WA C23101 Empleo joven.

En cuanto a la Renta Activa de Inserción, en 2023 se prevé que de 133.892 personas beneficiarias, 
14.972 serán víctimas de violencia de género. Pedimos:

- un sistema público de cuidados que sustituya el trabajo no pagado de las mujeres en la familia 
(meta 5.4 de los ODS).

- incentivar la actividad de las mujeres con más dificultades de inserción laboral: búsqueda del 1º 
empleo, desempleo más de 2 años, sin cualificación, jóvenes, mayores 45 años, familias monoma-
rentales, rurales, víctimas VG, etc.

- reforzar la implantación y ejecución de planes de igualdad en las empresas desde la negociación 
colectiva y analizar su evolución con datos públicos.

- aplicar plenamente los Convenios 189 y 190 de la OIT, cubrir los vacíos legislativos y abordar el 
proceso de regularización de las migrantes sin papeles.

- corregir el recorte del 24WB C23I02 de Empleo, mujer y transversalidad de género en las políticas 
públicas de apoyo en SEPE. Que las mujeres no sean paganas de la crisis.

2.- MEDIDAS QUE CIERREN LA BRECHA DE GÉNERO EN LAS PENSIONES Y FRENTE A LA 
POBREZA

La Seguridad Social cuenta con un presupuesto de 204.208 millones, que supone un incremento sobre 
2022 del 12,8%, motivado por el compromiso de actualizar al IPC (8,5%) las pensiones contributivas y 
no contributivas y el Ingreso Mínimo Vital (IMV), además de cubrir la previsión de aumento de presta-
ciones por ERTE.

Se financia en un 74,5% con ingresos por cotizaciones de trabajadores y empresarios; y 38.904 millo-
nes del Estado, que supone aumento de 19.888 millones de euros, y 19% de aportaciones del Estado 
para garantizar los complementos para pensiones mínimas y la sostenibilidad a largo plazo del sistema, 
para la que se pone en funcionamiento el Mecanismo de Equidad Intergeneracional a partir de 2023 
por diez años, que fija una cotización adicional que nutrirá al Fondo de Reserva de la Seguridad Social.

PROGRAMAS millones €
211A Pensiones contributivas 

212A Pensiones no contributivas 

212C Complementos a mínimos   
212A IMV y otras prestaciones 
 

 

2023 2022 % mujeres beneficiarias
159.688 143.090 48,8%

2.803 2.587 51,9%

7.261 7.075 66%

4.193 4.436

PRESUPUESTOS 2023. SEGURIDAD SOCIAL
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PROGRAMA 211A, Pensiones  contributivas: 159.688 millones para 10 millones de pensionistas el 
52,6% mujeres. La pensión media en 2021 fue de 831,47 € mes para las mujeres, y tendría que subir 
un 51% para alcanzar la media de 1,254,94 € mes de los hombres. La pensión media por viudedad es 
de 780€, mas del 90% mujeres.

PROGRAMA 212M Pensiones  no contributivas con un presupuesto de 2.803 millones (3.003 millones 
con País Vasco y Navarra), sube un 8,3% sobre 2022. Gestionadas por el IMSERSO, cubren en sep-
tiembre a 445.145 pensionistas por jubilación o invalidez, el 63,7% mujeres, con pensión media de 496 
€ mes, cifra por debajo del umbral de pobreza severa.

PROGRAMA 221A, IMV y prestaciones familiares, con un importe de 4.193 millones, se reduce en 140 
millones, desglosado en 2.797 millones € para IMV y 1.327 para atención a familias. Con estos importes 
se debe atender el aumento del importe de la renta garantizada, el aumento del nº de beneficiarios, 
la nueva Ayuda a la infancia aprobada en dic 21, para aquellas familias con hijos menores a cargo, y 
los nuevos “incentivos” al empleo (que mantienen la cuantía del IMV aunque obtengan ingresos por 
trabajo). En 2022 se ha formalizado acuerdo para delegar la gestión del IMV al País Vasco y Navarra, 
con dotación de 243 millones.

No hay indicadores ni tampoco se conoce el número de beneficiarios actuales ya que la Seguridad 
Social solo publica datos acumulados, sin tener en cuenta aquellos IMV que se han extinguido. Se-
gún el primer informe de la AIREF, con datos a dic 2021, esta prestación tendría que llegar a más 
de 200.000 hogares y 300.000 mujeres adicionales, un 20% más que a hombres (informe Seguridad 
Social 13/10/2022).

Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. En el eje de cohesión social, se consignan 3.502 millo-
nes € dentro del Componente 22, mejora de prestaciones económicas no contributivas y fomento de la 
actividad laboral de beneficiarios de IMV, y dentro del Componente 23, 2.363 millones €, para políticas 
de inclusión social al IMV.

PROGRAMA 23WG, tambien del MRR tiene una considerable reducción, de 86,7 millones en 2022 a 
27,7 millones en colaboraciones de Administraciones Públicas, Tercer Sector de acción social y agen-
tes sociales, para mejorar el acceso al IMV y su efectividad y realizar evaluaciones fiables y públicas 
de la eficiencia del acceso al IMV.

Pedimos:

- Que la Seguridad Social cumpla el art 20 ley O3/2007 de igualdad y desglose por sexos todas sus 
estadísticas

- Respecto a las pensiones reiteramos la petición del Manifiesto de 144 organizaciones feministas a 
la Comisión del Pacto Toledo en Marzo 2020 y de afrontar la desigualdad de salarios y tiempos co-

millones €
Ingreso Mínimo Vital

Protección a la familia

Total
  

 

2023 2022 Diferencia Variación
2.797 2.797 -168 -6%

1.327 1.327 -75 -5%
4.193 4.193 -243 -5,4&

INGRESO MINIMO VITAL Y PRESTACIONES FAMILIARES 
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tizados, incluyendo cotizaciones especiales para contratos a tiempo parcial, evitando las “lagunas 
de cotización”, y favorecer que las mujeres accedan a pensiones propias suficientes sin tener que 
depender tanto de las de viudedad.

- Respecto al Ingreso Mínimo Vital:

- Que se publiquen estadísticas mensuales de su cobertura real, por sexos

- Recursos humanos y materiales para conseguir alcanzar la plena accesibilidad

- Que se tramite de forma agil como máximo en el plazo de un mes

- Extender la Ayuda a la Infancia, de 100€ a todos los menores

- Redefinir los conceptos de Unidades de convivencia (que enmascara el rol patriarcal de cabeza de 
familia), incluir a las personas jóvenes y reducir los requisitos para personas solas

- Mejorar las relaciones con otras administraciones para reducir la burocracia de peticiones de do-
cumentación y alcanzar la complementariedad y compatibilidad con prestaciones de las CCAA.

- Que se reduzcan los requisitos para víctimas de violencia de genero, trata de personas y familias 
en petición de asilo con cargas familiares.

3.- QUE LOS PRESUPUESTOS RESPONDAN A LA PLURIANUALIDAD DEL PACTO DE ESTADO 
CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO ACORDADA

El Ministerio de Igualdad, con 573 millones de euros, el 13% con cargo al Mecanismo de Recuperación 
y Resiliencia, sube un 9,1%% respecto a 2022, de forma desigual en sus 6 Programas. De los 573 
millones, 27,8 corresponden al Instituto de las Mujeres.

PROGRAMAS PRESUPUESTARIOS DEL
MINISTERIO DE IGUALDAD (millones de euros) 

23VB C22.I02 Plan de Modernización de los Servicios
Sociales: infancia

23VD C22.I04 Plan España te protege contra la
violencia machista

232B Igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres

232C Actuaciones para la prevención integral de la VG 

232D Igualdad de trato y diversidad

232M Dirección y Servicios Generales de Igualdad

TOTAL CONSOLIDADO

0,1 0,1 0,0 00

59,4 75,6 -16,2 21,4

231,8 224,8 7,0 3,1

259,7 209,2 50,5 24,2

7,4 4,2 3,2 73,4

14,8 11,2 3,6 31,9

573,1 525,1 48,0 9,1

2023 2022 Variac % Variac
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PRESUPUESTO
DEL MINISTERIO DE IGUALDAD

% POR CAPÍTULOS

El gasto en personal (capítulo 1, para una plantilla de solo 182 personas, 42 más que en 2022) repre-
senta sólo el 3,6% del presupuesto del Ministerio de Igualdad, mientras que el 59,6% lo transfiere a las 
CCAA para que realicen las actividades, principalmente el Plan Corresponsables y actuaciones contra 
la violencia de género. A Ayuntamientos prevé transferir 40 millones, igual que en 2022. Las subvencio-
nes nominativas a 60 entidades sin fin de lucro suman 28 millones, el 4,9% del presupuesto.

En el programa 232B describe el Plan Estratégico para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres 
2022-2025, pero sin objetivos ni indicadores presupuestarios. El Plan Corresponsables incorpora por 
1ª vez objetivos: transferir a 17 CCAA 190 millones de € para 1 millón de personas beneficiarias (190 
€/persona/año), de ellas 50.000 familias monoparentales y 10.000 familias con otras responsabilidades 
de cuidado, mediante 50.000 personas contratadas, 80% mujeres, e impartir formación a 3.500 profe-
sionales.

El programa 232C recoge la prórroga de los fondos del Pacto de Estado contra la violencia de Géne-
ro, pero no la plurianualidad 2023-2027 conforme al art. 29 de la Ley Presupuestaria “con objetivos 
e indicadores de ejecución claros” que venimos reivindicando y que han acordado todos los grupos 
parlamentarios menos uno el 25/11/2021 y la Conferencia Sectorial de Igualdad el 22/07/2022, como 
“sistema de financiación estable, plurianual y con fondos suficientes para dotar presupuestariamente a 
todos los servicios de recursos humanos y técnicos”.

La consecuencia de no establecer la plurianualidad es que tanto el Ministerio como los organismos de 
igualdad autonómicos y locales tienen que empezar de cero cada año una tramitación lenta y farragosa 
que les impide llegar a las víctimas. La ejecución presupuestaria refleja que a 31/08/2022 no sólo no se 
había transferido ni un euro a las CCAA y Ayuntamientos, sino que ni siquiera se había reconocido aún 
la obligación. Y se traduce también en la dispersión de objetivos y “proyectos” de la más variada cuantía 
y orientación mostrada en la rendición de cuentas por las Comunidades Autónomas (73 proyectos en 
Canarias, 39 en Andalucía, 33 en Castilla y León, 26 en la Comunidad de Madrid…) https://violencia-
genero.igualdad.gob.es/pactoEstado/actuacionesCC AA.htm y cuanto más disperso es el empleo de 
los fondos en Consejerías y “proyectos”, menos sirven a la mejora real de la red pública de prevención 
educativa y sanitaria y de atención a la violencia de género.

La discontinuidad de financiación conlleva también la precariedad laboral de las 2.638 profesionales 
de la atención jurídica, social y psicológica de proximidad establecida por la LO 1/2004 que atienden 
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a 57.257 mujeres y 64.726 niñas y niños víctimas de violencia 1. Se incumplen las leyes de 2021 de 
reducción de la temporalidad y las sentencias del TJUE de que “los servicios públicos estables deben 
prestarse por personal público estable”.

Pedimos:

- Que las transferencias del Ministerio de Igualdad a las Comunidades Autónomas y Entidades Loca-
les, en particular las del Pacto de Estado contra la Violencia de Género y las del Plan Correspon-
sables sean plurianuales con objetivos claros y vinculados al “Catálogo de referencia de servicios 
en todas las CCAA”.

- Destinar al menos un 33% de los fondos del Pacto de Estado a convertir en personal público estable 
a 2.000 profesionales en 2023.

- Que el artículo 20.dos.Ñ del articulado de la Ley de Presupuestos, sobre Oferta de Empleo Público, 
incluya expresamente “servicios para la igualdad y contra la violencia de género” del Estado, las 
CCAA y las Entidades Locales, no sólo como “tasa de reposición”, sino como servicios nuevos 
establecidos por leyes nuevas.

- Que aumente la cooperación entre los Ministerios de Hacienda y Función Pública y de Igualdad 
para que con requisitos de cualificación y de retribución y agilidad de la gestión, cubran total y 
adecuadamente los 60 puestos de trabajo vacantes en el Ministerio de Igualdad y el Instituto de las 
Mujeres (pag 127 Tomo XX PGE)

- Vincular los indicadores del Plan Estratégico para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres 2022-
2025, a indicadores presupuestarios cuantificados.

4.- LA ATENCION A LA DEPENDENCIA Y UNA NUEVA LEY MARCO DE SERVICIOS SOCIALES 
DEBEN COMBATIR LA DESIGUALDAD DE GÉNERO EN LOS CUIDADOS

El Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030, dispondra en 2023 de un 14,5% más que en 2022 
para atender los 10 programas de Servicios Sociales que prestan cuidados a las personas mas vul-
nerables. Pero no será facil luchar contra la desigualdad sin una Ley Marco de Servicios Sociales que 
garantice minimos de cobertura en todo el Estado.
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El Programa 231I para el Plan de Choque 2021-2023 de la Dependencia, fruto del Dialogo Social, con 
3.516 millones de financiación, no llegan al 50% de lo que el Estado ha de aportar al Sistema de Aten-
ción a la Dependencia según la Ley. Los objetivos de este Plan son «la reducción de la lista de espera, 
la mejora de la calidad de los servicios y de las condiciones laborales de las personas que trabajan en 
ellos, y la mejora de las prestaciones“, que no se han cumplido.

MINISTERIO DE DERECHOS SOCIALES Y AGENDA
2030 (millones de euros) 

231F Otros servicios sociales del Estado

231G Atención a la infancia y a las familias

232APromocion y servicios a la juventud

239N Dirección y Servicios Generales del Ministerio 

23VA C22.l01 Plan de apoyos y cuidados de larga duración

23VB. C22.I02 Plan de Modernización Servicios
Sociales y atención a la infancia

23VC. C22.I03 Plan España País Accesible

921Y. Agenda 2030

46SA C19.101 MR. Competencias digitales
población vulnerable

000X transferencias y libramientos internos 

TOTAL PROGRAMAS señalados

367,9 367,3 0,6 0,2

43,8

54,9

41,4

25,0

97,0

3.691,0

5.455,0

42,,2

52,5

58,8

75,6

0,0

3.085,2

4.661,9

1,6

2,4

-17,4

-16,2

97,0

605,8

793,0

3,8

4,6

-29,5

21,4

19,6

17,0

34,4 31,3 3,1 10,0

819,8 726,0 93,8 12,9

279,7 275,6 4,2 1,5

2023 2022 Variac % Variac

PROGRAMAS millones €
Cuotas Seg Social cuidadores no 
profesionales

Nivel minimo garantizado por persona

Nivel acordado

Otros gastos dependencia

Total
  

 

2023 2022 %difer 23/22
185,0 167,2 17,7 9,6

2.446,1 2.146,1 300,0 12,3

783,2 483,2 300,0 38,3

102,1 101,3 784,90 0,8

3.516,4 2.897,9 618.495,82 17,6

Programa 231l SAAD gestionado por el IMSERSO

Fuente PGE 2022 y 2023
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La Lista de Espera de personas que, teniendo reconocido el derecho a prestaciones por dependen-
cia, no las reciben, es de 186.346 personas a 31/08/22, 25.747 menos, apenas un 12%, que había a 
30/09/21. Además, 84.127 de esas personas en espera tienen reconocido grado II o III, es decir tienen 
mucha dependencia, y 102.219 grado I. Son mujeres casi el 70% de las personas dependientes y mas 
del 80% de las personas cuidadoras a tiempo completo mientras no llegan las prestaciones.

El 31/08/22 hay 307.122 personas que reciben Servicios de Ayuda a Domicilio, un 18% del conjunto de 
las prestaciones. Este trabajo lo realizan mujeres en mas del 80%, mas del 20% son extranjeras, y lo 
hacen en unas condiciones laborales de gran precariedad: contratos a tiempo parcial, salarios bajos, 
gastos de kilometraje insuficientes,etc. Lo que ha motivado la huelga de 40 días de Asturias en agosto 
pasado.

A 30/09/2022 había 504.879 personas dependientes que recibían prestación por cuidados en el entorno 
familiar, la famosa «paguita», el 30,6 % de las prestaciones del Sistema, porcentaje que permanece 
inamovible desde hace años. De las personas cuidadoras familiares 67.973 cotizan vía SAAD a la 
Seguridad Social, el 88,7% son mujeres y el 58% tienen menos de 55 años, por lo que en otras circuns-
tancias quizá pudieran estar insertadas en el mundo laboral ordinario.

El Programa 231F destinado a apoyar la red básica de Servicios Sociales de las CC.AA y sus progra-
mas de lucha contra la pobreza, desigualdad y la vulnerabilidad social, que el año anterior creció de 
forma importante, se acrecienta un mísero 0,2 %, cuando son estos servicios a pie de calle, los que 
en gran medida se ven abocados a atender las colas del hambre, los problemas de vivienda, de emer-
gencia y similares.

El Programa 23VA.C22.I01 Plan de apoyos y cuidados de Larga Duración, equipamientos y tecnolo-
gías, con 816,9 millones € (+11,1%) continua la estrategia Nacional de Desinstitucionalización del Plan 
de Choque con cargo al MRR. Este tema nos preocupa. Aunque consideramos importante abrir nuevos 
modelos de atención, más vinculados a la comunidad, creemos que la mirada hay que ponerla más en 
crecer en recursos y servicios que en desprestigiar el trabajo de las escasas instituciones. Hoy por hoy 
permanecer en casa es ser cuidadas por las hijas u otras mujeres, una alternativa esclavizadora de las 
mujeres cuidadoras. Queremos recordar que el gasto en cuidados de larga duración, en España no 
supera el 1% del PIB mientras que en Europa del

Norte y también Países Bajos se destina entre el 2,5% y 3% del PIB. El Programa 23VB C22l.02 perte-
neciente tambien al MRR para la modernización de los servicios sociales tiene una duración de 4 años 
y el presupuesto para 2023 le asigna un crecimiento casi 280 millones € para modernizar tecnológica-
mente el sistema de Servicios Sociales. La dotación de profesionales y una organización del trabajo a 
pie de calle es vital para la mejora de la atención.

Pedimos:

- No acabar la legislatura sin una Ley Basica de Servicios Sociales que homogenice en todo el 
Estado, ratios de cobertura, niveles de calidad y condiciones laborales decentes. No al 30% de 
cuidadoras familiares y sí a servicios públicos bien dotados

- Seguir subiendo la aportacion del Estado a la financiacion del SAAD hasta llegar al 50% y que las 
transferencias sigan reforzando el nivel mínimo, como garantía de que efectivamente el dinero 
llega a las personas concretas
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- Eliminar la Lista de Espera de personas con derecho y sin prestaciones

- Desglosar en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas las actividades específicas de 
atención a la dependencia, en particular las trabajadoras del SAD, que visibilice y cuantifique su 
trabajo y permita cuantificar su situacion

- Un millón de empleos estables adicionales en sanidad, educación y servicios sociales de aquí a 
2030, como propone la OIT para cumplir la meta 5.4 de los ODS.

- Gestión directa del SAAD por las administraciones públicas, evitando la intermediación de empre-
sas con fin de lucro.

5.- EDUCACIÓN AUMENTA, PERO SIN HACER EFECTIVOS LOS COMPROMISOS DEL PLAN DE 
EDUCACIÓN INFANTIL DE 0 A 3 AÑOS DE LA LOMLOE

Las dotaciones destinadas a la política  de Educación en el año 2023 ascienden a 5.354,4 millones de 
euros incluyendo el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia de la UE. El 48,6% del total se sigue 
concentrando en la concesión de becas y ayudas a estudiantes para las etapas no obligatorias ni gra-
tuitas, y financia también la aportación al programa Erasmus+, la dotación de libros de texto y material 
didáctico, y becas de aprendizaje de lenguas extranjeras.

 El Programa 322A Educación Infantil  y Primaria, sólo sube el 1,1% respecto a 2022 con una dotación 
de 194,7 milones €, baja su peso relativo sobre el total del gasto educativo (3,6% en 2023, frente al 3,8 
en 2022 o frente a 6,2% en 2020), sólo para Ceuta y Melilla.

El Programa trianual 32UA C21.I01 del MRR para Creación de plazas del Primer Ciclo de Educación 
Infantil de titularidad pública prioritariamente de 1 y 2 años pretende reducir las desigualdades en el 
acceso educativo, con los efectos positivos que ello conlleva en la participación de las mujeres en el 
mercado laboral. No obstante, es insuficiente para el cumplimiento de la meta 5.4 de los ODS – susti-
tuir trabajo no pagado de cuidados por empleo decente – mediante el acceso universal a servicios de 
cuidado y educación de la primera infancia.

A pesar de los compromisos, la evolución de la educación infantil en España presenta actualmente 
cifras menores de escolarización que hace una década.

PROGRAMAS DE LA EDUCACIÓN INFANTIL

Alumnado matriculado 

Primer ciclo (0-3 años) 

Segundo ciclo (3-6 años)

Centros que imparten Edu. Infantil

Centros Públicos

Centros Privados

 

1.917.236

446.519

1.470.717

22.981

14.758

8.223

1.780.377

461.391

1.318.986

24.077

15.215

8.862

1.622.919

434.498

1.188.421

22.461

14.701

7.760

2011 / 2012 2016 / 2017 20121 / 2022

Fuente: Datos y Cifras Curso escolar 2022/2023. Ministerio de Educación y Formación Profesional.
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El Programa 322B de Educación Secundaria,  Formación Profesional y Escuelas Oficiales  de Idiomas 
con una dotación de 584,40 mll €, baja respecto al año anterior (de 618,67 mll que suponían el 12,3% 
del total de la política educativa pasa al 10,9%) lo que se espera compensar con la dotación de 193,20 
mill € del PRTR para la innovación e internacionalización de la FP. El Programa 321N de Formación 
Permanente del Profesorado de Educación con 1,85 mll € sigue muy por debajo de los 52,33 millones 
con los que contaba en 2011, por lo que entendemos no formaliza el impulso del cumplimiento del 
artículo 7 de la LO1/2004 dedicado a la formación inicial y permanente del profesorado para que en 
el ámbito de las Escuelas de formación del profesorado, tanto en los estudios de grado como en los 
masters, se incluyan planes de estudios con contenidos especializados en pedagogías para la igualdad 
y prevención de la violencia de género (medida 13 del Pacto de Estado de Violencia de Género).

El programa 322L de Inversiones en centros  educativos y otras actividades educativas con una do-
tación de 412,4 mll € representa un 7,7% del gasto educativo. Es el programa que mayor subida 
presupuestaria presenta respecto a 2022 (+ 497,6%,) y se debe a que en el mismo se consignan los 
recursos destinados a financiar el Programa Código Escuela 4.0, novedad de este año 2023, además 
de los recursos destinados a compensar las desigualdades (refuerzo de competencias básicas, luchar 
contra el fracaso escolar, inclusión educativa, etc.)

Pedimos:

- Crear esquemas de aprendizaje  financiados dirigidos específicamente a alentar a las niñas y 
mujeres a la formación de aprendices STEM (ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas) y a los 
niños y hombres a la formación de aprendices de asistencia sanitaria y social.

- Que el Ministerio de Educación y Formación Profesional cumpla la Disposición Adicional tercera 
de la Ley Orgánica 3/2020 LOMLOE en los Presupuestos del Estado, dotando al programa 322 A 
o el 32UA C21.I01 de al menos 400 millones de € para asegurar plazas de educación infantil en 
todo el territorio del Estado. La implantación de un sistema de educación infantil gratuito, de calidad 
y de cobertura universal requiere 3.000 millones de €, según el Informe del Instituto de Estudios 
Fiscales de 2018, y aunque el Estado haya transferido la competencia de educación a las CCAA, 
no se atisban en los Presupuestos para 2023.

- Revertir las cifras nacionales de abandono escolar que casi duplican la media europea, teniendo 
España la mayor cifra de abandono temprano de hombres (21,7%) y la cuarta cifra más alta en 
mujeres (11,6%) asegurando que la modernización del modelo de FP integra la perspectiva de 
género adaptándose a las nuevas necesidades que pongan los cuidados (de las personas y el 
planeta) en el centro.

- Instamos a que la mirada de lo tecnológico y la brecha digital  se empape del enfoque de género si 
realmente no se quiere dejar a nadie atrás, poniendo un foco especial en la utilización de los 300 
millones de euros para el Programa Código Escuela 4.0.
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6.- NECESITAMOS 1.550.000 VIVIENDAS PÚBLICAS DE ALQUILER SOCIAL MÁS

En los 18,6 millones de viviendas principales en España vivimos un promedio de 2,5 personas y gasta-
mos (incluidos luz y otros suministros) el 33,8% de nuestro dinero, y generalmente se considera a los 
hombres como persona de referencia. Según los indicadores INE de la meta 11.1 de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, más de 1 de cada 4 habitantes vive en hogares deficientes, hacinada en menos 
de 5 m2/persona o con gasto excesivo en vivienda, lo que afecta especialmente a la mayoría de los 2 
millones de hogares monoparentales (81% conformados por una madre y su descendencia), los de 3,8 
millones de personas inmigrantes de nacionalidad no comunitaria, con frecuencia en situación adminis-
trativa irregular, personas con trabajo temporero urbano o rural, gitanas, o mayores con pensiones no 
contributivas. La exclusión es máxima para 33.000 personas que no tienen ninguna vivienda.

En el último año el precio de la vivienda ha subido un 12.6%. El Estado delega en el mercado el dere-
cho humano a la vivienda, pues los precios del alquiler superan el 30% del salario mínimo en todas las 
CCAA, cada día hay 100 desahucios y las viviendas públicas de alquiler social son solo el 0,96% de las 
viviendas principales, tras haberse desclasificado y vendido muchas. Necesitamos 1.550.000 viviendas 
públicas más para alcanzar el 9,3 %, promedio de la Unión Europea.

El 40% de las viviendas no cumple las condiciones básicas de accesibilidad, por lo que 1,8 millones de 
personas necesitan ayuda para salir de casa y 100.000 no salen nunca. Las ayudas para accesibilidad 
y ahorro energético solo cubren el 10 % de las obras realizadas.

Sólo el 16.7% de las personas jóvenes pueden emanciparse. Las mujeres lo hacen a los 28.9 años y 
los hombres a los 30.8 años, mientras el promedio de la UE es a los 26.5 años, según el Observatorio 
de Emancipación del Consejo de la Juventud de España.

EL PRESUPUESTO para 2023 sube el 5,4%. El 71,4% es financiado por el MRR para Bono Joven, 
Plan Estatal de acceso a la vivienda 2020-2025, con iguales objetivos que en 2022 para rehabilitación 
de 160.000 viviendas y 600 Hectáreas de zonas o barrios a renovar. La política de vivienda representa 
el 23% del gasto del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. El 59,8% está en el capítulo 
7 Transferencias de Capital, en su mayoría a Comunidades Autónomas, lo que repercute en una baja 
ejecución, del 30% del gasto frente al 54% general a 31.08.22, cuando se habían incorporado 400 
millones no gastados en 2021, lo que puede volver a pasar.

PROGRAMAS DE VIVIENDA EN PRESUPUESTOS DEL ESTADO 2022 y 2023 
(millones de euros) 

261N Promoción, administración y ayudas para rehabilitación y acceso a vivienda

261O Ordenación y fomento de la edificación

261P Urbanismo y política del suelo

26BA C02.I01 Programa de rehabilitación en entornos residenciales

26BB C02.I02 Pr construcción de viviendas en alquiler social en edificios ener. efic.

26BE C02.I05 Programa de rehabilitación sostenible y digital de edificios públicos

Total

958,7 771,5 24,3
30,3 32,5 -6,6

2,8 2,8 18,6

1.980,0 1.389,0 42,5

500,0 500,0 0,0
0,0 600,0 -100,0

2023 2022 % 
Variac
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En el Programa 261N no hay cuantificación de objetivos ni indicadores. Las actividades son otra vez 
el Bono Alquiler Joven, el Plan Estatal de Acceso a la Vivienda 2022-2025 de ayudas al alquiler que 
incluyen a “víctimas de violencia de género, personas con desahucio de su vivienda habitual, personas 
sin hogar y otras vulnerables”; ayudas a la adquisición de vivienda (o alquiler) por jóvenes en zonas 
despobladas e incremento de parque público de vivienda y de vivienda en alquiler asequible para 
personas mayores.

El hogar es el espacio en el que se dedican cada día 130 millones de horas a trabajo  no pagado de 
cuidados, realizados en dos terceras partes por mujeres, por ello determinados colectivos de mujeres 
son muy vulnerables a la pérdida de sus viviendas, fundamentalmente las madres cabeza de familias 
monoparentales, inmigrantes, mujeres que han sufrido violencia de género, mujeres con discapacidad, 
viudas, divorciadas o separadas.

El mayor de los programas, el 26BA C02.I01 Programa de rehabilitación en entornos residenciales -a 
nivel de barrio, integral de edificios o creación de un entorno favorable a la actividad- ya en su tercer y 
último año, tiene objetivos de corto alcance: rehabilitar 160.000 viviendas de 2021 a 2023.

Programa 26BB C02.I02 construcción de viviendas en alquiler social en edificios energéticamente efi-
cientes se transfiere al 100% a las CCAA, termina también en 2023 y sigue pretendiendo acumular en 
el 2º trimestre 2026 20.000 nuevas viviendas construidas en edificios energéticamente eficientes. Con 
500 millones de € supone una ayuda de 25.000 € a la construcción de cada vivienda.

Pedimos:

- que la Ley por el derecho a la vivienda que desde febrero debate el Congreso de Diputados se 
apruebe ya y que no sea papel mojado, sino que contribuya a

- ampliar en 1,5 millones el parque de vivienda pública y social, para alcanzar el promedio europeo 
(9,3% del total)

- que la vivienda social de promoción pública o algún régimen de protección mantenga su fin social, 
no venderlas

- mejorar la realización de la política de vivienda en las Comunidades Autónomas

- realizar la función social para disminuir las viviendas vacías

- eliminar el régimen especial tributario de las SOCIMI

- limitar las viviendas de uso turístico, que expulsan a la población residente a la periferia

- que el Gobierno regule por decreto el precio de los alquileres ante el aumento de la inflación, como 
en Escocia.

- ayudas masivas al alquiler, con preferencia a viviendas normalizadas, para las personas de la 
Tipología Europea de Sin Hogar y Exclusión Residencial.
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7.- SANIDAD: 33.000 PROFESIONALES MÁS Y 25% A LA PRIMARIA

El presupuesto del Ministerio de Sanidad son 7.049 millones de euros, lo que representa un incremento 
del 6,7%. Es menos de la décima parte del gasto sanitario de las CCAA, que tienen transferida la aten-
ción sanitaria y presupuestaron en 2022 79.654 millones de euros, un promedio de 1.679,3 €/habitante/
año, variando de 1.300,60 € en Madrid y 1.388,90 en Andalucía a más de 1.900 en País Vasco, Asturias 
y Navarra, según la Federación de Asociaciones para la Defensa de la Sanidad Pública. A la Atención 
Primaria se destina el 14,3% -frente a las recomendaciones internacionales de destinar del 20 al 25% 
del gasto sanitario público- con insuficiente personal de medicina, enfermería, de unidades administra-
tivas, pediatría, fisioterapia, psicología, logopedia, odontología, etc.

El último Informe Anual de la Comisión contra la Violencia de Género del Consejo Interterritorial del Sis-
tema Nacional de Salud da cuenta de que en 2020, cuando se denunciaron 162.848 casos de violencia 
de género, solo 7.564 (el 4,6%) se detectaron por historia clínica en la atención primaria y hospitalaria, 
y 10.532 (6,5%) mediante partes de lesiones.

La principal partida es para la compra de vacunas 1.116 M€ (37,1% del total), seguida por Salud Publi-
ca, sanidad exterior y calidad (742,5 Mll€, 24,6% del total) y 200,3 M€ para equipos de alta tecnología y 
200 M€ para cooperación al desarrollo (también centrada en vacunas, el mecanismo COVAX).

Tiene incidencia en la igualdad de genero el programa 311O Políticas de salud y ordenación profesio-
nal, que pone en marcha el Registro Nacional de actividad y resultados de los centros y servicios de 
reproducción asistida, a través de la plataforma informática SIRHA (Sistema de Información de Repro-
ducción Humana Asistida).

El Programa 313B Salud Pública, Sanidad Exterior y Calidad del Plan Nacional de Salud Pública con 
742,5 millones € +8,8%. Dicho Plan incluye la Estrategia Nacional de atención al parto normal en el SNS 
y Estrategia de Salud Sexual y Reproductiva. Incluye un cuadro que hace referencia a la Salud sexual y 
reproductiva y a las Interrupciones voluntarias del embarazo como “observación adicional” relativa a la 
salud de las mujeres, aunque no especifica ninguna actuación concreta; y los Programas de Control de 
VIH, SIDA, ITS, Hepatitis Virales y Tuberculosis, que abordan la salud sexual en el ámbito de las ITS.

Fuera del Programa 313B, solo hay otras tres referencias a la SSR la mención de una Estrategia de 
Salud Sexual y Reproductiva; la SSR como una de las atribuciones del Observatorio de Salud de las 
Mujeres; y la asociación de la SSR al cumplimiento de las Metas 3.1 y 3.7 y al ODS 5 en un cuadro so-
bre Gobernanza Internacional en Salud y compromisos de la Agenda 2030. Se trata sólo de referencias, 
pero no especifican actuaciones concretas.

Pedimos:

- Más presupuestos para la Sanidad Pública (acuerdo de la Comisión Parlamentaria de Reconstruc-
ción post Covid), y que las transferencias a las Comunidades Autónomas sean finalistas y permitan 
reducir las diferencias territoriales en el derecho constitucional a la protección de la salud

- Políticas activas de igualdad de género y de conciliación de la vida laboral y personal en los centros 
sanitarios y en los niveles de dirección de los servicios.
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- Destinar un 25% a la Atención Primaria y repartir al 50% la inversión suplementaria entre el Go-
bierno central y las Comunidades, teniendo en cuenta su población y sin penalizar a las de mayor 
esfuerzo sanitario

- Que el Sistema de Información de Listas de Espera del Ministerio de Sanidad publique periódi-
camente las demoras en las citas presenciales y telefónicas en Atención Primaria, medicina de 
familia, pediatría y enfermería y el porcentaje de población que espera más de una semana en 
cada C.A.

- Cumplir la Acción c.1.3. del Marco Estratégico para la Atención Primaria y Comunitaria de (BOE 
26/4/2019) de que las demandas de atención no urgentes se atiendan en menos de 48 horas

- Cumplir las medidas 60 y 187 del Pacto de Estado contra la Violencia de Género, aumentando su 
detección precoz, atención y coordinación en el ámbito sanitario

- Aumentar el personal de la Atención Primaria en 8.000 profesionales de la Medicina y 15.000 de 
Enfermería para garantizar unos centros de salud abiertos, accesibles, que prioricen las consultas 
presenciales, próximos a toda la población y sin listas de espera. Y 10.000 administrativos más para 
las unidades de atención al paciente de los centros de salud y nuevos profesionales de Fisioterapia, 
Matronas, Trabajo Social, Salud Mental, Logopedia, Atención Temprana y Farmacología Clínica.

- Crear la categoría de Enfermería Familiar y Comunitaria en las consultas de los centros de salud, 
y desarrollar la orientación comunitaria, colaborando con las asociaciones de mujeres, vecinales, 
ayuntamientos, etc

- Garantía del ejercicio de la IVE dentro de la Sanidad Pública

- Control de la mala praxis obstétrica (inspecciones de los centros que se desvían de manera más 
clara de los protocolos establecidos, por ejemplo)

- Asegurar la atención a la salud sexual y reproductiva en el sistema sanitario público

8.- ECOLOGÍA Y CAMBIO CLIMÁTICO , NO REACCIONAMOS LO SUFICIENTE ANTE LO QUE SE 
VIENE ENCIMA

Acaba de salir el informe sobre pérdida de biodiversidad más importante, que es sobrecogedora: Plane-
ta Vivo 2022 revela la acelerada pérdida de biodiversidad: “Es la antesala de la extinción”. A largo plazo 
las consecuencias serían que se terminaría con la civilización humana tal como la conocemos. Como 
dice el Intergovernmental Panel on Climate Change (IPPC), los próximos años son determinantes para 
no superar el umbral de aumento de temperatura del 1,5º. Por eso hablamos tanto que esta década, 
2020 – 2030 va a marcar el futuro de la humanidad. Más allá de los informes hemos podido comprobar 
este verano el calor extremo que hemos vivido, la falta de lluvias durante meses y los embalses secos, 
que se alternan con episodios de lluvias torrenciales que lo arrasan todo, con incendios que destruyen 
nuestros bosques con toda la pérdida de biodiversidad que llevan aparejada.

El Ministerio de Transición ecológica con 8.877 millones, un 17,9% más que en 2022 divide sus progra-
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mas en tres grandes áreas. Industria y Energía donde se destinan el 43% de los recursos, Infraestruc-
turas y ecosistemas resilientes con el 57%.

Consideramos que la inversión en Hidrógeno renovable, 672,8 millones está descompensada frente a 
los 780 en “desarrollo de energías renovables” y los escasos 169,3 en “inversiones en transición justa”.

Los 10 mayores programas pasan de concentrar el 71 al 82% del presupuesto consolidado del Ministerio.

Observamos con preocupación la disminución de presupuesto en partidas como la de Gestión forestal  
sostenible, que con 97,3 millones, un 33% inferior al presupuesto de 2022, cuando desde la sociedad 
se está pidiendo una intervención firme para preparar y reparar nuestros bosques frente a los incen-
dios, cada vez más frecuentes por las altas temperaturas y la pérdida de biodiversidad.

Los indicadores contenidos en el Informe de Impacto de Género son mínimos.  Sólo se reconoce un 
programa con incidencia alta, que representa el 1,48% del presupuesto del Ministerio, el 451O Direc-
ción y Servicios Generales para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. Mientras, programas 
que sí consideramos que tienen una incidencia alta para las mujeres, como el 456B de Protección y 
mejora del medio ambiente o el 456E Reto demográfico y lucha contra la despoblación, se consideran 
con prioridad media para la igualdad cuando sabemos que la contaminación, por ejemplo, afecta en 
mayor medida a las mujeres, o las tasas de despoblación de las mujeres son más altas.

Como excepción en el informe, el programa 42JA C10.I01 Inversiones en transición justa, con prioridad 
media sí recoge indicadores interesantes como el número de infraestructuras apoyadas relacionadas 

MINISTERIO PARA LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA Y EL RETO
DEMOGRÁFICO (millones de euros) 

452A Gestión e infraestructuras del agua
425A Normativa y desarrollo energético
42GA C07.I01 Desarrollo energías renovables, edific y procesos productivos
42IA C09.I01 Hidrógeno renovable: un proyecto país
45EB C05.I02 Seguimiento ecosistemas fluviales, acuíferos
42AB C01.I02 incentivos a electromovilidad e hidrógeno verde
452M Normativa y ordenación territorial de los recursos hídricos
45EC C05.I03 Transición digital en el sector del agua.
456N Transición justa
42BC C02.I03 Progr Rehabilitación energética edificios (PREE)
456C Protección y mejora del medio natural 
456A Calidad del agua
45LC C12.I03 Plan de apoyo a normativa de residuos y economía circular
42BD C02.I04 Programa de regeneración y reto demográfico
45EA C05.I01 Depuración, saneamiento, eficiencia … infraestructuras (DSEAR)
42JA C10.I01 Inversiones en transición justa
45DB C04.I02 Conservación de biodiversidad terrestre marina
42HB C08.I02 Digitalización de las redes
Subtotal 10 mayores programas
Total consolidado Ministerio

2023 2022 % 
Variac

1.259,80
834
780

672,8
498
455

396,5
370

331,6
300

294,8
276,2

250
225
187

169,3
155,3

150
7.605,3
8.877,4

1.154,00
581,6

435
555

344,6
445

109,6
105
35,1

0
221,9
292,2

300
350
255
110

60,1
0

5.354,1
7.529,5

9,2
43,4
79,3
21,2
44,5

2,2
261,6
252,4
845,3

32,9
-5,5

-16,7
-35,7
-26,7
53,9

158,3

42,0
17,9
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con los cuidados, la conciliación o el emprendimiento femenino o el número de mujeres formadas en 
nuevas profesiones. Pedimos

- Cambio de modelo productivo que deje de fijarse en el crecimiento infinito en un planeta finito, favo-
recer lo local frente a lo global.

- Promover la democratización y descentralización de la producción de energía, y que este cambio 
incorpore a las mujeres tanto como agentes del cambio de modelo energético como disminuyendo la 
pobreza energética, que incide fundamentalmente en las mujeres. La herramienta fundamental para 
alcanzar estos objetivos a corto, medio y largo plazo son las “comunidades energéticas”.

- Disminuir el presupuesto en Hidrógeno renovable y aumentarlo en promoción de las renovables me-
diante comunidades energéticas locales, y en las que la perspectiva de género sea obligatoria.

- Fiscalidad verde para trasladar a sus responsables los costes ambientales de determinadas activida-
des económicas impactantes o el uso de productos contaminantes. Bonificar la realización de buenas 
prácticas que conlleven externalidades positivas para el conjunto de la sociedad. Nos alineamos con 
las peticiones realizadas por las principales 5 organizaciones ecologistas que se dirigen a la introduc-
ción de criterios ambientales en los impuestos existentes, la creación de nuevos impuestos ambienta-
les, y la reforma ecológica de la regulación sobre haciendas locales.

9.- DEFENSA: NUESTRA VISIÓN ES UN MUNDO DE PAZ PERMANENTE Y FEMINISTA

Se constata que la guerra de Ucrania ha dado lugar a una crisis humanitaria, de seguridad, energética y 
de suministros. Las restricciones en productos energéticos, materias primas y alimentos que suponen, 
a su vez, un aumento de precios, generan incertidumbre, y el Gobierno manifiesta su intención de incre-
mentar paulatinamente el gasto en defensa hasta llegar al 2% del PIB. Para el año 2023 el presupuesto 
del Ministerio de Defensa es de 14.453,8 millones € un 27,6% más que en 2022. Pero hay que tener en 
cuenta que al gasto real presupuestado del ministerio hay que sumar el que se distribuye entre otros 
ministerios – especialmente industria, pero no solo- y, también hay que tener en cuenta que la ley de 
presupuestos permite aumentar el de Defensa todo lo que se considere necesario a lo largo del año. De 
hecho, a 31 de agosto de 2022 el gasto directo en defensa, que inicialmente era de 11.709,3 millones€ 
ha sido de casi 13 millones de euros.

El programa 122 (A-B-M-N) supone más del 60 % de lo presupuestado.

PROGRAMAS 122 DE DEFENSA EN PRESUPUESTOS DEL ESTADO 
2022 y 2023 (millones de euros) 

122A. Modernización de las Fuerzas Armadas
122B. Programas especiales de modernización
122M. Gastos operativos de las Fuerzas Armadas
122N. Apoyo logístico
Total

2023 2022 % 
Variac

459,2
4.901,7
2.305,6
1.028,1
8.694,6

398,3
2.848,0
2.254,9

997,7
6.498,9

15,3%
72,1%

2,3%
3,1%

33,8%
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La guerra de Ucrania, ha retrocedido en el cumplimento del ODS 16 que es la construcción de socie-
dades pacíficas e inclusivas, como base del desarrollo sostenible a largo plazo. Pero, además, hay 
que hacerlo en el marco de la Carta de Naciones Unidas que en su artº 26 reconoce el desarme como 
una condición previa para la paz duradera, la seguridad y el desarrollo, para lo cual, el uso de recursos 
humanos y económicos para el mundo de las armas debe ser el mínimo posible.

En línea con las reivindicaciones de WILPF (Liga Internacional de Mujeres por la paz y la Libertad) y el 
movimiento Mujeres de negro contra la guerra, “nuestra visión  es un mundo  de paz permanente  y fe-
minista, construido sobre los cimientos de la libertad, la justicia, la no violencia, los derechos humanos 
y la igualdad para todas las personas; un mundo donde las personas, el planeta y todos sus habitantes 
coexistan y florezcan en armonía.”

Pedimos:

- destinar el aumento del gasto militar a un enfoque integrado de la Defensa en los ODS2030 para 
distribuir mejor los recursos de los que disponemos.

- que el Grupo de Expertos Gubernamentales sobre la Convención de la ONU sobre ciertas Armas 
Convencionales (CCW) realice “la aspiración de todos los pueblos a vivir en paz” poniendo fin a la 
carrera armamentística y persiguiendo el desarme, y que no blanquee el uso de drones y robots 
que matan a personas reales, y destruyen viviendas, hospitales, escuelas, sembrados y mercados.

10.- COOPERACIÓN INTERNACIONAL: CUMPLIR LOS COMPROMISOS DEL 0,7% DEL PIB Y 
15% A COOPERACIÓN FEMINISTA

Los presupuestos del Estado para la Política Exterior y Cooperación no permiten medir la relevancia 
de Género.

En el Presupuesto de política exterior y cooperación para el desarrollo en 2023 con 2.426 millones 
de euros, es solo un 7,6% superior al de 2022, en el que el incremento fue del 19,7%. Se constatan 
avances en la recuperación de la cooperación internacional, y quedan aún lejos del compromiso del 
Gobierno reflejado en su Agenda 2030 de alcanzar en esta legislatura el 0,7% del PIB y de destinar el 
10% a ayuda humanitaria reivindicados por las ONGD, como ya denunció el año pasado la Plataforma 
Impacto de Género Ya.

La AECID -principal ejecutora e institución líder de la cooperación- con 698 millones de euros ve au-
mentados sus fondos un 42% y un aumento incluso mayor (del 52%) si nos fijamos solo en el presu-
puesto de Ayuda Oficial al Desarrollo, que pasa de 390 a 593 millones de euros, el mayor incremento 
en más de una década, pero todavía inferior al 20% del total de la AOD.

En el marco de las reformas de la AECID aprobadas en el Consejo de Cooperación, se apostó por la 
creación de una Oficina o Dirección de Cooperación Feminista con rango político y personal especiali-
zado en coherencia con la Política Exterior Feminista. No podemos valorar en los Presupuestos Gene-
rales del Estado hasta qué punto se han considerado estas propuestas y seguimos sin poder medir la 
sensibilidad de Género por la ausencia de indicadores y de presupuesto desglosado.



249

XXXV ANIVERSARIO1987/2022

Por su parte, la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, encargada de la propuesta, di-
rección, coordinación y ejecución de la política de cooperación, contará con 306 millones €. Para las 
labores más estratégicas de su cometido contará con 72 millones de euros. En el capítulo de personal 
se produce un leve incremento del 10% en la partida de funcionariado, probablemente insuficiente para 
las necesidades de despliegue del sistema de cooperación en el próximo año.

El Presupuesto para la ejecución de proyectos, programas y convenios a través de ONG de Desarrollo, 
ronda los 110 millones € +22,2%. Una cantidad significativa pero todavía muy por debajo de la capaci-
dad de ejecución del sector, además consideramos fundamental incluir indicadores que permitan medir 
la transversalización de la perspectiva de género, seña de identidad de la cooperación española.

La puesta en marcha de una Política exterior feminista debe contar con presupuestos visibles e indica-
dores para seguir priorizando con recursos significativos la igualdad de género real y efectiva, consa-
grar los derechos humanos de las mujeres y otros grupos tradicionalmente discriminados

y eliminar estructuras patriarcales y colonizadoras en todos sus niveles de influencia. Esto implica con-
tar con asignación de recursos suficientes, transparentes, específicos y previsibles, que no se consigue 
identificar en los PGE 2023 que nos permitan evaluar qué significa la transversalización de Género y 
las Políticas específicas feministas.

Pedimos:

- Datos desglosados que permitan valorar la igualdad de Género desde enfoques feministas en todos 
los programas y acciones.

- Transparencia de fondos destinados a Política Exterior y Cooperación

Feminista

- Que la reforma de la AECID determine los Fondos previstos para la creación de una Oficina de 
Cooperación Feminista con rango político y personal especializado

- Asegurar que las contribuciones voluntarias multilaterales de la Secretaria de Acción Exterior y 
de SECI se dirijan a organismos internacionales y Agencias de Naciones Unidas (UNFPA y ONU 
Mujeres)

- Recuperar el 15% de la AOD (distribuida en un 9% para género en desarrollo y acciones feministas y 
6% para salud sexual y reproductiva) e incrementar progresivamente hasta el porcentaje estipulado 
en el III Plan Director de la Cooperación Española.
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Madrid. 16 diciembre. 20 horas. Plaza de las Cortes

Nunca podrán argumentar que ignoraban los efectos per-
niciosos de la Ley

Convocamos a las organizaciones feministas y a la ciu-
dadanía en su conjunto a una concentración nocturna 
feminista en Madrid el próximo día 16 de diciembre a las 
8 de la tarde en la Plaza de las Cortes, enfrente del Con-
greso de los Diputados.

Como organizaciones feministas:

DENUNCIAMOS Que es una anomalía democrática sin 
precedente conocido que en la elaboración y tramitación 
del Proyecto de Ley transgénero, que afecta especial-
mente a mujeres y menores, se haya impedido el debate 
democrático y negado de modo sistemático la interlocu-
ción con el feminismo organizado de este país. Por ello

EXIGIMOS LA PARALIZACIÓN INMEDIATA DEL PRO-
YECTO DE LEY TRANSGÉNERO

- Rechazamos la autodeterminación del sexo registral o 
creencia en la autodeterminación de género sin garantía 
jurídica alguna.

- Rechazamos el proyecto de “Ley Trans” que hace re-
troceder en derechos a las mujeres y pone en riesgo de 
salud extrema a menores, adolescentes y juventud afec-
tados por el fenómeno de la Disforia de Género de Inicio 
Rápido, permitiendo un atentado a su integridad física y 
psicológica.

- Rechazamos la tramitación urgente de un Proyecto de 
Ley sin un análisis sosegado que muestre las consecuen-
cias que a futuro se pueden derivar de la negación del 
“sexo” como categoría biológica y jurídica relevante y 
sustantiva a toda persona.

- Rechazamos la autodeterminación de género o creen-
cia subjetiva de que el sexo se elige libremente que a lo 
único que nos está llevando es a reforzar los estereotipos 
y patrones culturales más arcaicos relativos a la femini-
dad/masculinidad.

- Rechazamos, en definitiva, el Proyecto de “Ley Trans” 
por ser una Ley Mordaza, Homófoba y MISÓGINA.

7.7
COMUNICADO

DE LAS 
ORGANIZACIONES

FEMINISTAS

¡PAREMOS YA
LA LEY

TRANSGÉNERO
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APOYAN ESTE MANIFIESTO

Asociación profesional de los Centros de Informa-
ción a las Mujeres

AAMM FEMINISTAS MARCELA LAGARDE Aso-
ciacion de Mujeres Juristas Themis

Federación de Asociaciones de Mujeres Rurales- 
FADEMUR

Lobby Europeo de Mujeres en España(LEM)

Plataforma catalana de suport al lobby europeu de 
dones

Asociación Enclave Feminista

FeMeS ( Asociacion Española de Feministas So-
cialistas ) Cádiz Abolicionista

Alianza Contra el Borrado de las Mujeres FÓRUM 
DE POLITICA FEMINISTA Asociacion Mujeres 
para la Salud NosotrAs

Fórum de Política Feminista de Granada

Tertulia Feminista Les Comadres

Asociacion Mujeres por la Igualdad de Barredos 
- Laviana

PFAC -Partido Feministas Al Congreso FÓRUM 
DE POLÍTICA FEMINISTA Mujeres por la Igualdad 
Bierzo y Laciana Partido Feminista de España

ASOCIACION MUJERES PROGRESISTAS DE 
RETIRO La Volaera

Épica Feminista

Fórum de Política Feminista de Málaga

Liceu Dones de Castelló Mujeres Abolicionistas de 
Rivas Nación Mujeres

Australia Solidarity with Latin America

ALQUIMIA FEMINISTA Liceu Libres y diversas 
Asociación Feministas Bercianas

Fórum feminista de Madrid

Asociación de Mujeres Asturianas Progresistas de 
Oviedo “Pura Tomás” DoFemCo

Agrupación AMANDA

Asociación de Mujeres Eleanor Roosevelt

Profesionales Sanitarias

Espai FIGA

Feministas Radicales Canarias Amables Titulares 
de Derechos Fundació PRIVADA SORLI Federa-
ción Mujeres Progresistas Mujeres por la Abolición

Federacio Dones ProgressistesCV Mujeres por la 
Igualdad Calp

Centro de estudios e investigación sobre muje-
res Mujeres Progresistas de Ceuta “María Miaja” 
Fórum de Política Feminista Agrupación Córdoba

Asociación para la Defensa de la Imagen Pública 
de las Mujeres

Plataforma contra las violencias machistas- violen-
cia cero Asociación Egeria

Desarrollo Social

ASFEMAS

Asociación de Ayuda a la Mujer “Plaza Ma-
yor” UNIÓN DE ASOCIACIONES FAMILIARES 
(UNAF) Federación de Mujeres Progresistas de 
Castilla y León Asociación SARAE de desarrollo 
y Cooperación internacional Asociación Feminista 
8M Feminista Elkartea

ÚNETE a la CONCENTRACIÓN NOCTURNA FEMINISTA

16 de DICIEMBRE 20 HORAS 

PLAZA DE LAS CORTES. MADRID 
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Épica Feminista

Federación de Mujeres Progresistas de Asturias

 ASOCIACIÓN MUJERES POR LA PAZ

Foro de Mujeres del Llano Foro Feminista de 
Valladolid Grupo de Acción feminista de Alcor-
cón- GAFA Asociación Feminista Leonesa “Flora 
Tristán”

Mujeres Abolicionistas Canarias

Mujeres Feministas de Móstoles

Plataforma Andaluza de Apoyo al Lobby Europeo 
de Mujeres

Women’s Declaration International ESPAÑA Aso-
ciación de mujeres Sara Suárez Solís Feministes 
de Catalunya

Asamblea de Mujeres Feministas de Ciudad Real

LaMiradaDeLilith

Plataforma Abolicionista de Ciudad Real Confluen-
cia Movimiento Feminista Asamblea 8m Alicante

Euskal Herriko Feminista Erradikalak

La Ciudad de las Damas Mujeres Libres de Extre-
madura Plataforma por la Igualdad Raspeig Aso-
ciación Mercedes Machado

Federación Asociaciones Mujeres Separadas y 
Divorciadas

Rapiegas

Coalición Internacional para la Abolición de la Ex-
plotación Reproductiva (CIAMS) Federacion muje-
res progresistas de Castilla y León

Mujeres feministas María Cambrils Federación de 
AAMM Rurales SOL RURAL Granada RadFem

Grup de dones Vila real

Araba Abolizionista

FRENTE ABOLICÓN PROSTITUCIÓN Juventu-
des Feministas de España Front Abolicionista del 

País Valencià Profesionales Feministas PROFEM 
Fademur Murcia

Asociación Girando al sur

Asociación E-Mujeres Liceu de dones Castello 
Lanbroa

Dones de Xirivella en Accio

Asociación Mujeres por Derecho (Requena) El 
Vindicato

Foro Feminista de Lugo

Front Abolicionista del Pais Valencià SOM DE PIT

Asociación Feminista Colectivo Sórico

Alanna

Asemblea Feminista Paxaretas

Fademur Jaén

Escola de pensament feminista Amelia Valcárcel

Plataforma Andaluza de Apoyo al Lobby Europea 
de Mujeres

Mujeres Abolicionistas Canarias

Foro Feminista de Lugo

Asociación Mujeres por Derecho (Requena) FA-
DEMUR Extremadura

Asociación de Mujeres Campesinas de Asturias - 
FADEMUR Asturias

 Fademur Jaén

Federación Española de Cáncer de Mama

Red Feminista de Derecho Constitucional

Asociación Damos la cara contra la violencia de 
género

Xarxes Violetes

Mujeres de Negro de Valencia Asociacion de mu-
jeres Lagael Asociación Clara Campoamor

Mujeres Abolicionistas de Extremadura Asociación 
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Feminista Gafas Moradas Red de Psicología Ca-
sandra Feministes d’Oliva

Cambera Feminista

Col•lectiu de dones feministes de Montcada.Va-
lencia

Garenak: Emakume Feministak

MALVA

Mujeres Por La Igualdad Calp

Asociación Las independientes

Federacion Asociaciones de mujeres separadas y 
divorciadas

Rede Galega Pola Igualdade (A REGAI) Acción 
Feminista

Asociación de Mujeres Valdés Siglo XXI Gipuzkoa 
Feminista

Grup de dones Cabal Pego

Xarxes Violetes

Grupo de dones cabal

Asociació de Dones Feministes La Frontissa

RADFEMCÁDIZ More Elkarte

Grupo Sociocultural Siero Impulsa

.Stop vientres de Alquiler

Plataforma do Feminismo Radical de Galicia MAL-
VA (Mujeres abolicionistas de Valladolid) PAP pla-
taforma abolicionistas de Valladolid

Asociacion de Mujeres de la Cultura y la Educa-
cion

FADEMUR Aragón

Asociación de Mujeres Malvaluna REGAI (Rede 
Galega pola Igualdade) Asociación Iruña Abolicio-
nista Asociación feminista luz ultravioleta

Comisión Para la Investigación de Malos Tratos a 
Mujeres

Asociación Marbella Feminista Feministas Toman-
do Partido-Malaga Colectivo Luna de mujeres de 
Villena Asociación de Mujeres Gitanas Alboreá Li-
bres de Violencia Vicaría

Plataforma Andaluza de Mujeres Abolicionistas 
(Pama) Asociación de Mujeres Feministas Toman-
do Partido-Andalucía Espacio Feminista Radical

XARXA DE DONES DE LA MARINA Feminágora

Asociación María Laffite

Mulheres Nacionalistas Galegas

A.Mujeres Sembrando

Coalición Regional contra el Tráfico de Mujeres y 
Niñas en América Latina y el Caribe

 Frente Nacional Feminista Abolicionista

Asociación Feminista Foro MIRaN As Furias

MuCrim- DoCrim- Wo-Crim- Mujeres criminologas

ESPACIO REGADERA

CAEFAM Asociaón Centro Andaluz de Estudios 
Feministas Y Atención a la Mujer feminista

Asociación de Mujeres Clara Campoamor de Ori-
huela Asociación de Mujeres Clara Campoamor. 
Nuevos Retos Mujeres Abolicionistas Leonesas

Casandra

AEFI Asociacion Escuela de Feminismo e Igual-
dad. MUJERES RIOJANAS PROGRESISTAS

Asociación con la A

Museo de la Mujer (CABA) Federacion guadalhor-
ce equilibra Ademur Cádiz

RadFem Mallorca

Mulheres Nacionalistas Galegas

ASAMBLEA FEMINISTA VINALOPÓ MITJÁ Edito-
rial Digital Feminista Victoria Sau
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